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Este documento contiene el resultado de la investigación sobre procesos de valoración y pago por 
servicios ambientales en Costa Rica, a través de un trabajo de campo realizado entre el segundo semestre 
del año 2000 y el primero del  año 2001, y una ubicación de fuentes hasta mediados del año 2002.  En la  
estrategia metodológica se recuperan temas generadores para dar respuesta a las principales preguntas del 
estudio, relacionadas con el proceso de valoración y distribución de beneficios generados por servicios 
ambientales provenientes de ecosistemas naturales y ecosistemas artificializados (plantaciones forestales, 
represas hidroeléctricas, etc.), y como esta innovación ha beneficiado a pequeños y medianos productores 
y la gestión local de comunidades en Costa Rica.   El proceso permitió comprender los principales 
mecanismos y  efectos del PSA, a partir de la  gestión del desarrollo local, ubicando el PSA en 
microcuencas con características diferentes, que tienen como común denominador la yuxtaposición de 
estrategias de desarrollo sectorial, regional y local, con repercusiones en las dimensiones socio políticas e 
institucionales de la gestión ambiental, innovaciones sociales y cambios institucionales y organizativos, 
así como en el manejo de recursos naturales, lo cual incide en procesos de transformación del paisaje.  
 
Se utilizó el método de estudio de caso; se realizaron entrevistas y un sondeo a informantes clave; se 
aplicó también el método de valoración de múltiples criterios en uno de los casos; se revisó literatura y se 
recuperaron datos de fuentes primarias, sobre todo para establecer el área correspondiente al PSA, según 
el tipo de programa (manejo de bosque, reforestación y conservación).  Entre las principales limitantes de 
este estudio se destaca la dispersión de la información existente sobre el PSA; aunque se logró hacer una 
aproximación general a la cantidad de hectáreas de los programas de PSA, no se obtuvieron datos 
confiables sobre los desembolsos económicos realizados para elaborar una serie histórica, por áreas de 
conservación, que son las que operan el proceso.  La información disponible tampoco refleja el tipo de 
productor (grande, pequeño o mediano) que ha participado en los distintos programas, pues los datos están 
aglutinados; aunque hay disposición a brindar información, el proceso es lento y demanda negociaciones, 
lo que implica más tiempo para trabajar fuentes primarias como expedientes.  
 
En el estudio se destacan los principales mecanismos desarrollados en el contexto de las condiciones socio 
políticas y de gestión forestal en el país, a la luz de una interpretación del proceso de innovación social 
ocurrido desde 1969, cuando se aprobó la primera ley forestal.  A través de tres estudios de caso se elabora 
una aproximación a las principales tendencias y dinámicas actuales -asociadas con las modificaciones a la 
ley forestal en 1996-, orientadas a reconocer formalmente los servicios ambientales, modificar los 
mecanismos de incentivos forestales hacia el pago de servicios ambientales (PSA) y estimular nuevas 
iniciativas dentro de un sistema nacional integral de servicios ambientales,  como recurso para el 
desarrollo sostenible. 
 
Se conceptualizan los servicios ambientales (calificados tradicionalmente por la economía como 
externalidades positivas) como un servicio más que ingresa a la esfera de la economía, con lo cual se 
empiezan a diseñar diferentes modalidades de transacción de los interesados en prestar y adquirir el 
servicio.  De esta manera, el PSA es una novedad que va cambiando a partir de reconocer la importancia 
de valorar la biodiversidad, los diversos ecosistemas, la belleza escénica, las fuentes de recursos hídricos, 
el suelo y el agua.  Para que el PSA sea una realidad para los productores forestales en los diferentes 
rincones del país, también se han tenido que producir innovaciones en las formas de organización e 
institucionalización, a través de los cuales se formalizan y dinamizan nuevas interrelaciones sociales y 
económicas, de donde surge como importante considerar diversas formas de valoración, especialmente 
cuando se trata del diseño de políticas y toma de decisiones.  
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El eje del análisis gira en torno a una aproximación sobre los beneficios generados por la estrategia 
nacional de PSA, desde la perspectiva de diferentes actores sociales involucrados en los procesos 
nacionales y especialmente, en cada una de las situaciones que configuran los estudios de caso:     
• La experiencia del cobro de la “tarifa hídrica ambientalmente ajustada” para pagar servicios 
ambientales,  desarrollada por la Empresa de Servicios Públicos de Heredia (ESPH), en las 
microcuencas urbanas de esta provincia, ubicadas en la Región Central.  
• El PSA a pequeños productores integrados al Centro Agrícola Cantonal de Sarapiquí (CACSA), 
en la cuenca del río Sarapiquí  al norte de la provincia de Heredia, en el contexto de la estrategia 
del Area de Conservación Cordillera Volcánica Central (ACCVC) y la Fundación para el 
Desarrollo de la Cordillera Volcánica Central (FUNDECOR), y de las luchas comunales 
articuladas desde la municipalidad para enfrentar el desarrollo hidroeléctrico y promover el 
desarrollo sostenible.   
• El proceso de PSA en la  cuenca alta del río Platanar, en el cantón de San Carlos de la Región 
Huetar Norte, a través de un convenio voluntario entre la Empresa Hidroeléctrica Matamoros y 
MINAE-FONAFIFO, con el apoyo de FUNDECOR y la Corporación de Desarrollo Forestal 
(CODEFORSA). 
 
En el estudio se concluye que los programas de PSA de FONAFIFO (protección, manejo y reforestación) 
muestran una tendencia recesiva, causada por la aplicación de estrategias macroeconómicas en las 
políticas de desarrollo nacional, que inciden en la reducción de pagos, como el PSA, y cambio en la  
orientación específica del impuesto a los consumidores de hidrocarburos para PSA y desarrollo forestal.  
No obstante, los programas de PSA evidencian que las estrategias de valoración y los mecanismos de pago 
han logrado desarrollar un uso más eficiente de los recursos naturales, promover nuevas capacidades de 
organización,  innovación social y transferencia de conocimientos y aprendizaje.  También, se han 
generado nuevas iniciativas privadas de PSA, a través de convenios voluntarios no convencionales o de 
iniciativas locales genuinas, pero estas son pequeñas en relación al programa de FONAFIFO. 
 
Se han concretado  nuevos instrumentos organizativos para la gestión local municipal, alianzas 
estratégicas entre el sector privado y público, mecanismos renovados -como los convenios voluntarios-, 
nuevos mecanismos de financiamiento, innovaciones tecnológicas y el despliegue de nuevas iniciativas 
que van más allá de la formalidad establecida a través de las instituciones rectoras del sistema integral de 
servicios ambientales, con lo cual se abren expectativas,  nuevos canales de participación de diversos 
actores sociales y de mecanismos para garantizar mejores formas de distribución del beneficio social en el 
sector ambiental y forestal.  Esto es importante si se tiene en cuenta que PSA tiene una cobertura en todas 
las regiones del país, y que aún existen territorios que pueden incorporarse a esa dinámica 
 
Aunque existe un marco legal complejo y disperso, hay conciencia sobre las  limitaciones que esto 
significa, así como sobre la falta de una conceptualización integral de los SA y  metodologías de 
valoración holísticas; también, el estudio refleja la naturaleza de la superposición de estrategias 
intersectoriales.   Los diferentes actores sociales manifiestan preocupación sobre la urgencia de integrar el 
PSA con las cadenas de comercialización, así como con estrategias agroforestales renovadas, que son el 
fundamento de las economías campesinas e indígenas.  Además, la investigación refleja que productores, 
dirigentes comunales, funcionarios municipales, de empresas privadas y de instituciones públicas de otros 
sectores (como educación, salud, por ejemplo) carecen de información suficiente y tienen una visión 
fragmentada sobre los procesos de valoración de los servicios ambientales y PSA, lo cual incide en las 
dificultades que manifiestan los diversos actores sociales para visualizar un escenario futuro, no obstante 
su motivación a participar y su interés en ofrecer opiniones. 
 
El PSA ha significado un ingreso complementario para los productores medianos y pequeños que les 
permite invertir no solo en las actividades productivas forestales, sino en necesidades de la familia.  Los 
diferentes actores sociales consideran que el monto pagado es poco o no es rentable, mientras que los 
Gestión local y participación en torno al pago por servicios ambientales: estudios de caso en Costa Rica 
 4
procesos administrativos son largos y complicados.   En consecuencia, estiman que deben innovarse los 
criterios con que se maneja el PSA, --incorporando lo que nosotros llamaríamos una valoración ambiental 
integral--, y diferenciarse para cada región o localidad, incluyendo la óptica agroforestal o agroturística 
diversificada, y la calidad de vida de los productores más pequeños.  De acuerdo con nuestra perspectiva, 
esto implicaría el desarrollo de metodologías de valoración más afinadas que las comúnmente usadas 
hasta ahora, sujetas a criterios genéricos a nivel nacional. 
 
En síntesis, el fortalecimiento de las estrategias de PSA como elementos de la gestión del desarrollo local, 
pasan por rescatar los elementos de éxito que contribuyen a  reafirmar el proceso de innovación y 
socialización del conocimiento, de tal manera que se provoquen cambios que  fortalezcan la 
institucionalización existente, desarrollen las estructuras organizativas gestoras del desarrollo sostenible 
desde las localidades bajo mejores condiciones de equidad y auditoría de los habitantes, pero con 
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El estudio1 hace referencia  a la evolución de la estrategia de pagos de incentivos y de servicios 
ambientales,  a lo largo de un proceso de poco más de treinta años, después de aprobada la primera ley 
forestal del año 1969.  Destaca los principales mecanismos desarrollados dentro de las condiciones socio 
políticas costarricenses, logros y desafíos del sistema nacional de servicios ambientales para la gestión del 
desarrollo local y regional, a partir de la Ley Forestal de 1996.   
 
Esos procesos son mediados por dinámicas de negociación y concertación entre beneficiarios de los 
programas,  entidades que pagan por los mismos (hidroeléctricas, GEF y otros) y las oficinas 
gubernamentales responsables de ejecutar los programas anualmente:  Ministerio del Ambiente y Energía 
(MINAE), a través del Fondo Nacional Forestal (FONAFIFO)  y del Sistema Nacional de Areas 
Protegidas (SINAC), con oficinas desconcentradas y en proceso reciente de descentralización, en las 
distintas regiones del país.  La institucionalidad es resguardada por las normas jurídicas, dentro de un 
esquema nacional administrado por el Estado, mediante decretos ejecutivos del MINAE en que se 
establecen los montos, las áreas prioritarias y los tipos de programas a desarrollar anualmente 
(conservación, reforestación, manejo bosque, sistemas agroforestales), dentro de una dinámica que 
procura resguardar las políticas y estrategias nacionales de desarrollo ambiental y conservación de la 
biodiversidad, al mismo tiempo que logra innovar y flexibilizar procedimientos formales, de acuerdo a las 
demandas e intereses de quienes se involucran en convenios y contratos, en el contexto del sector forestal 
y de generación hidroeléctrica principalmente.  
 
De esta manera, el desarrollo del sistema ha estado bajo la tutela del FONAFIFO desde las modificaciones 
a la legislación forestal  del año 1996 (Ley No. 7575).  Este es un órgano desconcentrado del MINAE, 
entidad que cuenta con el apoyo de equipos humanos profesionales, especializados en la aplicación de 
leyes ambientales y en las condiciones técnicas de administración de los recursos naturales (forestal, 
biodiversidad, vida silvestre, aguas, marino costero, energéticos y mineros), así como también, en el 
establecimiento de mecanismos para administrar la conservación y el desarrollo sostenible en las once 
áreas regionales que integran el SINAC del MINAE, que comprende el 25 %  (1.284.543 Ha) de la 
superficie del país 2.   Si bien los recursos económicos para el PSA provienen de diferentes fuentes, en 
Costa Rica la  principal es el impuesto al consumo de hidrocarburos que pagan los costarricenses, 
transferidos por el Estado a FONAFIFO.  En la Junta Directiva de esta institución están representados dos 
voceros de organizaciones del sector privado: uno de pequeños productores y otro de industriales de la 
madera; y tres del sector público: MINAE, sistema bancario nacional y Ministerio de Agricultura y 
Ganadería (MAG). 
 
                                                 
1   Este documento contiene el resultado de la investigación realizada por el equipo de Costa Rica, a través de un 
trabajo de campo efectuado entre finales del año 2000 y el primer semestre del 2001, para elaborar tres estudios de 
caso sobre la valoración y el pago de servicios ambientales (PSA), incluidos en el anexo sexto.  Se actualizaron 
fuentes primarias y secundarias hasta mediados del año 2002.   
 
2 Las áreas silvestres protegidas (ASP) incluyen 132 parques nacionales, reservas biológicas, refugios de vida 
silvestre, reservas indígenas  y otras categorías.   En las dos primeras categorías no se permite ningún tipo de 
aprovechamiento y representan un 11% del territorio nacional (590.991 ha); los territorios indígenas contienen 
importantes porcentajes de bosque primario y ocupan unas 180.000 ha , principalmente en el Area de Conservación 
Talamanca, hacia el Sur y el Atlántico (MINAE, 2002). 
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Esta esfera de gestión ambiental es muy dinámica y en el último año se han introducido una serie de 
reformas para ampliar el PSA a sistemas agroforestales y territorios indígenas.  El PSA es el resultado de 
un proceso de negociación y participación de diversos actores sociales, a través del cual se han reconocido 
principalmente los beneficios ambientales de la conservación del bosque y las plantaciones forestales para 
concretar retribuciones económicas por mantener funciones ambientales3, lo cual ha contribuido en el 
desarrollo de capacidades institucionales, organizativas, normativas y tecnológicas del sector forestal.  
Aún cuando no se trata de un programa social, sino principalmente de desarrollo sectorial que ha 
beneficiado a grandes productores en programas de manejo de bosque, también ha tenido repercusiones 
sociales, en tanto se han integrado pequeños y medianos productores en todo el país, y también,  
comunidades indígenas, lo cual se ha reforzado a nivel de políticas y estrategias en el último año, como 
producto de las críticas sistemáticas para democratizar el acceso al PSA y flexibilizar los procedimientos 
seguidos.     
 
A partir de tres estudios de caso sobre experiencias de PSA que se incluyen en los anexos, se hace una 
aproximación a los beneficios y efectos generados por la estrategia de PSA -orientada a la conservación, 
recuperación y manejo de la biodiversidad y del bosque-  en las condiciones de vida de  pequeños y 
medianos productores.  También se hace referencia a los principales efectos en la gestión del desarrollo 
local y del sector forestal, lo cual se concreta en aprendizajes, innovaciones sociales, cambios 
institucionales y organizativos en el manejo de recursos naturales, así como en procesos de transformación 
del paisaje, al incrementarse las áreas boscosas y su mantenimiento,  lo cual ha contribuido a revertir la 
tasa de deforestación y ha estimulado nuevas formas de entender el sector forestal y ambiental de una 
manera más integral y mediante desarrollos tecnológicos innovadores.   
 
Asimismo,  a través de las experiencias de PSA se han ido integrando y recuperando valores económicos y 
socio culturales de los bienes y servicios ambientales que tienen efectos en la vida de las personas, y en  
dinámicas para la reducción de emisiones de carbono y de mecanismos de desarrollo limpio (MDL).  Esto 
significa que a través de las estrategias de PSA, articuladas a procesos de conservación y desarrollo, el 
país cuenta con medios (pioneros) para interactuar en el contexto regional centroamericano y con los 
compromisos globales de preservación y manejo de la biodiversidad,  a través de lo cual se establecen 
demandas por mayores niveles de desarrollo tecnológico, competitividad, gestión de mercados de 
servicios ambientales y de desarrollo de capacidades para la innovación en esta esfera,  sin que esto 
comprometa la degradación ambiental y las estrategias de vida de las unidades productivas y comunidades 
locales.   En este sentido,  a partir de la década de los años noventa el país se orienta con base en un 
modelo ambiental de desarrollo social y económico que incorpora innovaciones institucionales y legales, 
en los procesos productivos y en la generación de conocimientos, lo cual incide en las formas de 
organización social, en el uso del territorio y sus limitados recursos naturales y la biodiversidad. 
 
El estudio concluye que las estrategias de valoración y PSA tienen repercusiones diferentes en los diversos 
actores sociales, donde se destaca una importante participación de pequeños y medianos propietarios en 
todo el país, incluyendo beneficios para las comunidades indígenas en los últimos años.  El análisis refleja 
que existe una demanda creciente para flexibilizar los procedimientos de acceso al PSA y superar las 
múltiples mediaciones en la operación de los procesos de valoración y pago por servicios ambientales, 
incluyendo las contradicciones derivadas de interpretaciones a la normativa legal, arraigada en la 
titularidad de la propiedad privada de la tierra, que ha limitado la retribución a individuos y colectivos que 
                                                 
3 El estímulo, pago o incentivo para compensar el mantenimiento de una función ambiental no necesariamente ha de 
ser de carácter financiero, pero prevalece la tendencia a transferir recursos con base en valoraciones de orden 
económico y monetario. 
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históricamente han usufructuado del uso de la tierra y de derechos comunitarios –o sea tienen derechos 
posesorios-, no están catastrados formalmente4.   
 
Por su parte, la gestión institucional pública refleja una gran capacidad y flexibilidad para introducir 
cambios (con distintos ritmos), responder a las demandas y mantener las políticas de conservación y 
desarrollo como fundamento de las estrategias nacionales.  Superar los mecanismos de valoración 
incompletos de los servicios ambientales (donde predomina la valoración económica y la focalización en 
el árbol), desarrollar estrategias diferenciadas y más ingeniosas para el PSA a los pequeños productores y 
parceleros, comunidades indígenas y comunidades locales –considerando el potencial urbano y las 
competencias de los municipios-, son parte de los retos para alcanzar mayor equidad en el uso sostenible y 
disfrute del ambiente y de los recursos naturales, así como en las prioridades e instrumentos de PSA.  Esto 
es importante si se tiene en cuenta que para las economías campesinas e indígenas el PSA tiene una 
función complementaria, y , tanto dentro de los usuarios como los que están fuera del sistema existe poca 
claridad e información sobre los procedimientos para participar en los programas de PSA.   
 
Los resultados muestran que el PSA contribuye a salvaguardar un uso más eficiente de los recursos 
naturales, fortalece la conciencia ambiental y revalora el sector forestal en el desarrollo nacional.  Las 
transformaciones organizativas, abarcan un novedoso desarrollo institucional del sector público, y de 
oenegés a nivel regional, cuyos procesos contribuyen a generar iniciativas y creatividad en el marco de 
políticas forestales, ambientales y estructuras institucionales.  No obstante los avances en la legislación y 
las políticas en materia ambiental, el desarrollo institucional y la toma de decisiones ha operado de manera 
bastante centralizada, aún cuando se tiene participación de representantes de organizaciones de base, por 
ejemplo en la junta directiva de FONAFIFO.  La cobertura nacional de los servicios ambientales incorpora 
diferencias según las características locales y regionales, a través del SINAC-MINAE y según los 
intereses de empresas privadas involucradas en PSA .  A partir del año 2003 entra en operación una nueva 
estrategia de descentralización de la gestión del PSA, con base en la estructura regional del SINAC y las 
principales frentes de demanda de PSA5.   
 
Por otra parte, las nuevas competencias en materia ambiental y de gestión de recursos naturales a través de 
los procesos de descentralización –y autonomía- de los gobiernos municipales constituye un importante 
desafío al funcionamiento actual de las estructuras, estrategias y mecanismos de financiamiento para la 
gestión forestal, la conservación de la biodiversidad  y la protección y mantenimiento de recursos hídricos.  
El nuevo papel político en la gestión local de concejos municipales y concejos de distrito, los cambios 
para fortalecer los ingresos municipales para sostenibilidad ambiental6,  para crear oficinas o unidades de 
                                                 
4  Con fundamento en la Ley de Biodiversidad, se adiciona un nuevo artículo a la Ley Forestal (Art. 107,  Decreto 
Ejecutivo No. 30761-MINAE, 23 agosto 2002), para incluir terrenos en posesión legal en la modalidad de PSA 
protección.  Con esto se pretende incidir en el control del tráfico ilegal de madera y se establecen procedimientos 
institucionales para facilitar el levantamiento de planos catastrados.  También, a partir del año 2003 se incluye el 
PSA para árboles  (¢320 –poco menos de $0.8- /  árbol / 3 años) ubicados en sistemas agroforestales (SAF) 
silvopastoriles,  silvoagrícolas y agrosilvopastoriles, con fundamento en el rescate formal del componente arbóreo  
y la valoración de los servicios ambientales de estos sistemas en el marco de estrategias de desarrollo sostenible, 
como el manejo integrado de cuencas y el papel que cumplen en la interconexión de corredores biológicos y ASP 
(En anexos se incluye una síntesis de los decretos del MINAE ). 
5  A mediados del año 2002 se toman decisiones para iniciar una reorganización administrativa del MINAE-SINAC y 
FONAFIFO, se incluyen cambios en los procesos de trámites para regionalizar y desconcentrar FONAFIFO y 
mejorar la coordinación con  SINAC, a partir del año 2003. FONAFIFO ubica personal en aquellas áreas de mayor 
actividad de PSA:  Central, Osa, Tortuguero, Sarapiquí, San Carlos y Limón (Decreto Ejecutivo No. 30762-MINAE, 
marzo 2003).    
6 Por ejemplo, el cobro de impuesto de bienes inmuebles; el derecho a reclamar al MINAE el porcentaje 
correspondiente del remate de la madera decomisada y el cobro del timbre de parques nacionales para reinvertirlo en 
proyectos ambientales sostenibles.  Las reformas constitucionales a los Art. 172 ( concejos de distrito) y Art. 170 
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administración ambiental, comisiones ambientales en el seno de los Concejos Municipales, elaborar 
convenios específicos con instituciones públicas,   promover el ordenamiento territorial y la adquisición de 
recursos para la gestión ambiental, el control cruzado en materia ambiental y para fortalecer la 
participación ciudadana,  son señales de que la gestión ambiental en general -y forestal en particular- se 
encaminan hacia un mayor acercamiento entre entidades municipales y aquellas que tienen competencias 
ambientales, forestales, manejo de recursos hídricos y salubridad pública.   
 
Además, la generación de nuevas tecnologías de aprovechamiento y manejo del bosque, así como los 
procesos administrativos y sugerentes mecanismos de financiamiento –como el impuesto al consumo de 
hidrocarburos, la venta por fijación de carbono, los contratos voluntarios o los certificados de servicios 
ambientales- tienden a fortalecer el principio de redistribución del beneficio social y son condiciones que 
favorecen que el sistema nacional de servicios ambientales continúe funcionando y avanzando desde 
diversas localidades y con proyecciones de empresas privadas.  Las iniciativas del sector privado, sin 
embargo, estimuladas por el marco institucional nacional, son aún de pequeña escala, si se les compara 
con la dinámica impulsada con los recursos públicos operados a través de FONAFIFO.  
 
Este proceso de innovación social estimulado por incentivos y PSA enfrenta  también desafíos para lograr 
una mayor incidencia en la gestión integral del desarrollo local, regional y nacional.  Superar las 
principales debilidades de este sistema significa fortalecer las dinámicas de enlace, concertación y 
coordinación intersectorial e interinstitucional, tanto para garantizar interpretaciones legales de manera 
coherente, como para facilitar mejores condiciones de información y participación de nuevos actores 
sociales en la toma de decisiones.  
 
Esto incluye, por una parte,  revalorar el papel de los gobiernos locales en la gestión ambiental y por otra, 
significa asegurar la viabilidad de los recursos financieros para retribuir compensaciones por servicios 
ambientales que se mantienen o protegen, y enfrentar las tendencias recesivas en la disponibilidad de los 
pagos influenciadas por políticas externas de ajuste financiero y apertura de mercados, poco claras con 
relación a los efectos e impactos en la  cuestión ambiental, tanto en el desarrollo nacional como 
internacional.    
 
 1. 1.  Estructura del estudio 
 
El estudio está estructurado en tres capítulos. El primero es un capítulo introductorio,  contiene una 
ubicación general del país y resume una periodización histórica del proceso nacional del pago de servicios 
ambientales, como una innovación social en proceso, destacándose las tendencias actuales y las 
interrelaciones entre diversos actores sociales. El capítulo segundo  contiene una aproximación a las 
características de funcionamiento del PSA, con base en la institucionalidad existente y los mecanismos 
operativos, así como los alcances y perspectivas.   
 
En el tercer capítulo se destaca la naturaleza de los casos estudiados y se sintetizan los principales 
aprendizajes mediante un análisis comparativo de las experiencias aportadas por tres estudios de caso: 
• El primer estudio de caso introduce la experiencia del cobro de la tarifa hídrica ambientalmente 
ajustada” para pagar servicios ambientales,  desarrollada por la Empresa de Servicios Públicos 
de Heredia (ESPH), en las microcuencas urbanas de esta provincia, ubicadas en la Región 
Central.   
• El segundo recoge parte de la experiencia del PSA a pequeños productores integrados al Centro 
Agrícola Cantonal de Sarapiquí (CACSA), en la cuenca del río Sarapiquí  al norte de la 
                                                                                                                                                              
(traslado de competencias a las municipalidades y la asignación progresiva del prepuesto nacional, hasta alcanzar el 
10 %) y los nuevos instrumentos del Código Municipal (de 1998) plantean nuevos procesos de descentralización e 
desconcentración que inciden en las actuales estructuras institucionales de gestión ambiental (y forestal). 
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provincia de Heredia, en el marco de la estrategia del Area de Conservación Cordillera Volcánica 
Central (ACCVC) y la Fundación para el Desarrollo de la Cordillera Volcánica Central 
(FUNDECOR), dentro del modelo nacional operado por FONAFIFO.   
• El tercer estudio de caso sintetiza la experiencia de PSA en la  cuenca alta del río Platanar, en el 
cantón de San Carlos de la Región Huetar Norte,  mediante un convenio voluntario entre la 
Empresa Hidroeléctrica Matamoros y MINAE-FONAFIFO, con el apoyo de FUNDECOR y  la 
Corporación de Desarrollo Forestal (CODEFORSA).   
 
Al final se incluyen los anexos y la bibliografía.  En el primer anexo se resume la metodología empleada, 
que comprende el método de estudio de caso, entrevistas y sondeo a informantes clave, la aplicación del 
método de valoración de múltiples criterios en uno de ellos, revisión de literatura y recuperación de datos 
de fuentes primarias.  El segundo anexo resume el concepto de servicios ambientales en la normativa 
costarricense: fijación de carbono, agua, biodiversidad y belleza escénica.  El anexo tercero consiste en un 
cuadro que resume la participación de diversos actores sociales a través del tiempo. El cuarto anexo 
resume la evolución de los incentivos y mecanismos de gestión ambiental, entre 1969 y el 2002.  En el 
anexo quinto se incluye un resumen cronológico de decretos ejecutivos del MINAE relacionados con el 
PSA a sistemas agroforestales y el inicio de un proceso de descentralización de FONAFIFO, y 
clarificación de competencias del SINAC en esta materia, entre el 2002 y el 2003.  El sexto contiene 
información cuantitativa de interés. El anexo sétimo incluye los tres estudios de caso completos.  
Finalmente, el último anexo contiene la lista de personas entrevistadas o consultadas. 
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1. 2. Ubicación general  
    
Las condiciones de desarrollo de Costa Rica, país pequeño, con una cultura socio política civilista de larga 
trayectoria  y con una gran riqueza en biodiversidad,  le han permitido elaborar políticas ambientales 
nacionales del patrimonio natural, establecer mecanismos innovadores para asumir los compromisos 
internacionales de desarrollo sostenible y generar iniciativas  de  implementación conjunta orientadas a 
compensar el deterioro ambiental global. Dentro de éstas  se destacan los  procedimientos para la gestión 
ambiental, la protección y manejo de los bosques y la biodiversidad.  Uno de éstos es el estímulo mediante 
incentivos forestales7 y su cambio por  compensaciones de pago por concepto de servicios ambientales, a 
partir de 1996 (Anexo No.4).   
 
No obstante, en los últimos años los flujos de pago disminuyeron para algunos programas (especialmente 
a partir del año 2000)  como resultado de la estrategia macroeconómica del gobierno para utilizar la 
recaudación del impuesto al consumo de los combustibles en gastos generales del Estado (van a “caja 
única”), lo cual ha generado negociaciones entre diferentes actores del sector forestal y ambiental, sin que 
existan soluciones que satisfagan las demandas crecientes para recibir PSA.  Al mismo tiempo, surgen  
nuevas iniciativas privadas para el PSA,  especialmente en el campo hidroeléctrico  y a través del  
proyecto  ECOMERCADOS, con el Banco Mundial (BM), el “Global Environmental Facility” (GEF) y el 
Gobierno de Costa Rica para estimular la conservación, el desarrollo de mercados y de servicios 
ambientales, en el marco del Corredor Biológico Mesoamericano (BM-CR, Report 20434, 2000; Ley No. 
8058, julio 2000), durante cinco años, a partir del año 2001.   También,  durante el año 2002 se elaboraron 
una serie de decretos ejecutivos para empezar a reconocer el PSA para árboles, dentro de sistemas 
agroforestales,  en el marco de estrategias de agricultura conservacionista y de manejo integral de cuencas, 
con lo cual se involucra al sector agropecuario.    
 
Reconocer los beneficios sociales de mantener una relación balanceada con la naturaleza, y el desarrollo 
de las innovaciones asociadas ha sido un proceso lento y progresivo: 
• Transcurrieron diez años, a partir de la primera ley forestal, aprobada en el año 1969, para 
empezar a tomar medidas sobre la  deforestación y empezar a establecer mecanismos (incentivos, 
pagos directos, créditos, prestamos) subsidiados para promover la reforestación, a partir del año  
1979.   
• De igual manera, para concretar acuerdos legislativos sobre los PSA pasaron otros diecisiete años, 
período en el cual se fueron generando  distintos mecanismos para atender la conservación de 
áreas protegidas, estimular el desarrollo del sector forestal: canje de deuda por conservación,  
convenios de bioprospección, certificación de mitigación de emisiones de gases de efecto 
invernadero.   
• Los acuerdos de la concertación del año 1998, que incluían el desarrollo de un sistema integral de 
servicios ambientales  y proponían una nueva ley mejor articulada, no lograron concretarse por 
falta de consenso entre los distintos actores sociales interesados.  
• La introducción del PSA para los sistemas agroforestales se reinterpretan a partir del año 2002, 
para empezar a ejecutarse hasta el 2003 (Anexo No. 5).  No obstante, se habían planteado  
diversas formas de incentivos desde la creación de la Comisión Nacional Agroforestal, en el año 
1997, y desde las experiencias en forestería social o comunitaria articuladas por desde el 
Programa de Desarrollo Campesino Forestal (DECAFOR, que funcionó desde 1982), y desde el 
                                                 
7  Un incentivo puede entenderse como un instrumento económico que estimula, induce o modifica el 
comportamiento de un agente económico, mientras que un pago es una retribución monetaria de un agente 
económico a otro por un servicio prestado.  En este caso, el pago se basa en la premisa de compensar a propietarios 
privados por el mantenimiento de ecosistemas y servicios ambientales.  En Costa Rica, la principal fuente de 
recursos financieros para los pagos de incentivos, que luego pasaron a PSA es la misma: el impuesto a hidrocarburos. 
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marco del desarrollo del Plan de Acción Forestal de Costa Rica (de 1988), a la luz de los acuerdos 
regionales sobre forestería comunitaria, áreas protegidas y corredores biológicos 
centroamericanos. 
 
En otras palabras,  al cabo de casi tres décadas, con las reformas a la Ley Forestal en 1996 (ley No. 7575)  
se renueva el concepto de “incentivos”, se introduce el de “PSA”, y se empieza a distinguir la importancia 
de valorar la biodiversidad, los diversos ecosistemas, la belleza escénica, las fuentes de recursos hídricos, 
el suelo y el agua8. También, se producen innovaciones en las formas de organización e 
institucionalización, a través de los cuales se formalizan las interrelaciones sociales y económicas9.  El 
tema de los SA se eleva al plano de la discusión política nacional en el año 1998, cuando se incluye como 
uno de temas del proceso de concertación nacional  para establecer un “sistema integral de retribución por 
servicios ambientales”.  Sin embargo, los resultados no logrado cristalizarse satisfactoriamente para todas 
las partes.  Los planteamientos y las diversas propuestas de leyes presentadas en la Asamblea Legislativa 
durante 1999,  reflejan divergencias conceptuales y de intereses gremiales, a lo cual se aunó la situación 
de cómo  paliar los problemas fiscales internos y cubrir el PSA, para negociar una salida financiera 
concertada que garantizara un flujo de recursos estable para el PSA 10.   
 
En Costa Rica persiste una estructura de pequeña y mediana propiedad, con formas  de economía 
campesinas e indígenas, articuladas al mercado.  Esto es importante si se toma en cuenta que los dueños 
de propiedades pequeñas que reciben PSA representan cerca de un 80% (con fincas menores a 50 ha.) y 
establecen demandas a través de canales organizativos institucionalizados, como las cooperativas 
campesinas,  las organizaciones gremiales locales y regionales. En consecuencia, la aplicación de este 
mecanismo no es sólo una herramienta económica o legal, sino que es un proceso de valoración política 
del tejido social, en el cual los aprendizajes y la pedagogía de la comunicación y de la información hacia 
los diversos actores sociales son parte de los procesos de cambio e innovación de la sociedad 
costarricense.    
 
Costa Rica tiene una población de poco más de 4 millones de habitantes, con mayor importancia relativa 
de grupos mayores de 30 años y una densidad de población de 78.4 habitantes por kilómetro cuadrado. La 
tasa de desempleo abierto es de 6.1, siendo mayor en las zonas rurales y en los grupos de mujeres.  La 
pobreza de ingresos afecta a casi un 23 % de la población, y se mantiene una tendencia sostenida de 
concentración del ingreso, con importantes desfases en las condiciones de vida de los indígenas, que 
representan el 1.7% de la población total.  Alrededor de un 41 % de la población vive en zonas rurales y el 
59% en áreas urbanas; un 39 % de los hogares tienen algún tipo de pobreza y el 46 % de los hogares en el 
agro no llenan sus necesidades básicas; la tasa de desempleo abierto es de 5.2 % y el ingreso per cápita es 
de USA $ 4.028 (ENDHS,2000 y  2001.  Según datos del BCCR (2000), en 1999 la producción interna fue 
de US $10.484,6 millones y los principales productos de exportación en 1999 fueron banano (US $629), 
café (US $288,7), azúcar (US $30,0) y carnes  (US $27,2) (PROCOMER,2000). 
                                                 
8 Además de la Ley Forestal, las leyes del Ambiente (del año 1995) y Biodiversidad (del año 1998) aportan 
interpretaciones asociadas con servicios ambientales de los recursos naturales y de biodiversidad (suelo, recursos 
genéticos) como patrimonio natural y social.  Por su parte, el nuevo código municipal (de 1998) y las reformas 
constitucionales para descentralizar la gestión municipal, incluyen nuevas competencias ambientales, que están en 
proceso se articularse con estrategias forestales y ambientales.  De igual manera, la “Estrategia Forestal 
Centroamericana” que impulsan el CCAD y la CCAB-AP, a partir del año 2002,  intenta posicionar al sector forestal  
como agente de desarrollo en la región, en torno a  planes y políticas de desarrollo forestal.  
9  Surge como entidad descentralizada del Ministerio del Ambiente y Energía el Fondo Nacional de Financiamiento 
Forestal  (FONAFIFO),  y de la Oficina Nacional Forestal (ONF),  como expresión de la incidencia política de los 
actores con mayor protagonismo, articulados en torno a la Cámara Nacional Forestal (CNF) y confrontados por los 
ambientalistas organizados en la Federación de Organizaciones Ambientalistas (FECON).  
10  La Ley de Simplificación Tributaria (Ley No. 8114,2001) modificó el destino del impuesto al consumo de 
hidrocarburos para PSA, en el marco del ajuste del gasto público, y se estableció un monto anual fijo. L 
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El área total del país es de 51.186.500 ha (51.100 km2), de la cual el 30,7% (15.714.255,5 Ha) está 
cubierta de bosque, como se observa en el mapa de cobertura vegetal (Figura No. 1). Según el SINAC 
1.284.543 ha (25,13% del territorio nacional) corresponden a 132 parques nacionales, reservas biológicas, 
refugios de vida silvestre y otras (SINAC-MINAE, 2000). Asimismo, el país cuenta con 101 reservas 
privadas (Red de RP 2000). El territorio de Costa Rica representa el 0.01% de la superficie total del 
planeta, en el cual se encuentra el 4% de las especies de seres vivos existentes (INBio,2000).    
 
 




Fuente: FONAFIFO, 2000 
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1.3. El desarrollo del PSA en Costa Rica  
 
Como se señalo anteriormente, el concepto original de incentivos en el sector forestal tomó varios años 
para transformarse en pago de servicios ambientales (PSA; véase Anexo No.3) entendido éste como  un 
mecanismo de retribución monetaria de un agente económico a otro, por un servicio prestado.  En la Ley 
Forestal No. 7575, de 1996,  el concepto de servicios ambientales se refiere al beneficio “que brindan los 
bosques y plantaciones forestales y que inciden en la protección y mejoramiento del medio ambiente”.   
 
El pago se basa en la premisa de compensar a los propietarios de bosques privados por mantener en un 
tiempo determinado sus ecosistemas forestales, los cuales proveen una serie de servicios ambientales a la 
sociedad costarricense.  Estos servicios, calificados hasta ahora por la economía como externalidades 
positivas, se convierten en un servicio más que ingresa a la esfera de la economía y de esta manera, se 
puede empezar a pensar en diferentes modalidades de transacción de los interesados en prestar y adquirir 
el servicio.   
 
Se puede afirmar que el PSA es una novedad en evolución porque con ella se empieza a distinguir la 
importancia de valorar11 la biodiversidad, los diversos ecosistemas, la belleza escénica, las fuentes de 
recursos hídricos, el suelo y el agua.  Pero además, para que este pago sea una realidad para los 
productores forestales en los diferentes rincones del país, también se han tenido que producir una serie de 
innovaciones en las formas de organización e institucionalización, a través de lo cual se formalizan y se 
dinamizan nuevas interrelaciones sociales y económicas.  En este sentido, el PSA es una innovación del 
proceso social, producto del concurso de los diferentes sectores e intereses de la sociedad, es el resultado 
de la dinámica de la sociedad y su relación con la naturaleza, y por lo tanto un resultado social 
acumulativo. 
 
Aunque los servicios ambientales siempre han tenido un enorme valor para las diferentes culturas del 
planeta, éstos no se transaban en los mercados de bienes tradicionales, ni a través de relaciones 
contractuales, o de procesos de valoración para retribuir el mantener una función ambiental, lo cual 
requiere de condiciones de organización social, para asignar y distribuir los recursos disponibles, en 
ámbitos públicos y privados.  Valoración12 no siempre implica valor de mercado o valores monetarios 
exclusivamente, sino también otros tipos de valores que la economía y el uso social y racional de los 
bienes y servicios ambientales toman en cuenta.  En este sentido es importante considerar las diversas 
formas de valoración, especialmente cuando se trata del diseño de políticas y de toma de decisiones: el 
valor esta fuertemente ligado al conocimiento que se tiene del recurso o servicio de que se trata.  Si bien 
el conocimiento, en términos generales, se desarrolla en las organizaciones formales de enseñanza, en los 
laboratorios y en el ejercicio de la ciencia, las innovaciones de proceso tales como el PSA se crean y 
desarrollan en la cotidianidad de nuestras acciones, rutinas, costumbres y hábitos, en fin en las 
organizaciones informales, de ahí que se asocie con la idea de innovación social.   
 
El pago o compensación de un servicio ambiental supone valorar los efectos derivados del mismo, desde 
diferentes dimensiones (sociales, económicas, políticas, ecológicas, ambientales, etc) y desde la óptica e 
intereses de los actores sociales.  Por lo general, los servicios ambientales son catalogados como bienes 
públicos, y no puede excluirse su uso, ya que no existen mecanismos para fijarles precio, y por lo tanto, no 
                                                 
11   Además de la Ley Forestal, la Ley del Ambiente  (de 1995) y la Ley de Biodiversidad (de 1998) aportan  
interpretaciones asociadas con servicios ambientales de los recursos naturales y de biodiversidad (suelo, recursos 
genéticos) como patrimonio natural y social.  Véase Camacho, et al , (octubre, 2000) 
12    La valoración económica se define como “todo intento de asignar valores cuantitativos y cualitativos a los bienes 
y servicios proporcionados por los recursos ambientales, independientemente de si existen o no precios de mercado 
que nos ayuden a hacerlo” (Barbier, et al, 1997). 
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puede impedir el disfrute del mismo desde la perspectiva.  En muchos casos, se asume que los servicios 
ambientales operan como si no tuvieran valor,  y se les estima un precio igual a cero.  En el mercado se 
catalogan como externalidades positivas de una actividad humana que repercute sobre el bienestar de otra.  
 
 
1.3.1. Los servicios ambientales reconocidos por ley 
 
Los servicios ambientales que presta la biodiversidad y los ecosistemas forestales son múltiples.  Los que 
convencionalmente se han considerado en la ley  costarricense para el PSA son (Ley No. 7575, Art. 3, 
inciso k, 1996)  (véase Anexo No.2):  
 
 mitigación de gases de efecto invernadero, 
 protección del recurso hídrico,  
 biodiversidad (y sus ecosistemas de soporte) y 
 belleza escénica           
 
En la actualidad, el PSA agrupa en forma conjunta los cuatro servicios ambientales; en el año 
2000, el pago sólo fue diferenciado si se trataba de reforestación y conservación, pues por primera vez no 
se invirtieron recursos nuevos en la modalidad de manejo de bosque.  A partir del año 2002 se recupera  la 
conceptualización contenida en la Ley Forestal sobre sistemas agroforestales: “forma de usar la tierra que 
implica la combinación de especies forestales en tiempo y espacio con especies agronómicas, en procura 
de la sostenibilidad del sistema”.,  pero en la práctica lo que se reconoce es el componente arbóreo de 
estos sistemas.  Los  SAF  (tradicionales y no tradicionales) se rescatan como  formas de plantación que 
proveen servicios ambientales, contenidas en los sistemas silvopastoriles (SP), silvoagrícolas (SA) y 
agrosilvopastoriles (ASP), puesto que combaten la degradación de tierras, contribuyen al manejo 
integrado de cuencas y corredores biológicos que conectan las Áreas Silvestres Protegidas (ASP), y al  
proceso de desarrollo económico, social y ambientalmente sostenible. 
 
El pago de PSA se ha otorgado principalmente a dueños de bosques y plantaciones forestales que poseen 
títulos de propiedad privada.  Con base en la titularidad se han generado aplicaciones contradictorias, 
pues aunque la ley forestal especifica como uno de sus objetivos el beneficio directo a pequeños y 
medianos productores, y  a las comunidades rurales, esto se  complica cuando ellos no tienen la tierra a su 
nombre, no cuentan con un plano catastrado, o el título a derecho, o también, cuando se trata de 
comunidades locales que buscan preservar zonas verdes urbanas, áreas protegidas alteradas de ríos y que 
pueden haber desarrollado prácticas y conocimientos relacionados con la sostenibilidad de los recursos 
naturales, lo cual no necesariamente se encuentra dentro de la lógica de mercado.   En ese sentido, la 
fundamentación legal ha mantenido una aplicación excluyente de personas y grupos que usufructuan de 
tierras no tituladas, pero tienen derechos posesorios, y además, pueden tener una relación de armonía con 
el bosque y la biodiversidad, en reservas indígenas, asentamientos campesinos u otras tierras. Esto ha 
establecido límites a la participación y representación de estos sectores sociales en los procesos de 
concertación, formulación y ejecución de políticas y estrategias sectoriales, y regionales,  dinamizadas a 
partir del PSA.   Con fundamento en la Ley de Biodiversidad, a finales del 2002, se adiciona un nuevo 
artículo a la Ley Forestal, para ampliar la participación de personas físicas que  ostentan terrenos en 
posesión legal, para que participen dentro de la modalidad de protección, especialmente en áreas con 
mayor incidencia de deforestación  y talas ilegales, muchas de ellas localizas en áreas prioritarias de 
corredores biológicos, en parte comprendidos dentro de los compromisos del proyecto ECOMERCADOS 
(Anexo No. 5)   
 
Es decir, hasta hace poco, el PSA ha excluido experiencias agropecuarias, en particular prácticas orgánicas 
(café, banano, horticultura, animales) que procuran proteger ecosistemas y beneficiar a la humanidad, o a 
comunidades que fomentan la protección sostenible de áreas verdes, nacientes de agua o cuencas de ríos.  
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Para avanzar en la situación de exclusión del PSA a comunidades indígenas, donde las tierras son 
colectivas, han tenido que elaborarse planes piloto que apenas se empiezan a evaluar o a ejecutar. La 
práctica de distribución de PSA a través de las áreas del SINAC ha sido desigual y tradicionalmente los 
mecanismos no han aplicado con enfoque de equidad de género, aunque las estrategias recientes son más 
explicitas al respecto.  La evaluación del  período 1995-1997 muestra por ejemplo que el área Amistad 
Caribe, donde se ubican territorios indígenas y comunidades afrocaribeñas, o el Area de Osa, donde hay 
un importante número de parceleros sin títulos y una reserva indígena, recibió menos ingresos al inicio, 
que el Area Tempisque, donde existen proyectos forestales más consolidados (CECADE, 1999). Para el 
año 2001 se fortalecieron los proyectos de protección en el área Caribe, Tortuguero y Osa, y siguen 
beneficiándose las áreas históricamente más consolidadas en manejo forestal: Huetar Norte y Tempisque 
(datos FONAFIFO, 2001)13.  Como ya se indicó, a partir del año 2002 se decretan nuevos lineamientos de 
políticas para un PSA de forma descentralizada, donde se amplía la participación de comunidades 
indígenas, de mujeres propietarias y sistemas agroforestales. 
 
Recientemente empiezan a surgir en diferentes comunidades locales nuevas experiencias de cobro y pago 
de servicios ambientales, en forma privada directa, los cuales generalmente tienen como marco de 
referencia la normativa institucional y legal existente, aun cuando en algunos casos se trata de flexibilizar 
el proceso de requisitos que originalmente estipulas en los reglamentos.   En resumen, el PSA es un 
proceso de “aprendizaje económico14” que conforme incorpora mayor conocimiento e innovación, logra 
valorar de forma más integral los servicios ambientales de manera continua, pero con características 
particulares a lo largo de la  dinámica histórica (Anexo No. 4).    
 
1.3.2. Fases de  evolución del PSA en Costa Rica  
 
El proceso de valoración y PSA en Costa Rica comprende más de treinta años de cambios institucionales y 
normativas legales en el sector forestal, eje  desde el que se articula la cuestión ambiental en el país. Al 
considerar el PSA como un concepto producto de la innovación y aprendizaje, que valora y aumenta el 
conocimiento de los seres humanos respecto a la biodiversidad y los recursos forestales, así como las 
dinámicas de innovación institucional y organizativa, se puede sintetizar su evolución en cinco periodos 
que se caracterizan seguidamente (Camacho, et al 2000): 
 
a. Poca valoración y abundancia del recurso forestal (1969-1979) 
 
b. Reafirmación del conservacionismo y ajuste estructural (1980-1990) 
 
c. Nuevas iniciativas: hacia el desarrollo sostenible (1990-1996) 
 
d. Gestación de un sistema integral de servicios ambientales (1997-2001) 
 
e. Ampliación de mercados y desconcentración de la gestión de PSA 
(2002…) 
 
                                                 
13 El Proyecto ECOMERCADOS, iniciado en el año 2001, estima que en 5 años se incorporan 100.000 ha al PSA,  la 
mitad de los pagos están orientados a tierras privadas en las Areas de Tortuguero, Caribe, Osa y otras áreas 
priorizadas dentro del Corredor Biológico Mesoamericano; se incrementa también la participación (BM-GEF-GCR, 
2000:2).   
14    Aprendizaje económico  (“learning economy) es un término acuñado por la escuela de Aalborg University, 
Dinamarca, que se dedica al estudio de la competitividad y la innovación.  El concepto se  utilizan también por la 
OECD,  el BM y otros (Segura y Johnson 1998; Segura y Vargas,1999).  Puede ampliarse a aprendizaje socio 
económico, en tanto lo económico es una esfera de organización social. 
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Poca valoración y abundancia del recurso forestal (1969-1979)  
 
Las  previsiones para el crecimiento económico y la modernización  -entre 1940 y 1960- generaron las 
condiciones del modelo de desarrollo agroexportador, “hacia fuera”, donde las exportaciones de productos 
agrícolas (hoy día tradicionales) como café y banana, y la introducción de nuevos productos como azúcar, 
cacao y el desarrollo ganadero, requerían la incorporación de “tierras improductivas” como latifundios y 
bosques.   En un primer momento el cambio de uso del bosque y la deforestación fueron la base para 
incentivar el desarrollo agropecuario e iniciar un proceso de entrega creciente de tierras,  de integración 
del sector agroexportador y de democratización de la tenencia de la tierra.  Más adelante, a través del  
modelo de sustitución de importaciones se le asigna al Estado un papel conductor, interventor y 
benefactor, en una época en la cual se amplia la entrega de tierras en asentamientos campesinos en 
regiones periféricas, cuando la conservación aún no era eje de las políticas de modernización.  Poco a 
poco, en los años sesenta y setenta, cobran importancia el uso productivo del bosque, la generación 
hidroeléctrica, las dinámicas de integración centroamericana y la protección de cuencas hidrográficas.   
 
En el marco del Ministerio de Agricultura se inician cambios institucionales para conformar el sector 
forestal, establecer el patrimonio forestal del Estado, y se empiezan a sistematizar las preocupaciones por 
las altas tasas de deforestación y a institucionalizar las regulaciones para el manejo y aprovechamiento 
forestal, a través de la Dirección General Forestal y se sientan las bases para el sistema de conservación,  a 
través del Sistema de Parques Nacionales, en los años setenta.  Con fundamento en la primera Ley 
Forestal de 1969, una década después, se  reconocen los incentivos forestales para reforestación, a partir 
de 1979, con el establecimiento de las primeras plantaciones forestales, con base en una segunda Ley 
Forestal (No. 6184, de 1977).  El primero fue la deducción del impuesto sobre la renta, que establecía una 
suma fija por hectárea (unos $ 2.000) para el establecimiento de plantaciones forestales maderables.   
Dado que la mayor parte de la población rural no pagaba renta, no tuvo acceso a este mecanismo, que en 
principio tenía el propósito de estimular a pequeños agricultores.  Los grandes hacendados tenían acceso 
al crédito y el sector maderero industrial tuvo acceso a bajos precios de la madera (Camacho y Rodríguez, 
1997; Anexo No. 4).   
 
Durante esta fase se plantearon políticas y planes sectoriales más precisos en cuanto al uso del suelo, de 
los ecosistemas forestales y de la conservación.  Las tendencias conservacionistas y ambientalistas se 
nutrieron de los desarrollos que se iniciaban en el campo académico y la investigación, lo que permite  
también la formación de profesionales universitarios en el campo ambiental y forestal.   
 
Reafirmación del conservacionismo y ajuste estructural (1980-1990) 
 
A partir del primer Plan de Desarrollo Forestal (Gregorio José Ramírez, 1979) se iniciaron políticas más 
claras sobre el potencial del uso del suelo y los ecosistemas forestales, así como las áreas de reforestación 
y protección.  En la década de los años ochenta se agota el modelo de desarrollo y emerge la crisis de la 
deuda externa en América Latina.  Con los programas de ajuste estructural se inicia un cambio en los 
patrones de producción y el estímulo de productos “no tradicionales”, el abandono de pastizales  incide en  
el desarrollo de bosques secundarios y se integran nuevas tierras al patrimonio de parques nacionales.   
 
En 1986 se aprobó la Ley Forestal No. 7032, fue declarada inconstitucional, sustituida por la Ley Forestal 
No. 7174 en 1990, época en que también se  generan propuestas para introducir cambios significativos en 
la estructura institucional y en la misma ley forestal.  A partir del Plan de Acción Forestal (FAO, BM, de 
1988), de la Estrategia  de Conservación para el Desarrollo Sostenible de Costa Rica (en 1990)  y la 
configuración de un ministerio rector de los recursos naturales, se incorporan muchas de las formulaciones 
internacionales en materia ambiental y de conservación de la biodiversidad, así como de forestería 
comunitaria (Brenes, 2002).  Con el establecimiento de la Comisión Centroamericana de Ambiente y 
Desarrollo (CCAD) se impulsaron una serie de convenios internacionales de la Cumbre de Rio (de 1992).    
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En este período el sector forestal toma impulso dentro de las políticas nacionales, diferentes grupos 
interesados intervienen más directamente para perfilar sus intereses y participar en el diseño de las 
políticas forestales, con particular incidencia de los grupos forestales hegemónicos que empiezan a 
configurarse como un sector,  mediante reformas legales y la creación de incentivos.  Se procura enlazar la 
estrategia de conservación de la biodiversidad  y el desarrollo de instrumentos económicos para estimular 
el sector forestal.  La Junta Nacional Forestal, creada en 1989, se crea como forma de articular a las 
organizaciones de pequeños productores.  También, se crea el Departamento Campesino Forestal 
(DECAFOR), adscrito a la Dirección Forestal, con apoyo financiero de Holanda para apoyar el desarrollo 
agroforestal en esos sectores de productores.  Con recursos del Estado se desarrollan incentivos (Anexo 
No. 4)  como: 
• Créditos blandos o subsidiados en 1983, este mecanismo se concibió como un incentivo, pero no 
tuvo acogida entre campesinos, quines optaron por el CAF y CAFA, apoyados institucionalmente 
con la creación del DECAFOR, adscrito a la Dirección General Forestal en ese entonces.  
• Certificado de Abono Forestal (CAF), relacionado con la Ley Forestal 7032 de 1986, este subsidio 
funcionó entre 1987 y principios de los años noventa. Se orientaba a personas físicas o jurídicas con 
interés de desarrollar plantaciones forestales.  
• Certificado de Abono Forestal por Adelantado (CAFA), funciona entre 1988 y 1995,  estaba 
orientado a productores que no tenían capacidad financiera, en áreas hasta de  25 ha., a través de 
organizaciones que les suministraba asesoría en la gestión administrativa y asistencia técnica, por  
lo que esa recibía el 15 % del total del incentivo. 
• Fondo para Municipalidades y Organizaciones (1986, Ley 7032), estaba orientado a proyectos de 
reforestación, viveros y  manejo de cuencas, por problemas de gestión administrativa atribuida a los 
municipios fue poco utilizado y se suspendió. 
• En 1988, se incorpora la deducción del impuesto a bienes de capital utilizados en la explotación 
forestal a través del Fondo para el Desarrollo Forestal (FDF), estimulado por recursos provenientes 
de la venta de deuda externa entre Costa Rica y Holanda,  mediante el fomento de plantaciones y 
sistemas agroforestales. 
 
Nuevas iniciativas: hacia el desarrollo sostenible (1990-1996) 
 
Al inicio de este tercer período, se presta poca atención al destino del sector forestal, pero hacia fines del 
mismo, en una atmósfera de reforma del Estado, se producen cambios en las políticas de gobierno.  Se 
introducen lemas de “desarrollo sostenible en alianza con la naturaleza” y acciones para el cumplimiento 
de estándares internacionales en la certificación de productos forestales.   
A mediados de 1990 se había aprobado la Ley Forestal No. 7174,  que perfilaba con mayor claridad el 
funcionamiento y el uso de los recursos asignados al Fondo Forestal para el manejo forestal 
(FONAFIFO)15, la reforestación, la promoción de industrias y mercados de productos forestales, 
administrados por la Dirección Forestal;  también establecía un Consejo Forestal Nacional con funciones 
de asesoría, integrado por los ministros del ramo, representantes de las organizaciones gremiales y de 
educación superior.  No obstante, empiezan también a plasmarse nuevos proyectos de ley, hasta que se 
aprobó la versión, a principios de 1996,  de la Ley No. 7575, luego de negociaciones prolongadas para 
concertar el texto.     Como apoyo al sector forestal se crean incentivos como:  
• El Certificado de Abono Forestal para el Manejo del Bosque (CAFMA),  funcionó desde 
1994, para fomentar el manejo de bosques naturales, mediante un título valor nominativo, 
que podía ser utilizado para pagar todo tipo de impuestos y financiar el manejo de bosques 
                                                 
15 FONAFIFO es un ente nacional, desconcentrado, con autonomía relativa dentro de la gestión y organización 
forestal del Estado.  Recibe los fondos públicos, donaciones, créditos, de conversión de deuda externa por 
conservación; realiza las transacciones e inversiones de PSA; opera créditos y maneja un fideicomiso en la banca 
pública.  
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naturales en áreas superiores a 10 ha., bajo condiciones de manejo técnico que facilitan la 
integración bosque-industria.  
• El Certificado de Conservación del Bosque (CCB), establecido en la ley forestal de 1996, es 
un mecanismo que busca retribuir al propietario –o poseedor- de servicios ambientales 
incentivos como exenciones de impuestos a bienes inmuebles del área plantada , con fondos 
del impuesto a los hidrocarburos. 
• El Certificado de Protección del Bosque (CPB), de  1996, se propone compensar a los 
propietarios interesados en recuperar, regenerar tierras denudadas o reforestar, con 
financiamiento de la misma fuente que el anterior.  
 
Muchos de los cambios fueron estimulados en parte por acontecimientos en el ámbito internacional, 
derivados de acuerdos globales, como la Agenda 21 (1992); la Convención de la Biodiodiversidad y la de 
Protección de Areas Silvestres Prioritarias en América Central (CCAP), en 1992; seguidos del Convenio 
Regional para el Manejo y Conservación de los Ecosistemas Naturales y Forestales y el Desarrollo de 
Plantaciones Forestales (CCAB) en 1993, y la Alianza Centroamericana para el Desarrollo Sostenible 
(ALIDES) en 1994, además de la firma la declaración de principios de Berlín sobre Cambio Climático, en 
1995.  Sin embargo, esas orientaciones internacionales, tienen expresiones dentro de una dinámica interna 
propia, que busca mantener el financiamiento y la innovación técnica, la orientación rectora y de 
mediación entre los distintos grupos sociales de interés en esta esfera  desde la rectoría de instituciones del 
Estado, que van evolucionando y cambiando con base en las experiencias y la innovación permante. 
 
 Gestación de un sistema integral de servicios ambientales (1997-2001)   
 
Este período se caracteriza por establecer y aplicar propiamente los PSA, con base en los cuatro servicios 
ambientales establecidos en la Ley Forestal de 1996.  Con el fin de operacionalizar el PSA se producen 
innovaciones organizativas en las dependencias del Ministerio de Ambiente y Energía (MINAE) como 
son: Oficina Costarricense de Implementación Conjunta (OCIC), Sistema Nacional de Areas de 
Conservación (SINAC) y el Fondo Nacional de Financiamiento Forestal (FONAFIFO).  También se 
generan iniciativas en entidades del sector público y privado (energía hidroeléctrica y eólica; cafetaleras; 
bioprospección).  Adicionalmente,  el PSA se complementa con disposiciones contenidas en otras leyes 
nuevas, como la Ley Orgánica del Ambiente (de 1995), la Ley de Biodiversidad ( de 1998) – que contiene 
un capítulo que caracteriza la estructura del SINAC- y una serie de interpretaciones de la Sala 
Constitucional sobre derechos ambientales.  Entre los procesos de innovación se reconocen los siguientes 
(Camacho, et al , Avance Investigación, 2000),:  
• con la aprobación del Protocolo de Kioto, en 1997,  se establecen demandas para reducir las 
emisiones de gases de efecto invernadero y los mecanismos de desarrollo limpio,  mediante 
emisiones certificadas; estas estrategias son operadas en Costa Rica por la Oficina 
Costarricense de Implementación Conjunta (OCIC), que venia funcionando desde 1994.  
Dentro de este marco, se generan proyectos  forestales de conservación y reforestación con 
varias empresas (ECOLAND, KLINKI, CNFL, PAP, EARTH)  en un área de 542.461 ha, a 
largo plazo, con una inversión de  de USA $ 158.433.996 (OCIC, 2000).  
• De igual manera, en el sector energía se establecen convenios y proyectos para la generación 
de energía hidroeléctrica y eolíca (Plantas Eólicas, Tierras Morenas, Aeroenergía, Doña 
Julia).   
• Adicionalmente, se establece un acuerdo con el sector cafetalero para la reducción de materia 
orgánica en los ríos y tratamiento de aguas en el marco de los mecanismos de desarrollo 
limpio.     
• La búsqueda de nuevas formas de uso genético y químico de la biodiversidad llevó al Instituto 
Nacional de Biodiversidad (INBio) , entidad privada sin fines de lucro, iniciar contratos 
comerciales y convenios de bioprospección desde 1991, con diferentes empresas 
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internacionales,  lo que le ha permitido realizar transferencias al MINAE, a las universidades 
públicas para investigación y reinvertir en sus proyectos de investigación (www.inbio.co.cr; 
Rodríguez y Camacho,  2002).   
• Además, el reconocimiento de la regulación del ciclo hidrológico como un servicio ambiental 
que prestan los ecosistemas forestales, es la base para el PSA para protección del recurso 
agua, como es el caso de los convenios de las empresas hidroeléctricas operados desde 1997 
con MINAE-FONAFIFO: Energía Global-FUNDECOR en las micro cuencas de los ríos San 
Fernando y Volcán, en Sarapiquí;  CNF-FONAFIFO y la tarifa hídrica de la Empresa de 
Servicios Públicos de Heredia, que a partir del 2001 cobra ¢ 1.90 colones / m3 consumido  
(USA $0.005, según tipo de cambio promedio de ese año: ¢ 329,48/ $)  
• A partir de la renovación de contratos de Costa Rica con Holanda para reducción de dióxido 
de carbono, se transan nuevos certificados para reducir 2,3 millones de toneladas, por $7.6 
millones en proyectos hidroeléctricos del ICE (Peñas Blancas); captación de biogás del 
relleno sanitario Río Azul de la Corporación Zares y la reconversión de la empresa Holcim 
(cemento) para funcionar con menor energía y reducir las emisiones de gases contaminantes 
(LR, 9-05-03: 8).  
 
Con la participación de las áreas de conservación del país en la gestión de PSA,  se incrementa el área y 
cantidad de productores medianos y pequeños, así como de comunidades indígenas, que se incorporan a  
los programas de PSA, sobre todo en proyectos de protección de bosque y reforestación, articulados a 
oenegés regionales, donde se destacan los recursos destinados a las áreas Tempisque,  Huetar Norte y 
Atlántica, y ACCVC.   
 
Uno de los beneficios tangibles del PSA, además de la inversión directa que permite ingresos a las 
actividades del productor, ha sido el desarrollo organizativo.  La experiencia  refleja que las 
organizaciones que se han mantenido en esas áreas, como la Asociación Guanacasteca de Desarrollo 
Forestal (AGUADEFOR), la Comisión de Desarrollo Forestal de San Carlos (CODEFORSA),  
JUNAFORCA y  la Fundación para el Desarrollo Forestal de la Cordillera Volcánica Central 
(FUNDECOR), mantienen una base de pequeños y medianos productores, y cuentan con sus propias 
orientaciones estratégicas, vinculadas a las políticas regionales y nacionales, así como también 
internacionales.  No obstante algunas de esta organizaciones han tenido problemas a la hora de integrar 
sus acciones a  procesos industriales, a cadenas productivas y mercadeo para mantener un desarrollo 
empresarial que vincule la actividad forestal y  otros procesos productivas, pero con avances importantes 
en el desarrollo de iniciativas de mercado.16   En este proceso también, se han desarrollado otras 
organizaciones, como la Asociación de Industriales Reforestadores del Atlántico (ASIREA), que desde 
1986 integra industriales, reforestadotes, dueños de bosque, extractores y profesionales forestales, 
integrando programas de manejo, protección y conservación sostenible de los recursos del bosque.  Por su 
parte, la Oficina Nacional Forestal (ONF) es un órgano que interviene en la conducción de la gestión 
forestal institucionalizada desde el MINAE, donde participan diversos actores del sector forestal privado y 
organizaciones ecologistas.   
 
También, entre 1997 y año 2000, la participación de comunidades indígenas aumentó, sobre todo en 
proyectos de protección de bosque, que abarcan un total de 6.386 ha (cerca de un 2% de los territorios 
indígenas), con una inversión estimada en USA $ 265.196 (Datos de FONAFIFO, 2000).   Además, 
emergen las iniciativas de PSA mediante convenios voluntarios de empresas hidroeléctricas interesadas en 
estimular la conservación y recuperación de cuencas hidrográficas. 
 
                                                 
16 Es decir, falta una integración de toda la cadena productiva y en algunos casos no se ha podido dar “el salto 
empresarial”, como para manejar la esfera industrial (aserraderos por ejemplo). Entrevista con Evelyn Chaves, Ing. 
Forestal de JUNAFORCA, junio 2001 
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En los últimos años se reorientan modificaciones fiscales del impuesto a los hidrocarburos,  mediante la  
Ley de Simplificación Tributaria (2001) se introdujeron cambios sobre el  destino de ese impuesto para el 
desarrollo forestal y el PSA.  Aunque se mantiene la recaudación del impuesto a los hidrocarburos (según 
la ley forestal se destinaría un tercio del cobro al PSA), con la nueva ley se centralizan los fondos en la 
caja única del Estado y el Poder Ejecutivo establece anualmente un monto fijo a pagar, dentro de una 
tendencia a disminuir los recursos de PSA provenientes del presupuesto público (Anexo No. 6).  Por otro 
lado, se promueve el desarrollo de una corporación forestal nacional (CORFONAL) tendiente a estimular 
nuevas formas organizativas empresariales, tendientes a ampliar la estructura institucional y generar 
nuevas condiciones de concertación para el desarrollo del sector.   Sin embargo, las propuestas para 
modificar la ley forestal  de 1996, y contar con una específica de servicios ambientales no se alcanzó a 
votar (Expediente Legislativo No. 13472).  Sin embargo, el despunte de iniciativas privadas sigue 
creciendo. 
 
La legitimidad y orientación del esquema institucional vigente de pago de servicios ambientales se venía 
cuestionando, por lo que al inicio de la administración Rodríguez (1998-2002) se incluyó en el proceso de 
concertación nacional de 1998, una mesa para analizar el tema, donde se avaló una propuesta de crear un 
“Sistema Integral de Servicios Ambientales” (SISA),  con lo cual se integraría una concepción de un 
sistema integrado más desarrollado.  Sin embargo, si bien se avanzó en explicitar y conceptualizar el 
significado de los servicios ambientales desde la óptica de los distintos grupos de interés, la falta de 
consenso paralizó la aprobación de nuevas propuestas de ley17 que comprendían la inclusión de los 
beneficios a sistemas agroforestales,  áreas públicas (de protección y belleza escénica), zonas verdes 
urbanas y se ofrecía una nueva gama de opciones  más incluyentes.  Sin embargo,  las iniciativas para 
generar esos cambios  ocurre  dentro de una gran diversidad de posiciones e intereses en pugna, con una 
limitada representatividad de organizaciones de pequeños productores, indígenas y comunales en los 
distintos debates.  Finalmente,  como ya se señaló, la iniciativa se estanca por falta de acuerdos 
consensuados y se mantiene vigente la Ley Forestal de 1996.    
 
El nuevo Plan Nacional de Desarrollo Forestal 2001-2010, es el resultado de un proceso de participación 
consultiva a nivel nacional.  El documento establece orientaciones generales para el gobierno, los actores 
nacionales y la cooperación internacional, se propone como un instrumento para estimular un proceso 
flexible, con mecanismos e indicadores de seguimiento y evaluación en áreas de acción:  1) ordenamiento 
de tierras forestales; 2) competitividad y posicionamiento del sector forestal; 3) seguimiento, control y 
evaluación de la sostenibilidad de las actividades forestales; 4) instrumentos y mecanismos de 
financiamiento; 5) sistemas de información y 6) fortalecimiento y coordinación interinstitucional ( 
MINAE, 2001; Estado Nación, 2002).  Desde la óptica de diversos actores, el proceso integró aprendizajes 
relevantes,  la ejecución ha sido un poco lenta debido a recursos disponibles limitados para desarrollarlo y 
también, a causa de  las prioridades de acción de los diversos grupos de interés (MINAE,2001; MINAE,et 
al 2002; MINAE-PNUMA, 2002;  LN, 10-03-01:6 A; LR,12-02-01:5 A; LR, 05-03-01:9 A; LR,21-12-
01:4 A ).   
 
En el año 2000 se aprobó el proyecto ECOMERCADOS, que incluye un préstamo con el Banco Mundial 
y una donación del Global Environmental Facility (GEF) como una forma de reactivar el sector con 
fondos externos (BM, 2000; el monto del préstamo es de $ 32.6 millones y $ 8 de donación), mediante lo 
cual se favorece un mecanismo de cambio de deuda interna por externa (de forma inversa al canje de 
deuda externa para conservación de los años noventa).  De esta manera, el Estado puede disponer de más 
fondos, junto con los de la recaudación del impuesto proveniente de la Ley de Simplificación Tributaria 
(Ley No. 8114, julio 2001), por un lapso de cinco años que dura el proyecto ECOMERCADOS (Ley No. 
8058, julio 2000).  
                                                 
17   Propuesta de Ley de Valoración y retribución por Servicios Ambientales”, enviado a la Asamblea Legislativa en 
noviembre de 1998.   
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Ampliación de mercados y desconcentración de la gestión de PSA (2002…) 
 
Las iniciativas privadas se concretan en convenios voluntarios entre la institucionalidad pública MINAE-
SINAC-FONAFIFO y empresas privadas -hidroeléctricas principalmente-: 
 
• Tal es el caso de la Empresa Eléctrica Matamoros-FONAFIFO, con mediación técnica y operativa 
de FUNDECOR ;  
• o entre dos entes privados: a) como es la experiencia de la ESPH y los usuarios para el pago de la 
tarifa hídrica; b) entre  productores en el ACCVC y FUNDECOR; c) entre la ESPH y una empresa 
privada embotelladora de agua para aumentar el PSA.  
• Iniciativas  privadas, como créditos provenientes del mercado financiero internacional  y ventas 
directas de servicios ambientales  por parte de empresas y productores privados a través de la 
bolsa de valores lo cual no se encuentra suficiente documentado o  estudiado. 
• Convenios con FONAFIFO para establecer el mercado de certificados ambientales (CSA),  
instrumentos financieros para captar recursos privados y traspasar costos ambientales a empresas 
e instituciones.   
 
La demanda creciente para flexibilizar los procedimientos de acceso al PSA y superar las múltiples 
mediaciones en la operación de los procesos de valoración y pago por servicios ambientales ha generado 
un proceso para flexibilizar las interpretaciones a la normativa legal, arraigada en la titularidad de la 
propiedad privada de la tierra, por ejemplo, que ha limitado la retribución a individuos y colectivos que 
históricamente han usufructuado del uso de la tierra y de derechos comunitarios –o sea tienen derechos 
posesorios-, pero no están catastrados formalmente.   En este sentido, a partir del año 2002 se han 
incorporado una serie de cambios organizativos y normativos, así como en la estructura institucional que 
tiende hacia la desconcentración y descentralización, lo cual se opera mediante decretos ejecutivos, por 
ejemplo (Anexo No. 5): 
• Con fundamento en la Ley de Biodiversidad, se adiciona un nuevo artículo a la Ley Forestal (Art. 
107,  Decreto Ejecutivo No. 30761-MINAE, 23 agosto 2002), para incluir terrenos en posesión 
legal en la modalidad de PSA protección.  Con esto se pretende incidir en el control del tráfico 
ilegal de madera y establecer mecanismos para facilitar el levantamiento de planos catastrados.   
• También, se incluye, a partir del 2003, el PSA para árboles  (¢320 -poco menos de $0.8- /  árbol / 
3 años) ubicados en sistemas agroforestales (SAF) silvopastoriles,  silvoagrícolas y agrosilvo 
pastoriles, con fundamento en el rescate formal del componente arbóreo  y la valoración de los 
servicios ambientales de estos sistemas en el marco de estrategias de desarrollo sostenible, como 
el manejo integrado de cuencas y el papel que cumplen. 
• Se propone un aumento del 100 % de PSA en territorios indígenas y un aumento de un 30 % a 
mujeres propietarias a partir del 2003. 
• En el 2002 se establece una reorganización y regionalización administrativa desconcentrada, lo 
cual apunta a una gestión forestal del Estado más eficiente y eficaz. 
 
1. 4.  PSA y actores sociales  
 
En poco más de treinta años, los principales actores sociales han ido cambiando las esferas de influencia y 
los procedimientos de negociación para incidir en los procesos de elaboración de políticas y estrategias, 
así como en los mecanismos que les permite obtener beneficios del desarrollo del sector forestal y 
ambiental ( Anexo No. 3).   
 
La historia deja ver que madereros, dueños de aserraderos y grandes propietarios consolidaron su 
influencia a través de alianzas productivas, técnicas y económicas, con repercusiones en esferas de 
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incidencia política, llegando a ser parte, en los años recientes, del sector de cámaras empresariales y de 
entidades de gestión sectorial, como la Oficina Nacional Forestal (ONF).   En este proceso,  el desarrollo 
de cuadros técnicos y profesionales –algunos de ellos formados desde “adentro del sector”- fue un 
elemento estimulador para el desarrollo del sector forestal y gremial.  Las innovaciones sociales e 
institucionales, junto con incentivos económicos primero y  estrategias de PSA luego,  han funcionado 
también como como motores del sector (Anexo No. 3).   
 
Una  gama diversa de pequeños y medianos productores se integraron al sector forestal, a través de 
organizaciones estimuladas por las normas legales y la institucionalidad, como vía para tener acceso a los 
incentivos forestales y los PSA.  A través de organizaciones locales y regionales, algunas de las cuales  
figuran en la actualidad como intermediarias (AGUADEFOR, CODEFORSA) en el proceso de PSA y 
planes de manejo, los nuevos ingenieros forestales formados en las universidades públicas, legitimaron su 
influencia, sus visiones profesionales y empresariales.  Otras intentaron estrategias nacionales y 
asociaciones a nivel centroamericano, como JUNAFORCA y CICAFOC, que han contado con el apoyo de 
la cooperación externa y se han favorecido de los procesos centroamericanos de desarrollo sostenible, 
forestería comunitaria y de integración regional, para potenciar capacidades propias.   
 
Por su parte,  académicos e investigadores de la cuestión forestal y ambiental mantuvieron una 
participación influyente y constante lo largo del tiempo, generando información, conocimientos, 
formación del recurso humano y planes nacionales de desarrollo forestal o estrategias de desarrollo 
sostenible; algunos también llegaron a desempeñarse en cargos políticos.  Los ambientalistas cobraron 
fuerza en los últimos años a través de una demanda constante  de su derecho a participar, con propuestas 
cada vez más articuladas y con mayor capacidad de convocatoria, abogando por los derechos 
comunitarios, co-manejos y valoraciones integrales, para ir más allá de los intereses económicos de la 
conservación, sin perderlos de vista.  Las organizaciones representadas a través de las mesas campesina e 
indígena,  han mostrado mayores debilidades para representar y articular a las bases y a las comunidades 
locales al proceso de toma de decisiones y para obtener beneficios del PSA.   
 
El resumen siguiente propone una caracterización de los principales actores sociales y su incidencia en los 
procesos sectoriales, a partir de 1996, cuando se aprobó el PSA:   
 






• Formulan y ejecutan políticas, elaboran instrumentos para beneficios como el PSA.  
Concretan innovaciones e instrumentos financieros.   
• Se involucran en  planes sectoriales y estrategias para cumplir con los convenios 
ambientales internacionales.   
• Inciden en el funcionamiento y estructura organizativa sectorial, a través del MINAE y 
órganos desconcentrados:  OCIC, FONAFIFO, SINAC. Mantienen procedimientos 
fuertemente centralizados,  promueven instancias regionales de participación de la 
sociedad civil  dentro de formas controladas,  son débiles. 
• Promueven el desarrollo del SISA a través de la concertación nacional (1998).  
• Elaboran propuesta Ley de valoración y retribución por SA (Expediente 13.472; 1999), 
no entra a ser discutida en el plenario legislativo.  Se introdujeron muchas 
modificaciones al texto concertado, por lo que perdió respaldo de varios sectores 
interesados. 





• Se originan como maderos, comerciantes de madera, dueños de aserraderos, grandes 
propietarios, profesionales forestales.  Se organizan en la CCF y mantienen una 
influencia protagónica en  la elaboración de leyes, políticas, estrategias sectoriales.   
Participan en la ONF 
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• La Red de Reservas privadas incorpora empresarios con intereses económicos y 
ambientalistas/ONF 
• Pequeños y medianos propietarios se integran en JUNAFORCA/ONF  
• También  en organizaciones regionales que representan intereses de productores diversos 
como CODEFORSA, AGUADEFOR y ASIREA 
Otros empresarios 
interesados en SA y 
desarrollo del 
sector 
• Empresarios forestales internacionales con proyectos de reforestación e industrialización, 
inician proyectos propios de PSA a través mercado bursátil, poco conocido. 
• Empresarios turísticos, se desarrollan con incentivos, llega a ser el sector más importante 
en el PIB.  Usufructan de SA belleza escénica, biodiversidad, parques nacionales,  sin  
aportar al SISA.  No hay políticas claras al respecto. 
• En biodiversidad el INBio inicia convenios de implementación conjunta y 
bioprospección, hacen traslados financieros al SINAC.   
• Empresas hidroeléctricas,  tienen liderazgo en PSA en cuencas de su interés, a través de 
convenios voluntarios/FONAFIFO: Energía Global, EH Matamoros, CNFL, ICE.  
Iniciativa propia para cobro tarifa hídrica y PSA: ESPH; integración de la embotelladora 
de agua y cervería Florida Ice and Farm.   
Académicos e 
investigadores 
• Generan criterios a través de investigaciones, consultorías, participación en planes de 
desarrollo sectoriales.  
•  Asumen puestos políticos en el sector ambiental y forestal 
Oenegés • Fomentan la protección y el manejo sostenible del bosque y la biodiversidad mediante 
acciones de distinta naturaleza, en alianza con sectores públicos y privados.  
• Asumen responsabilidades en el diseño de estrategias, a través de entes de formulación 
de políticas.  Tal es el caso de FUNDECOR, INBio. 
• Otras articulan distintos actores gremiales para la gestión sostenible de los recursos, 
vinculadas de manera más directa a la gestión productiva empresarial, como 




• Campesinos e indígenas sin títulos de tierra, por ley, no tienen acceso a PSA.  Las 
comunidades indígenas han luchado por flexibilizar procedimientos.  El IDA niega el 
acceso ágil de PSA a  parceleros.   
• Los indígenas tienen varias organizaciones propias 
• Tienen representantes en la ONF y en CONAGEBIO.  Su incidencia en general es débil. 
• En estrategias ambientales son parte de “zonas de amortiguamiento” del SINAC  
• Mesa Campesina, Mesa Indígena y FECON presentaron una “Propuesta alternativa al 
Proyecto de Ley de Servicios Ambientales” (finales 2000), pero no ha tenido 
seguimiento.  El PSA se concibe como un mecanismo para asegurar la prestación 
efectiva y prolongada de los SA, no como un mecanismo de fomento productivo y debe 
contribuir a la corrección de desigualdades socio económicas.  La propuesta procura 
equilibrar la participación de la sociedad civil y la toma de decisiones (para evitar la 
exclusión e invisibilización de sectores), empezando por la ONF y FONASA 
(FONAFIFO en la actualidad) y siguiendo con las instancias locales y regionales.  
Destaca diferencias en relación con el cobro del impuesto forestal y la distribución de 
otros impuestos.  Proponen mecanismos para agilizar los trámites, se incluye a los 
beneficiarios del IDA 
• CICAFOC es una organización de base comunitaria a nivel regional centroamericano, 
que agrupa asociaciones, cooperativas, federaciones, grupos comunitarios de pequeños y 
medianos productores, de indígenas y campesinos.  Fomentan acciones de desarrollo de 
la forestería comunitaria y sistemas agroforestales, fortaleciendo las capacidades propias 
en la recuperación de formas de vida sostenible. 
Conservacionistas • Profesionales, estudiantes, profesionales urbanos inician organizaciones de lucha 
ambiental desde los años 70.  En las décadas siguientes proliferan organizaciones locales  
ambientalistas. 
• Se articulan a través de FECON, después de la segunda mitad de los años 90.  Asumen 
posiciones beligerantes y con incidencia política en la Asamblea Legislativa, mantienen 
foros nacionales sobre temas relevantes como el PSA y la minería.  Participan en la  
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elaboración de planes nacionales,  en la concertación nacional de 1998, en la ONF. 
• Promueven foros de discusión sobre las reformas a la legislación forestal (2000) 
Profesionales 
forestales y afines 
• Inician su formación como forestales, ecólogos, biólogos en los años 70, en las 
universidades públicas.  Se ubican como asesores técnicos de organizaciones locales y en 
el gobierno.   
• A partir del 96, asumen el papel de regentes de planes de manejo, al amparo del  gremio. 
•  Asumen liderazgos en organismos de toma de decisiones del sector: ONF, CCF. 
Gobiernos 
municipales 
• En la década de los años 80 se estableció un fondo de incentivos para municipalidades, 
pero se cuestionó y eliminó. 
• Su papel ambiental se diluye cuando se proponen consejos ambientales regionales y 
macro estructuras para el desarrollo sostenible 
• Con los procesos de descentralización empiezan a tomar conciencia de las competencias 







• Impulsan estudios y planes forestales regionales, perfiles ambientales nacionales, 
proyectos pilotos a través de fundaciones bajo el argumento de la incompetencia del 
sector público para la gestión ambiental.  Luego vienen los acuerdos de la Cumbre de 
Rio y los protocolos: cambio climático, biodiversidad, certificaciones. 
• BM-GEF/ GCR: ECOMERCADOS (2000)  Préstamo por USA$ 32.6 millones y una 
donación de $6.1 millones y $ 6.8 millones del GoCR, para financiar conservación, 
manejo sostenible del bosque, reforestación, con un trasfondo de desarrollo de mercados 
vinculados al corredor biológico.    
 
 
Existen además, experiencias relativamente independientes -del proceso formal del PSA articulado a 
través de FONAFIFO- en las comunidades rurales que aún no han sido apropiadamente valoradas, pues 
están en proceso y son nuevas, como .  JUNAFORCA  representa una parte de los beneficiarios y transita 
entre relaciones con las cámaras empresariales, y la búsqueda de una estrategia de identidad propia.  Por 
su parte, con la estrategia del corredor social Mesoamericano impulsada por la Coordinadora Indígena 
Campesina en Forestería Comunitaria (CICAFOC), en el marco del Consejo Centroamericano de Bosques 
y Areas Protegidas (CCAB-AP) se gestan nuevas iniciativas de vida sostenible. 
 
En esta dinámica de interrelación de actores sociales, persiste una demanda constante para  establecer 
mejores canales de participación real de la sociedad civil en la definición de políticas, estrategias y planes 
de desarrollo sectoriales.     Los efectos del PSA en la gestión del desarrollo local, con inclusión de los 








Funcionamiento del pago de servicios ambientales  
 
En este capítulo se hace una aproximación al funcionamiento del PSA, a través de la dinámica 
institucional y los mecanismos desarrollados y, se analizan las tendencias de desarrollo del PSA.  
 
2.1. El desarrollo institucional para el PSA   
 
Los estudios  indican que en los últimos años hay una regeneración de la cobertura forestal en el  país 
como resultado de los incentivos de reforestación y mantenimiento del bosque primario.  No obstante la 
información sobre la forma de tenencia de la tierra es imprecisa, es claro que los principales bosques 
primarios se encuentran dentro del SINAC y se estima que los bosques primarios y secundarios en  manos 
privadas son significativos,  sobre todo si se toma en cuenta que la mayoría de las fincas con estas 
condiciones pueden oscilar entre 20 y 150 ha (Quesada, 2000).      
 
Aunque la titularidad de la tierra ha operado como un mecanismo excluyente para pequeños productores e 
indígenas, con el paso del tiempo, los mecanismos de PSA han desarrollado procesos más democráticos e 
incluyentes que los que existían con los incentivos forestales, hasta aceptar en el último año reformas para 
aceptar los pagos a sistemas agroforestales e incluir terrenos en posesión legal18 (Anexo No.5). Por un 
lado, esto ha sido posible mediante un papel mediador, incentivador y de control del Estado, y el 
desarrollo de estructuras organizativas que garantizan la gestión técnica del proceso, adoptando formas 
descentralizadas a través de las sedes regionales del SINAC-MINAE.  Por otra parte, las políticas 
nacionales para el desarrollo forestal incidieron en el fortalecimiento de organizaciones de diversos 
actores sociales, con las consecuentes demandas de participación conforme el sector forestal cobra 
importancia: oenegés que asesoran el desarrollo forestal (CODEFORSA, FUNDECOR, AGUADEFOR); 
organizaciones gremiales (Red de Reservas Privadas; Colegio de Ingenieros Forestales, Cámara Forestal); 
organizaciones ambientalistas y de base (ASCOMAFOR, ABAS, FECON, asociaciones Indígenas y 
otras).    
 
La institucionalidad se desarrolló al amparo de las leyes, los estímulos económicos y técnicos nacionales e 
internacionales, definiendo y transformando responsabilidades y funciones especializadas directas ( 
MINAE,  FONAFIFO, SINAC, ONF, OCIC), así como vinculando a la toma de toma de decisiones y la 
gestión del proceso, a entidades con funciones complementarias y a oenegés con relaciones de 
intermediación entre la instituciones públicas y los beneficiarios del sistema de PSA señaladas 
anteriormente.  Esto ocurrió dentro de un enfoque de incorporación de las organizaciones gremiales de 
manera controlada desde las entidades del Estado, no obstante, esto ha cambiado con el creciente traslado 
de competencias públicas al ámbito privado.  Este es uno de los núcleos de conflictividad y redefinición 
del pacto social en el sector forestal más importantes en la actualidad,  ha permitido también, fortalecer la 
demanda organizada.   
 
La dinámica de enlaces de la estructura de funcionamiento para el PSA evolucionó desde la aprobación de 
la primera ley forestal, en 1969, las leyes ambientales aprobadas en las décadas siguientes y la normativa 
asociada con estos procesos.  La figura No. 2  ilustra una compleja trama de interrelaciones existente en 
torno a valorar y  pagar los SA: 
 
                                                 
18  Esta mayor participación  no significa que se hayan superado los obstáculos que limitan la ampliación del PSA 
con criterios de equidad.  




Figura No. 2 Costa Rica: Esquema de funcionamiento del PSA, 2002. 
 
 
Dentro del MINAE, FONAFIFO funciona como un ente desconcentrado, con funciones de gestión 
administrativa y financiera del sistema nacional de servicios ambientales,  y contribuye al desarrollo del 
sector forestal; recientemente ha iniciado un proceso de desconcentración y regionalización, a  través de 
los cual se clarifican sus funciones y las del SINAC (Anexo No.5).  Aunque mantiene un papel rector 
dentro del proceso, con recursos garantizados por el Estado, ha posibilitado la gestación de nuevas 
opciones de financiamiento, asociadas con estrategias más amplias de desarrollo sostenible, que 
involucran, por ejemplo: 
 
• Viabilizar estrategias globales, como la de Cambio Climático y de Biodiversidad, a través de la 
captación de recursos externos para compensar efectos derivados del cambio climático.  En este 
campo, se complementan acciones entre FONAFIFO y la Oficina de Implementación Conjunta 
(OCIC, es otro órgano desconcentrado del MINAE) , con acuerdos bilaterales con organismos 
internacionales, como con el GEF y BM; y con gobiernos dispuestos a estimular implementación 
conjunta, mediante la venta de certificados por fijación de carbono.  
• A nivel nacional, se reconocen varios tipos de acuerdos voluntarios, dentro del marco de las 
políticas de PSA, como son aquellos: 
o Entre entes instituciones públicas descentralizadas, como la CNFL y FONAFIFO. 
Impuesto único a los 
combustibles 








ESPH y otros Fuente: Elaboración propia,  
               Reyes,  2002 
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o Entre entes públicos y privados, como los que establecen las empresas hidroeléctricas y la 
Cervecería Costa Rica, Florida Ice and Farm, la ESPH y FONAFIFO. 
o Entre oenegés y empresas privadas, como es la experiencia de la Asociación 
Conservacionista Monteverde con una empresa hidroeléctrica. 
o Entre instituciones de servicios públicos y la sociedad civil (usuarios), como es el caso de 
la tarifa hídrica de la ESPH, captada para PSA. 
• También, los certificados ambientales (CSA) son instrumentos financieros para captar recursos 
privados y traspasar costos ambientales a empresas e instituciones.  Es un documento emitido por 
FONAFIFO que puede ser adquirido por personas o entidades interesadas en el PSA a productores 
en general o áreas boscosas particulares, en ventanilla. Es deducible de la renta bruta como un 
gasto y es certificado por una organización reconocida internacionalmente, lo cual permite el 
acceso a mercados internacionales (bolsa de servicios ambientales).  El valor facial de cada CSA 
es equivalente al costo de proteger una hectárea  de bosque por un período determinado 
(FONAFIFO, 2002).   A partir del 2003 se emiten los primeros bonos de CSA por $223 millones 
para protección de fuentes de agua, mitigación de gases de efecto invernadero, conservación de 
biodiversidad y belleza escénica, así como buenas prácticas agrícolas certificadas, en  7.000 ha en 
Guanacaste; los bonos son comprados por empresas privadas como Azucarera El Viejo ($156.000/ 
559 ha), La Costeña ( productora y exportadora de melones paga $ 28.500/ 100 ha) y Desarrollos 
Hoteleros Guanacaste (turística, paga $225.000/ 750 ha) (LR, 8-07-03: 6; LN, 28-06-03: 26A) 
 
Además, las condiciones favorables para el PSA y el desarrollo de mecanismos de certificación forestal 
son factores de atracción de inversionistas privados  que empiezan a establecer convenios bilaterales con 
productores locales, a través del mercado financiero internacional.  Durante los  años de operación del 
PSA se han pagado servicios ambientales a más de 314.000 ha, con una inversión total hasta el año 2002 
de unos USA$ 80.500  (Cuadros No.1 y No. 2). 
 
Cuadro No. 1 Costa Rica: montos pagados según modalidad de proyecto, 1997-2002 
Estimado en miles de dólares según tipo de cambio promedio anual 







1997     20.280.6      2.934.2          2.849.0                   -       26.063.8  
1998     10.338.1      3.341.2          2.556.7             52.6     16.288.6  
1999     11.842.3      1.965.1          2.303.0             83.9     16.194.3  
2000       5.583.3                 -            1.368.8                   -        6.952.1  
2001       4.545.5      1.374.5          1.851.2                   -        7.771.2  
20021       3.853.5      1.541.4          1.889.1                   -        7.284.0  
Total     56.443.3    11.156.4         12.817.8           136.5     80.554.0  
1 Monto presupuestado para el año 2002, Decreto Ejecutivo No.30090-MINAE .  Los datos del período 
2002 están sujetos a la ejecución de contratos y a la información que entregan las áreas protegidas, por lo 
que  aún a mediados del 2003 aún FONAFIFO no había cerrado sus fuentes de información para ese año. 
Fuente: FONAFIFO, 2002. 
Nota: Tipo de cambio promedio 1997:233.28, 1998:257.99, 1999:286.46 2000:308.66, 2001:329.48,  
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Cuadro No. 2 Costa Rica: área pagada según modalidad de proyecto y número de beneficiarios. 
En hectáreas, 1997-2002 
 







Total ha  
 
Beneficiarios 
1997         94.621            8.532               5.035                    -    
       
       108.188  
 
1.531 
1998         44.452            9.170               4.283                 226          58.132  1.021 
1999         56.539            5.989               4.284                 400          67.212  925 
2000         26.111                 -                 2.500                    -            28.611  501 
2001         20.626            3.997               3.281                    -            27.904  292 
2002         16.871            4.324               3.230                    -            24.425   
Total 
acumulado 
2002       259.221          32.012             22.613                 626  
     





  (*) Al año 2001.  Los datos del período 2002 están sujetos a la ejecución de contratos y a la información que se 
tiene en las áreas protegidas 
 
El financiamiento del programa de servicios ambientales proviene principalmente de fondos  públicos, en 
más de un 99 % (según datos extraídos de los decretos ejecutivos anuales para PSA) es recaudado 
mediante el impuesto a los hidrocarburos19.  El porcentaje restante es aportado por medio de acuerdos 
voluntarios (Anexo No. 6).   
 
Los gastos administrativos de FONAFIFO para operar el PSA, corresponden a un 5 % del presupuesto 
anual establecido por decreto.  Por realizar las funciones de intermediación, las oenegés reciben alrededor 
de un 18 % (o más).  A nivel regional, las oficinas del SINAC formalizan los trámites de solicitud de PSA 
de los productores, siguiendo los requisitos aprobados por decreto ejecutivo del MINAE anualmente, 
según prioridades y montos disponibles para nuevos proyectos de distinto tipo, garantizándose los 
contratos de años anteriores para protección, manejo y reforestación del bosque.  Las oenegés intervienen 
como facilitadoras del proceso: asesoran a los productores, realizan los trámites administrativos y 
técnicos, ejecutan acciones de extensión forestal, apoyan el diseño de proyectos; también, incursionan en 
la articulación de cadenas de mercado a través del desarrollo de mecanismos de certificación forestal, 
venta de madera por adelantado, subastas y redes de información del mercado de madera;  
 
 
2.3. Tendencias de desarrollo del PSA 
 
 
2.3.1. Disminución de recursos para PSA  
 
La evolución del PSA, como todo  proceso social, tiene sus altos y sus bajos.  En los últimos años se ubica 
fase recesiva de uso de recursos y de hectáreas dedicadas a los distintos programas, como resultado de las 
estrategias macroeconómicas que se proponen utilizar los fondos recaudados para el PSA, a través del 
pago de una tercera parte de los impuestos a los combustibles, para gastos generales del Estado y bajar así 
la deuda interna.   
 
                                                 
19 La Ley Forestal No. 7575 propone un impuesto forestal a la madera que ha sido difícil de concretar. 
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Muestra de esta situación es la eliminación total de PSA para manejo forestal en el año 2000, y la 
tendencia decreciente del número de hectáreas reforestadas con incentivos, hasta bajar significativamente 
en el 2001; de los ¢ 2.345 millones de colones presupuestados en ese año, solo se invirtió un total de 
¢304.5 millones (13% de lo  estimado) (Figura No. 3).  Las figuras  No.4, No.5 y No. 6 reflejan la 
cobertura en hectáreas de los proyectos de manejo, reforestación y protección,  por área de conservación 
entre 1998 y el año 2000. 
 
El comportamiento general reafirma, por un lado, la tendencia decreciente en el área de cobertura de todos 
los programas financiados con recursos públicos a través de FONAFIFO, con una caída más notoria en el 
año 2000,  lo que llevó a una negociación entre los grupos interesados y el gobierno para mantener una 
tranferencia anual fija del 3.5 % de la recaudación del impuesto a los hidrocarburos, lo cual se ha 
mantenido (Anexo No. 6).    
 
Por otro lado, se observa un mayor desarrollo de los programas a lo largo del tiempo en aquellas áreas de 
conservación que históricamente despertaron y lograron mantener los programas forestales:  Huetar Norte, 
Tempisque, Pacífico Central y Cordillera Volcánica Central.  El proyecto ECOMERCADOS, concentrado 
en áreas de interés prioritario de conservación, especialmente en el Area de Conservación Talamanca, es 
un estímulo para fortalecer el pago a comunidades indígenas y campesinas, que mantiene una demanda 
alta en todo el territorio para el PSA. 
 
Al mismo tiempo, se mantiene una tendencia a mantener un desarrollo muy dinámico de iniciativas 
nuevas y de renovación de las que ya existían, como es el caso de la Hidroeléctrica Energía Global (en 
Sarapiquí)20 , de la Empresa Hidroeléctrica Matamoros (en San Carlos), de la Empresa de Servicios 
Públicos de Heredia y de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz, a través de convenios voluntarios de 
PSA principalmente de empresas hidroeléctricas, en algunas de las cuales interviene la mediación de 
FUNDECOR.    
 
El desarrollo de nuevos mercados, como es el caso de la venta de certificados (CSA) de servicios 
ambientales involucra nuevos actores, como empresas agropecuarias y turísticas en proyectos de PSA para 
protección de fuentes de agua, mitigación de gases de efecto invernadero, conservación de biodiversidad y 
belleza escénica, así como buenas prácticas agrícolas certificadas.    
 
Se observa también la inclusión reciente del PSA a sistemas agroforestales como resultado de demandas 
que se venían articulando desde que se constituyó el Programa de Desarrollo Forestal Campesino (en 
1982) y  se oficializa el funcionamiento de la Comisión Agroforestal Nacional Agroforestal (en el 2000), 
bajo una sólida argumentación técnica para el manejo integrado de cuencas y corredores biológicos, ligado 
al desarrollo socio económico y ambiental sostenible.  
 
Otras alternativas, como por ejemplo  el PSA asociado al desarrollo de corredores urbanos a través del 
manejo integrado de cuencas, para conservar y recuperar sistemas naturales, y mantener fuentes de 
suministro de agua potable, integrados a planes de desarrollo regional y local; o la coordinación con las 
competencias municipales en el territorio, son aún incipientes, no obstante la situación crítica y caótica del 
desarrollo urbano sin ordenamiento territorial.   
 
 
                                                 
20 En las cuencas hidroeléctricas de los ríos Volcán y San Fernando, en la cuenca alta del río Sarapiquí, en un período 
de cinco años la empresa ( que inició contratos desde 1997) colocará $500 mil en 2.500 ha, como parte de la 
renovación o establecimiento de nuevos contratos, con fondos provenientes de capital italiano, FUNDECOR y 
FONAFICO.   Unas 31 familias recibirán $12 /ha, en 2000 ha, con una tendencia a aumentar el monto de del pago 
hasta $30/ha con contratos nuevos sujetos a problemas de titulación de tierras 




Figura No. 3 Costa Rica: Hectáreas reforestadas con incentivos y PSA,  1984-2001 




Figura No. 4 Costa Rica: Comportamiento de los proyectos de manejo  
por área de conservación, en hectáreas, 1998-2000 
        
    Fuente:  Elaboración propia con base en datos de FONAFIFO, 2001. 
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Figura No. 5 Costa Rica: Comportamiento de los proyectos de reforestación por área de 
conservación, en ha, 1998 al 2000. 
                     Fuente: Elaboración propia con base en datos de FONAFIFO, 2001. 
 
Figura No. 6 Costa Rica: Comportamiento de los proyectos de protección por área de conservación, 
en ha,  de 1998 al 2000. 
                      Fuente:  Elaboración propia con base en datos de FONAFIFO, 2001. 
 
 
2.3.2. ¿Un sistema integral de servicios ambientales? 
 
Una de las primeras acciones del gobierno del Presidente Rodríguez en 1998, fue la de establecer una 
agenda nacional concertada, con base en principios de justicia social y transparencia,  para lo que convocó 
al  Foro de Concertación Nacional, dentro del que se incluyó el tema de servicios ambientales.  La 
comisión respectiva presentó un informe en el que se destaca: a) la necesidad de reforzar el principio de 
mantener la fuente principal de financiamiento para el PSA (impuesto a hidrocarburos), b)  el 
cumplimiento de la ley por parte del Ministerio de Hacienda para garantizarlo, y c) centralizar la 
operación de fondos públicos manejados por diversas instituciones en una sola entidad  encargada del 
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Sistema Integral de Servicios Ambientales (SISA), con base en la experiencia del Fondo Nacional de 
Financiamiento Forestal (FONAFIFO)21.  Sin embargo, esto no ha llegado a concretarse. 
 
Uno de los puntos clave del proceso de concertación se refiere a la forma de financiamiento del SISA, 
pues en efecto, entre 1995 y 1997, la principal fuente para el PSA fueron los fondos recolectados por 
medio del impuesto selectivo de consumo a los combustibles, lo que significa que esos programas son 
financiados básicamente por los costarricenses que pagan el impuesto.  Sin embargo, en ese período el 
gobierno no giró el total recaudado para invertir en proyectos de fomento y desarrollo forestal, manejo de 
bosques y plantaciones: del impuesto recaudado a través de la caja única del Estado, FONAFIFO sólo 
recibió cerca del  30.5 % de los recursos que le correspondían (CECADE, 1999).  Esto significa que el 
financiamiento del sector está sujeto a la voluntad política del Poder Ejecutivo, el Ministerio de Hacienda 
dejó sin presupuestar cerca del 70% de los recursos destinados a la compensación, lo que refleja una arista 
importante de vulnerabilidad del sistema.   
 
En el informe de labores  1999-2000 de la Defensoría de los Habitantes (DH) a la Asamblea Legislativa, 
se alega que el impuesto a los hidrocarburos es una carga impositiva “confiscatoria” para el consumidor, 
pues se está gravando como si fuera un  bien suntuario, cuando en realidad no lo es, lo cual tiene 
importantes repercusiones en la calidad de vida de los costarricenses.  En este informe se señala además, 
que entre 1997-1999 el Ministerio de Hacienda (MH) sólo giró un 26% de lo recaudado, reteniendo el 
monto restante; con base en esta tendencia, en el año 2000, los contratos que se quedan sin financiamiento 
alcanzarían un 70%, ya que se cubren primero los saldos pendientes de los años anteriores, provocando un 
estancamiento en el desarrollo de nuevos proyectos de PSA cubiertos con estos recursos.  Indica además, 
que los estudios técnicos establecen la necesidad de reforestar 2.5 millones de ha, de lo cual, sólo se ha 
avanzado un 40%.  
 
La Defensoría de los Habitantes dio a conocer la existencia de un acuerdo firmado por  representantes del 
sector privado, el MH y el MINAE, en el que se estableció a partir de 1998 un presupuesto de sólo un 21% 
de lo que establecía la ley (1.700 millones de colones); esta entidad argumenta que este acuerdo es ilegal, 
por lo cual solicitó a la Contraloría de la República un pronunciamiento, que está en estudio dentro de la 
auditoría de “incentivos forestales”.   
 
2. 3. 3. Nuevas experiencias de valoración y PSA  
 
Con el tiempo han surgido diversas iniciativas de valoración económica de los servicios ambientales 
reconocidos por ley, que tienen un carácter experimental.  En la esfera de  la convención de cambio 
climático, a partir de 1995 se inician actividades a través de la Oficina de Implementación Conjunta 
(OCIC, 2000).  En  biodiversidad ha sido el Instituto Nacional de Biodiversidad (INBio) el ente pionero 
en contratos de bioprospección, iniciados desde 1991 con compañías farmacéuticas transnacionales. 
Varias empresas reconocen la importancia de la regulación del ciclo hidrológico como servicio ambiental 
y orientan sus esfuerzos a la protección sostenible de cuencas.  El PSA por belleza escénica se encuentra 
en una fase inicial de valoración y está relacionado con proyectos turísticos.  
 
                                                 
21   FONAFIFO se estableció en 1990, con el propósito de administrar el finaciamiento de la actividad forestal.  Es 
un ente desconcentrado del MINAE,  con autonomía relativa dentro de la estructura organizativa forestal del Estado.  
Recibe aportes financieros del Estado, donaciones, créditos, fondos de conversión de deuda externa y transacciones 
para el PSA, inversiones transitorias,  parte del impuesto a la madera, bonos forestales y otros.  Tiene una junta 
directiva integrada por representantes del sector privado y público.  También opera créditos y mantiene un 
fideicomiso en la banca nacional.  En la propuesta de Ley de Valoración y Retribución por SA a este ente de le llama 
Fondo Nacional de Servicios Ambientales (FONASA) (Expediente No. 13472, 2000) 
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En el ámbito de generación de energía se rescatan principios de implementación conjunta y desarrollo de 
mecanismos limpios.  Varias empresas han procedido a realizar contratos con dueños de tierras en cuencas 
hidrográficas utilizadas para la generación hidroeléctrica.  Tal es el caso de convenios entre Energía 
Global de Costa Rica y la Fundación para el Desarrollo de la Cordillera Volcánica Central, en la cuenca 
del río Volcán, en la región de Sarapiquí.  Más adelante, surge la ampliación de convenios por parte de la 
Empresa Matamoros, en la cuenca del río Platanar, San Carlos y también, las experiencias de la Compañía 
Nacional de Fuerza y Luz, en la cuenca del río Aranjuez, dentro de una tendencia a incorporar otros como 
los de las empresas cerveras ubicadas en la porte baja del acuífero Barva, en la provincia de Heredia. 
 
El proceso de PSA voluntarios por parte de las empresas hidroeléctricas tienen la intensión de resguardar 
su materia prima:  el agua para generación de electricidad.  Al amparo de la Ley 7200 (1990) el ICE 
suscribió contratos de generación eléctrica con empresas privadas que representan un 12% de la capacidad 
instalada en el país (LN, 31-7-00:4 A).   Entre las más grandes está la Empresa Matamoros, que firmó un 
convenio voluntario con SINAC y FONAFIFO, a través de la mediación de FUNDECOR y 
CODEFORSA,  donde se compromete a pagar US$30 /ha/año, en zonas de bosque de protección 
prioritarias, durante un plazo de diez años.  La empresa está en proceso de adquirir la certificación 
internacional dentro de las normas internacionales de manejo ambiental sostenible (ISO). Por su parte, la 
ESPH empezó a cobrar una “tarifa hídrica ambientalmente ajustada” para invertir en PSA a corto plazo, y 
asegurar el abastecimiento futuro.  Esta experiencia se sale de la normativa y canales establecidos a través 
de FONAFIFO,  creando una opción nueva mediante el establecimiento de un fideicomiso para PSA, 
operado por la propia empresa. 
 
La construcción de represas hidroeléctricas ha sido una fuente de conflictividad socio ambiental, debido a 
la falta de planificación e integración intersectorial (ordenamiento del territorio, manejo de cuencas, 
planes reguladores municipales), la carencia de estrategias de participación y concertación de actores 
sociales diversos y  debilidades en la aplicación de estudios de impacto ambiental.  Concretamente, la 
desconfianza en las comunidades se manifestó en el cantón de Sarapiquí, donde 2,036 personas votaron en 
el plebiscito a favor de que se declare el río del mismo nombre Monumento Histórico y Natural (sólo un 
7% estuvo en contra), impidiendo la construcción de nuevas represas por parte de la Empresa de Servicios 
Públicos de Heredia (ESPH)  (Véase capítulo 3). 
 
El mapa elaborado por FONAFIFO (figura No.7) sobre la ubicación de proyectos de PSA en el país refleja 
que este programa abarca todas las regiones del país y que aún existen áreas significativas en las cuales 
pueden generarse nuevas iniciativas.  
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Figura No. 7 Costa Rica: Ubicación de proyectos de pago de servicios ambientales, 2001 
 
Fuente: FONAFIFO, 2001 
 
2.3.4. Implementación conjunta incierta 
 
En el plano internacional, el apoyo al desarrollo de mecanismos para implementar los acuerdos de la 
Convención de Cambio Climático y el Protocolo de Kioto, se han debilitado. En la VI Conferencia 
(COP6, La Haya, 2000) se diluyó la posibilidad de crear un fondo mundial de carbono para financiar 
actividades de mitigación en países subdesarrollados.  No obstante el liderazgo de Costa Rica en cuanto a 
incluir “mecanismos de desarrollo limpio” (MDL) -especialmente a través de la generación de energía 
eléctrica y otras fuentes con nuevas tecnologías-, contar con estrategias de fijación de carbono en el sector 
forestal y de conservación del bosque y la biodiversidad, la iniciativa fue relativamente poco exitosa 
(Rodríguez, 2001) .  
 
En este sentido, el proceso de aprendizaje es todavía muy joven y debe continuar.  Debe evitarse el  
paralizar o dar marcha atrás de las iniciativas de PSA y generación del SISA, pues esto se traduce en 
señales confusas para el sector forestal, tanto en el subsector silvicultura, como en la industria que debe 
invertir a futuro y en otros subsectores relacionados con la investigación en biodiversidad y otros de los 
servicios ambientales.   
  
2.4.   Alcances y perspectivas 
 
En síntesis, la experiencia de valorar los servicios ambientales, estimar montos de pago y mecanismos 
para lograrlo, ha generado innovaciones, aprendizajes y oportunidades en diversas esferas, tanto a nivel 
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nacional como internacional, al mismo tiempo, se vislumbran algunas  limitaciones y desafíos para la 
sostenibilidad de un sistema nacional de servicios ambientales.    
 
Destaca el hecho de que este proceso, en un país pequeño y subdesarrollado, sólo ha sido posible a través 
de un rol incentivador, mediador y de control por parte del Estado, a través de oficinas especializadas, con 
una gestión desconcentrada, una fuerte capacidad técnica, de gestión e innovación de programas y de 
cambios organizativos para dar respuesta a las demandas de los grupos interesados y mantener estrategias 
de desarrollo sostenible (SINAC, FONAFIFO, OCIC, ONF), cuyo fin es integrar el sector ambiental y 
forestal, y los servicios ambientales, dentro de las estrategias de desarrollo nacional.  Para esto se 
establecen políticas rectoras, estructuras nacionales de valoración y PSA, estrategias de desconcentración 
administrativa regionales, manejo financiero, administrativo y técnico, con el fin de orientar la gestión de 
recursos patrimoniales (fideicomiso, captación de recursos para PSA; fomento y normas de manejo 
bosque), estimular y coordinar las iniciativas privadas con miras a fortalecer un sistema nacional de 
servicios ambientales.  Este  desarrollo forestal ha contribuido a fortalecer organizaciones de diversos 
actores sociales, con las consecuentes demandas de participación de oenegés que asesoran el desarrollo 
forestal, organizaciones gremiales, organizaciones ambientalistas y de las bases.     
 
Sin embargo, la implementación de un enfoque integrado intersectorial  entre sectores afines (ambiental, 
energético, forestal, agropecuario) enfrenta dificultades, lo cual incide directamente en una gestión 
ambiental local, con limitaciones para valorar la importancia de fortalecer las competencias ambientales 
de los gobiernos locales y potenciar las capacidades organizativas de diversos entes, a través del 
reconocimiento del significado y la apropiación de los beneficios de los servicios ambientales, a la luz de 
estrategias diferenciadas en el territorio, con una visión de desarrollo sostenible y ordenamiento territorial, 
que involucraría una mayor coordinación interinstitucional y con los municipios, a través de nuevas 
estrategias y acciones de descentralización.   
 
Las decisiones institucionales en materia de gestión ambiental y valoración de servicios ambientales 
centralizadas no sólo tienen efectos en implementaciones que requieren mayor coordinación entre 
sectores, sino que inciden en la escasa  participación  directa de las bases de las organizaciones 
interesadas, tanto en la toma de decisiones como en el disfrute de los beneficios.  Tal es el caso de las 
interpretaciones legales sobre los programas que han negado el PSA para conservación en parcelas 
otorgadas por el IDA en tierras de frontera agroforestal, como se desprende del análisis de los casos, 
fundamentadas en formas descriminatorias de tenencia y uso de la tierra, y la descalificación de la 
actividad forestal o agroforestal como productiva.  Además, esta falta de coordinación ha  restringido el 
desarrollo de metodologías holísticas para la valoración espacial y temporal, que permitan entender y 
modelar proyecciones de las dinámicas socio ambientales,  demográficas y económicas y su interrelación 
sobre los factores biofísicos y de los ecosistemas, en cuencas que configuran espacios naturales para la 
planificación y gestión ambiental.   
 
Esto se agrava si se tiene en cuenta que los procedimientos para acceder al PSA son complejos, 
burocráticos y con altos costos de operación,  entrabando el proceso debido a las múltiples mediaciones, 
no obstante el propósito explícito de la ley  en cuanto a beneficiar a los pequeños y medianos productores.  
La titularidad privada de la tierra, como requisito para el PSA ha operado como un mecanismo excluyente 
para pequeños productores e indígenas, parceleros y comunidades, no obstante con el paso del tiempo, las 
demandas locales y las pequeñas experiencias privadas han generado cambios que introducen criterios de 
equidad en la distribución de compensaciones por mantener servicios ambientales, para superar viejos 
enfoques como  “primero en tiempo, primero en derecho” o que los proyectos pequeños introducen 
distorsiones y problemas que “distraen”.  Si bien se han procurado nuevas normas para abordar la 
situación de terrenos en posesión legal sin títulos de tierras, para protección, eso es un proceso lento, que 
no sólo se fundamenta en ampliar la participación y dar respuesta a las demandas, sino que también está 
estrechamente ligado a necesidades de control de la degradación ambiental y tala ilegal de bosques 
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naturales, incluso en sitios autorizados o con planes de manejo22, lo que afecta el cumplimiento de 
compromisos internacionales del país en materia de desarrollo sostenible y mantenimiento de sectores 
estratégicos como energía y turismo.   
 
El incumplimiento del Estado con las transferencias de los recursos económicos para garantizar los fondos 
establecidos por ley para PSA refleja que no obstante la existencia de un mecanismo ingenioso  –el 
impuesto a los hidrocarburos- para aplicar el principio de que “el que contamina paga”, las  contradictorias 
aplicaciones provocan cambios constantes, desinformación e ingerencias políticas asociadas con 
estrategias macroeconómicas que priorizan mecanismos de  ajuste estructural, en detrimento del desarrollo 
forestal, agroforestal y de patrones de economías campesinas e indígenas.      
 
En la ventana de las perspectivas y oportunidades se destaca que a pesar de la situación de recesión del 
PSA en los últimos años,  este instrumento sigue siendo un mecanismo de punta en la política económica 
y ambiental en el país, si se emplea con una visión de redistribución de los beneficios económicos, 
sociales y ambientales.  En este sentido, los aprendizajes pueden aprovecharse en el futuro inmediato para 
buscar beneficios mayores y  para ilustrar la dinámica de procesos de innovación social, bajo condiciones 
particulares de una cultura socio política en la cual la dimensión ambiental es un factor estratégico de 
desarrollo.   Como oportunidades y perspectivas se pueden identificar: 
 
• La dinámica de innovación social a partir de la valoración de los servicios ambientales como 
recurso para el desarrollo humano sostenible y sustentable, con base en el reconocimiento de la 
riqueza contenida en recursos propios.  
• El desarrollo de una institucionalidad y formas de organización que permiten la generación de 
iniciativas y la innovación creativa constante,  con participación de la óptica de diversos actores 
sociales, donde el Estado, mediante formas desconcentradas juega un papel articulador, 
canalizador y mediador, especialmente importante para un país pequeño y subdesarrollado. 
• Ha permitido reconocer que el fortalecimiento del sector ambiental y forestal dentro del desarrollo 
nacional no debe estar condicionado o restringido al PSA, sino que este es  parte de la gestación 
de un sistema integral de servicios ambientales más consolidado, que requiere superar las 
restricciones y exclusiones provocadas por fundamentos legales basadas en la titularidad privada 
de la tierra. 
• Es un ámbito de desarrollo que permite una reflexión sistemática entre actores sociales interesados 
en la dinámica del sector forestal, y una fuente de estímulo de iniciativas e innovaciones sociales 
que repercuten en las estrategias locales, regionales, nacionales e internacionales de desarrollo 
sostenible. 
• La valoración y el aprendizaje son el motor de las innovaciones en el sector forestal y estas son 
germen del aumento de la competitividad para el sector, al cual se podría apostar en forma más 
decidida para que se convierta en pivote del desarrollo económico nacional, en estrecha 
coordinación intersectorial. 
 
En el siguiente capítulo se rescatan los principales aprendizajes que resultan de la elaboración de los 
estudios de caso (Anexo 5).  Estos estudios han permitido explorar de manera más concreta las 
experiencias de PSA en contextos locales, dentro de una dinámica creciente de desarrollo de iniciativas 
para valorar los diferentes servicios ambientales, donde se destaca la importancia que reviste el recurso 
hídrico y la protección biodiversidad, incluyendo el bosque y sus ecosistemas de soporte,  para garantizar 
un desarrollo sostenible.   
                                                 
22  Un estudio reciente del CATIE sobre tala ilegal indica que en 1998 cerca de un 30 %  de la madera proviene de 
fincas bajo planes de manejo, que faltan mecanismos de supervisión por parte de autoridades ambientales,  
regulaciones o mecanismos para controlar los precios de la madera y la compra ilegal de la misma por  
intermediarios o industriales. 
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CAPÍTULO 3 
Aprendizajes sobre las experiencias estudiadas 
 
Este capítulo contiene una síntesis y las conclusiones sobre los principales resultados de la investigación.  
En la primera parte se localiza el área de investigación y se hace un breve resumen de las características de 
los estudios de caso23.  Seguidamente se destacan los temas relevantes sobre la dinámica nacional de PSA 
y su relación con la pregunta generadora que orientó la investigación: el beneficio del PSA para la gestión 
local participativa de pequeños y medianos productores y comunidades indígenas, a partir del proceso de 
valoración de servicios ambientales provenientes de ecosistemas naturales (servicios bióticos y abióticos) 
y artificializados (plantaciones, represas, etc). 
 
3.1. Ubicación de estudios de caso  
 
En las estrategias nacionales de desarrollo energético existen proyectos geotérminos y eólicos, pero la 
producción hidroeléctrica es la fuente principal de energía “limpia”, de ahí la relevancia que adquiere la 
protección de cuencas24; además, el desarrollo del ecoturismo se sustenta en estrategias de conservación y 
protección de la belleza escénica.  El mercado de generadoras privadas de este tipo de energía lo 
conforman unas veinticinco empresas de limitada capacidad, en relación con la producción del Instituto 
Costarricense de Electricidad (ICE).  Su participación es regulada por el ICE y el MINAE, a través del 
Sistema Eléctrico Nacional; no obstante la modernización de leyes (a partir de 1996), se mantiene el 
desarrollo energético como un servicio público (Solera, 2001; Vargas, 2001).  Algunas empresas 
hidroeléctricas han introducido cambios en su gestión administrativa y estrategias de mercado, han 
gestado alianzas estratégicas para el manejo integral de las cuencas que son su fuente generadora y han 
iniciado convenios voluntarios para el PSA a productores privados que se ubican en cuencas de interés.   
 
Los tres estudios de caso seleccionados se ubican dentro de la modalidad de PSA para protección de 
bosque, biodiversidad y fuentes de agua; tienen relación directa con estrategias de acceso al recurso 
hídrico, por parte de generadoras públicas y privadas de energía hidroeléctrica; uno de los casos también 
basa el PSA para el abastecimiento de agua para uso doméstico e industrial.  Los estudios de caso 
muestran diferentes estadios de desarrollo de valoración y PSA, lo cual está relacionado con las 
condiciones particulares y las iniciativas locales de PSA en el país.  
 
El primer estudio de caso se localiza en las micro cuencas del centro de la provincia de Heredia, en la 
Región Central del país, en el contexto de la cuenca del Río Grande de Tárcoles, en la Vertiente del 
Pacífico y del Area de Conservación Cordillera Volcánica Central, que es una reserva fundamental para el 
abastecimiento de agua para la población de la Gran Area Metropolitana (GAM) y del Valle Central, 
donde se estima que vive más del 50% de la población.  El segundo y tercer estudio de caso se localizan 
en la Región Huetar Atlántica, en la cuenca del río Sarapiquí y en la micro cuenca del río Platanar, 
afluente del río San Carlos, en la Región Huetar Norte, respectivamente.  Ambos desembocan en el 
limítrofe río San Juan, en la Vertiente Atlántica (Figura No.8 ).  
                                                 
23 Los estudios de caso completos se incluyen en el Anexo No. 7. 
24 En 1992 la participación privada era inferior a un 2%, el resto estaba en manos del ICE.  La producción 
hidroeléctrica representaba el 86 % de la energía generada (MÍRENME, 1994:55) 
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Primer estudio de caso  
 
Este se refiere a las iniciativas que surgen en localidades de alta concentración urbana para incidir en la 
gestión del recurso hídrico y la valoración de servicios ambientales.  Se analiza la aplicación de la tarifa 
hídrica ambientalmente ajustada por parte de la Empresa de Servicios Públicos de Heredia (ESPH), a 
partir de 1999, para empezar a pagar servicios ambientales en el año 2002, en la parte montañosa de la 
provincia de Heredia, cuenca alta de afluentes del Río Grande de Tárcoles,  en el contexto del ACCVC.   
La empresa elaboró procedimientos, a finales del año 2001, para establecer convenios con productores 
privados para mantener acuíferos dentro de un modelo único en el país, sin intervención directa de 
FONAFIFO, estimulando una coordinación descentralizada con el ACCVC-MINAE (Anexo No.5.1).  La 
empresa empezaría a pagar a partir del 2002, con los fondos acumulados durante los tres años previos25.   
 
El modelo de valoración económica ambiental internaliza variables ambientales dentro de un enfoque de 
costo de oportunidad de la tierra y valores de sobre uso para mantener o recuperar cuencas, lo cual se 
combina con una aproximación a la voluntad de pago de los usuarios, información y consultas 
participativas para validar el proceso.  El programa de PSA es administrado por el Programa 
PROCUENCAS, en la Oficina Ambiental de la empresa y se pretende beneficiar diversas modalidades de 
reforestación, plantaciones forestales ya establecidas con recursos propios, conservación y regeneración 
                                                 
25 Según la Defensoría de los Habitantes, el cobro para el año 2000 sería de USA $ 266.017 
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natural. Los procedimientos de pago tienden a ser más ágiles que los utilizados tradicionalmente en el 
sistema nacional operado por FONAFIFO. 
 
Esto ha sido posible a través de la acumulación de conocimientos y aprendizajes de la ESPH, que opera 
como sociedad anónima de servicios públicos municipales dentro de la dinámica de mercado, con 
provisión de agua potable, energía eléctrica, alumbrado público y alcantarillados sanitarios a unos 40.000 
usuarios de las municipalidades del centro de Heredia, San Rafael y San Isidro.  A través de una 
experiencia de cincuenta años, la empresa se ha fortalecido con recursos humanos capacitados, 
innovaciones administrativas y tecnológicas, logrando mantener negociaciones políticas para legitimar su 
desarrollo y ofrecer nuevas estrategias a las demandas de los usuarios.   
 
Los principales desafíos para este modelo de PSA están relacionados con la capacidad de la empresa para 
contar con una estrategia de gestión del desarrollo en el contexto micro regional, desde una óptica de 
planificación participativa, en una situación actual en la cual la dinámica organizativa de la sociedad civil 
es dispersa, no ha incorporado los significados del PSA y la coordinación interinstitucional funciona 
lentamente.  Esto significa también, abordar espacialmente el enlace entre los  municipios no integrados a 
la ESPH (que son dos terceras partes de los cantones) e incorporar la visión de las organizaciones 
populares.  La democratización de las esferas de toma de decisiones de la empresa, procurando mejores 
condiciones de comunicación e inclusión de los intereses de los usuarios.  Además, la actualización y 
validación de información biofísica y la valoración que al respecto tienen los diversos actores sociales 
fortalecería los criterios de PSA y la legitimación del desarrollo de la ESPH.   
 
Segundo estudio de caso  
 
En este estudio de caso se recoge parte de la experiencia del PSA a pequeños productores asociados al 
Centro Agrícola Cantonal de Sarapiquí (CACSA), en la zona norte de la provincia de Heredia, en la 
cuenca del río Sarapiquí, en un contexto de desarrollo rural y en el marco de la estrategia de desarrollo 
sostenible del ACCVC.  El CACSA, desarrolla un programa de PSA con 120 parceleros, con el apoyo 
técnico y financiero de FUNDECOR.  Las  empresas hidroeléctricas que operan las represas en los ríos 
Volcán y Don Pedro han desarrollado nuevos procesos de PSA como parte del manejo de micro cuencas y 
FUNDECOR mantiene un programa amplio de PSA con productores en el ámbito del ACCVC.  El 
principal destino del PSA ha sido para protección de bosques.  Aunque el número de beneficiarios ha ido 
disminuyendo en los último años, a causa de políticas contradictorias entre conservación y desarrollo 
productivo, y el incumplimiento de recursos económicos por parte del Estado, el área reforestada se 
cuadruplicó entre 1997 y el año 2000, abarcando unas 11.217 ha, con una inversión estimada de casi dos 
millones de dólares que han beneficiado a 164 productores (Anexo 5.2.).    
 
Esta experiencia muestra un desarrollo local con altibajos, producto de políticas sectoriales (ambiental, 
agrícola, energía, turismo)  descoordinadas, en un contexto histórico de luchas comunales -durante los 
últimos cincuenta años- para tener acceso a los recursos, especialmente por parte de campesinos sin tierra 
o ex obreros bananeros que tienden a recampesinizarse.  Más recientemente, bajo el lema del desarrollo 
sostenible local, surgen nuevas formas de conflictividad socio ambiental frente al incremento de represas 
hidroeléctricas, que se resuelve temporalmente mediante un plebiscito a finales del año 2000, donde la 
comunidad asume el desarrollo local con base en la declaratoria del río Sarapiquí como monumento 
nacional, que es una categoría de área protegida donde tiene ingerencia el gobierno municipal, la cual ha 
desarrollado mecanismos de gestión ambiental innovadores.   
 
El programa de PSA del CACSA ha contado con el apoyo de FUNDECOR y del ACCVC, los efectos son 
valorados como positivos por los diversos actores sociales y el programa tiene aceptación entre los 
beneficiaros, pues consideran que ha positivamente en su calidad de vida, ha permitido información y 
capacitación tecnológica sobre la actividad forestal, al mismo tiempo que los recursos han contribuido a 
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estimular la organización y los enlaces externos.  Sin embargo, los PSA del CACSA se han visto 
truncados por falta de recursos y por las políticas nacionales desarticuladas, no obstante existir un campo 
fértil para enlazar nuevas dinámicas de PSA con la gestión ambiental local impulsada por la 
municipalidad, las organizaciones comunales y la estructura institucional existente.  Se mantienen los 
convenios voluntarios de PSA operan las empresas hidroeléctricas para productores de la cuenca alta del 
Sarapiquí , plantas Don Pedro y Volcán, y otros de FUNDECOR.  
 
 
Tercer estudio de caso 
 
El  PSA a propietarios privados, a partir de 1999, mediante acuerdos voluntario y estrategias de 
educación ambiental  en la cuenca del río Platanar en el Cantón de San Carlos, Región Huetar Norte, se 
orienta a proteger el bosque, la biodiversidad y mantener el recurso hídrico. La zona donde se localizan los 
propietarios, es un área rural al este de Ciudad Quesada, donde se aprovechan nacientes de agua ubicadas 
en la parte alta de la cuenca del río Plantar y el borde del Parque Nacional Juan Castro Blanco, que forma 
parte del ACCVC. El área de la cuenca del río Platanar es de 3129 ha.; entre el año 1999 y el 2001 la 
empresa Hidroeléctrica Matamoros pagó servicios ambientales en un área de 431.36 ha y estaban en 
trámite otras 464.19 ha., con lo cual se beneficiarían 26 productores. (Anexo No. 5.3)   
 
La iniciativa de convenio voluntario es novedoso en la región,  no obstante, la amplia experiencia que 
existe con incentivos y PSA para manejo y protección. En este modelo, la empresa hidroeléctrica coordina 
con FONAFIFO y MINAE como entes públicos normativos, y la ejecución y mediación se ejecuta a través 
de FUNDECOR y CODEFORSA, en el marco de los canales establecidos por FONAFIFO.  
 
En este caso recoge la percepción que tienen distintos actores sociales locales en relación con el PSA, 
dentro del sistema de mercado del contexto regional y nacional (se aplicó una metodología de valoración 
de múltiples criterios, Anexo 1).  Los diferentes grupos de actores sociales consultados coinciden en que 
desde el punto de vista económico, el PSA ha beneficiado a los productores y ha contribuido a su 
organización. Consideran que el PSA ha favorecido la calidad de vida de los participantes en los 
programas, en su mayoría son pequeños y medianos propietarios,  lo cual tiene repercusiones positivas en 
la dinámica social.  Opinan que sin embargo, los recursos destinados son limitados para la demanda 
existente, y que el ingreso por concepto de PSA es una fuente complementaria, especialmente cuando 
culturalmente algunas áreas de bosque se mantienen como reserva para el futuro o como protección de 
acuíferos.  En general se estima que monto asignado al PSA por hectárea es bajo y no cubre el costo de 
oportunidad del uso de la tierra si esta estuviera dedicada a actividades agropecuarias, turísticas o 
urbanísticas.   
 
Se apunta que el programa nacional no ha considerado pagos diferenciados, de acuerdo a las 
características biofísicas de las fincas, y que además, los productores tienen una gran incertidumbre 
respecto a los mercados de madera y a la integración de las cadenas productivas de la actividad forestal, 
por lo que pueden estar perdiendo interés en continuar con nuevos programas de PSA.  Así mismo, resalta 
como una de las mayores debilidades de los programas de PSA la complejidad e ineficiencia en la 
institucionalidad pública para agilizar el acceso al PSA y disponer de información oportuna, lo que ha 
requerido del desarrollo de oenegés intermediarias en el proceso.  Existe una gran coincidencia en que el 
PSA para protección y reforestación –y los incentivos anteriores-  ha sido un factor clave para mantener  y 
recuperar los bosques, lo cual incide en la disponibilidad de recursos hídricos en la región.      
 
Entre los principales desafíos está el mantener la motivación de los productores a participar en el PSA, 
ampliar la dinámica de educación ambiental, establecer vínculos con la municipalidad y estimular nuevos 
procesos de gestión ambiental interinstitucional. 
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3.2 Temas relevantes y aprendizajes en la dinámica nacional de PSA 
 
Los resultados de la investigación evidencian que la aplicación de la estrategia de valoración y PSA al 
mismo tiempo que salvaguarda un uso más eficiente de los recursos naturales, y recupera la cobertura 
forestal,  permite  promover nuevas capacidades de organización e innovación social, ya que tiene 
distintas repercusiones en los diversos actores sociales, sus formas de organización y de asumir derechos y 
responsabilidades ambientales.  Los procesos de innovación social en el sector forestal y ambiental 
abarcan el desarrollo de la institucionalidad del sector público, del sector empresarial  privado, de oenegés 
y organizaciones de base, lo cual involucra iniciativas para el cambio de políticas sectoriales, donde se 
destaca el estímulo del Estado y su papel concertador y articulador, a través de dependencias 
especializadas que enfrentan cada días mayores desafíos para avanzar hacia una sociedad más integrada y 
comprometida con el desarrollo humano sostenible.  También, abre expectativas para una participación 
más ampliada en procesos productivos que involucren una valoración más consciente de los recursos 
naturales existentes, y una gama más amplia de participación de actores sociales.  El PSA puede estimular 
otros procesos de gestión del desarrollo local, en tanto que los programas y los mecanismos de valoración 
y pago recuperen identidades, permiten una apropiación conciente del estado de los recursos naturales y 
los ecosistemas existentes en los territorios locales, a través de estrategias de participación incluyentes, 
articuladas y concertadas con las demandas de los diversos actores locales.   
 
El PSA ha sido un proceso de cobertura amplio, que ha abarcado todas las regiones del país, donde 
pequeños y medianos productores se han visto beneficiados.  En los últimos años ha tomado auge la 
inclusión de comunidades indígenas en estos programas, como resultado de esfuerzos por flexibilizar los 
procedimientos de acceso para garantizar equidad en la distribución de beneficios, incorporando también 
un enfoque de género para ampliar la participación de mujeres y como parte de las estrategias regionales 
para fortalecer el Corredor Biológico Mesoamericano.  No obstante, quedan aún muchas zonas sin ser 
cubiertas por PSA  para protección, y los programas de reforestación parecen requerir de estímulos más 
atractivos para los productores, en tanto existe una demanda para integrar en la valoración los sistemas 
agroforestales e incrementar los montos pagados por hectárea.  
 
En las regiones donde ha existido históricamente un mayor desarrollo forestal y organizativo, como es la 
situación en las áreas de conservación de la Región Huetar Norte y Tempisque, se mantiene una mayor 
concentración de beneficios de los diversos programas impulsados por FONAFIFO.   Los datos indican 
que por ejemplo, en la Región Huetar Norte,  los dueños de fincas más grandes siguen teniendo mayores 
condiciones para someter un mayor número de hectáreas a proyectos de PSA que los pequeños y en 
consecuencia, concentrar mayores beneficios.  En aquellas regiones donde ha  existido una dinámica 
social y organizativa forestal más fuerte, el desarrollo de oenegés ha sido mayor y por lo tanto, se  
fortalece la orientación de los pagos en sí, los procesos de información sobre los trámites para participar 
del PSA y el seguimiento requerido.   Es decir, la posibilidad de fortalecer el PSA está asociada con 
formas más novedosas de redistribución de beneficios, con transferencias de aprendizajes de desarrollo 
social y de manejo sostenible de recursos naturales y con el fortaleciendo las capacidades organizativas 
locales. 
 
En el ámbito de la normativa legal los diversos actores sociales manifiestan la necesidad no sólo de 
enlazar la normativa dispersa en materia ambiental, forestal y biodiversidad, sino que también llaman la 
atención sobre la importancia que tiene el superar interpretaciones que restringen los beneficios de los 
programas de desarrollo forestal a quienes no tienen títulos de propiedad, desplazando opciones de 
desarrollo colectivo o comunitario, como es la situación de asentamientos campesinos en distintos 
rincones del país, comunidades que intentan proteger acuíferos, cauces de ríos o zonas verdes urbanas.  El 
flexibilizar la normativa legal arraigada en la titularidad de la tierra para el desarrollo forestal, y 
compatibilizarla con otras disposiciones sobre derechos comunitarios relacionados con el acceso a la 
biodiversidad o al agua, involucra además el desarrollo de metodologías de valoración socio ambiental 
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que garanticen una visión más integral de la situación, contribuyan a establecer estrategias diferenciadas 
para el cobro y el PSA, según regiones, actores sociales y actividades productivas ambientalmente 
compatibles con el ambiente, y también, aporten una ética comprometida con el ambiente y la humanidad.    
 
En primer lugar, hay que destacar que el sistema nacional de PSA funciona.  El desarrollo de estas 
estrategias sólo ha sido posible a través de un engranaje institucional articulado por políticas de cobertura 
nacional que orientan, coordinan, estimulan y controlan el proceso, generando condiciones  para fortalecer 
un sistema nacional integrado de servicios ambientales, en el cual: 
 Se financia la estructura de gestión del PSA (un órgano desconcentrado especializado, oficinas 
regionales descentralizadas, oenegés locales y regionales) a través de una parte del cobro del impuesto 
al consumo de hidrocarburos para el PSA, y de otros recursos públicos que garantizan el 
funcionamiento de FONAFIFO y de las estructuras administrativas del SINAC-MINAE .  
 Se ejecutan los pagos por servicios ambientales con base en procedimientos establecidos y una gestión 
descentralizada a través de las oficinas del SINAC, con la presencia de una importante gestión  
mediadora de oenegés regionales, organizaciones locales y organizaciones gremiales (colegio 
profesionales forestales); 
 Se generan alianzas estratégicas para captar recursos externos y promover iniciativas novedosas, a 
través de diversas formas de funcionamiento (convenios voluntarios, cooperación externa); 
 Se desarrollan  los recursos humanos, mecanismos administrativos, financieros y técnicos, así como 
las bases de datos e información que requiere el proceso. 
  
En segundo término, las condiciones propias del país tienen efectos positivos en cuanto a articular 
conocimientos y procesos de innovación social  en el sector ambiental y forestal, y hacen florecer 
iniciativas que se concretan desde las localidades y regiones, tales como: 
 Nuevos instrumentos de gestión local:  convenios voluntarios que involucran productores, oenegés 
regionales y las instituciones rectoras del sector, como SINAC y FONAFIFO.   El desarrollo de 
capacidades municipales para asumir la gestión ambiental integralmente, mediante planes de 
desarrollo sostenible y de ordenamiento territorial que garanticen la participación de la sociedad civil, 
como empieza a vislumbrarse en la Municipalidad de Sarapiquí.  
 Renovados esfuerzos de asociatividad expresados a través de comisiones interinstitucionales o 
comisiones mixtas, con el fin de articular intereses frente a demandas específicas, como ocurre en las 
cuencas del río Sarapiquí y en la parte central de Heredia.  También, los convenios voluntarios para la 
ejecución de PSA involucran a oenegés como FUNDECOR y CODEFORSA,  empresas privadas 
hidroeléctricas y productores locales –organizados o no- lo que significa que se están asumiendo 
diversas expresiones de responsabilidad ambiental,  asociada con una toma de conciencia sobre la 
necesidad de valorar los recursos naturales e invertir en su recuperación o protección para un 
desarrollo sostenible tanto de los intereses particulares como comunitarios. 
 Nuevos modelos de PSA que sobrepasan la normativa formal establecida a través de SINAC-
FONAFIFO, como por ejemplo: 
o el desarrollo de modelos integrados de mercado impulsados por FUNDECOR;  
o el mecanismo de incorporación de la tarifa hídrica por parte de la ESPH;   
o las propuestas de los indígenas de considerar PSA para recuperar territorios indígenas en 
manos de otros;   
o las de JUNAFORCA y otras organizaciones campesinas de asumir el PSA dentro de 
estrategias agroforestales; 
o las de organizaciones y grupos en asentamientos campesinos, en la Región Norte y en la 
Península de Osa para demandar nuevas oportunidades; 
o y también, iniciativas independientes de venta directa de PSA a través del mercado financiero 
y la certificación internacional, poco conocidas.  
 Innovaciones tecnológicas. La extracción tradicional de madera ha evolucionado al manejo 
sostenible del bosque y la reforestación.   Esta última sobretodo ha incidido en la evolución 
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tecnológica y la necesidad de la reconversión industrial, por ejemplo, los aserraderos se han visto 
obligados a la transformación técnica dado que los árboles procedentes de plantaciones tienen 
diámetros  menores.  El transporte, las bandas de aserrío, las formas organizacionales de 
producción, y hasta los productos que ahora se pueden generar están  enfrentando cambios 
importantes. 
 
En tercer lugar, es evidente que el PSA, tal como está concebido en estos momentos, no es la panacea 
para enfrentar la problemática del desarrollo del sector forestal y ambiental, debido principalmente a la 
superposición de estrategias sectoriales, derivadas de: 
 enfoques sectoriales desarticulados –ambiental, agropecuario, energético, turismo-,  
 una legislación fragmentada y de aplicaciones tecnocráticas que operan muy lentamente en cuanto a 
incorporar a los procesos a las municipalidades, mediante políticas precisas para potenciar sus 
capacidades y competencias en materia ambiental, lo cual podría enlazarse con estrategias del Plan 
Nacional de Desarrollo Forestal, donde la estrategia de gestión comunitaria participativa es  aún débil.  
 
En cuarto lugar, la investigación refleja que productores, dirigentes comunales, funcionarios municipales, 
de empresas privadas y de instituciones públicas de otros sectores (como educación, salud, por ejemplo) 
carecen de información suficiente y adecuada sobre el PSA, y tienen una visión fragmentada sobre los 
procesos de valoración de los servicios ambientales.  No obstante, existir un desarrollo de la conciencia 
ambiental y disposición a participar, los canales de comunicación y educación ambiental asociados a los 
servicios ambientales no son suficientes para motivar un proceso de gestión de PSA desde las 
comunidades locales.   Estas condiciones inciden en las dificultades que manifiestan los diversos actores 
sociales para visualizar un escenario futuro, no obstante su motivación a participar y ofrecer opiniones. 
 
En quinto lugar, se evidencia que el PSA es un ingreso complementario para los productores medianos y 
pequeños que les permite invertir no solo en las actividades productivas forestales, sino ocasionalmente  
en necesidades de la familia.  Los resultados de la investigación indican que los diferentes actores sociales 
consideran que el monto pagado es bajo, poco estimulante o no es rentable, mientras que los procesos 
administrativos son largos y complicados.   En consecuencia, estiman que deben innovarse los criterios 
con que se maneja el PSA, incorporando una valoración ambiental integral, y diferenciada para cada 
región o localidad, incluyendo la óptica agroforestal o agroturística diversificada, y también de la calidad 
de vida de los productores más pequeños.  Esto implicaría el desarrollo de metodologías de valoración 
más integrales y afinadas que las que existen actualmente, sujetas a criterios genéricos a nivel nacional. 
 
En síntesis, el fortalecimiento de las estrategias de PSA como elementos de la gestión del desarrollo local, 
pasan por rescatar los elementos de éxito que contribuyen a  reafirmar el proceso de innovación y 
socialización del conocimiento, generando a su vez la emergencia y proliferación de nuevas iniciativas.  
De esta manera se provocan cambios que  fortalecen la institucionalización existente y desarrollan 
estructuras organizativas gestoras del desarrollo sostenible desde las localidades, pero con orientaciones 
políticas nacionales más sólidas.   
 
3.3 Análisis comparativo de los estudios de caso 
 
El análisis comparativo recupera los factores críticos definidos para la investigación.  En este sentido, los 
estudios de caso tienen expresiones diferentes en las diversas localidades, con repercusiones importantes 
en diversos actores sociales y dinámicas institucionales vinculadas a estas, tanto en el plano local y 
regional, como a nivel nacional. Los factores clave son: estrategias superpuestas en la aplicación de 
políticas, uso y acceso a recursos naturales; capacidad de dessarrollo organización, participación y 
concertación para la gestión del desarrollo local, captantando las apreciaciones de los diversos actores 
sobre los efectos en la calidad de vida, y,  transformación del paisaje y cobertura del bosques, la relación 
desafíos.   
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Dentro de la tendencia nacional de disminuir los recursos destinados a PSA, los estudios de caso ilustran 
innovaciones organizativas, tecnológicas y normativas; nuevas formas de participación y de relación entre 
los protagonistas de esos procesos y efectos positivos en la regeneración de áreas boscosas, protección de 
la biodiversidad y transformación del paisaje.  También,  las opiniones sobre las repercusiones del PSA en 
la calidad de vida de los productores y en la gestión local son positivas, en el sentido de que si bien el PSA 
es un monto bajo y complementario, mejora los ingresos, estimula la capacitación y aprendizajes técnicos 
para el manejo forestal. 
 
La comparación de los distintos modelos y estrategias de aplicación del PSA (cuadro No. 3)  deja ver que 
las iniciativas de aplicación son diferentes, según sean las fuentes que aportan los ingresos para el PSA,  
los intereses particulares para emplear el mecanismo para la protección del bosque, la biodiversidad y el 
agua y el papel de las oenegés forestales en el ámbito local.  De esta manera, se ubican tres fuentes de 
recursos económicos y formas de operarlos.  Además, el contexto de gestión del desarrollo local o micro 
regional condiciona las formas en que se desarrollan las relaciones interinstitucionales y la aplicación de 
políticas, destacándose en general, la descoordinación que existe entre los distintos sectores interesados en 
tener acceso a los recursos y servicios ambientales, destacándose la demanda de agua para producción 
energética en los casos de Sarapiquí y San Carlos, y para abastecimiento de agua potable en el caso de 
Heredia.  
 
En el primer caso, los fondos de la ESPH son captados directamente de los usuarios del agua, a través de 
una tarifa hídrica incluida en el recibo de consumo mensual; las modalidades de convenios con personas o 
grupos, las decisiones, los estudios y la gestión técnica del proceso es operada por la misma empresa de 
servicios públicos, mediante una oficina especializada y donde se establecen las reglas del juego, la forma 
de funcionamiento del Comité Asesor y de coordinación con SINAC-MINAE y FONAFICO, 
compatibilizando la iniciativa propia con el marco legal existente.    
 
En el segundo caso, se canalizan recursos del fondo nacional operado por  FONAFIFO a través de una 
oenegé regional que intermedia en los procesos técnicos, de capacitación, gestión  y financiamiento de los 
beneficiarios organizados en el CACSA, empleando un mecasnismo de convenio entre productores y 
CACSA.  Es decir, FUNDECOR intermedia el seguimiento de las actividades que realizan los productores 
y su relación con los prodecimientos establecidos por el SINAC-MINAE en la micro región de Sarapiquí, 
a través de profesionales forestales asignados al CACSA.   
 
En el tercer caso, los fondos para el PSA en la cuenca del río Platanar provienen directamente de la 
empresa hidroeléctrica, interesada en conservar la cuenca para mantener el agua, y se canalizan a  
FONAFIFO con la firma de convenios voluntarios.  La ejecución del PSA y su seguimiento es mediada 
por FUNDECOR y ejecutada por CODEFORSA, que es la oenegé forestal de mayor trayectoria en la 
región, la cual a su vez, realiza los estudios y contratos con los productores, según las normas del SINAC-
MINAE que funciona en la región. 
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 La tarifa hídrica de la ESPH.  
Microcuencas de Heredia,  
Región Central.  
Vertiente del Pacífico 
 
PSA del CACSA, cuenca del río 
Sarapiquí, Región Huetar 
Atlantica. 
Vertiente Atlántica 
PSA en la cuenca del río 
Platanar, Empresa 
Hidroeléctrica Matamoros. 





de políticas de 






• Conservación, desarrollo 
sostenible: FUNDECOR, 
ACCVC-SINAC-Heredia, 
relaciones débiles con 
municipios. 
• Desarrollo urbano: 
permisos municipales sin 
estudios de impacto 
ambiental, INVU, 
empresas urbanizadoras 
• Captación pozos agua: 
ICAA, empresas 
urbanísticas. Sin estudios 
impacto ambiental. 
• Protección fuentes, 
captación agua, represas,  





• Desarrollo sostenible, PSA: 
manejo/ conservación, 
reforestación; integración de 
mercados: FUNDECOR 
ACCVC/SINAC-FONAFIFO.  
• Desarrollo productivo en 
asentamientos no compatible 
con conservación: IDA  
• Desarrollo productivo y, 
conservación bosque es viable. 
CACSA 
• Desarrollo local sostenible, 
planificación cantonal, 
conservación no es compatible 
con represas: Sarapiquí 
monumento histórico:   
MUNICIPALIDAD, 
conservacionistas, 
organizaciones  comunales, 
empresarios turísticos y otros.  
• Desarrollo hidroeléctrico 
nacional: ICE, Empresas 
privadas, ESPH. 
Estrategias intersectoriales 
superpuestas entre   
  forestal-ambiental:  
• turismo que es 
relevante. 
• agropecuario: grandes 
empresas 
• hidroeléctricas y  
minería 




















ambientales, mecanismos de 
gestión ambiental débiles.    
• 3 se integran a la ESPH 
para servicios públicos: 
agua, electricidad, 
alcantarillados 
• 6 con débiles soluciones 
locales en servicios 
públicos. 
Org. Comunal: numerosa y 
dispersa, con efectos débiles 
Comisión Interinstitucional 
(MINAE-MS-CCSS-ESPH-
UNA) : iniciativas ambientales 
sistemáticas, con resultados 




Calidad de vida: satisfacción 
con servicios públicos, PSA va 
a empezar en tierras altas. 
 
Municipio: fortalece competencias  
y mecanismos ambientales como 
resultado de luchas  frente a 
represas y plan de desarrollo 
sostenible cantonal.  Alianzas 
estratégicas:  empresas ecoturísticas 
u otros empresarios, org. omunales, 
ABAS, ambientalistas. 
Oeneges Des. Sost.: 
• FUNDECOR –PSA 
• CACSA, PSA apoyado por 
FUNDECOR-ACCVC 
Represas Hidroeléctricas/ICE 
• Proyectos Volcán, Don Pedro 
con PSA. Capac.: 31.000Kw  
• ESPH: plebiscito dice NO 
•  ICE: sigue consultas 
comunales para desarrollos. 
Instituciones públicas débil 
coordinación en torno a gestión 
ambiental local 
Calidad  vida:  PSA es adicional,  
ofrece  ingresos,  capacitación, 
información, organización.   
Municipio: En general 
competencias débiles. No se 
involucra el PSA en gestión 
local. 
Org. Comunal: numerosa, 
organizaciones demandan  
desarrollo sostenible y PSA: 
ASCOMAFOR, Lapa Verde  
Oenegé forestal: 
• CODEFORSA, fuerte 
Plantas Hidroeléctricas: 
Aguas Zarcas, Caño Grande, 
Platanar, Embalse, Quebrada 
Azul. Capac.: 32.045 Kw  
Instituciones públicas:  
Estructura PSA ineficiente: 
tramites lentos, falta  
información: se le deja a 
CODEFORSA  
 
Calidad vida: PSA ingreso 
extra, poco.  Ha contribuido 
en la organización , calidad 
del ambiente. 










• Alta concentración urbana, 
alta densidad de población 
y servicios.   
• Contaminación de 
acuíferos y viejos 
alcantarillados sanitarios. 
• Parque industrial, alta 
tecnología, agroindustria 
(café, flores), ganadería de 
leche.   
• Poco desarrollo empresas 
forestales.  Alto en 
empresas turísticas 
hoteleras y de montaña 
• PN Braulio Carrillo, 
ACCVC 
• Progresiva desaparición 
tierras comunales 
• Paisaje rural transformado por 
ganadería, bananeras, 
madereros.  Migración 
nicaragüense 
• Se mantienen grandes fincas y 
luchas comunales por acceso a 
tierras: campesinos, ex obreros 
bananeros, parceleros, .  
• Reforestación 1997- 2000 se 
cuadruplicó el área :  11.217 ha  
164 productores 
• Paisaje rural, cabecera  
urbana,  bordea PN Juan 
Castro Blanco,  ACCVC 




indígena .  Migración 
nicaragüense. 
• Agroindustria: frutas, 
tubérculos. Ganadería. 
• Ecoturismo 




• Innovación empresarial en 
servicios públicos, con 
estrategias de mercado. 
Larga trayectoria histórica. 
• Estudios, divulgación, 
consultas: cobro de la 
tarifa ambientalmente 
ajustada  agua, 1999 
• PSA mecanismo financiero 
novedoso, cobertura del 
programa y montos en 
proceso: 2002. 
Modelo.  Fondos propios: tarifa 
hídrica. Gestión PSA y 
ambiental directa: 
PROCUENCAS. Coordina con 
ACCVC-Heredia y  
FONAFIFO observador 
-Protección, regeneración, 
reforestación .  
• PSA a 120 parceleros, con 10-
12 ha,  con el apoyo técnico y 
financiero de FUNDECOR 
• Se mantiene el PSA con 
convenios voluntarios de 
hidroeléctricas y FUNDECOR-










trámites   
-Conservación, reforestación  
 
  
• Innovación empresarial 
en generación 
hidroeléctrica. 
Trayectoria histórica  
• PSA  propietarios, 
1999/2000: acuerdos 
voluntario,  educación 




Modelo:  Fondos de empresa 
Convenio voluntario con 




-Protección bosque,  
biodiversidad y agua: 
$30/ha/año.  Pagado 1999-
2001:  431.36 ha y  en 
trámite  464.19 ha., 26 
productores 
 
Desafíos • Gestar, concertar  y 
legitimar estrategia 
participativa de gestión 
ambiental  micro región.  
• Informar, educar sobre  




Integración de otros 
municipios.  Democratizar 
esferas de toma de 
decisiones. 
• Mantener acción concertada 
para desarrollar el plan de 
desarrollo sostenible y 
mantener el río Sarapiquí como 
Monumento Nacional 
• Plan Nal. Energético y 
desarrollo local 
• Mantener motivación de 
productores del CACSA por 
PSA y coordinación con IDA 
• Mantener la motivación 
de los productores a 
participar en el PSA y la 
educación ambiental. 
• Legitimar vínculos con 
la municipalidad y 










En las micro regiones de Sarapiquí y Ciudad Quesada, con contextos marcados por el desarrollo rural, se 
identifican claramente estrategias socioeconómicas y políticas de desarrollo que se superponen en relación 
con el  uso sostenible de los recursos naturales, como efecto de ser los frentes de colonización más 
recientes en el desarrollo del país.  Mientras algunas organizaciones estatales, como SINAC-MINAE y 
FONAFIFO,  y oenegés como FUNDECOR, CODEFORSA, incentivan el desarrollo sostenible, mediante 
estrategias de PSA y desarrollo de mercados forestales, otras oenegés ambientalistas como ABAS  en 
Sarapiquí, o ASCOMAFOR en San Carlos, promueven un desarrollo local  integral involucrando a 
diversas instituciones y organizaciones, que en el caso de Sarapiquí se logran articular a través del 
municipio, impulsando un plan de desarrollo integral que tiene como base el rescate del río como área de 
patrimonio natural nacional.  En contraposición, instituciones como el IDA  establecen políticas que 
tienden a restringir el acceso al PSA para los pequeños productores de los asentamientos campesinos del 
IDA, bajo argumentos productivistas en tierras de dudosa calidad para el desarrollo agropecuario, en 
general, esas normativas no son compartidas por los parceleros, por los gobiernos locales o por las 
entidades que promueven el PSA.  
   
Existe, por un lado, un importante impulso de estrategias orientadas a estimular la diversificación y el 
mejoramiento de la productividad agrícola y forestal, generalmente como esferas separadas, y en menor 
medida, incluyen enfoques agroforestales que son preferidos por los productores.   Mientras que, por otro 
lado, se descuida la esfera de comercialización de los diversos productos agroforestales, aun teniendo 
tasas aceptables de productividad en las fincas.  Dentro de estas condiciones, se perciben diversas 
orientaciones: 
 En la actividad de reforestación se identifica un desencanto bastante generalizado, porque los 
productores no están llenando las expectativas que se les crearon diez años atrás: la producción de 
madera no tiene un mercado establecido y los productores empiezan a caer de nuevo en manos de 
los intermediarios de la madera.   
 Por otro lado, FUNDECOR y CODEFORSA, oenegés regionales realizan esfuerzos por  integrar 
al reforestador con los mercados, mediante mecanismos como una bolsa para venta de madera, la 
creación de mercados de madera a futuro y la certificación forestal, para asegurar nichos de 
mercado para los productos forestales, actividades todas que se encuentran en proceso de 
experimentación. 
 Estrategias comunales que confrotan el estilo de desarrollo energético impulsado por las empresas 
hidroeléctricas, sin gestar un desarrollo óptimo de capacidades locales, ni tampoco procesos de 
comunicación e información que promuevan la concertación con actores locales sobre el 
desarrollo sostenible y el fortalecimiento de las potestades municipales en materia de gestión 
ambiental y desarrollo local. 
 El papel orientador y coordinador del MINAE en la gestión ambiental y del PSA aparece 
debilitado,  y más bien, los productores lo ubican como una fuente de entrabamiento burocrático 
para el acceso al PSA, debido a la tediosa documentación que se requiere para tener acceso al 
PSA.  
 
En la esfera del desarrollo energético que hace uso de los servicios ambientales, también se identifican 
estrategias contrapuestas en el marco del plan nacional de energía:  
 las  instituciones  públicas definen una política y planes de desarrollo hidroeléctrico 
intersectoriales para las micro regiones, o sea el ICE,  sin involucrar a organizaciones de las 
comunidades locales o a los municipios en las decisiones en la confección de planes de 
desarrollo, o estrategias de PSA.   Mientras que el Estado  incentiva la política de apertura hacia 
la producción de energía por parte de las compañías privadas, comunidades como Sarapiquí 
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establecen procesos y mecanismos para oponerse a la construcción de las mismas, debido a los 
potenciales impactos ambientales y sociales que acarrea la generación hidroeléctrica en las 
cuencas que tienen diversos usos para las localidades, como turismo, recreación, transporte 
fluvial o conservación de la biodiversidad.    
 Mientras que en la comunidad de Sarapiquí, se impidió que la ESPH construyera una planta 
hidroeléctrica en la cuenca media del río que la atraviesa,  otras  compañías han encontrado 
aliados en la comunidad a través del PSA, como es el caso de las empresas hidroeléctricas 
Matamoros y Coopelesca R.L., ambas ubicadas en Ciudad Quesada, que se han integrado al 
desarrollo de estos territorios de manera armoniosa, de tal manera que los pobladores, lejos de 
oponerse a las mismas, las perciben como generadoras de empleo y potencializadoras de otras 
actividades industriales y domésticas, al mismo tiempo que visualizan el PSA para conservación 
como un ingreso complementario.  Lo mismo sucede con la experiencia de FUNDECOR-Energía 
Global y con otros productores en la zona de Sarapiquí.  
 
En estos contexto, coexisten diversos tipos de oenegés con metas y propósitos diferentes.   Algunas tienen 
propósitos no sólo la conservación, sino también el uso sostenible de los recursos naturales (FUNDECOR 
y CODEFORSA).  Otras defienden tesis más estrictas de  protección para los remanentes de bosques 
primario y reforestación en terrenos degradados, cuestionando grandes plantaciones forestales y al manejo 
forestal sostenible en sí mismo,  proponiendo formas combinadas de agroforestería y turismo (ABAS y 
ASCOMAFOR).      
 
La falta de coordinación intersectorial se percibe también en la micro región de Heredia, donde hay un 
predominio de características urbanas y el agua potable es un tema relevante en las demandas comunales.  
Uno de los mayores desafíos está relacionado con la capacidad política y técnica que tenga la ESPH para 
ampliar la cobertura de los servicios públicos y aplicar el PSA en territorios que no obstante ser unidades 
socio ambientales, están marcados por divisiones políticas que favorecen los localismos y se mantiene 




El establecimiento de acuerdos voluntarios para PSA -entre compañías privadas, generadoras de 
electricidad, el Estado y los productores-  son ejemplo de la socialización del conocimiento entre actores, 
procesos de negociación y de incorporación de instrumentos innovadores para el manejo sostenible de los 
recursos naturales.   Asimismo, son una experiencia que podría adecuarse a  otras actividades productivas, 
ya que generan vínculos asociativos y de participación directa y activa en el mejoramiento ambiental de 
las comunidades.     
 
La capacidad de organización social es un eje fundamental en la implementación del PSA, para el uso 
eficiente de los recursos naturales y para alcanzar mejores niveles de solidaridad y justicia en la 
redistribución de beneficios.  Organizaciones como FUNDECOR y CODEFORSA   han acumulado 
conocimientos sobre el uso eficiente de los recursos naturales y sobre los intereses y capacidades de los 
asociados, lo cual les ha  permitido buscar nuevos mecanismos e instrumentos para continuar con la labor 
de valorización de los ecosistemas forestales, así como su uso y manejo sostenible.  Entre esos 
mecanismos están:   
• los convenios voluntarios (entre empresas hidroeléctricas y productores; entre productores 
“convenistas” y FUNDECOR); 
•  mercadeo a través de subastas y pago de madera por adelantado para mantener un flujo de caja, 
certificación;   
• el aprendizaje técnico para la producción sostenible de madera, de aspectos legales y de 
procedimientos administrativos para el acceso al PSA, incorporan el desarrollo de capacidades de 
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negociación, al mismo tiempo que reafirma iniciativas para el cambio de estructuras organizativas 
y tienen beneficios económicos.   
• El programa de PSA ha promovido la organización social.   
 
CODEFORSA ha tenido un papel  protagónico en la región norte, y FUNDECOR en el Area de 
Conservación de la Cordillera Volcánica Central (ACCV) en el área particular en Sarapiquí, ambas han  
agrupado a productores que estaban disgregados, o bien, han potenciado procesos de organizaciones ya 
establecidas como el Centro Agrícola Cantonal de Sarapiquí (CACSA).   
 
Además,  a partir de las contradicciones generadas por las estrategias superpuestas que se expresan en las 
localidades, como resulta de la experiencia de Sarapiquí,  se articulan nuevos procesos de concertación, 
movilización social y gestión local de los recursos naturales, a través de  innovaciones en la gestión 
municipal, como son por ejemplo la consulta popular mediante el plebiscito, a partir de la imagen de un 
nuevo modelo de desarrollo local y una dinámica de educación e información ambiental a la población 
local; el enlace local con estrategias supranacionales, como el Corredor Biológico Mesoamericano;  el 
fortalecimiento de instancias municipales internas como la Oficina Ambiental, con efectos en el manejo 
técnico, de recursos fiscales y jurídicos (reglamentos).   Con lo cual, las entidades públicas y privadas 
relacionadas con el PSA se sensibilizan hacia el papel gestor que puede tener el municipio y las 
limitaciones que tiene la acción eminentemente intersectorial. 
 
El programa de PSA  ha generado un avance organizativo y también, en la cobertura boscosa abarcada en 
la RHN, así como en la ampliación de los productores que reciben el PSA, lo cual ha sido posible porque 
en alguna medida ha existido una relación colaborativa entre el Estado y las organizaciones sociales.  El 
SINAC-MINAE por si sólo, no habría tenido la capacidad técnica para implementar un programa tan 
ambicioso como el PSA.   Aunque los agricultores son muy celosos de las políticas gubernamentales, por 
un lado, la mediación de las oenegés locales les ha permite identificarse con el programa de PSA.   Sin 
embargo, aún queda mucho camino que recorrer para que los productores tengan una mayor ingerencia y 
participación directa dentro de las estructuras de las oenegés y del sector público que impulsa las 
estrategias del PSA  En el caso de Heredia, dado que apenas se inicia la experiencia de PSA, aún no se 
pueden valorar los efectos, sin embargo, existen condiciones para desplegar una acción concertada para la 
gestión ambiental, iniciada lentamente por la Comisión Interinsitucional que parte del manejo de cuencas 
en la micro región, involucrando a los funcionarios públicos con tareas asociadas a la salud, al uso de 
aguas, a la misma ESPH, el SINAC y las universidades.  No obstante, la dinámica de organización de la 
sociedad civil, en este contexto urbano es muy dispersa.   
 
3.3.3. Transformación del paisaje 
 
Las formas de ocupación de los territorios y de transformación del paisaje en ambas micro regiones son 
muy similares: son frentes de colonización reciente, en donde a  partir de la segunda mitad del siglo XX, 
el Estado induce procesos de colonización para incorporar  amplios  territorios a la economía nacional y 
para resguardar la frontera norte.   Los exuberantes y tupidos bosques tropicales fueron sustituidos por 
extensiones de terrenos dedicados a la ganadería y a diversos cultivos, transformados luego en actividades 
agrícolas diversificadas para la exportación y el desarrollo agroindustrial.  En los  alrededores de Ciudad 
Quesada destacan los cítricos  y las amenazas de la minería, y los ciclos bananeros dejaron sus secuelas  
en Sarapiquí.   En ambos paisajes es común también observar las plantaciones de ornamentales para 
mercados internacionales y la coexistecia de grandes empresas agroindustriales con pequeñas unidades de 
producción agrícola dedicadas a las actividades de subsistencia o economía familiar. En conclusión, las 
experiencias estudiadas en la Región Huetar Norte- Atlántica reflejan que el PSA es una actividad forestal 
que no es exclusiva de grandes propietarios, y que es fundamental que exista organización social que 
promueva la inclusión de pequeños y medianos productores.  Por otra parte, la reforestación y el manejo 
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forestal como actividades productivas complementarias,  han permitido un suministro de madera para el 
desarrollo del país, y algunos ingresos para los productores involucrados en estos procesos. 
 
La transformación desordenada del paisaje en la región urbana del Valle Central, tiene como gran desafío 
la planificación participativa de micro regiones, que como Heredia, están marcadas por los límites de las 




En sus orígenes, la práctica de incentivos forestales fue discriminatoria para pequeños productores e 
indígenas, especialmente para quienes no han tenido títulos de propiedad, aunque tuvieran derechos 
posesorios. Se beneficiaron con mayor facilidad productores con mayores extensiones, aun cuando no 
siempre tenían experiencia forestal o agropecuaria.  Progresivamente se introdujeron procesos y 
mecanismos para garantizar una mayor democratización y condiciones de equidad en la distribución de los 
beneficios, sin embargo, persisten problemas asociados con entrabamientos burocráticos, interpretaciones 
legales, desinformación  o incertidumbre ocasionada por los cambios constantes en los procedimientos de 
pago de los programas de servicios ambientales.   
 
Los estudios de caso reflejan que el beneficio del PSA ha estado orientado por un lado a parceleros 
pequeños,  como en el caso del CACSA y a productores pequeños y medianos productores en el caso de 
Platanar. En ambas experiencias los montos recibidos son relativamente pequeños y complementarios de 
las actividades que realizan, sin embargo, tienen un importante significado en términos organizativos y de 
aprendizaje de nuevas tecnologías para la protección del bosque y la reforestación, por lo que se valora 
que el PSA ha contribuido a mejorar su calidad de vida.  En las estrategias de PSA a nivel nacional no se 
plantea con precisión cuándo se trata de un pequeño o mediano productor y los estudios de caso indican 
que los criterios en cada región, para cada experiencia particular son diferentes y van más allá del tamaño 
de la finca, pues el tamaño está relacionado con la ubicación de las tierras, sus características topográficas 
y de suelos (renta diferencial).  Esto se complica al no tener registros actualizados y precisos sobre 
tenencia y uso de la tierra, aunque los municipios están avanzando en sus registros.   
 
Los estudios de caso reflejan que existe una incidencia relevante en la toma de decisiones en la estructura 
del PSA de parte de los técnicos y profesionales,  mientras que los escenarios de gestión participativa para 
los productores se encuentran menos desarrollados, o se reducen a eventos de consulta que no garantizan 
continuidad, o bien de capacitación técnica.  Las organizaciones de base muestran grandes debilidades 
para articular y representar las voces de las comunidades locales en los procesos de obtención de 
beneficios de PSA, así como en torno a  nuevos procesos de concertación que involucren sus 
organizaciones,  los representantes de instituciones, de oenegés, de municipios, de grupos religiosos y 
políticos que mantienen intereses en el desarrollo de la gestión ambiental.   Por su parte, las 
municipalidades no han logrado desarrollar los mecanismos que garanticen el cumplimiento de sus 
potestades en materia ambiental, tampoco se involucran en las dinámicas de PSA y desconocen las 
repercusiones que pueden tener estos beneficios para la gestión del desarrollo local debido a que se 
asumen como competencia de otras instituciones. 
 
Los mayores desafíos en todos los casos estudiados están relacionados con las capacidades que desarrollen 
empresas, municipios, instituciones y organizaciones de base para generar y mantener procesos de 
planificación participativa sobre la gestión ambiental a nivel micro regional.  Lo cual significa no sólo 
mantener la motivación de los productores a involucrarse en estrategias de PSA, sino entender y 
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3.4. Recomendaciones   
 
Fortalecer los mecanismos de PSA a pequeños y medianos productos, así como para comunidades 
indígenas, contribuye a  estimular procesos democráticos y de redistribución del ingreso social. Para 
lograrlo se sugiere: 
• Concertar criterios entre los distintos actores sociales, a partir de las regiones de gestión ambiental 
donde existen proyectos en desarrollo, nuevas iniciativas o proyectos truncados (como el de 
CACSA),  desde un enfoque de gestión del desarrollo local, lo cual involucra el desarrollo de las 
potestades de los gobiernos locales en materia ambiental y servicios públicos.  
• Estimular la canalización de nuevos recursos para  impulsar formas novedosas de convenios 
voluntarios de PSA que contribuyan con nuevas experiencias de desarrollo humano sostenible. 
• Fortalecer el papel de FONAFIFO como ente rector, facilitador y coordinador de las políticas y 
estrategias del sistema nacional de servicios ambientales.  Potenciar el funcionamiento de  
instancias descentralizadas y de participación, previstas para la gestión ambiental en las regiones 
del SINAC y en las municipalidades,  puede retroalimentar las políticas de PSA y los criterios 
para la coordinación con nuevas iniciativas locales .   
• Articular el marco legal para consolidar el sistema nacional de servicios ambientales, 
considerando el aporte que pueden ofrecer  instituciones públicas y privadas que hacen uso de los 
servicios ambientales y que no recompensan aún por ello, por ejemplo el ICE, ICAA. 
• Desarrollar una base asequible, confiable, actualizada e integrada de información sobre  el estado 
de los servicios ambientales y sus ecosistemas de soporte. 
• Agilizar mecanismos transparentes para el acceso y adjudicación de PSA, manteniendo una 
relación de desconcentración y descentralización,  fortaleciendo los procesos de coordinación 
entre los entes rectores del sistema. 
• Facilitar mejores condiciones de comunicación, información y educación para todos los actores 
sociales que participan en los procesos de PSA.  
 
Para que el PSA sea rentable para los pequeños y medianos productores, así como para las comunidades 
indígenas, es necesario promocionar beneficios asociados con actividades productivas diversificadas que 
son de interés para los productores, tales como: agroforestería, agroturismo o ecoturismo, productos no 
maderables, integración de cadenas productivas y garantías de comercialización, y otras.  Al mismo 
tiempo, es fundamental definir prioridades, y en situaciones pertinentes, establecer montos diferenciados 
que sean realmente atractivos para los fines del PSA.  De esta manera, se supera el enfoque forestal 
tradicional de valoración del PSA y se garantiza una valoración integral de los servicios ambientales. 
 
El fortalecimiento de una estrategia de pagos diferenciados -para actores privados y para áreas de 
conservación-, con propósitos de gestión del desarrollo local y regional con criterios ambientales, 
económicos y sociales, requiere de estudios actualizados sobre temas críticos para la toma de decisiones, 
tales como:  
• tenencia y uso de la tierra, mercados de tierras y su relación con las políticas de ordenamiento 
territorial;   
• generación de información biofísica confiable y actualizada; 
• instrumentos de valoración integral del sistema; 
• generación de información socio económica para el PSA,  desarrollo institucional y  nuevos 
mecanismos financieros sostenibles;  
• metodologías para el análisis de actores sociales y estrategias permanentes de concertación desde las 
localidades.   
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Anexo No. 1 
Estrategia metodológica del estudio  Costa Rica 
 
1. El objeto de estudio  
 
Este estudio sobre el PSA en Costa Rica tiene como referencia los resultados la primera aproximación, validados a 
principios del 2001, donde se trata de comprender los procesos de PSA asociados con la  gestión local y la 
participación de diversos actores sociales.  Se ha tenido como referencia las siguientes preguntan que contienen los 
temas generadores (Camacho, et al 2000) : 
 
Temas generadores26 
•   “¿cómo el proceso de valoración y distribución de beneficios generados por servicios ambientales, 
provenientes de ecosistemas naturales (servicios bióticos: biodiversidad, bosque, belleza escénica, y 
abióticos) y ecosistemas artificializados (plantaciones forestales, represas hidroeléctricas, etc.) ha 
incluido -o excluído- y beneficiado a los pequeños y medianos productores y a las comunidades locales en 
Costa Rica?” 
• ¿Cúal es el actual proceso la valoración del servicio ambiental hídrico, y qué efectos tiene en la  gestión 
del desarrollo local, en el escenario actual de microcuencas con características diferentes, ubicadas dentro 
de una misma unidad de planificación ambiental y desarrollo regional, como lo es el ACCVC, donde se 
yuxtaponen diversas estrategias de planificación local y regional? 
• ¿Cúales son los efectos que sobre esta dinámica tiene la situación actual (escenario actual) de la 
dimensión socio política e institucional en la gestión local ambiental a partir de los servicios 
ambientales, y,  
• cúales son los cambios deseados por los diferentes sujetos involucrados (escenario futuro), al cabo de 10 
años, en términos de  
1. Uso del territorio, recursos,  calidad y sostenibilidad ambiental, 
2. Dinámica de las actividades productivas, económicas y de servicios 
3. Innovaciones y cambios en la vida cotidiana, en el desarrollo tecnológico y de 
conocimientos? 
Fuente:  Equipo UNA (2001) I Avance, enero.  
 
2. Estrategia general  
 
Para establecer las interrelaciones entre diferentes contextos (local, nacional y supranacional) y realizar el análisis de 
actores sociales clave en cada una de las situaciones27 estudiadas, se sintetizaron factores críticos para el análisis y 
la valoración de la dinámica de PSA.  Los tres factores críticos (véase el recuadro) se aplican a cada estudio de caso 






                                                 
26 Un tema generador contiene significados que mueven subjetividades, despiertan interés , dinamizan actitudes  y 
estimulan iniciativas para reflexionar y participar en acciones.  Es como un motor que impulsa dinámicas para  
articular capacidades, aprendizajes y demandas. Es un punto de partida para focalizar núcleos relevantes de procesos 
de investigación o sistematización.  Cfr. Freire, Paulo (1968) Pedagogía del oprimido. Uruguay: Editorial Tierra 
Nueva   
27   En la perspectiva de la planificación estratégica una situación se refiere a la naturaleza de la acción que ejercen 
los actores en tiempos y formaciones (escenarios) socio espaciales concretos: el tiempo de la acción.  En esos 
escenarios no todo es producto de propósitos conscientes, sino que la dinámica depende de interacciones, los 
intereses, las alianzas, las sinergias, los recursos.  Una situación es relevante cuando es entendida, teorizada, 
explicada, reconocida por los actores y cuanto está referida a niveles (contextos) múltiples, concatenados:  locales, 
micro regionales, regionales, nacionales y supranacionales. 




Factores críticos para el análisis de la dinámica de valoración 
de servicios ambientales en el  el ACCVC 
 
Factores críticos (clave)  Contenidos Indicadores 
 
1. Aplicación de 
políticas y 
estrategias de 
valoración y PSA en 
el territorio  
 
En cada área de conservación 
y en territorios cantonales 
existen instituciones y 
organizaciones que trabajan 
en la ejecución de procesos 
de gestión ambiental.  Cada 
una de ellas tiene su propio 
accionar por lo que se 
generan esfuerzos de 
coordinación, y también 
confrontaciones.  Otras 
entidades nacionales y 
supranacionales también 
inciden en la aplicación del 
PSA. 
 
• Políticas, estrategias, programas de 
PSA 
• Aplicación de normativa jurídica 
• Mecanismos de equidad y 
sustentabilidad; valoración y pago de 
SA 
• “estrategias superpuestas” de distintas 
instituciones públicas:  planes, 
proyectos, acciones 
• innovaciones y nuevas iniciativas en el 
funcionamiento de estructuras 
institucionales, coordinación, alianzas, 
captación de recursos financieros para 
autosostenibilidad 
• Instituciones públicas (SINAC, 
FONAFIFO, OCIC, ARESEP, IDA, 
MAG, MSALUD)  y mixtas (Ej. 
FUNDECOR, ESPH con funciones y 
estrategias) en territorios particulares 
• Estrategias y mecanismos de relación 
con organizaciones privadas 
• Posibles nuevas estrategias a partir de 
la VISION en 10 años 
 
• Proyectos formulados para PSA 
• Tipos de acciones que se están 
realizando para conservación o 
manejo de recursos naturales: 
investigación,  
 capacitación, coordinación, 
generación de recursos para 
autostenibilidad, innovaciones 
• Aplicación de normas jurídicas para  
innovar estructuras  organizativas 
que operan el PSA  
• Alianzas para involucrar actores 
nuevos 
• No. De beneficiarios de servicios 
ambientales /áreas conservacion 
• Uso  de indicadores ambientales en 
la práctica 
• Mecanismos de gestión participativa 
con actores locales, colaboración, 
• Factores que favorecen y limitan el 
“éxito” 
• Percepción de condiciones para 
alcanzar sostenibilidad. 
 




culturales de los 
distintos actores 
sociales en la micro 




torno al PSA y 
manejo de recursos 
naturales 
 
• Organizaciones locales trabajando en 
procesos de conservación y uso de los 
recursos naturales 
• Procesos de participación e incidencia 
política en la toma de decisiones, con 
perspectiva de género 
• Conocimiento en las localidades acerca 
de los recursos naturales y en 
particular del PSA 
• Elementos culturales que inciden en la 
participación de programas de manejo 
de recursos naturales y PSA. 
 
• Características  socio económicas de 
la población humana  
• Tipos de organizaciones locales, 
vinculadas a la cuestion ambiental y 
PSA 
• Líderes informados, involucrados en 
la toma de decisiones o procesos de 
negociación 
• Participación de muejres 
• Estrategias mecanismos de 
negociación eficaces 












• Cobertura boscosa y uso actual del 
territorio: frontera agrícola-forestal 
• Procesos de colonización y 
urbanización 
• Actividades económicas 
• Percepción de cambios y nueva 
ruralidad 
 
• Cambios en el uso del suelo: 
Asentamientos humanos, urbanización, 
recampesinización, plantaciones 
forestales 
• Modelos de gestión del desarrollo 
local 
• Empresas industriales, agropecuarias 
y de servicios 
  Fuente: Equipo UNA (2001) II avance, marzo. 
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Se articularon varios métodos (elaborados desde disciplinas diversas) para vincular fuentes cuantitativas y 
cualitativas. Los métodos principales son:   
• el estudio de caso (proveniente de las ciencias sociales aplicadas),  
• la valoración de múltiples criterios (sintetizada por la economía ecológica), 
• la investigación acción participativa y la sistematización desde la óptica de los actores sociales,   
• la teoría espacial aplicada al enfoque regional y micro regional ( y de manejo de cuenca), para la gestión del 
desarrollo local.   
 
El ámbito espacial se concibe en términos de una formación socio ambiental, configurada por la dinámica histórica 
de la actividad humana en relación con los ecosistemas de microcuencas y sus procesos de artificialización a 
través de tecnologías y desarrollos socio económicos que tienen impactos en los recursos naturales y en los 
servicios ambientales.  Los ejes de los ríos constituyen vías naturales de relación e interacción entre las gentes, los 
paisajes y los procesos productivos, generando condiciones de identidad particulares, que no están necesariamente 
sujetas a las formalidades establecidas por las divisiones político administrativas (municipios o cantones) o por las 
estrategias de planificación regional que tienden a yuxtaponerse a las dinámicas socio ambientales que se configuran 
naturalmente.  La dimensión temporal tiene como referencia la cronología histórica que resultó desde  la primera fase 
de investigación  
 
4. Selección de estudios de caso 
 
El equipo interdisciplinario empleó el método de estudio de caso para conocer e interpretar situaciones de proceso28, 
en el tiempo y en el espacio.   Se ubicó el contexto nacional de PSA y se establecieron criterios para la selección de 
casos; se ubicaron eventos relevantes que permitieran elaborar estudios de caso en tres situaciones diferentes, 
teniendo en cuenta la teoría espacial y los factores críticos para la investigación. Se seleccionaron tres casos donde 
cobra relevancia la dinámica del servicio ambiental hídrico y donde también ha habido una significativa experiencia 
de pago de incentivos forestales y de PSA.  
 
Elementos y criterios para seleccionar situaciones y elaborar estudios de caso 
 
Descripción de la 
situación 
Eventos de síntesis y de generación de 
procesos 
Localización en el territorio 
1. 
 
  El manejo del recurso y 
las tarifas hídricas en 
localidades de las 
microcuencas entre los 
ríos Ciruelas-Segundo- 
Burío-Quebrada Seca-
Bermúdez, localizadas en  
cuenca alta del Río Grande 
de Tárcoles, en la  región 
central, provincia de 




 1998. creación de una sub comisión 
interinstitucional de apoyo al convenio 
intermunicipal para la gestión del recurso hídrico 
en las cuencas del río Ciruelas-Burío-Quebrada 
Seca. 
 1999. Innovación:  cobro de la tarifa hídrica para 
el PSA por parte de la ESPH: 
“desarrollo inteligente” 
 Está en proceso la definición de prioridades para 
el PSA por parte de la ESPH 
 
Las subcuencas  de captación 
ubicadas entre los ríos  Ciruelas, 
Segundo, Burío/Quebrada Seca y 
Bermúdez,  en cantones de la 
provincia de Heredia que 
conforman una subregión  
administrativa del ACCVC, en las 
faldas del Parque Nacional Braulio 
Carrillo, sector Volcán Barva, 




 2000 (noviembre) Plebiscito convocado por la 
 
El cantón de Sarapiquí pertenece a 
                                                 
28  Un proceso es una acción de ir hacia adelante, o bien, una secuencia de fases sucesivas de un fenómeno, 
acontecimiento o experiencia, ubicada en el tiempo y en el espacio.  Un proceso social involucra la producción o 
elaboración de algo y en consecuencia, enlaza aprendizajes individuales y colectivos que se expresan en resultados.  
Es un movimiento que parte de necesidades por resolver e involucran la búsqueda de formas de comunicación, donde 
entran en juego las  diversas subjetividades y motivaciones, impulsando el sentido de las acciones que tratan de 
encontrar soluciones.  Esto implica creatividad, riesgos, incertidumbres, realizaciones, rupturas, apertura de caminos 
más allá de la cotidianidad y la utilización  de recursos no convencionales que estimulan la gestión.   
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El pago de servicios 
ambientales a pequeños 
productores  del cantón de 
Sarapiquí afiliados al 
Centro Agrícola Cantonal, 
en la micro región norte de 
la provincia de Heredia.    
municipalidad de Sarapiquí.  “plan de desarrollo 
local sostenible” 
 1997 .... PSA a campesinos de Sarapiquí 
mediante contratos con FUNDECOR-ACCVC 
 2001.  Disposición del IDA de no tramitar PSA 
en  asentamientos campesinos vinculados al 
Centro Agrícola Cantonal de Sarapiquí. 
la provincia de Heredia, en una 
micro región de transición entre 
las regiones de planificación 
administrativa Huetar Norte y 
Huetar Atlántica.  En el marco del 
ACCVC esta se ubica en el sector 
Sarapiquí del Parque Nacional 
Braulio Carrillo. 
3. 
 La estrategia integral de 
servicios ambientales del 
programa de protección de 
la cuenca del Río Platanar, 
Empresa Hidroeléctrica 
Matamoros S.A., en el 
cantón de San Carlos, 
provincia de Alajuela, en 
la región norte. 
 
 1999. Convenios voluntarios del proyecto 
hidroeléctrico privado Platanar(FUNDECOR-
FONAFIFO-), para el manejo integral y pago de 
servicios ambientales, en el marco de 
generadores privados de energía hidroeléctrica. 
“cuidemos del río que nos 
vio nacer...” 
 2001. Certificación internacional de 
implementación del ISO-1401, en el marco de 
innovaciones para el desarrollo sostenible, por 
parte de la empresa. 
 
 
Micro cuenca del río Platanar, del 
cantón de San Carlos.  Si bien se 
ubica en el Area de Conservación 
Huetar Norte,   se localiza en una 
zona colindante con el ACCVC 
que corresponde al sector (parque) 
Juan Castro Blanco  
  Fuente: Equipo UNA (2001) II avance, marzo. 
 
Para caracterizar los actores sociales presentes en cada caso, se hizo una revisión de literatura actualizada con el 
propósito de ubicar actores sociales (protagónicos, activos o  “pasivos”, pero que son clave y actores externos) y las 
interrelaciones entre ellos29.  Además, mediante un trabajo de equipo se estableció una estrategia de investigación 
particular para cada una de las situaciones.  Para todos los casos se hicieron entrevistas a informantes clave y 
revisión de literatura.   También, en todos los casos se hicieron visitas de reconocimiento de campo y varias giras de 
trabajo de campo, entre marzo y junio del presente año. 
 
• En el caso 1, se participó en eventos convocados por la Comisión Interinstitucional de las cuencas Ciruelas-Río 
Burío.  Se realizan entrevistas a informantes clave, tales como funcionarios de instituciones públicas, 
investigadores.  Se aplicó un sondeo (entre mayo y junio) que incluyó un total de 16 personas, miembros de 
comisiones ambientales municipales,  alcaldes y líderes de organizaciones locales de los cantones que participan 
de la dinámica de la micro cuenca:  Barva, Santa Bárbara, San Rafael, San Joaquín, San Antonio de Belén, 
Heredia y San Isidro.  Se elaboró un instrumento de consulta (sondeo) y se aplicó personalmente, con preguntas 
derivadas de los factores críticos y adaptadas a la situación.  Entre las limitantes de este estudio de caso se 
destacan: a) la mayoría de las personas entrevistadas no tenían información o desconocen la dinámica de 
valoración y PSA en la micro cuenca;  b) aunque se procuró por diversos medios obtener información 
desagregada sobre áreas en PSA en la micro región, no fue posible obtenerla.  
 
• En el caso 2,  se trabajó principalmente con entrevistas a informantes clave, con el aporte de criterios de 
expertos y la información aportada por FONAFIFO sobre datos relacionados con PSA.  
 
• Para el caso3, también se realizan entrevistas a informantes clave, visitas de reconocimiento en terreno y se 
realizó un taller con grupos focales en el mes de mayo, adaptando un  modelo de valoración de múltiples 





5. Fases de la investigación  
 
                                                 
29 Buckles (2000); Camacho y Rodríguez (1997); Campos, et al (2000); CATIE (1998); CCT-IIED (1998)  Engel 
(1997); Salomon and Engel (1997);  
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La investigación se realizo de entre diciembre y agosto del presente año, a través de aproximaciones que tienen una 
lógica secuencial.  La dinámica llevó al equipo interdisciplinario a ejecutar acciones simultáneas en algunos 
momentos.  Las fases de la investigación fueron: 
1. Diseño y precisión metodológica.  Diciembre-enero.  En este período se elaboraron dos avances, uno 
primero de diseño y otro de aproximación al objeto de estudio y de selección de los estudios de caso.  Se  
realizó un proceso de negociación y coordinación con diferentes actores para obtener la información.  
También a principio del año se hizo una validación de  los resultados de la primera etapa de la investigación 
(2000) 
2. Vinculación con los actores y la dinámica de las micro cuencas.  Enero-mayo 2001.  En esta fase se 
siguió con la revisión de literatura ,  se procedió a la adecuación de instrumentos y se realizó el trabajo de 
campo.  Se elaboró otro avance. 
3. Sistematización y elaboración del informe .  Junio-octubre 2001.   
4. Discusión de resultados con otros equipos latinoamericanos y edición de informe final.  Enero-Mayo 
2002.  
5. Discusión, validación y divulgación de resultados a través de eventos con diversos actores sociales 
interesados en el tema.  2003  
 
6.  El método de análisis de múltiples criterios 
 
El enfoque metodológico empleado corresponde a la economía ecológica que busca identificar y analizar la 
complejidad de las interacciones entre los sistemas y la evolución de los mismos30; al final también pueden explicar 
el por qué de ciertas decisiones, frente a múltiples criterios y múltiples valoraciones, y que no parecen tener lógica 
desde el punto de vista de la racionalidad económica tradicional.   La metodología de múltiples criterios (AMC) 
(Munda, 1994), permite incorporar simultáneamente en el análisis una serie de criterios que los pobladores locales 
toman en cuenta para decidir su participación (o no) en el PSA. 
 
El incentivo de recibir dinero es uno de los criterios que pesan para participar en el PSA, pero nuestra hipótesis es 
que existen otros motivos escasamente identificables y predecibles en términos numéricos que igualmente son 
valorados en forma positiva por los actores sociales-económicos.  Estas diferentes dimensiones están relacionadas 
con valoraciones ambientales, institucionales, políticas y otras, que deben tomarse en cuenta en la evaluación.   Con 
la aplicación de este método en este estudio se pretende examinar los diferentes niveles de desarrollo de la gestión 
que se han logrado por parte de las poblaciones locales referidos al acceso y uso del PSA.  La información cualitativa 
sobre las formas de gestión se vuelve trascendental, especialmente si la sistematizamos de tal manera que nos 
permita comparaciones de las opiniones de los diferentes actores de una misma localidad. Para recolectar la 
información se utilizó la técnica de los grupos focales, divididos por tipo de actores.  Toda esta información se 
sistematiza y presenta en el diagrama de telaraña que nos permite visualizar el conjunto de criterios seleccionados y 
sus valoraciones de una sola vez. 
 
El  análisis de múltiples criterios (AMC) 
 
La metodología AMC corresponde a un modelo de evaluación que permite a distintos actores sociales (sujetos de la 
acción) tomar decisiones sobre una situación de su realidad y planear procesos de gestión del desarrollo local y 
regional.  Esta metodología comprende criterios cuantitativos y cualitativos que sustentan el proceso de toma de 
decisiones.  Además, puede combinarse con procedimientos de investigación-acción desarrollados desde la óptica de 
la planificación participativa, al involucrar sujetos distintos, con diferentes puntos de vista y múltiples preferencias.   
 
La principal ventaja de este tipo de modelos consiste en que puede considerar una gran cantidad de datos, relaciones 
y objetivos (con frecuencia en conflicto) que por lo general están presentes en un problema de decisión  específica 
del mundo real, de modo que ese problema de decisión concreto puede analizarse desde múltiples perspectivas.  Otra 
fortaleza importante de los métodos de AMC, es su capacidad de atender problemas caracterizados por diversos 
intereses en conflicto. Este procedimiento de evaluación no puede resolver todos esos conflictos, pero puede 
contribuir a dar una idea de la naturaleza de los mismos, ya que proporciona información sistemática, en cuanto a 
                                                 
30   Para mayor profundidad sobre los fundamentos del enfoque sistémico de la evolución, estudiar O´Connor 1994, 
Boulding 1981, Nelson y Winter 1982 o Fürst (ed) 2000. 
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vías para lograr acuerdos políticos, en caso de que existan preferencias divergentes en un sistema de muchos grupos 
o comisiones, haciendo que las tensiones al interior de una compleja situación resulten más transparentes para los 
encargados de tomar decisiones (Munda, 1994). 
 
En esta investigación el AMC servirá identificar diferentes criterios por los cuales los actores locales o agentes 
económicos están participando en el programa de PSA y también para determinar el nivel de desarrollo y 
participación en la gestión del programa en el ámbito local, teniendo como referencia los factores críticos de análisis 
establecidos para esta investigación.  Se procedió a esclarecer metodológicamente los diferentes modelos de AMC 
diseñados para la toma de decisiones:  modelos de análisis de múltiples objetivos, múltiples atributos y múltiples 
criterios (Tecle y Duckstein, 1993).  Estos modelos corresponden a la forma de enfocar el análisis o el problema, 
desde el punto de vista de los atributos, criterios, objetivos, metas y restricciones31.  Estos se pueden identificar en el 
cuadro siguiente: 
 
Atributos para la clasificación de los Modelos aplicados de 
Análisis de Múltiples Criterios 
Atributos Explicación 
Numero de tomadores de 
decisiones (actores) 
Uno o más tomadores de decisiones 
Número de objetivos Cada tomador de decisiones puede tener uno o más objetivos 
Tipos de prefencias Preferencias para soluciones alternativas, estados o escenarios 
posibles pueden ser cuantitativos o cualitativos.  
Probabilístico Modelo de probabilidad que puede utilizarse para precedir 
valores futuros. 
Determinístico El modelo contiene componentes no probabilísticos o 
estocásticos. 
Difuso (Fuzzy) Modelo es descrito por un conjunto de información difusa 
(fuzzy) 
Estado de la información Un tomador de decisiones puede tener por lo tanto completa o 
parcial información sobre los problemas bajo estudio. 
Estático Los parámetros del modelo permanecen fijos en el tiempo y 
este no está presente en el modelo. 
Dinámico El tiempo es una variable en el modelo, el cual puede describir 
los cambios en el sistema sobre el tiempo. 
Normativo Una técnica normativa dicta que un tomador de decisiones 
debe alcanzar un objetivo bien definido. 
Descriptivo Un modelo descriptivo captura las principales características 
de un problema con el propósito de describir sus relaciones y el 
rango de consecuencias que pueden tomar lugar. 
Concepto de solución Definición de la conducta humana o optimización  la cual 
define un conjunto de soluciones aceptables. 




Proceso de aplicación   
 
Los objetivos o variables seleccionadas dentro del modelo son consideradas en forma simultánea, combinando los 
aspectos ambientales, sociales y económicos en la evaluación. Su aplicación en forma agregada supone una 
secuencia (Munda, Nijkamp, Rietveld,1994; Munda,1995) tal y como sigue:  
1. Definición y estructuración del problema 
                                                 
31 También es importante la selección de las características y condiciones internas del modelo, la cantidad de actores 
que se van a consultar y la forma en que se realizará la consulta (metodologías como Delfy, grupos focales, consulta 
a expertos, entrevista semi estructurada o a profundidad), los objetivos y alternativas (escenarios) del estudio. 
Asimismo, es trascendental la selección del tipo de modelo, ya sea probabilístico, determinístico, difuso –“fuzzy”-, 
estático, dinámico, normativo y descriptivo (Hipel, 1993). 
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2. Generación de alternativas 
3. Selección de los criterios de evaluación 
4. Identificación del sistema de preferencias para la toma de decisiones  
5. Selección del proceso de agregación. 
 
Para el  estudio de Costa Rica el AMC discreto que se utiliza para nuestro estudio se puede describir de la siguiente 
forma, se establece un conjunto de acciones o alternativas  y un número de diferentes puntos de vista o criterios de 
evaluación, considerados relevantes en un problema de decisión, donde representa una función de valores reales de 
acuerdo a preferencias no decrecientes, mientras que una acción es evaluada para ser mejor que otra acción (gi(a)> 
gi(b), siendo a y b números reales y finitos).  
 
En este sentido un problema de decisión puede ser 
representada en una forma matricial o tabular.  Dado el 
conjunto de alternativas y criterios de evaluación y 
asumiendo la existencia de un número de alternativas (n) y 
criterios (m), es posible construir una matriz m x n llamada 
matriz de evaluación o de impactos. La matriz de impactos 
puede incluir sólo información de tipo cualitativa, 
cuantitativa o ambos tipos de información (Munda, 
1995)32.  En nuestro caso las alternativas de participar (o 
no) en cada uno de los tres casos de estudio, lo mismo que 
los diferentes criterios relevantes para tomar la decisión fueron determinados mediante reconocimiento de campo, 
revisión bibliográfica, consulta a expertos, y en un caso (zona norte) con la aplicación de la metodología de los 
grupos focales que permitió a los actores calificar cada criterio.  
 
En el cuadro 6 se presenta la Matriz de Impactos que se utilizará en el estudio.  Los criterios fueron a) económico-
financiero, b)institucionales, c) sociales y d) uso del territorio-recursos naturales.  Además cada criterio fue 
calificado mediante dos sub-criterios como se presentan en la matriz.  Estos criterios y subcriterios fueron 
seleccionados por el equipo de trabajo, después de haberse realizado la revisión bibliográfica y el reconocimiento de 
campo, y en el caso de la zona norte donde se realizaron grupos focales, los actores coincidieron en la importancia de 
los mismos para la toma de decisiones que ellos realizan de participar o no en el PSA.   
                                                 
32 En el análisis de información discreta, hay diferentes procedimientos para obtener las prioridades de los tomadores 
de decisiones (actores) en la forma de pesos. Se distinguen principalmente dos: pesos de estimación directa 
(porcentajes, jerarquizaciones, asignaciones verbales y comparaciones) e estimaciones indirectas (estudios previos y 
jerarquización de alternativas basados en conocimientos previos) (Munda, 1995). 
Alternativas 
                   A1        A2              ...             An 
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1. Económicas/financieras a.Nivel de rentabilidad del PSA.
b.Eficiencia en la capacidad de 
inversión 
  
2. Institucionales a.Eficiencia en la estructura de 
procesos del PSA 
b.Nivel de acceso a la 
información sobre PSA 
  
3. Sociales a.Mejoramiento en la calidad de 
vida de la comunidad 
b.Capacidad de organización 
  
4. Uso del territorio, recursos 
naturales 
a.Transformación del paisaje 
b.Alteraciones en la calidad y 
cantidad del agua. 
  
 
La aplicación del AMC en cada uno de los tres casos seleccionados puede ilustrarse mediante la figura 1, que 
contiene al menos 6 pasos a seguir.  Estos pasos se siguieron en Río Platanar, Región Huetar Norte, (ver figura 17 y 
18) y en la zona de Sarapiquí en Heredia.  La diferencia básica fue que dado razones de tiempo y de presupuesto no 
se aplicaron grupos focales en las dos últimas zonas, sino que se recurrió a entrevistas a informantes claves, pero el 
resto del trabajo se realizó en forma muy similar. 
 
Figura A :  Pasos en la aplicación Metodología  
























 Fuente: Adaptado de Tecle and Duckstein: 


















Selección del sistema 
de ponderación de 
valores y alternativas 
Sistema de solución Proceso de agregación 
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Figura B:   
Aplicación del Análisis de Múltiples Criterios (AMC) 
RHN, Cuenca río Platanar 
Efecto del PSA: sobre las 
comunidades rurales de la 
Zona Norte  
Recolección de información: 
• Secundaria: revisión bibliográfica 
• Primaria: reconocimiento de campo, consulta a expertos y
aplicación de la metodología  de grupos focales para la
consulta a diferentes grupos de actores sociales.  
Identificación de criterios de análisis: 
• Económicos / financieras 
• Sociales 
• Uso del territorio, recursos naturales  
• Institucionales  
Alternativas de análisis: 
• Situación base / actual con PSA 
• Situación futura sin PSA 
• Situación futura con PSA
Matrices de Impactos: 
• Económicos  / financieros 
• Sociales 
• Uso del territorio, y recursos naturales  
• Institucionales  
Sistema de solución/proceso de agregación: Pesos 
para cada criterio. Se asigna una calificación a cada
criterio de 1 a 10 en función de los resultados de los
grupos focales.   
Construcción de Matrices de Impactos
Resultados del AMC 
Matriz de Impactos Agregada 
Juicios de valor: 
• Consulta a diferentes 
grupos de actores 
involucrados. 
Recomendaciones del estudio de 
caso 
Juicios de valor: 
• Definidos por el grupo 
de trabajo. 
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Breve explicación de los seis pasos seguidos para aplicar  









              
  El problema se plantea con una pregunta:  
¿cuál ha sido el efecto del programa de pago de servicios ambientales (enfocado en el recurso 









• Consulta de fuentes secundarias, como revisión bibliográfica y documental –en los 
tres estudios de caso-. 
• Fuentes primarias, que comprende el reconocimiento del área de estudio, la consulta 
a expertos en los tres casos y la consulta a cuatro grupos de actores relevantes a 
través de la metodología de grupos focales –focus group- en el caso de Zona Norte. 
 
En la Zona Norte, se establecieron grupos focales, en Ciudad Quesada,  abarcando cuatro 
grupos de actores relacionados en forma directa e indirecta con el programa de pago de 
servicios ambientales: 
• Instituciones gubernamentales 
• Organizaciones no gubernamentales 
• Empresas Hidroeléctricas 











Los criterios se definen a partir de juicios de valor establecidos por los autores del estudio. Se 
seleccionaron cuatro criterios para la aplicación del análisis de múltiples criterios (AMC):  
1. Criterios económicos y financieros 
2. Criterios institucionales 
3. Criterios sociales 
4. Criterios de uso del territorio y recursos naturales 
Se construyeron tres situaciones o escenarios donde se ubica a los diferentes actores 
consultados, dentro de las tres diferentes situaciones. Estos escenarios son:  
• (a)situación actual de PSA,  
• (b) escenario optimista a diez años plazo, donde se supone que el PSA continua en el 
tiempo, y  
• (c) escenario pesimista, donde se supone que en el marco de diez años el PSA 
tendería a desaparecer. Se evalúa la posición/percepción de los actores, por medio de 
entrevistas y grupos focales donde se examinan los criterios y variables 
seleccionados a través de preguntas claves que se detallan más abajo.  Se consideran 
y evalúan dos variables por cada criterio identificado como se detalla seguidamente 
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Económicos /  
Financieros: 
 
a.Nivel de rentabilidad del PSA: evalúa los beneficios que han recibido los 
productores consecuencia del pago por servicios ambientales por protección del 
bosque, con respecto a sus otras actividades económicas. Así como el nivel de 
satisfacción de los productores de acuerdo al monto recibido.  
 
¿Qué le beneficia más al productor, mantener el bosque o dedicar el 
área a otros usos? ¿En qué medida? 
 
 b. Eficiencia en la capacidad de inversión: se considera al PSA como actividad 
económica, donde se visualiza el bosque como una inversión a largo plazo, que no 
sólo genera ingresos al propietario, sino que también provee una serie de servicios 
ambientales.  
 
El dinero que el productor recibe por concepto de pago de servicios 







a.Eficiencia en la estructura de procesos del PSA: se hace referencia a los trámites 
que implica el acceso al PSA, desde que se inicia el contacto con los productores 
hasta que los mismos reciben los pagos correspondientes, así como la continuidad 
del proceso. 
 
¿Cómo consideran que es el proceso administrativo para el pago de 
servicios ambientales? 
 
b. Nivel de acceso a la información sobre PSA: El nivel de conocimiento de los 
diferentes actores sobre el PSA y sus implicaciones. Se considera la facilidad o no 
en el acceso a la información. 
 
¿Cuál es el conocimiento popular sobre los servicios ambientales? 




a.Mejoramiento en la calidad de vida de la comunidad:  el efecto del PSA sobre los 
beneficiarios y sobre la comunidad en general en términos de mejorar las 
condiciones de los productores bajo una visión integral. 
 
¿De qué manera la protección del bosque como actividad económica ha 
mejorado las condiciones de vida de la comunidad? 
 
b.Capacidad de organización: el efecto que tiene la capacidad de organización de 
los individuos sobre el acceso al PSA. 
 
¿Cómo la protección del bosque / PSA ha sido un instrumento para la 
organización de la sociedad civil. En qué medida? 




a.Transformación del paisaje:  Cambios en el entorno positivos o negativos a 
consecuencia de la implementación del PSA, o bien las expectativas en torno al 
desarrollo del PSA en la zona. 
 
¿Cuál ha sido la transformación del paisaje producto de la 
protección del bosque? 
 
b.Alteraciones en la calidad y cantidad del agua: La percepción de los individuos 
en relación con el efecto del PSA sobre la calidad y cantidad del recurso hídrico en 
el tiempo. 
¿Cómo influye la protección del bosque sobre el agua (calidad y 
cantidad)? 
 
IV. Sistema de solución / proceso de agregación 
 
Es la manera en que se van a ponderar las diferentes variables dentro de cada criterio. A cada criterio se le asigna una 
calificación de 1 (uno) a 10 (diez), donde uno es el valor más bajo y diez la máxima nota. Para los casos de Sarapiquí 
y río Burío se califica cada variable  y criterio de acuerdo a la información recolectada a través de entrevistas, 
reconocimiento de campo y revisión documental por parte de los autores y en el caso de Zona Norte mediante la 
aplicación de la técnica de grupos focales. 
 
V. Construcción de matrices de impactos 
 
Es la forma en que se van a construir las matrices por tipo de criterio,  por alternativa o escenario y agregada para ser 
presentados en forma de telarañas33 que faciliten la presentación y el análisis de los resultados. 
 
VII. Resultados del AMC y recomendaciones finales. 
 
Finalmente, se lleva a cabo el análisis de los resultados de cada estudio de caso en forma independiente y 





Criterios, variables y preguntas clave para la aplicación a los 
Grupos Focales en Región Huetar Norte, Costa Rica. 
Criterios / Variables Preguntas  
                                                 
33   La técnica de presentación de información de AMC mediante el modelo de la telaraña se caracteriza por la 
visualización operativa de las calificaciones emitidas por los diferentes actores consultados en los ejes de una figura 
gráfica que integra, en conjunto –en forma parecida a una telaraña—las distintas evaluaciones ordinales referentes a 
los criterios de todas las variables que entraron en el modelo.  Para mayor información ver Fürst E. (Ed) (2000). 
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 Claves 
1.  Económicos/Financieros: 
     a. Nivel de rentabilidad del PSA  ¿Qué le beneficia más al productor, mantener el bosque o 
dedicar el área a otros usos? En qué medida? 
     b. Eficiencia en la capacidad de inversión El dinero que el productor recibe por concepto de pago de 
servicios ambientales, por lo general es invertido… 
En qué medida? 
2.  Institucionales: 
Eficiencia en la estructura de procesos del PSA ¿Cómo consideran que es el proceso administrativo para el 
pago de servicios ambientales? 
Nivel de acceso a la información sobre PSA ¿Cuál es el conocimiento popular sobre los servicios 
ambientales? 
3.  Sociales: 
     a. Mejoramiento en la calidad de  vida de la 
comunidad 
¿De qué manera la protección del bosque como actividad 
económica ha mejorado las condiciones de vida de la 
comunidad? 
     b. Capacidad de organización  ¿Como la protección del bosque ha sido un instrumento para la 
organización de la sociedad civil. En que medida? 
4.  Uso del territorio y recursos naturales: 
     a. Transformación del paisaje ¿Cuál ha sido la transformación del paisaje producto de la 
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Anexo No. 2 
El concepto de servicio ambiental 
 
 
1. Mitigación de 







Los bosques primarios y secundarios, las plantaciones forestales y todo tipo de 
vegetación, fijan carbono en forma permanente en su biomasa (como sumidero34), 
contribuyendo a la limpieza de la atmósfera y representando el servicio que 
brindan los ecosistemas forestales a la sociedad (Alfaro, 1997, Informe de 
Concertación Nacional, 1998).  En la Convención Marco de Cambio Climático 
(1991), se definen los gases efecto invernadero “como aquellos componentes 
gaseosos de la atmósfera, tanto naturales como antropógenos, que absorben y 




2. Protección de agua 
para uso urbano rural 
o hidroeléctrico 
La pérdida de cobertura forestal puede producir impactos importantes sobre el 
ciclo hidrológico y sobre el microclima en una determinada unidad geográfica. 
En este caso, el servicio que brinda el bosque se traduce en mantener los niveles 
de calidad y cantidad de agua a lo largo del tiempo (Chomitz et al, 1998; Segura 
y Johnson, 1998; Comisión de Servicios Ambientales, 1998). Primero, cuando 
hablamos de calidad de agua, nos referimos a mantener los niveles de erosión, 
sedimentación y flujo de nutrientes a niveles naturales en el tiempo. El efecto de 
la sedimentación es la reducción de la calidad del agua para los diferentes usos, 
como son consumo doméstico, actividades productivas y generación de energía.  
Segundo, cantidad de agua implica flujos estacionales constantes, respuesta de 
flujos máximos y protección contra inundaciones. Cambios significativos en el 
flujo de agua puede generar, importantes efectos negativos sobre actividades 
productivas como la agricultura, el turismo y la producción de energía 
hidroeléctrica. 
 
3. Protección de la 
biodiversidad para 






ecosistemas y formas de 
vida 
La Ley de Biodiversidad Nº 7788 de Costa Rica (1998), define biodiversidad 
“como la variabilidad de organismos vivos de cualquier fuente, ya sea que se 
encuentren en ecosistemas terrestres, aéreos, marinos, acuáticos o en otros 
complejos ecológicos.” Comprende la diversidad dentro de cada especie, así 
como entre las especies y los ecosistemas de los que forma parte. Asimismo, 
incluye los elementos intangibles como son: el conocimiento, la innovación y la 
práctica tradicional, individual o colectiva, con valor real o potencial asociado a 




4. Belleza escénica  
Aun no existe una definición conceptual clara de qué entendemos por belleza 
escénica, porque a diferencia de otros servicios ambientales comprende factores 
cuantitativos que dificultan el análisis, como son las diferencias en la percepción 
que pueden tener dos individuos del mismo bosque por ejemplo y en qué medida 
afecta su bienestar. Por tanto, la belleza escénica es un concepto que conlleva 
aspectos subjetivos pero ligados a la conservación y disfrute de un patrimonio 
natural como paisaje atractivo.  En la ley se mencionan los servicios que brindan 
los bosques para fines turísticos y científicos.  En el proceso de concertación 
nacional también se avanzó en esta conceptualización. 
 
Fuente:  Camacho, et al  2000 
                                                 
34 Sumidero: cualquier proceso, actividad o mecanismo que absorbe un gas de efecto invernadero, un aerosol o un 
precursor de un gas de invernadero en la atmósfera (CMCC, 1991). 
Gestión local y participación en torno al pago por servicios ambientales: estudios de caso en Costa Rica 
 80
Anexo No. 3 
Evolución PSA en Costa Rica:  actores sociales a través del tiempo. 1969-2000 
 
 Períodos de evolución histórica 
Actores 
Sociales 













 Políticas de 
expansión 
ganadera 
 Impulsan paz en la 
región 
 Compromisos para 
recuperación regional y 
des. sost. 
 PAF Regional 









 Proponen cambios a 
leyes 
 Fortalecen el CCAD y  
CCAD-AP 
 Ratifican convenios 
 Estrategias con base en 
recursos naturales. 
 Proyectos regionales 
 Amplían incentivos 
(CAFMA) 
 Desarrollo de 
instrumentos para 
aplicar incentivos 
 Amplían compromisos 
internacionales 
 Asumen Corredor 
Biológico 
Mesoamericano 
 Impuesto para SPA 
 OCIC / FONAFIFO/ 
ONF 
 Consultas públicas  
 Concertación nacional: 
SISA 













  Fondo de incentivos 
para municipalidades 
 Se cuestiona su papel 
ambiental y forestal 
 Se impulsas consejos 
regionales SINAC 
 A nivel sectorial  el 
papel de las 
municipalidades  se 
diluye 
 Consejos tienen un 
desarrollo desigual 
Organizacione
s campesinas  
  Mantienen sector 
agrícola en convulsión, 
se articulan regional y 
nacionalmente. 
 Sector forestal se 
articulan de acuerdo a 
ley: incentivos y planes 
forestales 
(JUNAFORCA). 
 Mantienen un papel en 
torno a gestión 
organizativa, planes de 
manejo, asesoría técnica 
y capacitación 
 Inciden a través de 
mesas nacionales; 
campesina e indígena. 
 Se organizan en 
CICAFOC u otras  
 Los indígenas 





  Emergen grupos y 
luchas ambientalistas  
 Grandes fundaciones 
ambientalistas se 
“distribuyen” SINAC 
 Emergen oranizaciones 
ambientalistas locales, 
articuladas a FECON o 
independientes 
 También indígenas  
 Se mantienen activas 




 Se impulsan 
con créditos e 
incentivos 
 Se benefician del pago 
de incentivos se 
organizan en cámaras 
empresariales 
 Los más beneficiados  Se benefician del PSA y 















 Empiezan a organizarse, 
algunos  articulan a 
JUNAFORCA 
 Los campesinos sin 
títulos no tienen acceso 
a incentivos 
 Son abordados como 
comunidades de “zonas 
de amortiguamiento” 
 El acceso a incentivos 
es limitado y  poco claro 
 Se ven restringidos por 
la falta de títulos de 
tierra 
Académicos   Inventarios recursos 
naturales, estudios, 
planes sectoriales 
 Asumen puestos 
políticos en el sector 
ambiental y forestal 




 Su tendencia  sobre la 
forma de incidir en el 
sector es constante 
Conservacionis
tas 
  Intelectuales y 
profesionales urbanos se 
 Proliferan 
organizaciones locales 
 Se organizan a nivel 
nacional (FECON), 
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 Se ubican como 
asesores técnicos en 
organizaciones locales y 
en el gobierno 
 Mantienen su papel  Asumen el rol de 
“regentes” de planes de 
manejo, al amparo del 
control del colegio 
gremial. 
 Asumen liderazgo como 
representantes de la  
CNF en entes de toma 




 Se benefician 
del mercado 
maderero a bajo 












 De origen “maderero” 
se organizan en 
CANEFOR 
 Se rearticulan en la CCF 
 Fortalecen incidencia 
política 
 Fortalecen alianzas con 




 Papel más demarcado, 
gremial como 
empresarios privados 





   Desarrollo de proyectos 





  Se desarrollan a partir 
de incentivos 
 El sector llega a ser el 
más importante en el 
PEA 
 Tienen acceso a SA 
belleza escénica pero no 
existen políticas o 




  Se crea INBio  Inician convenios de 
implementación 
conjunta y 






s y suministro 
agua 
   Inician pequeños 
proyectos de generación 
hidroeléctrica 
• Acceden al pago de SA 
agua: Energía Global. 






 • Impulsan estudios 
regionales y perfiles 
nacionales sobre estado 
de los recursos naturales 
(AID). 
• Plan Forestal Tropical 
(FAO). 
• Proyectos pilotos en 
SINAC (bilaterales) 
 Cumbre de Río 








• Mercados de carbono 
(BM, GEF, UNTAD) 
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ANEXO NO. 4 
 
Costa Rica:  evolución de incentivos y mecanismos  
de gestión forestal, 1969-2002 
 
• Impuesto de deducción sobre la renta, incentivo planteado en 1969, empezó a funcionar en 1979 y se 
amplio en 1982 con la introducción de créditos subsidiados por la banca estatal y cooperativa a las 
actividades productivas forestales.   Se propuso para incentivar plantaciones forestales, cobrando impuesto 
fijo a la renta, luego se adiciona descontando bienes de capital de plantaciones. 
 
• Créditos blandos, en 1983. Se identificó como un incentivo para apoyar la actividad forestal.  El Estado 
estableció créditos a una tasa de 8% de interés, con 10 años de gracia y plazos hasta por 30 años, 
dependiendo de la especie reforestada. Entre los campesinos no tuvo acogida, pues el CAF y el CAFA eran 
gratuitos. 
 
• Certificado de Abono Forestal (CAF),  1986, Ley Forestal No. 7032. Este incentivo se propone  
democratizar  la distribución de los  recursos asignados a la actividad forestal.  Los CAF son títulos 
nominativos exentos de impuestos con los que se puede pagar cualquier tipo de tributo.  Para usarlo, el 
agricultor debía financiar los costos totales de la plantación. Este certificado podía ser transferido a terceras 
personas y con ello se pretendía que los pequeños propietarios también tuvieran acceso al mismo, 
permitiendo una mayor participación en la reforestación. 
 
• Fondo para municipalidades y organizaciones, 1986, Ley No. 7032. Estaba destinado a apoyar el 
establecimiento de proyectos de reforestación, viveros,  manejo de cuencas hidrográficas, infraestructura, 
extensión y promoción en las localidades.  El fondo se recaudaba mediante un impuesto a la explotación 
maderera; fue poco utilizado debido a problemas administrativos. 
 
• Certificado de Abono Forestal por Adelantado (CAFA), 1988,  Ley No. 7032. Se estableció para aquellos 
propietarios que no contaban con capacidades financiera iniciar la reforestación. El CAF se recibía por 
adelantado, para áreas no mayores de 25 ha por propietario.  El requisito principal para participar de éste era 
pertenecer a una organización campesina  y vivir en el área del  proyecto.  La organización campesina les 
suministraba asistencia técnica, asesoría y los beneficiarios; debía aportarse un 15% del total del incentivo a 
la organización.  
 
• Fondo para el desarrollo forestal (FDF), 1988.  El incentivo financiaba el 70% de la plantación y el resto 
lo cubría el beneficiario, con mano de obra; se deducían de impuestos los bienes de capital utilizados en la 
explotación forestal.  Este beneficio sólo lo utilizaron las empresas más organizadas.  Los recursos 
provenían del mecanismo de canje de deuda externa por naturaleza, donado por el gobierno de Holanda. 
 
• Certificado de abono forestal para manejo (CAFMA), 1994.  Se trata de un título de valor nominativo en 
moneda nacional, puede ser utilizado o negociado para pagos de impuestos nacionales o municipales.  
Financiaban proyectos de manejo de bosque natural en áreas superiores a 10 ha., orientado a obtener 
productos forestales con manejo de factibilidad técnica, mantener y conservar remanentes de bosque 
tropical, así como a facilitar la integración bosque-industria.  
 
 
• Certificado de conservación del bosque (CCB), 1996, Ley No. 7575 . Mediante este mecanismo se 
retribuye al propietario o poseedor de servicios ambientales y conserva el bosque, y no ha tenido 
aprovechamiento forestal en los dos años anteriores a la solicitud.  El Poder Ejecutivo establece las 
prioridades.  Se trata de títulos valores nominativos que pueden utilizarse para pagar tributos.  Un 5% del 
monto se destina a FONAFIFO.  Con este se puede exonerar a los beneficiados del impuesto de bienes 
inmuebles. 
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• PSA e incentivos para reforestar, proteger, manejar bosque, 1996,  Ley No. 7575 .  El mecanismo de 
reforestación o protección establece como incentivos exenciones del impuesto de bienes inmuebles del área 
plantada, activos durante el período de siembra , crecimiento y ralea .  La compensación por servicios 
ambientales se realiza con recursos provenientes del impuesto selectivo de consumo de hicrocarburos; 
FONAFIFO administra 1/3 del monto recaudado, transferido por el Ministerio de Hacienda.  
 
• PSA, fuente de financiamiento, 2001, Ley No.8058, Proyecto ECOMERCADOS.  Financia PSA a través 
de FONAFIFO, en áreas prioritarias del corredor biológico (áreas de conservación Amistad Caribe, 
Tortuguero, Osa y otras de importancia biológica), por 5 años, mediante un empréstito con el Banco 
Mundial y una donación del Global Environmental Fund . 
 
• PSA, fuente de financiamiento, 2001. Ley No.8114. La ley de Simplificación y Eficiencia Tributaria 
establece un único impuesto a los combustibles y transfiere 3.5 % de lo recaudado a FONAFIFO para el 
PSA.  
 
• PSA agroforestales, 2002.  Con base en la Ley Forestal No. 7575 vigente y  varios decretos ejecutivos del 
MINAE durante el año 2001, se reconoce formalmente, el componente arbóreo de los servicios ambientales 
agroforestales.  Se establece un monto de ¢ 230/ árbol en sistemas silvopastoriles, silvoagrícolas y 
agrosilvopastoriles.  Se renueva el funcionamiento de una Comisión Agroforestal Nacional (CAFN).  Con 
este financiamiento se reconoce el papel de estos sistemas productivos, no considerados  anteriormente, en 
el combate de la degradación de tierras, el manejo integrado de cuencas y en la conexión de corredores 
biológicos, con lo que contribuyen efectivamente al desarrollo económico, social y ambientalmente 
sostenible, así como contribuir a satisfacer su seguridad alimentaria y  las demandas de las nuevas tendencias de 
los mercados.  
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Anexo No. 5 
Orientaciones en Decretos Ejecutivos del MINAE:  
descentralización y PSA-SAF.  2002 -2003 
 
Decreto Ejecutivo Nº 29084-MINAE,  20 de octubre del 2000  (La Gaceta Nº 223, del 21 de noviembre del 
2000).  Oficializa el funcionamiento de la Comisión  Agroforestal Nacional.  
 
El desarrollo de la actividad agroforestal  (silvicultura , forestería social, participación comunitaria, 
extensión, organización campesina, desarrollo forestal empresarial), desde una óptica autogestionaria de 
campesinos pequeños,  se apoyan institucionalmente desde el Programa de Desarrollo Campesino Forestal 
(DECAFOR/ SINAC/ MINAE, funcionó  entre 1982 y el año 2001, se fortaleció con cambios en la Ley 
Forestal de 1986), como parte de las estrategias para abordar la conflictividad agraria por acceso a tierra.  
Eso ocurre en el contexto del Plan de Acción Forestal de Costa Rica (PAFCR: FAO-BM,  desde 1988 ) y la 
consolidación del SINAC (Plan Nacional de Desarrollo: 1986-1990 y 1990-1994), con apoyo de la 
cooperación externa.  El Fondo de Desarrollo Forestal (FDF, 1989, con recursos de Holanda, Suecia y 
Finlandia) permite disponer de un incentivo. También se desarrolla la Junta Nacional Forestal Campesina 
(JUNAFORCA, )  y sus congresos nacionales (1991; 2001 ), donde se impulsa el reconocimiento de los 
SAF como sistemas diversificados  de las economías campesinas.   
Como resultado del taller agroforestal nacional (1997) se consolidan propuestas para el desarrollo 
agroforestal y se conforma una comisión nacional y una red, como instancias de consulta, seguimiento de 
estrategias y capacitación técnica.  De hecho en la Administración Forestal del Estado, desde 1997 
funcionaba  esa red y una Comisión Agroforestal Nacional (CAFN) ad hoc, constituidas por personas e 
instituciones interesadas en promover el desarrollo agroforestal de nuestro país.  Con este decreto se 
oficializa el funcionamiento de dicha Comisión .  
 
Decreto Ejecutivo Nº 30090-MINAE, 4 de diciembre del 2001.  Reconoce formalmente el componente arbóreo 
de los SAF.  Establece un monto de ¢244.053.270,00  para una área de PSA  de  3.951 ha en el 2002 
 Ubica las funciones del Estado, según la Ley Forestal de 1996,  en cuanto a  velar por la 
conservación, protección y administración de bosques naturales, la producción , el aprovechamiento, la 
industrialización y el fomento de los recursos forestales, de acuerdo a principios de uso sostenible de 
recursos renovables. En este contexto, el decreto rescata la conceptualización de los sistemas 
agroforestales (SAF)  contenida en la ley forestal:  “forma de usar la tierra que implica la combinación de 
especies forestales en tiempo y espacio con especies agronómicas, en procura de la sostenibilidad del 
sistema” y el componente arbóreo de estos sistemas.  Los  SAF comprenden los sistemas silvopastoriles 
(SP), silvoagrícolas (SA) y agrosilvopastoriles (ASP) y se rescatan como  formas de plantación que proveen 
servicios ambientales.     Confirma a la Comisíón Nacional Agroforestal como el ente asesor en materia de 
SAF, en el marco del Manejo Integrado de Cuencas Hidrográficas. 
En este decreto se reconoce que los SAF (tradicionales y no tradicionales) combaten la 
degradación de tierras, contribuyen al manejo integrado de cuencas y corredores biológicos que conectan las 
Áreas Silvestres Protegidas (ASP), y al  proceso de desarrollo económico, social y ambientalmente 
sostenible.  El máximo a financiar es de 3500 árboles / año/ beneficiario.  En proyectos globales, 
cooperativas de autogestión y reservas indígenas, se establece un máximo de 333.300 árboles / año. 
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Decreto Ejecutivo No. 30478-MINAE, 5 junio 2002.  Dispone no aumentar el PSA para manejo de bosque e 
invertir en reforestación y SAF 
 
Este modifica el Decreto Ejecutivo Nº 30090-MINAE de diciembre del 2001 , que establece montos y 
áreas para el 2002 (¢244.053.270,00/ 3.951 ha), en el sentido de no aumentar el áreas establecida de PSA en la 
modalidad de manejo de bosque para el año 2002 (salvo las solicitudes presentadas antes del 15 de marzo).  Se 
destina:  60% reforestación y  SAF;   40 % para protección. 
 
Decreto Ejecutivo No. 30761-MINAE, 23 agosto 2002. Incluye el PSA para terrenos sin inscripción, 
(títulos de propiedad) en el Registro Público , con derechos de posesión legal, para disfrutar de  beneficios de 
PSA para protección 
 
Con fundamento en la Ley de Biodiversidad para promover  el PSA en áreas estratégicas, y 
considerando que a)  esos programas se han visto limitados a terrenos inscritos registralmente, “sin que exista 
una verdadera participación de personas físicas que ostentan terrenos en posesión.” ; b) las  áreas de mayor 
incidencia de deforestación  se ubican en terrenos sin inscribirse en el Registro Público , y muchos de ellos se 
localizan en áreas prioritarias de corredores biológicos, en parte comprendidos dentro de los compromisos del 
proyecto ECOMERCADOS; por lo cual es necesario establecer condiciones para que esos terrenos puedan 
disfrutar de los beneficios que las leyes otorgan; c) el PSA ha demostrado ser una “herramienta efectiva, en la 
protección y conservación de los ecosistemas forestales”  y  los bosques brindan SA independientemente del 
régimen de tenencia de la tierra 
      Se adiciona un nuevo artículo al reglamento de la Ley Forestal (Art. 107 del Decreto No. 25721-
MINAE, octubre 1996)  para incluir terrenos en posesión legal , en la modalidad de protección.   Esos 
poseedores deben tener un plano catastrado levantado por el IDA, cartas de venta protocolizada o documentos 
que demuestren la posesión legal; una declaración jurada de la naturaleza y localización del inmueble. 
 
Decreto Ejecutivo No. 30762-MINAE, 23 agosto 2002 .  establece la reorganización y regionalización de la 
administración forestal  y ambiental del estado. FONAFIFO Y SINAC  
 
 Modifica el reglamento de la Ley Forestal (Decreto No. 25721-MINAE, octubre 1996), en el 
sentido de que la administración forestal compete al MINAE-SINAC y FONAFIFO, específicamente el 
PSA.  Se reorganiza el SINAC para cumplir funciones de fiscalización y control del PSA.  Con este decreto 
se introducen cambios para el proceso de trámites y aprobación de proyectos de PSA para regionalizarlo.    
    Los expedientes se trasladan de las áreas del SINAC, a partir del 2003, a las oficinas 
desconcentradas de FONAFIFO para su evaluación técnica y legal;  define las organizaciones autorizadas 
para PSA.   Se procura un proceso de mayor integración de acciones conjuntas, donde MINAE-SINAC 
establecen los  criterios y lineamientos políticos, y el FONAFIFO ejecuta el proceso establecido en el 
reglamento.   De los recursos que percibe FONAFIFO de cualquier fuente de PSA, puede dismponer 
dehasta un 7 % para gastos de administración y ejecución del programa, y de ese porcentaje, trasladar un 
2% al SINAC para actividades de supervisión y control 
 
 
Decreto Ejecutivo No. 30962-MINAE. 24 octubre 2002.  Asigna PSA-SAF para el 2002 (se inicia en el 2003) , 
con un monto de ¢37.556.160,00 PSA-SAF, establece  ¢ 230/ árbol 
Con base en la definición de los SAF en la Ley Forestal vigente:  “ forma de usar la tierra que 
implica la combinación de especies forestales en tiempo y espacio con especies agronómicas, en procura de 
la sostenibilidad del sistema”, se reconoce  el componente arbóreo de los sistemas silvopastoriles (SP), 
silvoagrícolas (SA) y agrosilvopastoriles (ASP);  el funcionamiento de hecho en la Administración Forestal 
del Estado de una Red y una Comisión Agroforestal Nacional (CAFN);  que las prácticas de SAF 
(tradicionales y no tradicionales)  cumplen un papel primordial en el combate de la degradación de tierras, 
el manejo integrado de cuencas y como corredores biológicos que conectan las Áreas Silvestres Protegidas 
(ASP), contribuyendo efectivamente a un proceso de desarrollo económico, social y ambientalmente 
sostenible; que los estudios, investigaciones  científicas, proyectos institucionales de SAF indican sus 
ventajas y beneficios;  la demanda de alternativas de reforestación  por parte de los agricultores (as), para que  
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respondan mejor a sus necesidades y  les permitan  satisfacer su seguridad alimentaria y  enfrentar con éxito las 
nuevas tendencias de los mercados, mediante sistemas de producción más eficientes, diversificados, 
integrados y amigables con nuestro ambiente.  
El máximo por beneficiario es de 3500 árboles / año; proyectos globales, cooperativas de 
autogestión y resrvas indígenas, tienen un máximo de 333.300 árboles / año. 
 
Decreto Ejecutivo No. 31081-MINAE.  La Gaceta N° 61, jueves 27 de marzo.  Asigna el pago para el año 2003 
  
 Indica que al SINAC le corresponde el control y seguimiento del PSA.  Para la modalidad de 
protección de bosques se priorizan las áreas de  conservación del Corredor Biológico Mesoamericano 
(CBM) .  Relaciona la consolidación de las áreas silvestres protegidas, el fortalecimiento de reservas 
privadas y núcleos de producción forestal sostenible con un planteamiento de disponibilidad  de recursos 
financieros sostenibles y el desarrollo de mercados: la cooperación externa, venta de SA (carbono, agua): 
• 100.000 ha  a protección en el CBM 
• Aumento a 100 % PSA comunidades indígenas 
• Aumento en un 30% mujeres propietarias 
     Los fondos totales son ¢5.085.810.710,00 (unos $5.998.250), de los cuales ¢ 2399.300.000,00 (unos 
$5.998.250) provienen del presupuesto nacional (47.17 % del presupuesto total para PSA) se distribuyen:  
• ¢ 1.399.300.000,00  y  ¢1.000.000.000,00 (colones) PSA-CAF 
• De ECOMERCADOS (BM-GEF)se destinan  hasta ¢2.686.510.710,00 ($), para: 
o 7% gastos de ejecución ( Art. 64, Nº 25721-MINAE, Reglamento a la Ley Forestal Nº 
7575, reformado por el Decreto Ejecutivo N° 30762-MINAE) 
o Contratos pendientes 1997- 2002: ¢1.778.304.941,00. 
o Reforestación  5.400 has , en áreas prioritarias, para establecer plantaciones para 
producción de materia prima para industria forestal.  Pago:  233.000 
o Protección de bosques para 81,481 has, en áreas prioritarias. 
o Plantaciones forestales establecidas, que se hayan realizado con recursos propios o 
créditos blandos, hasta  un monto de  ¢50.000.000 . 
o Reforestación: 600 has con especies nativas, establecidos como prioritarios y contenidos 
en los decretos de vedas y especies amenazadas o en peligro de extinción (Decreto N° 
25663 MINAE y Decreto N° 25700 MINAE). 
o Sistemas agroforestales, hasta  ¢ 135.384.600  
o Protección en fuentes de agua:  2,200 has en especial aquellas destinadas al consumo 
humano. 
Montos establecidos para:  
o Protección:                 ¢87.100/ ha /  5 años. 
o Reforestación:            ¢223.000/ ha / 5 años. 
o Reforestación SAF:    ¢320/  árbol / 3 años. 
 
     MINAE- FONAFIFO Pueden variar la distribución establecida, de acuerdo con la oferta de tierras que 
pretendan ingresar a las modalidades, siempre y cuando no sobrepasen el monto total de los recursos 
autorizados.  Si se obtuvieran nuevos fondos  de diversas fuentes, estos se distribuyen en forma 
proporcional a las modalidades establecidas.  FONAFIFO realiza el pago de entidades públicas y privadas 
bajo convenios de protección del recurso hídrico. 




Costa Rica: Información cuantitativa de interés sobre PSA. 1997-
2002 
 
PSA: Total de ha acumuladas bajo convenios voluntarios a diciembre del 2001 
Empresa Ha bajo 
Convenio 
Energía Global 2452.94
Empresa Eléctrica Matamoros 1175.08
Compañía Nacional de Fuerza y Luz (CNFL) 8697,36
Florida Ice and Farm 605.87
ESPH 311.05
Total hectáreas bajo PSA 13.242,3
Fuente:  Elaboración propia, con base en datos de FONAFIFO, 2002. 
 
PSA: Montos pagados por tipo de modalidad entre 1997-2002 
En miles de colones 
Años Protección de bosque 
Manejo 
de bosque Reforestación 
Plantaciones 
Recursos Propios Total 
1997       4.731.066                684.493               664.604                    -    6.080.163 
1998       2.667.137                862.005               659.597             13.562  4.202.302 
1999       3.392.348                562.921               659.725             24.020  4.639.014 
2000       1.723.326                         -                 422.500                    -    2.145.826 
2001       1.497.665                452.860               609.938                    -    2.560.463 
2002       1.335.508               534.187              654.721  2.524.416 





TOTAL            15.347.050            3.096.466             3.671.086             37.583  22.152.185 
%               (69%)               (14%)              (17%)            (0.0%) (100%) 
Fuente: Elaboración propia, con base en datos de FONAFIFO FONAFIFO, 2002. 
 
 
PSA: Tasa de crecimiento de hectáreas pagadas por tipo de  
proyecto de 1997-2002 
Años Protección de bosque 
Manejo de 
bosque Reforestación Total 
1997     
1998 -53.0 7.5 -14.9 -46.3 
1999 27.2 -34.7 18.9 15.6 
2000 -53.8 - 11.1 -57.4 
2001 -21.0 -33.3 14.5 -2.5 
2002 -18.2 8.2 14.3 -12.5 
Promedio (24) (10) 9 (21) 
Fuente:  Elaboración propia, con base en datos de FONAFIFO, 2002. 
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Montos recaudados por el Impuesto Selectivo de Consumo a los combustibles y montos asignados por el Estado para el 
PSA y CAF de 1995-2001. 
Millones de colones  
Año Recaudación 1/3 de la Recaudación Monto Asignado Total Asignado 
Monto 
Faltante 
   CAF PSA   
1995    1.615.677.201        538.559.067      1.614.00  
  
  1.614.000.000                         -  
1996   15.246.303.111     5.082.101.037       1.651.00      1.651.000.000      3.431.10 
         1997   26.879.562.333      8.959.854.111       1.789.00      1.789.000.000       7.170.90 
1998   26.100.763.591      8.700.254.530       2.381.00       1.269.00     3.650.000.000       5.050.30 
1999  28.877.924.009      9.625.974.669       1.590.00       2.406.00     3.996.000.000       5.630.00 
        2000  45.382.504.066    15.127.501.355       1.373.30       2.098.30     3.471.550.000     10.361.70 
        2001* 24.230.050.375      8.076.683.458      1.251.00      2.345.12    3.596.087.500     4.470.60 
        2001 ** 39.125.975.093      1.369.409.128      1.243.00      3.066.90     4.309.900.000       - 
        2002 ***      11.649.26     8.118.37  19.767.637.500       - 
                              
(*)   Incluye meses de enero-junio .  
(**) julio-diciembre 2001. Entra en vigencia de la Ley No. 8114, simplificación tributaria: 3.5% del impuesto hidrocarburos se traslada a   
FONAFIFO.   
(***) El Decreto Ejecutivo 30090.MINAE, diciembre 2001 estableció un monto de  244.053.270, 00 (doscientos cuarenta y cuatro millones 
cincuenta y tres mil doscientos setenta colones), para 3.951 Ha.  Las cifras aportadas por FONAFIFO están sujetas a la dinámica de ejecución de 
los contratos. 
Fuente: FONAFIFO, 2002. 
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Anexo 7 
Costa Rica: estudios de caso  
 
Este anexo contiene tres estudios de caso sobre la gestión de servicios ambientales, relacionados con el 
recurso hídrico, ubicados en las micro cuencas del centro de la provincia de Heredia, en la Región Central 
del país;  las cuencas del río Sarapiquí y Platanar, localizadas en la región Huetar Atlántica y Norte 
respectivamente. Estos muestran diferentes estadios de desarrollo de valoración y pago de servicios 
ambientales (PSA), lo cual se asocia con condiciones particulares en que se ha desarrollado esta 
experiencia en el país.   
 
La referencia para elaborar los casos fueron las preguntas centrales elaboradas al inicio de la 
investigación, orientadas a dilucidar significados del PSA para los actores de comunidades locales,  los 
principales mecanismos empleados y  algunos de los efectos de esta dinámica, reflejados a través de 
innovaciones sociales, cambios institucionales y organizativos.  También, se  consideraron los factores 
críticos  establecidos para este estudio (Anexo No.1):  a) aplicación de políticas y estrategias de valoración 
y PSA en el territorio;  b) condiciones organizativas de los actores con relación a procesos de negociación 
de PSA y manejo de recursos naturales y c) procesos de transformación del paisaje.  El trabajo de campo 
se realizó entre finales del año 2000 y durante  el 2001, y se actualizaron fuentes hasta mediados del 2002. 
 
Caso 1.  Se refiere a las iniciativas presentes en localidades de alta concentración urbana para incidir en la 
gestión ambiental del desarrollo local y su relación el manejo del recurso hídrico y la valoración de 
servicios ambientales.  En éste se analiza la aplicación de la tarifa “hídrica ambientalmente ajustada” por 
parte de la Empresa de Servicios Públicos de Heredia (ESPH) para cubrir el PSA en la parte central de la 
provincia de Heredia, cuenca alta del Río Grande de Tárcoles, en la Región Central de Costa Rica, en la 
Vertiente del Pacífico, donde también se ubica la zona de amortiguamiento del ACCVC-SINAC- MINAE.    
Caso 2. Recoge parte de la experiencia del PSA a pequeños productores asociados al Centro Agrícola 
Cantonal de Sarapiquí (CACSA), en la zona norte de la provincia de Heredia, localizada en la cuenca del 
río Sarapiquí, en la Vertiente Atlántica,  en un contexto de desarrollo rural y en el marco de la estrategia 
de desarrollo sostenible del ACCVC.  El CACSA, desarrolla un programa de PSA con el apoyo técnico y 
financiero de la Fundación para el Desarrollo de la Cordillera Volcánica Central (FUNDECOR).  Las  
empresas hidroeléctricas que operan las represas en la zona han desarrollado nuevos procesos de PSA 
dentro de una estrategia de manejo de micro cuencas.    
Caso 3.  Comprende el PSA en la cuenca del río Platanar, en el Cantón de San Carlos, Región Huetar 
Norte, se orienta a mantener el recurso hídrico. Esta tiene un menor grado de desarrollo si lo comparamos 
con el proceso de Sarapiquí, pues es una experiencia más reciente y novedosa en términos de establecer 
como mecanismo el contrato voluntario de PSA; no obstante, en el contexto regional existe una amplia 
experiencia de pago de incentivos y PSA para manejo y protección de bosques.  Aquí se ha dado un 
proceso de acercamiento entre los beneficiarios directos del programa y la Empresa Hidroeléctrica 
Matamoros, que es la que aporta el pago como reconocimiento por el servicio ambiental. Existe un apoyo 
fuerte de las oenegés FUNDECOR y  la Corporación de Desarrollo Forestal (CODEFORSA), lo que ha 
facilitado el crecimiento del programa en el área.  La zona donde se localizan los propietarios, es un área 
rural ubicada al este de Ciudad Quesada, principal ciudad de la región, donde se aprovechan nacientes de 
agua ubicadas en la parte alta de la cuenca del río Plantar, en el borde del Parque Nacional Juan Castro 
Blanco, que forma parte de la ACCVC.  




Primer estudio de caso  
 
Servicios ambientales en las micro cuencas  
de la provincia de Heredia 
 
La dinámica micro regional para la gestión de recursos naturales, en particular la valoración socio 
ambiental del recurso hídrico que abastece de agua potable y electricidad a la concentrada población 
urbana de la parte central de la provincia de Heredia, en la Región Central de Costa Rica, es el eje del 
análisis en este estudio de caso.   En esta provincia hay diez cantones, excluyendo el cantón de Sarapiquí, 
ubicado en la Vertiente Atlántica,  con una la población de unos 193.200 habitantes, concentrados en  
546.44 km2, lo cual significa una densidad de población cinco veces mayor (353.5) al indicador nacional 
(Datos de población y división territorial administrativa INEC, 2000). 
 
En la parte montañosa del norte de Heredia, se han realizado pagos de servicios ambientales en el marco 
de las estrategias de protección y manejo de bosque del Area de Conservación Cordillera Volcánica 
Central, del Sistema Nacional de Areas de Conservación del Ministerio del Ambiente y Energía (ACCVC-
SINAC-MINAE), dentro del esquema vigente integrado también por el Fondo Nacional Forestal 
(FONAFIFO-MINAE) y el apoyo de la Fundación para la Cordillera Volcánica Central (FUNDECOR) en 
uno de los proyectos.   
 
Este estudio focaliza la experiencia de la Empresa de Servicios Públicos de Heredia (ESPH), que resulta 
en innovaciones organizativas, metodológicas y técnicas para operar servicios públicos dentro de una 
dinámica de mercado (agua potable, alcantarillado sanitario, energía eléctrica y alumbrado público), hasta 
llegar a establecer mecanismos de valoración, cobro y pago de servicios ambientales a partir de 1999.  
Esta entidad funciona como sociedad anónima de utilidad pública, con participación de tres municipios de 
la micro región que son los principales accionistas, desde 1998 (Ley No.7789).  La antesala de la ESPH 
fue el cúmulo de experiencias históricas desarrolladas por la Junta Administrativa del Servicio Eléctrico 
Municipal de Heredia (JASEMH) desde el año 1949 (ESPH, 2001).  Actualmente el suministro de agua 
llega a más de 40.000 usuarios y cubre los cantones de Heredia Centro, San Rafael y San Isidro; la 
distribución de energía eléctrica y alumbrado público abarca otros cantones y más usuarios, manteniendo 
tarifas más bajas que otros suplidores. El  suministro de energía eléctrica lo obtiene la empresa 
principalmente del Instituto Costarricense de Electricidad (ICE); en la zona también opera la Compañía 
Nacional de Fuerza y Luz (CNFL), ambas son entidades públicas.  
 
El  modelo de gestión de la ESPH es único en el país, como también lo es el cobro de la “tarifa hídrica 
ambientalmente ajustada” a los usuarios de sus servicios, a partir de 1999,  y la administración de todo 
el proceso, manteniéndose dentro del marco legal vigente para valorar y pagar servicios ambientales, sin 
intervención directa del FONAFIFO-MINAE y fortaleciendo algunas de las funciones descentralizadas del 
ACCVC-SINAC-MINAE en la micro región central de Heredia.  Este es un proceso de gestión innovador 
que aplica un modelo de valoración económica ambiental, en el cual se internalizan variables ambientales 
dentro de un enfoque de costo de oportunidad del uso de la tierra, así como valores de mercado en áreas de 
sobre uso para recuperar o mantener las cuencas, combinados con una aproximación a la voluntad de pago 
de los usuarios35, lo cual se enlaza con estrategias de información, un proceso de consulta participativa 
                                                 
35  El modelo económico ecológico contempla el análisis hidrográfico (oferta y demanda), la valoración económica 
ecológica (valor captación servicio ambiental del bosque, costos asociados de protección, recuperación de cuencas, 
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para validar el cobro y establecer la disposición de los productores de la cuenca alta a “vender”servicios 
ambientales y cambiar tierras en uso ganadero o sub utilizadas por bosques.   
 
Inicialmente se propuso mantener los recursos captados en un fondo de fideicomiso de la empresa y luego, 
a finales del año 2001, se aprobó un reglamento de procedimientos para el PSA e iniciar los proyectos el 
año siguiente. En ese reglamento se precisa el concepto de la tarifa hídrica y el desarrollo de un programa 
para conservación y recuperación de las microcuencas de los ríos Ciruelas, Segundo, Bermúdez y Tibás, 
denominado PROCUENCAS, dentro de la nueva Oficina Ambiental de la empresa.  Además, se 
establecen convenios de coordinación y cooperación con el ACCVC-SINAC-MINAE, con FONAFIFO y 
FUNDECOR.  Se prioriza el PSA en sitios sobre los 1500msnm, en pendientes arriba de las tomas o áreas 
de captación de agua potable administradas por la empresa. Se beneficiaran diversas modalidades de 
proyectos de reforestación, plantaciones forestales establecidas con recursos propios, conservación de 
bosque y recuperación mediante regeneración natural36.   
 
Los estudios y negociaciones para los proyectos de pago y seguimiento se inician a partir del año 2002, 
dentro de un marco de procedimientos que tienden a ser más ágiles que los utilizados tradicionalmente a 
nivel nacional, donde se incorpora además una figura de “solicitudes globales”, para permitir a varios 
propietarios en tierras que califican para el PSA realizar proyectos colectivamente.   La ESPH estableció 
acuerdos con FUNDECOR para identificar propietarios de bosque y promover el esquema de PSA, bajo 
su regencia y da inicio un proyecto de PSA con recursos de una de las empresas cerveceras que aporta 
fondos para la conservación de 7000 ha, y paga USA $45/ ha, en un plazo de siete años37.  La ESPH 
aporta la diferencia para completar un pago de ¢ 23.000/ha  en plazos no menores de 5 año38. 
 
Esta experiencia ilustra procesos de cambio organizacional al introducir nuevas interpretaciones sobre las 
estructuras vigentes para el PSA (de parte de MINAE-FONAFIFO)  y las formas propuestas para operarlo 
a nivel local39.  Se destacan también dinámicas de conflictividad socio ambiental marcada por un 
                                                                                                                                                              
tratamiento de aguas), la estructura tarifaria, la disposición de pago del consumidor y las condiciones institucionales 
y de políticas para el cobro y pago de servicios ambientales (SEED, 1999).  
36 Los proyectos de reforestación recibirán unos $350/ha/5ños y los de conservación-regeneración $68/ha/año.  
(Reglamento de Procedimientos,  La Gaceta No. 205, octubre 2001:39 y siguientes.) Mediante el convenio de 
Cooperación ESPH-MINAE, se le retribuye al ACCVC un 5% de los fondos desembolsados para PSA, para facilitar 
tareas de promoción, evaluación técnica, seguimiento y control de proyectos (ESPH, Nota informativa 1, Año 1-
Dic.2001).  Como se indicó más arriba, a finales del 2001 se aprobó un reglamento. 
37 “Acuerdo Contractual para el Pago de Servicios ambientales entre Florida Ice and Farm Co., FONAFIFO y 
FUNDECOR” (10 octubre 2002):  Florida aporta US$225.000, en 7 años, a razón de USA$45/ ha para PSA en un 
total de 1000ha; contrata a FUNDECOR con USA$1500 para la promoción del programa y cada vez que se 
incorpora 1ha, transfiere US$ 15 a FONAFIFO.  Según el “Acuerdo contractual marco para el PSA, entre 
FUNDECOR y la ESPH” (marzo 2002)  la ESPH aporta la diferencia para completar el pago. FUNDECOR opera 
como el certificador de sello verde, acreditado por el Consejo de Manejo Forestal (FSC) y como regente de la ESPH.  
38 “Acuerdo Contractual para el Pago de Servicios ambientales entre Florida Ice and Farm Co., FONAFIFO y 
FUNDECOR” (10 octubre 2002):  Florida aporta US$225.000, en 7 años, a razón de USA$45/ ha para PSA en un 
total de 1000ha; contrata a FUNDECOR con USA$1500 para la promoción del programa y cada vez que se 
incorpora 1ha, transfiere US$ 15 a FONAFIFO.  Con el “Acuerdo contractual marco para el PSA, entre 
FUNDECOR y la ESPH” (marzo 2002)  la ESPH aporta la diferencia para completar un pago de ¢ 23.000/ha /plazos 
no menores de 5 años. FUNDECOR opera como el certificador de sello verde, acreditado por el Consejo de Manejo 
Forestal (FSC) y regente de la ESPH.  
39  Se efectuaron modificaciones legales en la ESPH (creada mediante Ley 5889 en 1976 y transformada con la  Ley 
No. 7789, de abril 1998) , solicitudes de adecuación de tarifas, fundamentadas en estudios de la empresa presentados  
a la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (ARESEP) y el desarrollo de una oficina técnica especializada 
en la empresa (ARESEP, Expediente ET-194-99; La Gaceta No. 104, 31 mayo 2000:28), a la luz de estrategias de 
globalización  que limitan el desarrollo de empresas públicas.  A finales del 2001 se aprobó el reglamento de 
procedimientos para el PSA ( La Gaceta No.205, supra). 
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crecimiento urbano desordenado, asociadas  con el uso de agua potable, la falta de  medidas ambientales 
reguladoras y de ordenamiento territorial, en una situación en la cual la dinámica organizativa y de 
participación de la sociedad civil en materia ambiental son débiles o no funcionan –tales como  
comisiones y oficinas ambientales municipales, consejos de desarrollo regional sostenible del área de 
conservación, consejos de distrito, asociaciones de desarrollo comunal, comisiones asesoras-.   
 
En el contexto micro regional, la cuestión de servicios ambientales no se asume aún como tema  relevante 
entre la mayor parte de los actores sociales, ya que existe poca información al respecto, no obstante los 
esfuerzos de divulgación realizados por la ESPH.  El estudio también refleja que el proceso para 
establecer intervenciones interinstitucionales coordinadas es lento.  En particular, el desarrollo de 
procedimientos y mecanismos de gestión ambiental que permitan a las municipalidades ejercer sus 
competencias es limitado, lo cual puede incidir o retardar negociaciones con la ESPH, especialmente si se 
toma en cuenta que actualmente ésta sólo incorpora como socios a una tercera parte de los municipios que 
existen en la micro región, donde  prevalecen manifestaciones localistas y de desconfianza sobre el uso y 
usufructo del patrimonio de los recursos naturales y de los servicios ambientales en sus territorios.     
 
7.1.1. Desarrollo micro regional y patrimonio natural de interés público  
 
La gestión del desarrollo micro regional y del patrimonio natural en la más antigua zona cafetalera del 
Valle Central, en la provincia de Heredia, enfrenta una trayectoria irreversible en cuanto a la 
vulnerabilidad de los acuíferos de recarga y captación40 ubicados entre las micro cuencas de los ríos 
Ciruelas, Segundo, Burío-Quebrada Seca, Bermúdez y Tibás, hacia el norte del río Virilla, principal 
afluente de la cuenca del río Grande de Tárcoles, en la Vertiente del Pacífico (Figura No.7.1.1.). Esta es 
una de las cuencas catalogadas como más degradadas de América Latina (PNUD:1999: 101-126).   
 
La ciudad de Heredia, cabecera de la provincia, es el centro urbano de mayor importancia, por su 
dinamismo comercial y centro generador de servicios. Otros son las cabeceras de los  cantones Barva, 
Santa Bárbara,  San Antonio de Belén, Heredia, San Joaquín de Flores, San Rafael, Santo Domingo, San 
Isidro y San Pablo, con características propias de un crecimiento espontáneo.  En las partes altas 
predominan el cultivo del café y la ganadería como actividades económicas principales, junto a zonas de 
bosque; en los últimos años se ha incursionado en actividades tales como reforestación y agricultura no 
tradicional para exportación (plantas ornamentales); existen plantaciones que tienen unos 50 años y se han 
incluido dentro de planes de manejo de bosque y PSA de FONAFIFO-ACCVC.  El desarrollo industrial y 
de zonas francas, se localiza en la parte baja de la micro-cuenca, en los cantones de San Antonio de Belén 
y San Joaquín de Flores. 
 
Las ciudades del Valle Central se han desarrollado espontáneamente, alrededor de núcleos centrales que 
concentran los servicios.  Alrededor de la Gran Area Metropolitana  (GAM) de San José se distingue el eje 
entre Heredia y Alajuela, en el cual se ubican áreas habitacionales,  zonas dedicadas a la actividad 
agropecuaria y los núcleos urbanos. El uso del suelo en esta parte norte del Valle Central presenta una 
cobertura de bosque natural, intervenido y secundario que cubre alrededor de un 57% de la subregión 
Heredia-Alajuela; se destacan también el cultivo permanente del café (23%), pastos (casi un 8%) y usos 
urbanos (10%) (FUDEU, 2001).  Si bien  aún existen recursos naturales para el desarrollo humano 
sostenible y una población que mantiene actividades agropecuarias, las estrategias intersectoriales son 
desarticuladas y los municipios no cuentan con oficinas especializadas en cuestiones ambientales o 
agropecuarias.  Los corredores urbanos41 se encuentran densamente poblados y las microcuencas están 
                                                 
40  Parte alta de la cuenca del río Grande de Tárcoles: acuífero Barva. 
41 Se distinguen dos corredores urbanos: uno entre Santo Domingo de Heredia y la ciudad de Alajuela-Río 
Segundo, Carrizal; y otro paralelo que va de San Isidro de Heredia, San Rafael, Barva, Santa Bárbara, San Joaquin y 
San Antonio de Belén, aunque este último por razones de vialidad tiene relación directa hacia San José y Alajuela. 
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altamente deforestadas como resultado del crecimiento histórico urbano desordenado, la alta 
concentración de actividades económicas, agropecuarias, industriales y de servicios, donde sobresale la 
debilidad en la aplicación de  los instrumentos jurídicos regulatorios del uso de la tierra y  de los recursos 
naturales42.   
 
El área de recarga acuífera y zonas de protección  se extiende en una franja de bosque muy húmedo 
premontano (bmnh-P), según la clasificación de zonas de vida) con una abundante precipitación, superior 
a 2000mm anuales. En la cuenca alta, de topografía montañosa y ondulada, la altitud oscila entre los 1200 
y 2906msnm (volcán Barva), allí se localizan manantiales y pozos poco profundos (Vargas y Carballo, 
2000).  Paradójicamente, la micro región está ubicada en la zona de amortiguamiento del ACCVC-
SINAC-MINAE, subregión administrativa de Heredia, en las faldas del Parque Nacional Braulio Carrillo, 
entre las estribaciones del Volcán Barva y del cerro Zurquí, que son sitios de alta atracción turística.   
 
Es también una área de recarga y captación para acuíferos que suministran agua potable a otras  
comunidades del Valle Central, a plantas hidroeléctricas ubicadas en la cuenca del río Tárcoles e 
industrias, entre ellas las cerveceras que consumen gran volumen de agua y se han interesado en participar 
en la protección del bosque en la parte alta del río Segundo43.  Además de la ESPH, las fuentes de agua y 
bosques son utilizadas por otras instituciones que brindan servicios de  agua y electricidad, como 
municipalidades, el ICE y la CNFL,  el Instituto Costarricense  de Acueductos y Alcantarillados (ICAA), 
con escasa coordinación entre ellas. 
 
                                                 
42  Vargas y Carballo, 2000.  Los municipios tienen poca ejecución de sus competencias, como el cobro de impuestos 
forestales en su jurisdicción, o el traslado de mecanismos fiscales para fortalecer la gestión ambiental, pues estas se 
encuentran centralizadas en el MINAE o FONAFIFO, y tienen un reducido poder de decisión en esta esfera.  Muchas 
veces se desconocen funciones y responsabilidades asociadas con su autonomía (Estado de la Nación en DHS, 1999 
y 2000).   
43  A partir del año 2002 se empieza un proyecto de PSA con recursos de una de las empresas cerveceras, en 
coordinación con FUNDECOR y la ESPH.  Según el “Acuerdo Contractual para el Pago de Servicios ambientales 
entre Florida Ice and Farm Co., FONAFIFO y FUNDECOR” (10 octubre 2002) la empresa aporta US$225.000, en 7 
años, a razón de USA$45/ ha para PSA en un total de 1000ha, contrata a FUNDECOR con USA$1500 para la 
promoción del programa y cada vez que se incorpora 1ha, transfiere US$ 15 a FONAFIFO.  Por su parte, la ESPH 
aporta la diferencia para completar un pago de ¢ 23.000/ha /plazos no menores de 5 años. FUNDECOR opera como 
el certificador de sello verde, acreditado por el Consejo de Manejo Forestal (FSC) y regente de la ESPH , segùn el 
“Acuerdo contractual marco para el PSA, entre FUNDECOR y la ESPH” (marzo 2002) 
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Fuente: Laboratorio TeleSig - Universidad Nacional 2002.
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La caída de los precios internacionales del café –en casi un 50% en los últimos cinco años44-  afecta a los 
pequeños productores de la región, genera un desplazamiento del cultivo,  provocando transformaciones 
radicales en el uso de la tierra (para uso urbano) y en el paisaje, lo cual provoca cambios en las relaciones 
sociales, en la cultura local y nuevas formas de conflictividad ambiental,  situación débilmente abordada 
por los gobiernos locales, aunque se encuentran en proceso de diseño algunas estrategias regionales (para 
el área metropolinana) que contemplan estas cuestiones.   Esas condiciones –de intercambio (“trade off”)- 
entre la dinámica agropecuaria y ambiental y el cambio social, y las repercusiones en el uso de los 
recursos naturales –en particular el agua- aparecen desarticuladamente en la formulación de políticas y 
estrategias de conservación y de desarrollo local y regional.  De esta manera, el desarrollo de los 
mecanismos para la participación (o co-participación) de las comunidades locales en la gestión del 
desarrollo, como es el caso de la integración de los consejos de desarrollo local y regional, comisiones 
ambientales o la creación de oficinas técnicas ambientales en los municipios,   ha seguido un camino 
lento, con pocos resultados, más bien, “sigue estando en el aire” no obstante existir la normativa para 
ello.45    
                                                 
44 Véase Alvarado y Barquero 2001;  Mora 2001.  . 
45   Si bien las leyes ambientales y de biodiversidad especifican la integración de consejos de desarrollo con 
participación de diferentes actores, las prioridades de gestión del ACCVC se orientan hacia otros aspectos de 
educación ambiental; aún no se ha concretado el funcionamiento de  un consejo de desarrollo que represente a los 
diversos actores locales.  Entrevista a Ricardo Valerio, director del ACCVC, marzo 2001.  Las competencias 
ambientales municipales también tienen una débil aplicación débil y desvinculada de las estrategias del área de 
conservación (DECAFOR-SINAC-MINAE, 2001).  
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Las iniciativas que surgen desde las localidades, para incidir en la gestión del desarrollo local, en relación 
con el manejo del recurso hídrico y la valoración de servicios ambientales son experiencias de síntesis, de 
acumulación de contradicciones y de génesis de procesos de cambio e innovación organizacional, 
reflejados en ámbitos de la institucionalidad pública y privada (de servicios públicos) que afectan a las 
comunidades locales.  Por ejemplo, se encuentran las intervenciones coordinadas entre instituciones 
públicas del ámbito regional y local, gobiernos locales y organizaciones comunales que ensayan diversas 
estrategias de manejo de cuencas en tanto unidades estructurales, en cuencas como la  del río Grande de 
Tárcoles46 o en micro cuencas como la de este caso.  La experiencia de la ESPH, para aplicar el cobro por 
servicios ambientales en la tarifa hídrica es otra experiencia que procura involucrar a las municipalidades. 
 
7.1.2. Un convenio intermunicipal para la gestión del recurso hídrico 
 
La creación de una “Comisión Interinstitucional47 de Apoyo al Convenio Intermunicipal” (en 1998) para 
la gestión del recurso hídrico, en los cantones de la provincia de Heredia -Santa Bárbara, Barva, Heredia, 
Belén, Flores y San Rafael- constituye un evento que desencadena nuevos procesos en las dinámicas 
locales, especialmente en torno a la lucha por el agua, los problemas sanitarios a consecuencia de la 
contaminación de los ríos, la valoración de servicios ambientales y las formas de gestión local de esos 
recursos48.   Estas situaciones empezaron a tomar forma a partir de denuncias de grupos locales en Santa 
Bárbara de Heredia, a principios de los años noventa, en una dinámica con altibajos, caracterizada por 
propuestas autogestadas para contar con agua potable y rescatar de la contaminación las fuentes y ríos -
como el Ciruelas y Segundo-, donde resalta el apoyo  de funcionarios del Ministerio de Salud y del 
MINAE, que impulsan proyectos institucionales con el fin de “superar la formalidad del techo 
institucional” y las presiones de las autoridades centrales para no “desviarse” de las funciones públicas, 
pues aunque se elaboran orientaciones del desarrollo sostenible49, en la práctica su aplicación es lenta,  
contradictoria y centralizada. Los conflictos se han renovado con la falta de agua y la autorización de 
nuevas urbanizaciones por parte de los municipios, no obstante, muchos de los representantes comunales 
abogan por mantener esos servicios en manos de las municipalidades.  
 
La demanda de participación de las comunidades locales en la toma de decisiones ha persistido y tiende a 
formalizarse a través de planes reguladores (en los municipios) o comisiones cantonales  que impulsan 
luchas específicas.  Por ejemplo, la Comisión Cantonal del Recurso Hídrico de Santa Bárbara promueve 
                                                 
46    La Comisión Coordinadora de la Cuenca del Río Grande de Tárcoles se creó en 1992,  mediante decreto 
ejecutivo, pero hasta fines del 2000 reanudó un trabajo más intensivo, integrando 36 municipalidades,  instituciones 
públicas y civiles.  Existen otras como en los ríos Reventazón, en Cartago  y Tempisque, en Guanacaste (LR, 4-11-
00: 4 A).   
47 Comisión conformada por la CCSS,  MSP, SENARA, Asamblea Legislativa, y las municipalidades de Belén, 
Flores, Barva, Heredia y San Rafael con el propósito de aunar esfuerzos para la  definición e implementación de 
políticas tendientes a disminuir los efectos del sobreuso de los ríos y quebradas circundantes.   
48  Por ejemplo, el taller “Gestión Municipal, una estrategia para el manejo adecuado de microcuencas” , convocado 
por la Comisión Interinstitucional Microcuenca Burío-Ciruelas, dirigido por funcionarios de esas entidades y la 
ESPH que también está representada en esa comisión, focalizó en temas de ordenamiento territorial, manejo del 
recurso hídrico  y la valoración y pago de servicios ambientales, y contó con la participación de funcionarios de 
oficinas ambientales o de ingeniería de las municipalidades (técnicos y profesionales).  08-02-91, La Catalina, Santa 
Bárbara, Heredia 
49  Las estrategias de participación para el desarrollo sostenible de la Agenda 21 y de la Carta de Ottawa se 
incorporaron en las políticas de salud de la OPS y la OMS  y permean las políticas nacionales,  lo que nutre y da 
fundamento a la lucha de funcionarios de salud en estas comunidades.  Entrevistas a:  Gretel Balmaceda, directora 
del área de salud Flores-Belén y anteriormente en Santa Bárbara, marzo 2001; Sigifredo Bolaños, funcionario de 
SINAC-MINAE-Heredia, marzo 2001. 
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“la solución de la causa y no de los efectos temporales del problema”50,  así como la búsqueda de nuevas 
formas de organización y autogestión del uso de recursos naturales –como el agua- de manera 
descentralizada, sin ingerencias directas de entes como la ESPH.  En la actualidad,  esa comunidad figura 
como uno de los cantones críticos en cuanto al acceso al agua potable51 pero al mismo tiempo, cuenta con 
una serie de estudios e iniciativas en camino. No obstante, la normativa legal y la toma de decisiones 
sobre el manejo de los recursos naturales tiende a centralizarse en ministerios e instituciones públicas, 
desvirtuando el papel de los municipios en la gestión local ambiental, aún cuando se empiezan a abrir 
posibilidades de vinculación en torno al manejo de los servicios ambientales ((DECAFOR-SINAC-
MINAE, 2001).  
 
A nivel micro regional se mantiene una coordinación de actividades tendiente a forjar una estrategia para 
el manejo de las micro cuencas, existe una Comisión Interinstitucional de Cuencas de Heredia (MSalud, 
CCSS, ACCVC/MINAE, SENARA) donde se integra también la Oficina Ambiental de la ESPH 
(Programa PROCUENCAS y Oficina de Prensa) y la Comisión Intersectorial para la Defensa de la 
Ecología y el Ambiente (CRIDESA, es una oenegé).  Sus actividades promueven una mejor relación y 
capacitación con los municipios, teniendo que enfrentar los cambios constantes de funcionarios en esas 
entidades, o bien , de los regidores que son electos cada cuatro años por elecciones populares.   
 
7.1.3. El cobro de la “tarifa hídrica ambientalmente ajustada”  
 
La ESPH había realizado cambios en su estructura organizativa y sus proyecciones, estimulados tanto por 
estrategias de globalización que limitaban el desarrollo de empresas públicas, como por las demandas y 
conflictos crecientes de los usuarios sobre la calidad de los servicios.  Al cabo de casi treinta años de 
operación de la Junta Administrativa del Servicio Eléctrico Municipal de Heredia (JASEMH, establecida 
desde 1949)  se efectuaron transformaciones legales para impulsar una empresa regida por el derecho 
privado.  Se fortaleció la Empresa de Servicios Públicos de Heredia (ESPH. creada mediante Ley 5889 en 
1976 y transformada con la  Ley No. 7789, de abril 1998) como sociedad anónima de utilidad pública, con 
la participación de municipios de la micro región y se generaron nuevas estrategias de desarrollo de 
servicios de suministro de agua potable, alcantarillado, distribución de energía eléctrica y alumbrado 
público.  En la Junta Directiva de la misma, participan como representantes de los principales accionistas 
la municipalidad del cantón Central de Heredia y el resto de municipios que se incorporen, que hasta el 
momento incluye las de los cantones de San Rafael y San Isidro.  Progresivamente se solicitaron 
adecuaciones tarifarias, fundamentadas en estudios   presentados  a la Autoridad Reguladora de los 
Servicios Públicos (ARESEP) y  se estableció una Oficina Ambiental, de naturaleza técnica  
especializada, encargada también de la estrategia para los servicios ambientales (ARESEP, Expediente 
ET-194-99; La Gaceta No. 104, 31 mayo 2000:28).  
 
Primero se concretaron cambios legales, administrativos y organizativos, para asumir la conservación, 
administración y explotación racional de los recursos hídricos en la micro región de Heredia.  La misión 
de la EPSPH se orienta a mejorar la calidad de vida de la región de Heredia52, prestando servicios técnicos 
                                                 
50  Carta al Consejo Municipal (22-03-01) , otros documentos y actas en el expediente de la Comisión Cantonal del 
Recurso Hídrico de Santa Bárbara. 
51  Existe una polémica nacional en torno a si los servicios de agua potable deben ser centralizados, bajo la tutela del 
ICAA, entidades regionales como la ESPH, los municipios, o nuevas formas institucionales locales con manejo 
privado (a semejanza de las empresas hidroeléctricas).  Hay unos 242 acueductos administrados por municipios, 
otros 1.620 en manos de juntas administradoras y 175 a cargo del ICAA.   Hay 2.037 acueductos y sólo 175 son 
administrados por ICAA (Avalos, 2001, LN, 5-03-01: 4 A).  Esto refleja que el manejo de acueductos –y 
alcantarillas- está llegando a una situación crítica. 
52 Los criterios de regionalización no se precisan. Los tres municipios integrados a la ESPH abarcan alrededor del 
66% del territorio de la micro región y el  65 % de la población, con una mayor concentración en el cantón central. 
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básicos y garantizando un desarrollo económico y ambiental integral.  Luego se introdujo el cobro a los 
usuarios del agua de la  “tarifa hídrica ambientalmente ajustada”,  con el “afán de proteger el recurso 
hídrico y asegurar su abastecimiento futuro”.  Según la información a los usuarios, divulgada por la 
empresa a través de diferentes formas, este “desarrollo inteligente”  permite establecer un cobro por el 
costo del servicio ambiental hídrico que brindan los bosques, y cobrar el costo ambiental estimado para 
recuperar y conservar las fuentes de agua que administra.   A la luz del marco legal (Ley Forestal, de 
Biodiversidad y del Ambiente) formalmente la tarifa por el servicio de agua potable se define como (La 
Gaceta No. 205, 2001:39):  
 
“a) el valor económico del servicio ambiental hídrico o servicio de producción de agua que 
brindan los bosques y b) el costo ambiental requerido para recuperar los sitios donde se ubican 
las fuentes de agua que suministra y c) a sufragar los gastos de operación de la Oficina 
Ambiental”  
 
La tarifa se empezó a cobrar a partir de 1999, pero los criterios y estrategias de pago se formalizaron dos 
años después, a finales del 2001, para iniciar contratos de pago a partir del año 2002.  Primero la empresa 
contrató un estudio para explorar el interés de productores de la parte alta (más de 1.300 msnm)  de las 
subcuencas  de los ríos Ciruelas, Segundo y Tibás, donde predomina la actividad lechera junto a áreas de 
bosque natural.  Estas fincas en su mayoría  cuentan con cerca de 50 ha de terreno.  Las fincas más 
grandes son menos (mayores de 100 ha) y tienen usos comerciales mediante plantaciones forestales de 
ciprés.  Los productores manifestaron su disposición a conservar el bosque  y recibir PSA, sin embargo, la 
compensación estimada en ese momento por las autoridades competentes era inferior a la que resultaba 
atractiva para el productor (SEED, 2000).  A finales del año 2000 la ESPH solicitó un incremento tarifario 
del 20%  promedio para  el servicio de agua potable y de un 8 % adicional sobre las tarifas vigentes para 
incorporar la tarifa hídrica, la cual se orienta  a mantener un fondo de PSA para conservación y 
recuperación forestal, así como costos de operación de una nueva 0ficina Ambiental.  Finalmente se 
estableció un monto de ¢1.90 colones53 por metro cúbico consumido, para todos los abonados con 
medidor y promedios de consumo para quienes no lo tienen, otorgando a la ESPH la potestad de  
administración (ARESEP Resolución RJD-047-2000).   
 
Los estudios para establecer la tarifa de la ESPH argumentan que el aprovechamiento de agua en la micro 
región es inferior al volumen disponible (se estimó que sólo se usaba cerca de un 25 % del agua 
superficial y subterránea), y que la incorporación del pago contribuiría a valorar el servicio ambiental.  
Concluyen, además, que los usuarios están dispuestos a pagar por la protección del bosque con el fin de 
mantener la calidad y cantidad del  agua.  La investigación  se fundamentó en información de fuentes 
secundarias para estimar el valor económico del servicio ambiental hídrico a la salida del bosque, en la 
cuenca alta entre los ríos Ciruelas, Segundo y Tibás, empleando una metodología de costo de oportunidad 
del uso de la tierra en bosques y los precios de mercado para la reforestación de laderas en sobre uso.  Se 
sondeó también la disposición de pago de los usuarios de la empresa concluyendo que era viable el 
aumento y se hizo además, un análisis de la institucionalidad existente (SEED, 1999; 2000)54.   
 
El establecimiento del mecanismo de cobro de la tarifa ambiental ha sido polémico.  Por un lado, 
FONAFIFO cuestionó la competencia de la ESPH para captar el pago de PSA (recurso de revocatoria con 
                                                 
53 Cerca de USA$ 0.006, según tipo de cambio promedio en el 2000:  ¢308.88/ $ . 
54 Se calculó una tarifa que representa el  0.18 % del ingreso familiar mensual (poco más de $1), estimando ingresos 
promedio familiares en aproximadamente $600. La cuenca donde opera la ESPH comprende unos 20.061 Ha, de las 
cuales cerca de un 50% (13.030 ha) corresponde a la cuenca alta.  Los abonados se concentran en el cantón de 
Heredia (73 %),   San Rafael (20 %) y  San Isidro (7%).  Tiene distintas categorías de tarifas: residencial (casas), 
ordinaria (servicios y comercio), reproductiva 1(aserraderos, balnearios, bares, clínicas, etc), preferencial ( asilos, 
iglesias, gobierno, misiones internacionales, etc) (SEED 1999:4; 3; 87). 
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base en el Art. 46 de la Ley Forestal) argumentando que podrían estarse duplicando estructuras 
administrativas dentro del sistema nacional de servicios ambientales y señaló el peligro de eventuales 
desvinculaciones con las políticas generales de PSA en el país (refiriendo Art. 37 de la Ley de 
Biodiversidad).   Sin embargo, el planteamiento de FONAFICO fue rechazado por ARESEP (en mayo del 
año 2000), considerando que la Oficina Ambiental de la ESPH tenía la capacidad de conducir los estudios 
técnicos y mantener el enlace necesario con las políticas nacionales, además, tomó en cuenta que el 
ACCVC-SINAC-MINAE mantiene sus funciones en cuanto a la definición y control de las áreas sujetas a 
PSA.  La resolución reflexiona sobre el inconveniente de transferir fondos públicos a entidades privadas 
como fundaciones o empresas privadas, dado que FONAFIFO ya cuenta con experiencia, capacidad de 
control y seguimiento de recursos para PSA; pero en este caso, los fondos de la ESPH tienen origen en 
usuarios  privados. La resolución considera también que el objetivo de FONAFIFO es financiar y 
beneficiar -a través del manejo del bosque- a pequeños y medianos productores mediante créditos y otros 
mecanismos. (Expediente ET-194-99; La Gaceta No. 104, mayo 2000:28).   
 
Por otro lado,  la Defensoría de los Habitantes se opuso al aumento de tarifas argumentando que la ESPH 
debía justificar los gastos de personal, pues no se deben trasladar cargas sociales a los usuarios.  Sobre la 
tarifa hídrica55 recomendó aplicar auditorías externas, una mayor participación de la sociedad civil en la 
Junta del Fideicomiso de esos fondos y no invertir estos recursos en infraestructura social que corresponde 
a otros entes públicos.  Si bien ARESEP dispone del mecanismo de audiencia pública -cuando establece 
resoluciones- que permite a personas y organizaciones participar solicitando representación e 
inscribiéndose para esto, hasta ese momento, las organizaciones no le habían dado importancia a esto o 
desconocían el mecanismo, por lo que no se ha aprovechado este espacio para expresar los puntos de vista 
de las comunidades, los usuarios tampoco estaban organizados, ni tenían representación directa en la junta 
directiva de la ESPH, sólo estaban representados por los delegados de las municipalidades56.    
 
Los criterios, mecanismos y reglamentos para proceder a elaborar contratos de PSA se concretaron 
mediante el reglamento aprobado a finales del 2001, lo que le permitió a la empresa acumular un fondo a 
partir del momento que se introdujo el cobro (1999) y se iniciaron los contratos de pago (2002).  La 
empresa estableció un convenio mediante el cual la ACCVC recibe un monto (5 % anual del desembolso 
de PSA) para apoyar actividades de promoción, evaluación  técnica, seguimiento y control del programa 
de PSA y paga el servicio ambiental hídrico brindado por el Parque Nacional Braulio Carrillo (cuya 
extensión es de 373 ha) a las  microcuencas que abastecen las fuentes de agua potable que utiliza la 
empresa (ESPH, 2001).    
 
El reglamento incluye también el financiamiento del Programa PROCUENCAS, cuyo fin es la 
conservación y recuperación de áreas boscosas, a través de la administración de los fondos provenientes 
del cobro de la tarifa hídrica y el PSA, eso se coordina con el ACCVC-MINAE.  Este programa es parte 
de la Oficina Ambiental de la empresa. PROCUENCAS contará con el apoyo de un Comité Asesor, cuya 
función es vigilar el uso de los fondos y el desarrollo de los planes de trabajo de la empresa en torno al 
PSA.  Está integrado por tres miembros designados por cada una de las municipalidades socias de la 
empresa, dos representantes de la Junta Directiva de la ESPH, el director del ACCVC-MINAE que 
cumple una función fiscalizadora y un observador de FONAFIFO.  Aún no existen formas de 
organización en las comunidades que representen directamente los intereses de los usuarios que pagan la 
tarifa hídrica, se asume que sus voces se canalizan a través de los representantes designados por las 
municipalidades. 
 
                                                 
55 Por concepto de tarifa hídrica la proyección de ingreso de la ESPH se estimó para el año 2000 en  alrededor de 
$266.017 (88.317.738 colones)  (Defensoría de los Habitantes, REF.DAEC-008-2000, enero 2000). 
56  Entrevista con José Rodríguez , directivo de la ESPH, abril 2001.  
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Finalmente, en el año 2002 se inician los pagos por servicios ambientales, dentro de las modalidades de 
conservación y reforestación (ESPH-PROCUENCAS)57, que comprenden: 
• 8 contratos del programa de la ESPH-PROCUENCAS,  en una área de 100.9 ha (en promedio 
12.6 ha/ finca), con un desembolso de ¢1.817.000,00 ($ 5.236,31 al tipo de cambio promedio) y,  
• 4 contratos más mediante el convenio ESPH-FUNDECOR-Florida Ice and Farm-FONAFIFO, 
que cubren 311.77 ha. y cuyos pagos ascienden a $6.859.03. 
Con esta experiencia se inician una serie de aprendizajes y procesos nuevos para la gestión del recurso 
hídrico en la micro región, a través de lo cual se concreta un largo proceso de concertación con diversos 



















En síntesis, la empresa concentró esfuerzos en realizar estudios para aplicar el cobro de la tarifa hídrica y 
realizar cambios institucionales importantes en la gestión administrativa para garantizar el desarrollo de 
una Oficina Ambiental y de un programa específico para el PSA: PROCUENCAS.  Con esto se gestan 
también nuevas experiencias de concertación y participación, a través de los representantes de las 
municipalidades, como con instituciones sectoriales, a través de funciones de asesoría y vigilancia del 
comité asesor.  Los convenios institucionales con el ACCVC y la coordinación con FONAFIFO (con un 
papel de observador) tienen a estimular dinámicas de descentralización y desconcentración del MINAE.  
Al mismo tiempo, en el marco de la legislación existente, esta iniciativa procura agilizar procedimientos 
para el establecimiento de contratos de PSA.  
 
No obstante lo novedoso de la iniciativa para contar con una tarifa hídrica ambiental, la metodología 
empleada para establecerla no fue un procedimiento exhaustivo.  Algunos puntos críticos tendrán que irse 
abordando en la práctica, tal es el caso, por ejemplo de las dinámicas socio políticas relacionadas con la 
incidencia del PSA en el desarrollo micro regional y la integración de nuevas municipalidades como 
socios de la ESPH.  Los datos empleados para valorar el estado de los recursos naturales y la situación 
hídrica han debido actualizarse para validar aspectos básicos como la valoración de las variables 
ambientales y el análisis integral sobre dimensiones que indiquen tendencias y cambios ocurridos en  las 
condiciones hidrológicas; la situación actual de los diversos servicios ambientales, y las condiciones de 
tenencia y uso de la tierra son también aspectos que requieren de análisis más detallados.  El enfoque 
metodológico empleado para establecer la tarifa prioriza la valoración del costo de oportunidad con 
referencia al uso del suelo en bosques,  relegando las dinámicas de urbanización y de uso de tierra para 
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conservación del ACCVC, aspectos de suma importancia desde el punto de vista ambiental y con efectos 
relevantes en el uso turístico ascendente en la zona.   
 
En el ámbito de la gestión local, la valoración de servicios ambientales desde una óptica integral de largo 
alcance, tiene repercusiones en las estrategias municipales de ordenamiento territorial y en los procesos 
participativos de toma de decisiones sobre lo ambiental.  Es decir, estas iniciativas afectan el uso del 
territorio y posibles estrategias para generar una legítima participación de grupos de interés, municipios e 
instituciones que funcionan en la micro región de Heredia.  En este sentido, la capacidad de concertación y 
de valoración de los servicios ambientales -desde una óptica incluyente de las visiones de los diversos 
actores sociales y con criterios múltiples- por parte de la ESPH será sometida a prueba en los años 
venideros. 
 
7.1.4. Percepción de servicios ambientales por parte de dirigentes y autoridades locales 
 
Los cambios más notorios que perciben dirigentes comunales y alcaldes municipales entrevistados en los 
cantones de Heredia58, están relacionados con el aumento de la población, la forma desestructurada de la 
ocupación del territorio y las repercusiones en esto tiene en el uso inapropiado de los recursos naturales.  
Coinciden en que las  transformaciones sobre  áreas boscosas y zonas de protección de mantos acuíferos, 
se derivan de una administración ambiental ineficiente por parte de municipios e instituciones públicas.  
En su opinión, esto se manifiesta principalmente en la falta de controles y formas de  prevenir la 
disminución creciente de fuentes de agua y  caudales,  la calidad del recurso hídrico, la proliferación de 
pozos en nuevas urbanizaciones para extraer aguas subterráneas59 y  la contaminación de las fuentes que 
afectan la salud.   Es decir, se refieren de manera más directa a los efectos del servicio ambiental hídrico 
antes que a otros servicios ambientales (ocasionalmente se plantea la biodiversidad).  Esta percepción es 
coincidente con las tendencias de desarrollo y cambio señaladas anteriormente y refleja también que la 
información sobre servicios ambientales como tal, los mecanismos de valoración, cobro y pago son 
bastante desconocidos.    
 
Las opiniones vertidas sobre las estrategias de valoración y PSA indican que tanto dirigentes comunales 
como alcaldes están de acuerdo en que deben cobrarse servicios ambientales a la población,  con el fin de 
asegurar el sostenimiento del recurso hídrico, también para que los gobiernos locales compren las tierras 
necesarias para conservación y protección de cuencas y  nacientes en propiedades privadas, o  bien, para 
proteger el bosque para un manejo sano de los recursos, lo cual se cree que debe complementarse con 
campañas de educación ambiental, pero los contenidos de esto no se identifican específicamente por los 
entrevistados.    
 
En relación con el cobro de la tarifa hídrica,  manifiestan desacuerdo con los montos que se cobran 
actualmente, en el sentido de que debe prevalecer el principio de una “tarifa diferenciada, pues la gente 
pobre no puede pagar o debe pagar menos”60.  En cantones donde los servicios de agua son de manejo 
municipal, se considera que la tarifa es muy baja.  En contraste, en aquellos cantones donde funciona la 
ESPH, los entrevistados plantean opiniones de insatisfacción porque  estiman que hay “descontroles” y 
que el mecanismo puede llegar a resultar “un elefante blanco” si no se reinvierte en la comunidad de 
                                                 
58  En el mes de abril del 2001 se realizó un sondeo dirigido a alcaldes, funcionarios de las oficinas técnicas de las 
municipalidades, miembros de las comisiones ambientales de las municipalidades y de las asociaciones de desarrollo 
comunal.  Se logró entrevistar un total de 16 personas y se elaboró una “Sistematización de entrevistas a actores 
clave, 2001”, que fundamenta el contenido de las interpretaciones vertidas en esta sección.  Véase anexo 
metodológico. 
59  Las captaciones mediante pozos se realizan en urbanizaciones privadas y también lo hacen instituciones como 
ICAA y la ESPH.  A veces no se cumplen normas relacionadas con impactos ambientales.  
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manera tangible, les preocupa la morosidad y reclamos constantes de los usuarios del servicio de esta 
empresa.  
 
 Algunos opinan que “no se entiende el valor del agua” y que para valorar realmente los servicios 
ambientales debe darse más participación a las opiniones de la comunidad, inclusive convocar  plebiscitos; 
se considera también que podrían obtenerse recursos externos para conservación y protección, manejados 
por entidades como FUNDECOR, si ésta trabajara con los municipios. Una parte importante de los 
entrevistados desconoce las funciones del MINAE y de la Comisión Interinstitucional del Río Ciruelas-
Burío, no obstante, se les cataloga como entes pasivos, sin resultados tangibles en las comunidades.   
 
Los dirigentes comunales muestran una preocupación directa por la “pésima planificación municipal”, la 
pasividad con que estas asumen la dimensión ambiental,  la inexistencia de planes reguladores como 
mecanismo de planificación61 y la falta de iniciativas para la participación comunal, así como sobre la 
falta de recursos orientados a atender la problemática ambiental y de los servicios ambientales.  En la 
mayoría prevalece la opinión de que son las municipalidades las que deben asumir más directamente 
funciones ambientales y establecer  estrategias de servicios ambientales, con participación local y 
mediante una “integración de sectores para una labor conjunta”.  La mayoría de los consultados manifiesta 
reticencia en relación con estimular a  instituciones especializadas -como ICAA y la ESPH- a asumir 
funciones en este campo; algunos incluyen a la UNA como una entidad que podría participar más, con 
proyectos de extensión e investigación.   
 
En relación con todo lo anterior, las opiniones  no refleja una visión integrada y fundamentada sobre la 
gestión de los recursos a  nivel micro regional, ni se proponen estrategias de mediano o largo plazo. Lo 
anterior tiene relación con la forma en que se caracterizan las instituciones y organizaciones asociadas con 
los servicios ambientales, y también, con el sentido de localidad y territorialidad.   
 
Mientras los funcionarios municipales destacan que se ha avanzado en cuanto a cambios organizativos  y 
se cuenta con nuevo personal en funciones técnicas -en “oficinas de agua” e ingeniería-, los dirigentes 
comunales expresan preocupación por la pasividad, el descontrol y la falta de mecanismos o espacios para 
las auditorias ciudadanas o denuncias.  Señalan además, que el proceso político limita las 
responsabilidades de la administración y no se explica al pueblo lo que hacen entidades como la ESPH62.  
A las asociaciones de desarrollo comunal (ADC) se les percibe como entes pasivos y poco representativos, 
sin propuestas de largo plazo.    
 
En los cantones donde los municipios no se han integrado a la ESPH, los entrevistados perciben ésta como 
“contrapuesta a los gobiernos locales y con una administración cuestionable”;  algunos la catalogan como 
“una amenaza: se llevan el agua del cantón”, o porque  “compite en los sitios de captación, no tienen 
planes o políticas de reinversión claras”, también se le señala como “una organización ineficiente”, y otros 
desconocen sus políticas.   Donde la ESPH tiene mayor presencia –San Rafael- se le percibe como una 
entidad activa y solvente, que presta un servicio, pero que puede correr el riesgo de “burocratizarse”.  En 
contraste, en el cantón de San Isidro de Heredia, donde también opera, la percepción de la ESPH es más 
deteriorada y surgen opiniones de  desacuerdo para que esa entidad siga administrando el acueducto,  y se 
                                                 
61  En el período de esta investigación, sólo la municipalidad de Belén contaba con  un plan regulador aprobado,  éste 
es el gobierno municipal con mayores ingresos económicos y desarrollo de industrial en su jurisdicción. Se 
encuentran en proceso los de Santa Bárbara, Barva, San  Rafael y Santo Domingo.   
62 Aunque muchos dicen no tener información precisa sobre esta entidad, es a la que se le ubica más claramente y 
sobre la que más opinan los entrevistados, si tenemos en cuenta que también el MINAE cuenta con una estrategia de 
relación con las municipalidades y organizaciones comunales.  Por su parte, la ESPH tiene un programa de extensión 
y una oficina de divulgación. 
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han hecho manifestaciones de protesta pública a través de medios de comunicación masiva.63   La mayoría 
de las personas consultadas no tiene muy claro o desconocen las actividades realizadas por la Comisión 
Interinstitucional y consideran que el papel de los Comités de Salud y de las Comisiones Ambientales 
Municipales son muy pasivos, aunque creen que éstas mantienen una mayor frecuencia de coordinación 
con los gobiernos locales, debido a sus funciones.  Entre los alcaldes se encuentran opiniones que señalan 
que:  
... “falta conocimiento y educación sobre lo que hay que hacer”... y ubican una responsabilidad 
compartida de la situación actual: “los usuarios desperdician los recursos”...  
...“aunque se han hecho campañas ambientales, no han calado bien en las personas de la 
comunidad”... “ hay una gran pasividad y saturación de negativismo”; 
... “la comunidad denuncia la situación al gobierno local, pero las decisiones las toman otras 
instituciones (autoridades del MINAE, gobierno central ) sin tomar en cuenta a las 
municipalidades ”... 
Los dirigentes comunales se lamentan de la falta de organización  y pasividad comunal.  
 
En resumen, llama la atención la imprecisión con que todos los entrevistados se refieren a los procesos y 
mecanismos de valoración y PSA, así como también a las funciones que tienen las distintas entidades 
relacionadas con la gestión ambiental en sus localidades. Como se desprende del análisis precedente, se 
ubican con mayor facilidad funciones y responsabilidades de entidades locales,  asociadas sobre todo a la 
situación del recurso hídrico que es una necesidad más evidente y problemática.  En general se desconoce 
cual ha sido y cómo se proyecta a futuro la práctica de PSA en la micro región; en algunos casos, se 
relaciona la experiencia de plantaciones forestales (manejo) como facilitadora de deforestación y no se 
visualizan  propuestas o sugerencias concretas sobre el papel del sector empresarial a nivel micro regional, 
tampoco en relación a la forma de participación de la sociedad civil en instancias de consulta o toma de 
decisiones, en torno a la valoración y PSA64.   En general, los entrevistados tampoco manifiestan una 
capacidad propositiva compartida -legitimada o consensuada- para relacionarse con entidades que operan 
en la micro región y a nivel nacional en el campo ambiental y de PSA. 
 
7.1.5. Estrategias superpuestas y transformación del paisaje 
 
No obstante el acelerado y caótico desarrollo urbano en la formación socio ambiental de Heredia, en esas 
localidades persisten formas productivas y manifestaciones culturales de tradición campesina cafetalera, 
incluyendo la tenencia de la tierra65 en predios pequeños, la mayoría bajo formas campesinas capitalizadas 
o como fincas para ingresos complementarios, al lado de economías campesinas más pobres, subsidiadas 
por ingresos adicionales de los miembros de la familia que trabajan en actividades de servicios, en los 
centros urbanos o en las industrias.  También, en las partes altas se encuentran urbanizaciones para clases 
adineradas y grandes desarrollos turísticos, que conviven con pueblos pequeños con rasgos de cultura 
tradicional, influenciados por la modernidad.    
 
En el territorio se sobreponen políticas y estrategias de desarrollo, pues éstas  no se han logrado 
compaginar.  Se encuentran, por un lado, las iniciativas de conservación y desarrollo impulsadas por el 
                                                 
63  Aunque las opiniones “más sensibles” respecto a la ESPH provienen de entrevistados en el cantón de San Isidro,  
en otros cantones se expresa desconfianza con relación a la gestión de esta empresa, reforzándose concepciones 
localistas de propiedad del recurso y de que la municipalidad continúe administrando los acueductos y suministro del 
agua.   Estas opiniones pueden estar condicionadas por dinámicas de coyuntura en las localidades. 
64  El cantón de Belén cuenta con un plan ambiental más desarrollado, sin embargo la persona entrevistada estaba 
recién llegada y no aportó suficiente información .   En la municipalidad de Heredia también la información aportada 
fue escueta.  
65  Los datos sobre tenencia de la tierra en el país se encuentran sumamente desactualizados, debido a que no se ha 
realizado un censo agropecuario; la información es poco confiable, o no está disponible.  Los municipios están en 
proceso de actualizar sus registros de catastro. 
Gestión local y participación en torno al pago por servicios ambientales: estudios de caso en Costa Rica 
 103
ACCVC y FUNDECOR, con una dinámica bastante independiente de la gestión municipal en los cantones 
en torno a la gestión ambiental y al PSA.  Por otro lado,  instituciones nacionales, como el ICAA y el ICE, 
ostentan disposiciones jurídicas y estrategias de interés público nacional para atribuirse desarrollos en el 
área protegida (transmisión eléctrica, construcción de pozos para captar aguas subterráneas) y en las micro 
cuencas, sin mayor coordinación con el ACCVC o con los municipios.   
 
La situación de tenencia de la tierra  es un indicador poco claro a la hora de usufructuar de servicios 
ambientales y de gestar mecanismos de PSA.  Hasta el momento la prioridad dentro del ACCVC ha sido 
“conservar el bosque” o “el beneficio ambiental”, el tamaño de la finca no es un criterio relevante y dada 
la escasez de fondos disponible, ha operado la práctica: “el primero en tiempo, primero en derecho”.  De 
esta manera, la condición social no ha sido un tema de discusión para los fines propuestos con PSA: es 
más fácil manejar proyectos grandes, mientras que los “pequeños introducen muchos problemas que 
distraen”66.   
 
La aprobación de la tarifa hídrica de la ESPH, por parte de ARESEP, ilustra también la presencia de 
contradicciones o diferencias en torno a interpretaciones legales, aplicación de mecanismos y 
procedimientos administrativos en las distintas dependencias públicas que toman decisiones sobre el PSA.  
Ante esto, la ESPH ha mantenido una capacidad de respuesta y contra argumentaciones de naturaleza 
técnica, basada los estudios que se sustentan en un enfoque de valoración de costos económicos limitado, 
que requiere actualizar y ampliar sus alcances, para  explicitar las dinámicas socio políticas, así como la  
situación de tenencia de la tierra actual a la luz de estrategias negociadas de desarrollo67.   
 
En resumen, la ESPH se encuentra en el proceso de llevar a la práctica los criterios  para legitimar el cobro 
de la tarifa hídrica, el pago de servicios ambientales en esas micro cuencas y el funcionamiento de la 
comisión asesora del Programa PROCUENCAS, en medio de una dinámica en la cual no todos los 
municipios están motivados para integrase a la ESPH, sino que más bien se resisten a formar parte de ésta.  
Por el contrario, en los municipios se refuerzan iniciativas localistas para continuar administrando sus 
propios recursos hídricos  (Barva, Santa Bárbara, Belén, Flores) y la  Compañía Nacional de Fuerza y Luz 
(CNFL) mantiene la cobertura del servicio eléctrico en los cantones no administrados por la ESPH, que 
son la mayoría.  Unas de las aristas más débiles en esta situación es la falta de organización comunal  y de 
los usuarios directos de los servicios ambientales, frente a las propuestas tanto municipales, como de la 
ESPH o de entidades nacionales para integrar entes con una participación restringida a funciones de 
consulta.  
 
7.1. 6. Capacidad de organización social en la micro región  
 
Si bien, en estos cantones existe una importante cantidad de organizaciones comunales establecidas 
formalmente y con competencias sobre el uso de los recursos naturales, como asociaciones de desarrollo, 
comités de salud, de agua cantonales y comisiones ambientales municipales, consejos de distrito, las 
repercusiones de sus acciones en relación con la valoración y PSA, o de incidencia política para tomar 
decisiones en relación con la elaboración de políticas y estrategias en este campo es muy limitada.  Las 
organizaciones locales funcionan dentro de una dinámica lenta, con formas que restringen la participación 
a mecanismos de consulta y  no a la verdadera toma de decisiones, o a generar iniciativas propias para el 
manejo ambiental micro regional.  Solo una de las municipalidades de la micro cuenca cuenta con una 
oficina ambiental y es la misma que dispone de recursos para la gestión de su plan regulador (Belén).   
 
                                                 
66 Entrevista con el director del ACCVC citada anteriormente 
67 La opción de comprar tierras privadas para conservación puede ser difícil en zonas de alto valor turístico, 
urbanístico y productivo.  
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No obstante, la conflictibidad ambiental latente (y abierta en unos cantones) en relación con el uso del 
recurso hídrico y la situación de deterioro ambiental, se observa una tendencia a establecer negociaciones 
mediante el empleo de canales formales, sustentados en las leyes y con base en propuestas escritas.  Esto 
implican largos procesos de concertación, antecedidos por dinámicas de “sensibilización”, divulgación de 
información o de educación ambiental, con resultados poco visibles en el corto plazo.  Los acueductos y 
alcantarillados en estos cantones son viejos y las municipalidades tienen restricciones para cambiarlos, 
aunque promueven mecanismos para negociar estas limitaciones.  También existe poca apropiación de 
parte de las organizaciones de base sobre la gestión ambiental en general y en particular sobre los 
servicios ambientales, lo cual estimula manifestaciones de desconfianza hacia los mecanismos y entidades 
que promueven el PSA. 
 
En síntesis, la problemática ambiental y de valoración de PSA está expuesta a juicio público.  Sin 
embargo, la información disponible por parte de las comunidades locales para incidir y tomar decisiones 
es restringida. Los estudios con que cuentan las entidades responsables son  de carácter limitado y 
generalmente fragmentado.   El sentido de localidad que manifiestan voceros de los gobiernos locales y 
líderes comunales tiende a demandar una acción más transparente de parte de las instituciones que 
intervienen, las cuales se perciben bastante alejadas del acontecer comunal, sin embargo, aunque existe un 
marcado interés en coordinar acciones, el seguimiento de acuerdos o compromisos es sumamente lento.  
Finalmente, la relación del PSA con estrategias integrales de gestión del desarrollo local es un tema 
novedoso dentro de las políticas y estrategias de las instituciones públicas, o es manejado como un 
apéndice, dentro de formas organizativas centralizadas donde estas comunidades urbanas tienen poca 
injerencia.  
  
7.1.7. Conclusiones  
 
La introducción de la tarifa hídrica ambientalmente ajustada a los usuarios del servicio de agua potable de 
la ESPH muestra un proceso de innovación en la gestión de servicios públicos relacionados con el recurso 
hídrico.  Esto es posible al cabo de un proceso histórico, de  más de cincuenta años, en una formación 
social particular ubicada en un área del territorio pequeña, en un contexto urbano en el que prevalecen 
rasgos de cultura rural cafetalera, donde han existido condiciones ambientales favorables para el acceso al 
agua, y también, para reconstruir aprendizajes y conocimientos sociales acumulados, en coordinación con 
los municipios interesados y bajo condiciones en las cuales existe un  desarrollo social alto, según los 
parámetros nacionales.   
 
La experiencia de valoración, cobro y pago de servicios ambientales permite reconocer algunos factores 
críticos de éxito y desafíos  de una empresa  que opera en el marco del derecho privado: 
 
 Está presente una capacidad propositiva técnica y de negociación política de la empresa ante las 
demandas y conflictos sociales establecidos por los usuarios para contar con servicios de mejor 
calidad.  Ha incorporando mecanismos de consulta en momentos críticos de toma de decisiones, 
aprovechando la dinámica del mercado y al mismo tiempo, el nivel de “conciencia ambiental” 
existente en la población.   
 Ha logrado mostrar ante las autoridades competentes que los usuarios del agua potable están 
dispuestos a pagar por un mejor servicio y proteger el ambiente mediante una tarifa hídrica ambiental; 
también,  ha desarrollado procesos cuyos costos de operación resultan en tarifas de mercado más bajas 
en la venta de electricidad, lo cual es atractivo incluso para el sector empresarial. La ESPH tiene la 
solidez para operar por sí misma un fondo de financiamiento para la protección y recuperación de 
cuencas (PROCUENCAS) que incluye el mecanismo de PSA, educación y gestión ambiental, 
actualización de estudios sobre recursos biofísicos, y muy importante, procura una imagen de 
transparencia al integrar un comité consultor vigilante del proceso, integrando las direcciones del 
MINAE con responsabilidades en este campo (SINAC-ACCVC y FONAFIFO).  
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 Ha aprovechado las oportunidades de gestión social de los servicios públicos para enfrentar cambios 
normativos (legales), administrativos, organizativos y tecnológicos, desde una óptica de flexibilidad 
para adecuarse a las demandas de competitividad, impulsadas en buena medida por estrategias de 
globalización, por la institucionalidad y políticas ambientales nacionales, así como por coyunturas 
favorables a los fines de la empresa.  Tal es el caso específico de la presencia de un sistema nacional 
de servicios ambientales que funciona y tiene historia, dentro del cual la ESPH toma una posición con 
base en su iniciativa relativamente independiente de los canales institucionales del FONAFIFO.   
 Cuenta con recursos y capital humano con disposición y conocimientos para generar y conducir 
cambios e innovaciones organizativas y tecnológicas, así como estudios de base.   
 La introducción de la tarifa hídrica es un mecanismo generado como iniciativa  local que aporta al 
proceso de desarrollo del sistema nacional de servicios ambientales.  Sin embargo, experiencias como 
estas deben estar enlazadas con el desarrollo de políticas nacionales en este campo y, esta experiencia 
indica que se requiere de una gran voluntad de coordinación entre los distintos niveles de gestión, 
valoración y PSA para superar las contradicciones existentes, por ejemplo en relación a la aplicación y 
administración de los mecanismos financieros, en el sentido de que la descentralización puede generar 
fricciones o interpretaciones contrapuestas entre los intereses locales y la normativa nacional.     
 
Existen también algunas condiciones que pueden llegar a convertirse en amenazas para los desafíos de 
desarrollo de la empresa en el mediano y largo plazo, por ejemplo: 
 
 Una es el hecho de aplicar el cobro de la tarifa hídrica y el pago de PSA sin tener estrategias 
legítimamente negociadas y concertadas a nivel micro regional.  Este es un punto sensible si se toma 
en cuenta que dos terceras partes de los municipios no son socios de la ESPH, la mayoría no tienen 
estructuras idóneas de gestión ambiental y los concejales son objeto de las dinámicas políticas locales.  
Tampoco los dirigentes comunales parecen tener una visión clara de las proyecciones futuras del PSA 
y los beneficios que puede ofrecer la empresa para el desarrollo micro regional.  Autoridades y líderes 
son recelosos del usufructo del patrimonio natural, de los derechos locales, de los mecanismos de 
redistribución de beneficios y existe desconfiaza hacia posibles aumentos tarifarios si eventualmente 
el servicio de agua y acueductos pasara a manos de la ESPH.   
 Así también, se adolece de procesos de planificación y gestión participativa desde las bases de las 
comunidades, y en particular, de mecanismos de organización de los usuarios y defensa de sus 
derechos como consumidores. De hecho, los usuarios de la ESPH no tienen una representación directa 
en las instancias de toma de decisión.  
 Otro aspecto vulnerable son las metodologías de valoración de los servicios ambientales elaboradas  
hasta ahora, pues éstas han requerido de investigaciones complementarias para actualizar la situación 
real de la dinámica del recurso hídrico en relación con los ecosistemas y el conjunto de los diversos 
servicios ambientales.  El análisis de la situación de tenencia y uso del territorio, la disposición de 
aguas servidas y desechos, así como la percepción de los diversos actores sociales que interaccionan 
en la micro región sobre los servicios ambientales y las dinámicas ambientales en su conjunto, son 
parte de un proceso que requiere esfuerzos interpretativos más integrales, para pasar a concertar las 
diversidades y los intereses localistas, en aras de una proyección de futuro compartida. 
 
Las  “dinámicas superpuestas” entre municipios, instituciones públicas y privadas, y  organizaciones 
sociales en relación con el uso del territorio y de los servicios ambientales, es un factor socio político que 
genera gran preocupación entre los diversos actores sociales, y es una fuente latente de conflictos.  Sin 
embargo, esta dimensión tiende a abordarse formalmente, es decir, principalmente en relación a cambios 
legales y administrativos –que son necesarios-, sin que medien aun  mecanismos ambientales de 
planificación y regulación territorial legitimados a través de procesos de concertación a nivel local, 
microregional y regional (GAM), lo que supondría un mayor análisis de los intereses de los actores 
sociales para negociar y una voluntad política para dedicar esfuerzos y recursos para concertar.  No 
obstante dirigentes comunales y autoridades locales perciben la problemática real, los procesos de 
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articulación de necesidades, demandas y ofertas  son lentos y a veces no se dispone de la información 
idónea que estimule una  auténtica participación de la sociedad civil. Esto favorece localismos -en 
divisiones político administrativas cercanas- que retrasan una visión estratégica micro regional articulada 
con las políticas nacionales ambientales y de servicios ambientales.   
 
Finalmente, el estudio de caso muestra que existe una gran desinformación por parte de las organizaciones 
de base y autoridades locales sobre el tema de los servicios ambientales.  También, sobre lo que acontece 
en relación a los mecanismos de valoración y pago en el ámbito micro regional, y con relación al potencial 
que ofrecen las actuales formas de participación en la gestión ambiental.  Potenciar iniciativas locales 
como estas pasa por procesos de enlace y concertación, desarrollando el potencial y las potestades 
normativas que tiene el régimen municipal.   
 
Aún está por verse quién se beneficiará  del PSA por parte de la ESPH y las estrategias de relación con los 
diversos actores para promover el desarrollo sostenible, sobre todo si se tiene en cuenta que la valoración 
propuesta hasta ahora destaca las tierras en uso ganadero y en bosques, aún cuando las tierras en 
conservación (ACCVC) son importantes, al igual que los terrenos de uso turístico y las urbanizaciones 
para clases adineradas localizadas en la cuenca alta.  De esta manera, el beneficio para pequeños 
propietarios o para desarrollar zonas verdes comunales requiere de más análisis y gestión participativa 
para nuevas negociaciones.  
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Anexo 7.2 
Segundo estudio de caso  
 
El PSA a productores en la cuenca del río Sarapiquí 
 
Este estudio de caso refiere parte de la experiencia del pago de servicios ambientales a pequeños 
productores del cantón de Sarapiquí, que cubre cerca del 82 % del territorio de la provincia de Heredia, 
separado de la zona central por las montañas incorporadas al Area de Conservación de la Cordillera 
Volcánica Central (ACCVC).  El cantón comprende 2.340 km2  y es el más grande de la provincia de 
Heredia, donde habitan unas 45.218 personas, con una densidad de población de 19.3 habitantes por Km2 
(INEC: Censo Población, 2000).  En esta micro región diversas instituciones estatales desarrollan 
estrategias y acciones amparadas en leyes, reglamentos y decretos que resultan contradictorias entre sí, y 
con los intereses de las fuerzas sociales comunales.  Esto se debe en  parte a que las estrategias de gestión 
ambiental y energía funcionan de manera descoordinada de las de otros sectores.   
 
Por un lado, las políticas de desarrollo rural ubican las tierras de los asentamientos campesinos otorgadas 
por el Instituto de Desarrollo Agrario (IDA)68, y de propietarios privados, como la base para elevar la 
productividad agropecuaria; y por otro lado, el MINAE-SINAC-ACCVC impulsa el desarrollo sostenible 
de las mismas, incluyendo el PSA.  En Sarapiquí históricamente las políticas agropecuarias han 
estimulado el cambio de uso del suelo de bosques para dar paso a la expansión de grandes plantaciones 
bananeras69 y ganaderas, así como asentamientos campesinos, lo cual tiene como consecuencia el cambio 
del paisaje, el  uso de tecnologías y el desarrollo de nuevas relaciones sociales. No obstante, existen aún 
considerables extensiones de bosques primarios y secundarios que atraen los intereses del sector forestal, 
una belleza escénica y gran riqueza de biodiversidad que estimulan el desarrollo ecoturístico y de 
investigación.   
 
El Centro Agrícola Cantonal de Sarapiquí (CACSA), que opera desde mediados de 1980, es una  
organización que aglutina a productores  pequeños y desarrolla un programa de PSA en el que participan  
alrededor de 120 parceleros70.  El programa se ha ejecutado en estrecha vinculación con la Fundación para 
el Desarrollo de la Cordillera Volcánica Central (FUNDECOR), que brinda asistencia técnica al CACSA.    
Por su parte, las empresas hidroeléctricas privadas que funcionan en afluentes del  río Sarapiquí, río 
Volcán y Don Pedro, también han desarrollado  mecanismos de PSA como parte del manejo de micro 
cuencas para mantener la calidad y cantidad del agua para la producción hidroeléctrica.  También, 
FUNDECOR tiene otros proyectos individuales de PSA con productores pequeños, medianos y grandes. 
 
En Sarapiquí, entre 1997 y el año 2000, se incorporaron un total de 11.217 ha al programa de PSA y la 
inversión se estima en US $ 1,862,957.1, orientada a 164 productores (Cuadro No.7.2.1). En términos 
totales, el área afectada por todos los programas de PSA y el número de productores disminuyó.  El 
principal destino de los fondos ha sido para proyectos de protección de bosque, en el que han participado 
una importante cantidad de pequeños y medianos productores71; sin embargo, el área reforestada se 
                                                 
68 Las decisiones sobre el uso potencial de las tierras adquiridas por el IDA y distribuida en asentamientos 
campesinos tienen fundamento en interpretaciones jurídicas, tanto del IDA, como del MINAE.  Sin embargo, la 
situación de las “tierras de bosque” de los asentamientos campesinos no se ha resuelto con claridad.  Priva la visión 
de que el IDA es quien tiene las competencias administrativas del caso (MINAE-DM-1866-2000; IDA DAJ-567-99).   
69  El Plan de Expansión Bananera (de 1985)  se relaciona con estrategias macroeconómicas de comercialización y se 
traslapa con iniciativas de conservación y desarrollo sostenible en el país.  
70 Información suministrada por Víctor Araya, ingeniero forestal de CACSA  
71  No obstante los esfuerzos realizados con FUNDECOR, ACCVC y FONAFIFO para obtener  información 
desagregada para establecer con mayor precisión las características de la participación (número y área por programa)  
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cuadruplicó en esos años, el número de beneficiarios se redujo casi a la mitad.  En contraste, el programa 
de reforestación se cuadruplicó en ese período, mientras que los recursos destinados a manejo de bosque 
disminuyeron radicalmente, ya que este rubro se excluyó del programa nacional en el año 2000, aunque se 
volvió a incluir en el año 2001; el programa de manejo de bosque, generalmente estuvo orientado a fincas 
más grandes72. Esto refleja que las estrategias de PSA han estados sometidas a constantes cambios y a la 
voluntad política del gobierno para asignar fondos, por lo cual los parceleros afiliados al CACSA asumen 
el PSA como una actividad  complementaria o adicional a las actividades productivas de subsistencia 
tradicionales.  
 
En el análisis se destaca la dinámica del contexto local y sub regional,  donde surge la  conflictividad 
socio ambiental derivada de las luchas comunales frente a la expansión del  desarrollo energético 
hidroeléctrico –como parte de planes nacionales- y los traslapes intersectoriales, lo cual tiene efectos en 
las condiciones de vida de los pobladores.  Se ilustra la a relevancia que tiene para la comunidad la 
identificación de intereses locales en relación con el valor de los servicios ambientales asociados al 
recurso hídrico y la conservación del bosque, lográndose una importante movilización y participación de 
líderes y grupos organizados, a la luz de lo cual se generan mecanismos innovadores para regular la 
cuestión ambiental y el acceso a los servicios ambientales. Uno de los procesos significativos para estas 
comunidades fue la convocatoria al plebiscito, a finales del año 2000, con lo cual se sintetiza un proceso 
de lucha ambiental y de gestación de nuevas relaciones entre instituciones y organizaciones. La 
municipalidad empieza a asumir mayores responsabilidades en la gestión de recursos ambientales, a través 
de la creación una Comisión Mixta para concertar acciones y ejecutar el plebiscito.  También se fortalece 
la Oficina Ambiental (creada desde 1998) a través del proceso de elaboración de un plan de desarrollo del 
río Sarapiquí conceptualizado como “monumento nacional”, que es una categoría de área protegida que 
puede ser administrada por el gobierno local. 
 
7.2.1. Tendencias de desarrollo y transformación del paisaje en Sarapiquí   
 
El cantón de Sarapiquí  se localiza en el espacio de transición entre las regiones Huetar Norte y Huetar 
Atlántica. Los habitantes se concentran en centros poblados donde convergen las relaciones económicas y 
productivas, como Puerto Viejo, La Virgen, Río Frío, Horquetas y San Miguel (Figura No.7.2.1.). Tiene 
condiciones muy lluviosas durante todo el año, la humedad relativa promedio oscila entre 85 y 90%, y la 
temperatura anual es de 25°C, mientras que la altura media es de 100 metros sobre el nivel del mar.  Los 
suelos son volcánicos y aluviales medianamente profundos, con drenajes imperfectos.  El potencial 
agrícola es variable, en algunas partes el mismo es de escasa fertilidad para cultivos y pastos, el 35% de 
los terrenos corresponden a fértiles llanuras aluviales  aptas para cualquier uso del suelo (Mora, 1992).   
Sobresale la llanura del río Sarapiquí y sus afluentes, dando origen a una cuenca fluvial cubierta por  
árboles muy altos y tupidos.  El sotobosque es rico en algas, líquenes, hongos, helechos y plantas 
características de estos paisajes.  Esta cuenca  recoge las aguas de la parte norte de la Cordillera Volcánica 




Figura No. 7.2.1.  Ubicación de la cuenca del río Sarapiquí 
                                                                                                                                                              
de productores pequeños y medianos que han participado en cada uno de los programas,  no fue posible obtener 
datos, pues éstos se encuentran sin procesar en los expedientes correspondientes o no se facilitan los datos 
solicitados, pues se considera que es información confidencial.  Esto representa una limitación de la investigación en 
términos cuantitativos, por lo que en el análisis se recurre a información cualitativa. Los criterios para establecer qué 
es un productor pequeño varían en cada micro región del país. 
72 En Términos brutos, FUNDECOR estima una reducción de las tasas deforestación en sus áreas de trabajo del 5.9% 
(1986-1992), a -0.7% (1992-1996) y a -2.7 % (1996-2000), En:  Acuerdo contractual FUNDECOR-ESPH,  2002. 






Como resultado de los movimientos de ocupación de tierras, por parte de ex obreros bananeros y grupos 
campesinos,  se establecieron veintidós asentamientos campesinos con apoyo del IDA, entre los años 1970 
y 1980.  Estas economías campesinas han convivido con las grandes extensiones de cultivos dedicados a 
la agroindustria y a la ganadería extensiva, y han tenido que enfrentar las dinámicas del ajuste estructural.  
Parte de la tierra de los pequeños productores se dedica a la producción agrícola de tubérculos, palmito, 
pimienta, plantas ornamentales y granos básicos, también dedican tierras a la reforestación y  mantienen 
algunos “parches de bosque” para protección de acuíferos.  .    
 
Las primeras formas de ocupación económica se remontan a los años 1940, cuando el  Estado facilitó la 
colonización como una necesidad de controlar el territorio fronterizo y colonizar tierras prácticamente 
deshabitadas.  Las fincas familiares de subsistencia  tuvieron escasa integración a la economía nacional 
debido a lo incomunicado de estos territorios.  En la década de los años 1970, se establecieron grandes 
fincas ganaderas y se inició la explotación forestal, seguida del enclave bananero en la década siguiente.  
Se estima que el fomento bananero en la región, después de 1985,  abarcó casi 50.000 ha, lo cual generó  
significativos incrementos demográficos, impactos ambientales,  y sociales, seguidos de una época 
recesiva de la actividad bananera y de aumento del desempleo, así como nuevos procesos de 
recampesinización y permanentes demandas e invasiones de tierras para trabajar y vivir (Rivera, 1994).  
 
Campesinos sin tierra y con economías de subsistencia, aprovecharon las vías de comunicación 
establecidas para la expansión bananera e invadieron grandes fincas ganaderas.  Luego de períodos de 
tensión y enfrentamiento, para aliviar las presiones  sobre la tierra, el IDA estableció los asentamientos, 
algunos de ellos, en terrenos con suelos de mediana fertilidad.  Así, campesinos y  exobreros pasaron a ser 
parceleros, y sus familias se han mantenido como una forma de reserva de fuerza laboral asalariada para la 
actividad bananera, y también para otras compañías productoras de piña y plantas ornamentales. Esta 
dinámica de conflictividad y demanda de tierra se mantiene, junto a la permanente inmigración de 
nicaragüenses en la región norte, en busca de trabajo en el campo agrícola.  Las organizaciones estatales 
han hecho diversos intentos por motivar e incentivar a  los pequeños propietarios para que incursionen en 
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productos agrícolas para la exportación73, no obstante han resultado en fracasos, descontento y 
desconfianza de los productores hacia las  organizaciones gubernamentales.   
 
La reforestación, como actividad productiva en la micro región se inicia también en los años setenta,  
luego el Estado pone en práctica el sistema de incentivos para contrarrestar los avances de la frontera 
agrícola (Segura y Miranda, 1998).  Posteriormente se introducen el manejo forestal y la conservación 
como alternativas de producción, y el incentivo para el manejo forestal dirigido especialmente a pequeños 
productores.   A partir de 1996 se inicia el PSA, el cual tiene dentro de sus metas la revalorización del 
bosque, más allá de la extracción tradicional de la madera. Con la creación del PSA, la actividad forestal 
toma importancia como actividad económica atractiva, con efectos positivos en la transformación del 
paisaje y mantenimiento del bosque.   
 
Los pequeños productores afiliados al CACSA se interesan en la reforestación como una actividad 
productiva adicional que les permite recibir nuevos ingresos.  Sus parcelas son de unas 10 ha, mientras 
que el promedio de fincas en la micro región varía entre 50 y 70 ha. De acuerdo con el director ejecutivo 
de CACSA74, aunque hay experiencias negativas respecto con la incursión de productores agrícolas en 
reforestación, la experiencia de los productores afiliados  refleja que mediante el PSA se han diversificado 
las posibilidades productivas y se han mejorado las condiciones de vida de los productores.  La 
explotación tradicional del bosque  ha evolucionado hacia un manejo sostenible de los ecosistemas 
forestales, al mismo tiempo que la conservación tiende a  valorizar el bosque.  Consecuentemente, el PSA 
ha impulsado la transformación del paisaje de pasto a bosque y ha motivado a los productores a no hacer  
cambio de uso del suelo.     
 
El desarrollo más reciente del turismo es una forma de uso de los servicios ambientales.  La Organización 
de Estudios Tropicales  (OET) -pionera del turismo científico-, promueve programas de educación 
ambiental que han influenciado la forma en que los jóvenes locales y turistas perciben los recursos 
naturales.  Las estrategias de FUNDECOR, de la Asociación para el Bienestar de Sarapiquí (ABAS) y 
otras oenegés, han contribuido al desarrollo del turismo. Se estima que alrededor de unas dosciento 
cincienta personas de las localidades dependen directamente de esta actividad y que en Sarapiquí se 
reciben unos 50.000 turistas anualmente75.   El turismo científico, de aventura -en los rápidos del  río 
Sarapiquí y sus afluentes-  y ecológico son característicos..  
 
7. 2. 2. Entre bosques y organizaciones    
 
En la cuenca del río Sarapiquí, convergen distintos actores sociales locales, regionales y nacionales, con 
intereses divergentes en cuanto al desarrollo sostenible.  Ellos sustentan enfoques contrastantes sobre las 
condiciones y formas de utilizar los recursos naturales y sus ecosistemas de soporte, para la producción de 
energía hidroeléctrica, lo mismo que sobre  interpretaciones a la hora de aplicar la normativa jurídica que 
establece el principio de que “el agua es un bien de dominio público”.  También existen  opiniones 
contrapuestas en relación con las iniciativas de PSA provenientes de entidades privadas y públicas (con 
recursos nacionales y externos), para la conservación y manejo del bosque.  Diversas organizaciones 
locales han manifestado su oposición al desarrollo o ampliación de represas hidroeléctricas, y han luchado 
por incluir la participación de  sus comunidades en la toma de esas decisiones ambientales que afectan su 
                                                 
73 Los cultivos de plátano,  palmito, plantas ornamentales, pimienta son buenos ejemplos de lo anterior. La pimienta 
fue introducida a principios de los 1990, los bajos precios en los mercados hizo que los pequeños productores 
abandonaran la actividad.  En este momento alrededor de 70 pequeños productores se han entusiasmado nuevamente 
con el cultivo como opción rentable  (trabajo de campo  noviembre, 2000) .  
74  Entrevista con Pedro Rojas, mayo 2001.  Entrevista con Pedro González. FUNDECOR-coordinador Sarapiquí, 
mayo 2001. 
75 Comunicación personal con Rocío López, directora ejecutiva de ABAS 
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desarrollo76 y transforman las formas de acceso a los recursos. Como resultado, se experimentan 
situaciones ambientales conflictivas.  
 
Uno de los procesos más relevantes para estas comunidades fue la convocatoria al plebiscito, a finales del 
año 2.000,  con lo cual se para la construcción de una represa hidroeléctrica de la ESPH y se generan 
nuevas relaciones entre instituciones y organizaciones.  La municipalidad  asume mayores 
responsabilidades en la gestión de recursos ambientales, a través de la creación una “Comisión Mixta” 
para concertar acciones y ejecutar el plebiscito; también fortalece la Oficina Ambiental (creada desde 
1998) a raiz de la elaboración del plan de desarrollo del río Sarapiquí como “monumento nacional”.  Esto 
constituye una innovación a nivel nacional, pues las municipalidades tienen una débil gestión ambiental, 
además, inicia la recaudación del impuesto forestal -ante el MINAE- sobre la madera aserrada en el 
municipio, para ser utilizado en proyectos forestales del gobierno local; al mismo tiempo,  prepara un 
reglamento para sustentar las potestades legales del gobierno local, logrando el apoyo del MINAE, 
FUNDECOR y otros, para orientar una gestión ambiental más eficiente77.  
 
Por su parte, la empresa hidroeléctrica Energía Global incorporó un total de 1,583.82 ha dentro del 
programa de PSA,  distribuidas en  las cuencas de los ríos Volcán y San Fernando, en un monto estimado 
en US $33, 595.30 entre 1997 y el año 2000. Dentro del desarrollo de “fuentes energéticas limpias” del 
Plan Nacional de Desarrollo Energético (PNDE), impulsado por el ICE y MINAE, a partir de 1998, se 
promovió la instalación de una nueva represa de generación hidroeléctrica privada de la ESPH: el 
“Proyecto Hidroeléctrico La Virgen” (PHLV).  Esto  generó  enfrentamientos sociales y en un período de 
unos tres años se articularon dos fuerzas, a favor y en contra del proyecto, teniéndose que resolver por la 
vía de la consulta popular del plebiscito.  
 
Como resultado de la trasformación del uso del suelo hacia actividades productivas, a través de las 
políticas de desarrollo forestal se impulsó el pago de incentivos y servicios ambientales. De esta manera 
aparecen entidades institucionales relacionadas con la aplicación de políticas, estrategias de desarrollo y 
normativa jurídica, que intervienen  directa e indirectamente. Como se ha indicado, los programas de PSA 
involucran a pequeños y medianos productores independientes, muchos de ellos parceleros del IDA 
organizados bajo el CACSA, así como otros relacionados con las empresas hidroeléctricas.   Del total que 
cada productor recibe por concepto de PSA, a la organización le queda el 18% para cubrir gastos 
administrativos y de asesoría técnica, lo cual es uno de los factores que ayudan a mantenerla activa.  
 
La presencia de oenegés ha tenido efectos en las dinámicas ambientales. ABAS, creada en 1990, ha 
jugado un papel protagónico; mantiene estrechos vínculos con el movimiento ambientalista nacional -a 
través de la Federación Costarricense de Organizaciones Ambientales (FECON)-, con  organizaciones 
comunales y la municipalidad.    Por su parte, la Red Nacional de Reservas Privadas, que también forma 
parte de FECON, tiene afiliados en Sarapiquí y se mantiene vigilante de los intereses conservacionistas y 
de desarrollo del turismo ecológico.  Otros grupos como las COBIRENAS, la Asociación Centro de 
Capacitación del Noratlántico  e incluso la Guardia de Asistencia Rural, se integran a las sinergias 
ambientalistas.   El sector privado también se incorpora, destacándose las empresas y organizaciones 
dedicadas al desarrollo del turismo,  como la OET, además de otros grupos Asociación de Boteros y la 
                                                 
76  En la región Huetar Norte, algunas  organizaciones locales han mantenido un frente de lucha contra la expansión 
hidroeléctrica incontrolada, debido a la ausencia de planes de manejo por cuencas  y la minería del oro a cielo 
abierto.  El Plan Nacional de Energía considera la existencia de 13 proyectos en la región, hay 6 en operación: Don 
Pedro, Doña Julia, El Angel, Volcán,  Toro 1 y Toro 2 .  Cfr “Declaración de Florencia”, en Ambien-Tico No. 69, 
Abril 1999:8-9.  Por su parte, las comunidades indígenas en la Región Brunca también argumentan violación a las 
leyes  y fraccionamiento de ecosistemas en el caso del Proyecto Hidroeléctrico Boruca (AmbienTico No. 91, abril 
2001:22) 
77 Entrevista con Gilbert Canet, director de DECAFOR-MINAE, junio 2001. 
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Cámara de Turismo local, que bajo algunas circunstancia se relacionan con organizaciones de productores 
agropecuarios y de comerciantes. 
 
FUNDECOR tiene un papel relevante en el diseño de proyectos y mecanismos de implementación 
conjunta para el  desarrollo limpio en la micro región.  Se creó en 1989 con el apoyo del MINAE, se le 
dotó de recursos para administrar y ejecutar una donación de cinco millones de dólares aportados por la 
Agencia Internacional para el Desarrollo (AID), con el fin de incidir en proyectos de desarrollo sostenible 
y enfrentar la deforestación.  Ha jugado un papel relevante en procesos de capacitación y organización del 
sector forestal en la región.  Además, el gobierno mantiene una importante representabilidad en la zona, 
destacando oficinas locales de ministerios: MSP, MINAE, IDA, MAG, MEP.   Existe una influencia de las 
iglesias católica y cristianas en la organización social y se identifican un centenar de asociaciones de 
desarrollo comunal, asociaciones solidaristas y sindicatos (Miranda, 2001). 
 
7. 2. 3. El acceso al servicio ambiental  hídrico es  objeto de consulta popular  
 
A raíz de la emergente convulsión social, a partir de 1993, la Municipalidad de Sarapiquí conformó  una 
comisión mixta con el propósito de analizar la construcción de una nueva represa hidroeléctrica sobre la 
cuenca media del río Sarapiquí, en la zona de transición entre el volcán Barva y la llanura coluvio aluvial 
de la cuenca baja del río Sarapiquí (Heredia Hoy, 29-01-1999: 4).  Luego de un trabajo de concientización 
y de campañas informativas por parte de las distintas fuerzas de interés, la comisión mixta propone 
someter a juicio popular el tipo de modelo de desarrollo económico que se quiere implementar en el 
cantón:  el plebiscito78 es avalado y se llevó a cabo a finales del año 2.000, convirtiéndose en una 
innovación nacional en esta materia79.    
 
La ESPH pretendía construir, a la altura de La Virgen, un embalse para generar 30 megavatios de energía, 
por un costo total de 55 millones de dólares.  Mediante la Planta Hidroeléctrica La Virgen (PHLV), la 
ESPH utilizaría 42 m3 de agua por segundo del río Sarapiquí y 8 m3 agua del río Poza Azul.  Las aguas 
serían transportadas mediante canales abiertos hasta un embalse de 580,000 m3 de volumen útil.  Las 
obras de infraestructura se desarrollarían en 237 ha y el área global sería de 700 ha.  Adicionalmente, de 
acuerdo con el Plan Nacional de Energía (PNE) del ICE,  sobre la microcuenca de dicho río se proyectan 
trece nuevos proyectos en el corto y mediano plazo (Aguilar, 1998).   Después de tres años de reuniones, 
discusiones públicas y tensiones, en el plebiscito  del 24 de setiembre del año 2000 los ciudadanos80 
emitieron su voto contra la construcción de la represa. La oposición se sustenta en argumentos que 
esgrimen preocupación por los cambios físicos que ocurrirían en el caudal del río, lo cual afectaría de 
manera negativa la biodiversidad de la cuenca y actividades económicas y el turismo.  Como resultado, se 
declara la cuenca del río Sarapiquí Monumento Histórico Nacional y se conforma un corredor biológico 
entre la Reserva Biológica La Selva y el río San Juan, hacia la frontera con Nicaragua, como parte del 
Corredor Biológico Mesoamericano.  
                                                 
78 Un plebiscito es un instrumento jurídico político que tienen las municipalidades para buscar la  concertación y la 
consulta popular respecto con un tema o problema que afecte la colectividad en una comunidad.  El plebiscito tiene 
su sustento legal en la Ley de Planificación Urbana (No. 4240 del 15 de noviembre 1968).  Esta ley faculta a las 
municipalidades a convocar a un plebiscito para discutir primero y luego someter a votación cualquier tema o 
problema que afecte a la colectividad 
79 Posteriormente, otros municipios han convocado plebiscitos para recoger la opinión sobre la construcción de 
represas o embalses.  En  la Zona Protectora de los Acuíferos de Guácimo los ciudadanos se manifestaron en contra 
(28 octubre, 2001). 
80 Se estima que un 93% de los votantes dijeron NO a la hidroeléctrica (Heredia Hoy, 29-01-99:4) La oposición de 
comunidad se sustenta en el “Estudio de Impacto Ambiental  del Proyecto Hidroeléctrico la Virgen”, elaborado por 
Mérida Consultores S.A. y  presentado a SENARA en 1998.  La ESPH  compra la energía al ICE para distribuirla 
en algunas comunidades de la provincia de Heredia.  
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         Resultados del plebiscito  son producto de la interacción de elementos fundamentales: 
 
• La Comisión Mixta, con apoyo municipal, socializa la idea de que las represas son “un nuevo modelo” 
de desarrollo que viene a sustituir al modelo del desarrollo tipo “enclave bananero”. 
• Desarrollo de un proceso de concientización, educación, información ambiental de la población de 
Sarapiquí por influencia de organizaciones ambientalistas, de turismo científico, programas estatales y 
oenegés locales. 
• Experiencia organizativa con base en la organización social, como herencia de los movimientos 
campesinos y sindicatos bananeros de décadas atrás.  Aprendizajes acumulados y nuevas visiones  
para generar alianzas estratégicas a nivel  regional y nacional. 
• Combinación de mecanismos de fuerza, negociación y de presentar una visión de desarrollo de largo 
plazo por parte de la Comisión Mixta. 
• Voluntad y conocimiento de las organizaciones de utilizar distintos mecanismos como: recursos 
legales existentes para discutir asuntos que afectan a la colectividad; volantes informativos, eventos de 
movilización colectiva,  eventos de educación e información; mesas redondas en la localidad y a nivel 
nacional. 
• Efervescencia ambiental nacional y local.   
• Iniciativa para innovar e implementar el mecanismo de consulta popular, con apoyo técnico-jurídico 
adecuado. 
• La disposición de la municipalidad a asumir un rol en la gestión ambiental y fortalecer sus 
competencias creando la Oficina Ambiental Municipal, y un reglamento de funcionamiento. 
 
En los años previos al plebiscito, se destaca el liderazgo ABAS. Esta logró articular las  críticas de grupos 
y líderes de la sociedad civil a las estrategias promovidas para  el desarrollo81 de Sarapiquí por actores 
externos.  Esta organización había elaborado estudios y convocado a encuentros para analizar la 
problemática de la expansión bananera en la zona, asumiendo un papel vigilante sobre el uso de los 
recursos naturales.  Luego, desarrollo la campaña de oposición a la  sobre utilización de los río Sarapiquí y 
sus afluentes para la producción de energía hidroeléctrica y mantiene un papel protagónico en la comisión 
mixta integrada por la municipalidad, con representantes de la Asociación de Boteros,  socios locales de la 
Red Nacional de Reservas Privadas, de la  Cámara de Turismo, de empresas privadas,  la OET y otras 
oenegés y comités locales.  Durante tres años, esa comisión desarrolla un activo accionar con el fin de 
capacitar a la sociedad civil.   Para enfrentar la convocatoria al plebiscito se articula una relación de 
fuerzas que tienen intereses, posiciones, argumentos y mecanismos antagónicos: 
 Una integrada por la comisión mixta, con el apoyo de un comité de asociaciones de desarrollo82, 
que se opone a la utilización del río para producir energía hidroeléctrica y que está a favor del 
plebiscito;  
 Otra que articula a la ESPH, instituciones públicas ICE y MINAE y FUNDECOR, que apoyan la  
producción de hidroenergía y están contra del plebiscito.    
 
Este proceso significa una acumulación de aprendizajes que continúan rescatándose por parte de 
organizaciones locales y especialmente por la municipalidad, para desarrollar competencias en la gestión 
local ambiental y forestal.  No obstante,  las decisiones sobre valoración de los recursos naturales son 
restringidas debido no existen estudios e información suficiente, o bien, la que existe no se ha socializado.  
                                                 
81 A pesar de que la región de Sarapiquí es una de las más ricas en recursos naturales, presenta los mayores índices 
de pobreza a nivel nacional.   
82  Se identifica un comité contra la represa integrado por Asociaciones de Desarrollo Integral (ADI):  ADI de Puerto 
Viejo, ADI Horquetas, ADI La Virgen, Asociación de Bienestar Ambiental de Sarapiquí, Asociación de 
Transportistas Acuáticos, Asociación Centro de Capacitación ASECAN, Asociación de Productores de Geríca, 
Asociación Agroindustrial de La Esperanza, Asociación de Guías Naturistas, Asociación de Vigilantes de Sarapiquí,  
Cámara de Turismo, Centro de Enseñanza para la Conservación de Sarapiquí. 
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Por su parte, las decisiones sobre PSA en el cantón, son competencias centralizadas de otras entidades 
nacionales y regionales, como el SINAC-MINAE  y FUNDECOR. 
 
7. 2. 4.  Actores sociales y pago de servicios ambientales  
  
Como se desprende del análisis precedente, al amparo de la normativa para el desarrollo sostenible, en el  
transcurso de los años noventa surgieron iniciativas para el PSA en Sarapiquí por parte de organizaciones 
estatales y oenegés, que aunque comparten objetivos,  no siempre resultan en estrategias o acciones 
coordinadas y legitimadas desde la óptica de las organizaciones de base.   Se pueden distinguir dos 
ámbitos principales de acción del programa PSA operado por el SINAC, en el contexto del ACCVC:  
 el programa impulsado por FUNDECOR, dentro del cual se inscribe la experiencia de los 
productores campesinos asociados al CACSA, quienes han recibido recursos para reforestación y 
conservación del bosque,  
 y los convenios voluntarios de PSA suscritos por las empresas hidroeléctricas de los proyectos 
Río Volcán y Don Pedro, orientados a proteger la cobertura boscosa de la cuenca.   
 
De acuerdo con los datos aportados por FONAFIFO (Cuadro No. 7.2.1.) en términos totales, el área 
afectada por los programas de PSA en Sarapiquí ha disminuido, al igual que el número de productores que 
participan.  Mientras que en 1997 se incorporaron  3,910.6 ha, en el año 2000 sólo se llegó a 1,740.2 ha., 
el programa más afectado ha sido el de manejo de bosque, que generalmente estuvo orientado a fincas más 
grandes,  ya que en el año 2000 no se financió.   El PSA correspondiente a protección de bosque también 
empieza a disminuir a partir de 1999,  llegando en el año 2000 a menos de la mitad del área pagada en 
1997.  En contraste,  el PSA por concepto de reforestación cuadruplicó el área entre 1997 y el 2000, 
aunque el número de beneficiarios se redujo casi a la mitad. Sin embargo, hay que notar que los datos 
presentados en el cuadro corresponden únicamente a nuevos proyectos, y no contempla los compromisos 
de los años anteriores. En la figura No. 7.2.2. se muestra la ubicación de los proyectos de PSA en 
Sarapiquí por tipo de proyecto desde que inició el programa de servicios ambientales hasta el año 2000. 
 
 
Cuadro No.6.2.1.  Costa Rica: Pago de servicio ambiental en la 
micro región de Sarapiquí  1997-2000 
 
Modalidad/Año              1997               1998                   1999            2000 
Hectáreas     
Protección de Bosque 3394.3 3,576.5 2,698.8 1,547.4
Reforestación 44.0 76,81 69.0 192.8
Manejo de Bosque 472.2 603,47 392.4 -
Total 3910.6 4,256.78 3,160.1 1,740.2
Monto en dólares   
Protección de Bosque 145,505.1 166,355.6 113,052.8 66,176.9
Reforestación   11,316.9   22,924.8 18,554.8 52,773.5
Manejo de Bosque   81,196.3   43,975.5 64,374.3 -
Total 238,018.3 233,255.9 195,981.9 118,950.4
Número de productores  
Protección de Bosque 34 38 25 19
Reforestación 3 12 5 11
Manejo de Bosque 3 9 5 -
Total 40 59 35 30
Fuente:  Elaboración propia con datos de FONAFIFO, 2001 
               Datos en dólares estimados con base en los tipos de cambio promedios para cada  
               año. BCCR. 
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Aunque las diversas organizaciones en Sarapiquí tienen como parte de su población meta a los pequeños 
productores, y la mayoría de ellas impulsan tanto actividades forestales como productivas, éstos se 
enfrentan a la incertidumbre que provoca la falta de coordinación entre los sectores ambiental,  forestal y  
el agropecuario, así como la limitada incidencia del gobierno local en esta materia, especialmente en 
relación con el PSA.  Ejemplo de esto es  la directriz de la presidencia ejecutiva del IDA (IDA-AG, 18 
enero 2000) orientada a restringir el PSA en asentamientos campesinos bajo su competencia en todo el 
país.    
 
El IDA dispuso que a partir del año 2000 sus beneficiarios no pueden tramitar los beneficios del PSA que 
accedan a través del CACSA, porque los terrenos entregados (fincas con promedio de 10 ha) son de 
aptitud agrícola y no forestal, aunque en algunos casos la experiencia indica lo contrario83.  Además, el 
IDA interpreta que los parceleros están siendo “doblemente benefiados”: a) con tierras por parte del IDA y 
b) con PSA, a través de FONAFIFO, desvirtuándose la naturaleza del proceso de adjudicación de tierras 
para el desarrollo rural.  Tampoco se ha logrado resolver el traspaso de terrenos en asentamientos con 
“parches de bosque”, del IDA al MINAE, lo cual impide el desarrollo de nuevos proyectos manejados por 
pequeñas organizaciones (turismo, con mujeres, por ejemplo)84.  Mientras tanto, en esos “parches”  
continúa la llamada “deforestación hormiga” y algunos proyectos de organizaciones de base se encuentran 
estancados.  La forma en que se está interpretando la aplicación de esta norma afecta a productores con 
intensiones de continuar siendo beneficiados a través del CACSA/FUNDECOR y a quienes intentan 
generar nuevos contratos.  Por otra parte, esta situación coloca a los parceleros del IDA en desventaja 
frente a otras iniciativas privadas de PSA, entre ellas, las que parecen estarse generando a través de la 
bolsa nacional de valores, en el marco del mercado internacional, con base en mecanismos de certificación 
internacional y dinámicas bursátiles poco claras hasta ahora.  
 
                                                 
83 Muchos terrenos entregados por el IDA son de bajo potencial agrícola.  Asentamientos como El Roble y Kay Rica, 
en los alrededores de La Virgen de Sarapiquí, están ubicados en terrenos de vocación forestal , según opinión de 
beneficiarios y funcionarios del IDA (entrevistas a beneficiarios del IDA en los mencionados asentamientos, enero 
2001).       
84  Entrevista con el gerente ejecutivo del IDA , Marcos Bolaños, junio 2001.  También proyectos de organizaciones 
de asentamientos de San Carlos para desarrollar  esos remanentes de bosque han sido rechazados.  
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El IDA, se creó como institución autónoma para ofrecer oportunidades a los campesinos sin tierra y ha 
jugado un papel protagónico en los procesos de recampenización nacional y en Sarapiquí. En la actualidad 
esa disposición adoptada por el IDA, se contrapone a sus propios objetivos –por ejemplo, en el 
asentamiento Sonora se ubicaron 33 familias de las que solo quedan 10, como consecuencia de las 
limitaciones para usar los recursos-, sino que también se enfrenta a la legislación nacional (la ley forestal 
no permite cambio uso del suelo) y a estrategias contenidas en planes nacionales de desarrollo85 , así como 
a las que impulsan organizaciones locales para  el desarrollo forestal sostenible en la región.  
 
La disposición del IDA trae consecuencias colaterales que afectan la operación de  organizaciones como el 
CACSA.  Este centro agrícola, al igual que otros a nivel nacional, han servido de intermediarios entre los 
productores y FONAFIFO para la implementación del PSA.  Esta intermediación les permitía contar con 
fondos (18 % del PSA a cada productor) operar su gestión administrativa y en la actualidad, se vislumbra 
una posible crisis económica. Ese acuerdo también puede  contraponerse al cumplimiento de objetivos de 
FONAFIFO, relacionados con el financiamiento y beneficio de beneficio de pequeños y medianos 
productores, mediante crédito u otros mecanismos de fomento al manejo del bosque y desarrollo de 
recursos naturales, intervenido o no, tales como reforestación, viveros forestales, sistemas agroforestales, 
recuperación de áreas denudadas y cambios tecnológicos en aprovechamiento e industrialización de los 
recursos forestales  (Art. 46 Ley Forestal No. 7575).   
       
Requisitos para solicitar acceso al PSA, presentados a SINAC-MINAE 
 
• Solicitud escrita del beneficiario individual o global ante la oficina sub-regional del MINAE  
• Certificación actualizada de la personería jurídica y copia de la cédula jurídica de la sociedad u 
organización cuando corresponda 
• Constancia actualizada y al día sobre el pago de impuestos a los bienes inmuebles, emitida por la 
                                                 
85 El Plan Nacional de Desarrollo Forestal (2001) propone que  las actividades forestales sean consideradas como 
actividades  productivas.  
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municipalidad donde se ubique el inmueble.  
• Certificación emitida por el Registro Público de la Propiedad o por notario público, la misma 
debe haber sido expedida con no más de tres meses. 
• Copia del plano catastrado de la finca certificada por el Catastro Nacional o Notario Público 
• Levantamiento del área efectiva sobre el cual se realizará el PSA, elaborado por un profesional en 
topografía. 
• Plan de manejo forestal  (cuando se solicite la actividad de manejo forestal) elaborado y firmado 
por un profesional en  Ciencias Forestales, incorporado al colegio respectivo. 
• Hoja cartográfica a escala 1:50.000, ubicando el (los) inmuebles o fotocopia del segmento donde 
se localiza la finca 
• Autorización autenticada por abogado o Poder Especial  protocolizado ante notario público en el 
eventual caso de que un tercero sea el que realice el trámite 
• Autorización del IDA para que la finca sea afectada por FONAFIFO en el caso de beneficiarios 
de esta institución. 
• Certificación de patrono al día o no patrono emitida por la sección de Cobros Administrativos de 
la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) 
• Para aquellas áreas que cambiarán el uso del suelo agrícola a forestal, deberán presentar una 
aprobación  por parte del MAG 
Fuente:  Elaborado a partir del Decreto Ejecutivo No 25721-96-MINAE 
 
En síntesis, en el centro de la  polémica para el PSA se encuentran los pequeños productores parceleros 
del IDA, población meta de diversas organizaciones, quienes deberán limitar su dedicación a actividades 
forestales mediante PSA.  Pero según la ley, tampoco tendrían permitido cambiar de uso de los suelos en 
bosque. No obstante, para cada solicitud particular se abren portillos que llevan un largo trámite: en cada 
región se hace una solicitud que se justifica y se tramita luego a las oficinas centrales del IDA para que allí 
se resuelva si participa del PSA.  Esta forma de “decisiones desde arriba”, en las cuales no se incluyen 
directamente las organizaciones de base como el CACSA, pues se desconfía de sus resoluciones, resultan 
en procedimientos complejos y criticados por los solicitantes de PSA.  Es decir, además de los requisitos  
establecidos por FONAFIFO (ver recuadro) que son altamente criticados por los productores por su 
complejidad,  ahora además deben seguir  el trámite de aprobación del IDA. 
 
El PSA ha beneficiado el desarrollo de organizaciones de base, como el CACSA, y ha permitido un  
ingreso (flujo de caja) que los productores no tenían anteriormente, lo que ha generado nuevas inversiones 
en su finca, al mismo tiempo, han logrado visualizar los efectos de modelos agroforestales y familiarizarse 
con las estrategias del mercado forestal. 
 
7. 2. 5. Conservación, manejo del bosque e hidroeléctricas: estrategias superpuestas 
 
Además de las estrategias superpuestas de las entidades que operan la valoración y el PSA, en Sarapiquí 
se reconoce el accionar poco coordinado sobre la gestión ambiental entre  organizaciones como 
FUNDECOR y ABAS. La primera tiene como meta el impulso al desarrollo sostenible del ACCVC, y la 
segunda, el desarrollo sostenible de Sarapiquí mediante la conservación de los recursos naturales.  Ambas 
se amparan en la legislación nacional, FUNDECOR se acoge a la ley forestal para impulsar el desarrollo 
forestal sostenible en estrecha relación con ACCVC-SINAC-MINAE, mientras que ABAS sustenta sus 
acciones en la Ley de la Biodiversidad, la Ley Ambiental, la Ley de Aguas para rechazar el uso del suelo 
diferente a la conservación; además, establece estrategias de desarrollo local con fundamento en el código 
municipal y en alianza con la Municipalidad.   
 
ABAS elabora una estrategia de asociatividad y organización comunal en un ámbito de gestión local poco 
desarrollado, como medio para enfrentar las estrategias nacionales y globalizadas.  Mientras que 
FUNDECOR apunta a generar innovaciones para fortalecer la capacidad gerencial individual de los 
productores, reforzando sus características diferenciadas, con el fin de  articularlos a la dinámica y 
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demandas de mercados nacionales e internacionales; de esta manera, el enfoque de conservación de 
recursos naturales tiene sentido como parte de la economía formal, ubicando a los productores en cadenas 
de  suplidores de las demandas transnacionales,  con una mayor conciencia ambiental y de los servicios 






Figura No. 7.2.3.  













De acuerdo con ABAS87 en la región Norte de Costa Rica no se debe permitir el manejo del bosque 
porque lo único que queda son pequeños parches.  Ambas organizaciones han formado “bandos de apoyo” 
que los coloca en campos diferentes:  FUNDECOR seguida por el ACCVC, el ICE y las empresas 
hidroeléctricas que defienden el uso sostenible del río; ABAS liderando una posición desde la 
municipalidad, con apoyo de la cámara de turismo local, la Red de Reservas Privadas, las asociaciones de 
desarrollo y un buen grupo de personas independientes que no pertenecen a organización social alguna.  
De esta manera, ABAS logra conformar un frente compacto que se opone a la utilización del río Sarapiquí 
para la producción de hidroenergía y se enfrenta a la fuerza social articulada por ESPH, ICE, MINAE, 
FUNDECOR.   
 
Con el resultado del plebiscito se detuvo la construcción de la planta hidroeléctrica.  Sin embargo, el ICE 
tiene proyecados varios proyectos para la producción de hidroenergía en el área y ha continuado con la 
actualización de sus estudios de impacto ambiental, con métodos que generan desconfianza en el frente 
comunitario-municipal.  Existe incertidumbre sobre el futuro.  
 
7. 2. 6.  Servicios ambientales y comunidades rurales de Sarapiquí: una aproximación 
 
Los efectos de la dinámica de valoración y PSA en la gestión del desarrollo local de Sarapiquí y en las 
condiciones de vida de pequeños productores y sus organizaciones, se manifiestan a través  de una 
dinámica imbricada de cambio social y del territorio en los últimos cincuenta años. En la micro región se 
continúan confrontando estrategias de desarrollo rural y de conservación ambiental que operan dentro de 
mentalidades de acción altamente centralizadas y descoordinadas, donde privan las interpretaciones 
                                                 
86  Entrevista con Agustín Fallas, FUNDECOR. Julio 1001. 
87 Comunicación personal con Rocío López, directora ejecutiva de ABAS.  Ella  sostiene que Costa Rica perdió la 
oportunidad de manejar los bosques desde dos décadas atrás y que hoy los remanentes no se deben manejar, sino 
proteger. 
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propias de los intereses de cada sector de planificación del desarrollo, resultando en reiteradas situaciones 
de conflictividad por el uso y acceso a los recursos naturales: tierra, biodiversidad-bosques y aguas.       
 
En este estudio se destaca la relevancia que tiene para la comunidad la identificación de intereses locales 
en relación con el valor de los servicios ambientales asociados al recurso hídrico y la conservación del 
bosque, lográndose una importante movilización y participación de líderes y grupos organizados.  
También, ilustra la capacidad de  generar mecanismos innovadores para regular la cuestión ambiental y el 
acceso a los servicios ambientales.  En este apartado se elabora una síntesis que  recupera los principales 
resultados del estudio de caso,88 teniendo como referencia la pregunta: ¿Cuál ha sido el efecto del PSA 
sobre la comunidad rural de Sarapiquí? 
Se elabora una aproximación de síntesis mediante un método que permite visualizar y valorar resultados 
resumidos en una “telaraña” (Telaraña No. 1 ) que toma en cuenta los factores críticos que orientan el 
análisis en este estudio.   
 
Los productores que acceden al PSA en esta micro región tienen características diversas: son pequeños y 
medianos y grandes productores.  Estos se pueden agrupar en dos grupos con características propias en 
cuanto a su forma de organización social. El primero corresponde a los pequeños productores parceleros 
del IDA,  quienes tienen un promedio de 10 a 12 ha por familia y tienen acceso al PSA a través de su 
afiliación al CACSA.  El otro corresponde a los productores agrupados bajo la asesoría de FUNDECOR 
que abarca pequeños, medianos y grandes productores.    
 
En el caso de los pequeños productores afiliados al CACSA, la actividad forestal es adicional a las 
actividades productivas de subsistencia tradicional.  Consecuentemente, la rentabilidad financiera y 
económica del PSA tiende a invisibilizarse debido a que se comparten los beneficios con otros actores.   
En la telaraña No.1 se le asigna un valor de  8 a esta variable, atribuyéndole una rentabilidad al PSA 
calificada en el ordinal 3, esto significa que la actividad forestal le proporciona ingresos a los productores, 
pero el ingreso mayor lo obtiene de otras actividades económicas.   
 
 





















Nivel rentabilidad del PSA
Eficiencia en la capacidad de inversión
Eficiencia en la estructura de procesos 
Nivel de acceso a la información
Mejoramiento en la calidad de vida de la comunidad
Capacidad de organización 
Transformación del paisaje 
Alteraciones en la calidad y cantidad de agua 
 
                                                 
88 La síntesis conjuga las entrevistas a diversos actores, el conocimiento de los autores sobre el tema en la  zona y la 
revisión bibliográfica.  En el anexo metodológico se amplía el procedimiento seguido y se explica la forma de para 
elaborar las valoraciones contenidas en la “telaraña”. 
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Con relación a la capacidad de inversión (9) en función de lo que recibe el productor por concepto de 
PSA, se encontró que de los recursos recibidos, los productores invierten aproximadamente un 80% en la 
actividad forestal, pero se debe adicionar el valor del tiempo que el productor utiliza en la actividad.  De 
esta manera se califica con el ordinal ocho.   
 
Desde una visión integral, puede afirmarse que la calidad de vida de los productores ha mejorado, porque 
los productores reciben un beneficio económico y la vez, han compartido nueva información y 
capacitación sobre la actividad forestal,  al mismo tiempo, parte de los ingresos se orientan al 
esparcimiento, lo que permite incrementar su calidad de vida. También se considera que el éxito (este se 
cataloga en función de los criterios empleados en el este estudio) del PSA en Sarapiquí es producto de una 
buena organización social (ordinales 7 y 9 respectivamente), lograda a través de organizaciones no 
gubernamentales como FUNDECOR y el CACSA, así como el esfuerzo de los mismos productores.  
 
Si se toma en cuenta el análisis comparativo de fuentes complementarias, elaboradas con base en sistemas 
de información geográfica, puede notarse una recuperación de zonas que estaban desnudas y que han 
cambiado el  uso de actividades agrícolas y pecuarias para dar paso a proyectos de reforestación, manejo y 
protección del bosque. Por lo tanto, puede afirmarse que se ha generado un proceso de transformación del 
paisaje (ordinal 9) que está siendo explotado en la zona por las empresas de “rafting”y el turismo 
ecológico.  Asimismo, según otras fuentes sobre el proceso de innovación del PSA en la zona de 
Sarapiquí, para muchos de los productores entrevistados, el PSA sí contribuye significativamente al 
mantenimiento de la calidad y la cantidad del agua en el tiempo, con base en esos datos se le confiriera 
una calificación de 9.5 a este último criterio en la telaraña.  Finalmente, si analizamos la eficiencia de la 
estructura de procesos se evidencia que la institucionalidad del PSA está en proceso de consolidación (es 
muy importante recordar que este programa sólo tiene cinco años de funcionamiento), situación que lleva 






El caso del cantón de Sarapiquí muestra una creciente capacidad a nivel regional para generar iniciativas 
de PSA -con apoyo de FUNDECOR- y otros mecanismos de gestión y acceso a  recursos naturales como 
tierra, bosques y agua.  Durante los años noventa se logró un desarrollo  de incentivos y PSA con 
altibajos, hasta finalmente, llegar a una disminución en los pagos que benefician sobre todo a parceleros 
pequeños para protección de bosque, asociados en la  organización local CACSA.  Al mismo tiempo, se 
mantienen los convenios voluntarios y bilaterales de PSA (entre cada productor y la empresa o la oenegé), 
suscritos por empresas hidroeléctricas para proteger la cuenca alta del río Sarapiquí, o bien, por 
FUNDECOR con pequeños, medianos y grandes propietarios.   
 
Los efectos del PSA en la gestión local están relacionados con una dinámica compleja de cambio social y 
conflictos por el uso y acceso a la tierra, durante los últimos cincuenta años, en un contexto de desarrollo 
rural marcado por la expansión bananera, la ganadería y grandes empresas agropecuarias. La situación 
actual del PSA es el resultado de: 
 
 La reducción de los montos destinados al PSA por parte del gobierno central. 
 
 La  implementación del PSA bajo interpretaciones divergentes en relación al beneficio para 
pequeños productores –como los de CACSA, cuya actividad forestal es adicional a las de 
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economía de subsistencia- y los efectos ambientales generados por la reforestación, manejo y 
protección del bosque, en cuanto a cambios de uso del suelo hacia bosques.    
 
 Una dinámica de decisiones institucionales centralizadas, que se traslapan con las iniciativas 
promovidas por oenegés locales y regionales, en el marco de las políticas del ACCVC para 
Sarapiquí y del sistema nacional de servicios ambientales.    
 
 Las acciones sectoriales superpuestas que responden a planes nacionales (especialmente entre los 
sectores ambiental, agropecuario y energía, y también del sector de turismo), sin tener una 
apropiada estrategia de gestión del desarrollo local que incluya una visión concertada, 
participativa y legitimada entre los diversos actores sociales locales.  
 
 Esto último es significativo si se considera el contexto micro regional, en el cual, mediante 
alianzas estratégicas, organización y movilización popular, la comunidad y el municipio han 
confrontado la implantación de estrategias energéticas y ambientales “de afuera” mediante 
mecanismos como: 
o una contra propuesta de plan de desarrollo micro regional sostenible para buscar salidas 
alternativas a los conflictos socio ambientales; 
o el desarrollo de innovaciones en la gestión ambiental municipal que incluyen: el 
plebiscito como medio de consulta popular, el desarrollo de la oficina ambiental y un 
reglamento de potestades legales del gobierno local, la recaudación del impuesto 
municipal sobre madera aserrada en su jurisdicción.  
 
La experiencia de PSA de CACSA ha tenido efectos positivos en la calidad de vida de los productores de 
la zona beneficiados, en cuanto a mejorar sus ingresos económicos, tener acceso a información y 
capacitación sobre la actividad forestal, participar en una organización social y tener enlaces externos.  Sin 
embargo, estos beneficios dependen de la intermediación de oenegés y de las disposiciones burocráticas 
que tiene el MINAE para poder tener acceso al PSA, lo cual es uno de los factores críticos desde el punto 
de vista de los productores. Dentro de estas condiciones, los productores mantienen su disposición a 
continuar participando en estos programas si se superan las principales trabas existentes actualmente. 
 
Las repercusiones del PSA en la gestión ambiental local son aún limitadas, en el sentido de que el 
municipio no se involucra en los procesos de valoración y PSA, lo cual está relacionado con el papel 
marginal que tienen los gobiernos locales en las políticas forestales, no obstante podrían tener una mayor 
responsabilidad si se integra la cuestión del PSA a las innovaciones de su gestión ambiental y se fortalecen 
sus capacidades en este campo.      
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Anexo No. 7.3. 
 
Tercer estudio de caso  
Servicios ambientales en la cuenca del río Platanar 
 
La generación de energía renovable tiene un papel relevante dentro de las estrategias de desarrollo 
nacional, donde la producción hidroeléctrica es la más utilizada.  Los generadores privados han 
introducido importantes innovaciones en su proceso productivo y han formalizado convenios voluntarios 
para incorporar  estrategias de valoración y PSA, como ocurre en la cuenca del río Platanar en el cantón de 
San Carlos, en la Región Huetar Norte (RHN). A partir de 1999, la empresa local Hidroeléctrica 
Matamoros, con sede en Ciudad Quesada, ha establecido acuerdos voluntarios89 para proteger el bosque,  
mediante el pago de servicios ambientales a propietarios privados en esa cuenca, dentro de una estrategia 
que involucra programas de educación ambiental y promoción comunal en las áreas de influencia del 
proyecto hidroeléctrico. La región comprende del 18. 04 % del territorio nacional, hacia la frontera con 
Nicaragua (PNUD,1997).   
 
En este estudio de caso se analiza el mecanismo de acuerdo voluntario en el contexto de la dinámica de 
desarrollo de la RHN, donde la actividad forestal es muy importante y se han hecho  esfuerzos para 
mantener diferentes categorías de manejo y conservación al lado de grandes complejos agroindustriales. 
La dinámica organizativa ambiental y forestal es muy activa, destacándose el papel de la Comisión de 
Desarrollo Forestal de San Carlos (CODEFORSA), como oenegé que ha estimulado el desarrollo forestal 
y el PSA.  Entre los productores, los programas de manejo de bosque son los que han incorporado mayor 
número de hectáreas; en el caso de los programas de reforestación, los datos indican que no obstante 
existir una mayor concentración de beneficiarios con fincas menores a 30 ha (más del 80 %), los más 
beneficiados con los PSA son pocos productores que tienen fincas grandes  y que por lo tanto, pueden 
dedicar mayores extensiones a este programa (un promedio de 461 ha.).   
 
En el estudio se caracteriza el mecanismo de relación entre la empresa hidroeléctrica, FONAFIFO y 
MINAE como entes públicos, y la mediación de FUNDECOR y CODEFORSA en la ejecución del 
convenio.  El área de la cuenca del río Platanar es de 3129 ha. Entre el año 1999 y el 2001 la empresa 
Hidroeléctrica Matamoros pagó servicios ambientales90 en un área de 431.36 ha y estaban en trámite otras 
464.19 ha., con lo cual se beneficiarían 26 productores.     
 
También, este caso recoge la percepción que tienen distintos actores sociales locales en relación con el 
PSA, dentro del sistema de mercado del contexto regional y nacional.  Los resultados indican que los 
diferentes grupos de actores sociales consultados coinciden en que desde el punto de vista económico, el 
PSA ha beneficiado a los productores y ha contribuido a su organización. Consideran que el PSA ha 
contribuido a mejorar la calidad de vida de los participantes en los programas, que en su mayoría son 
pequeños y medianos propietarios,  lo cual tiene repercusiones positivas en la dinámica social.  Sin 
embargo, opinan que los recursos destinados son limitados para la demanda existente, y que el ingreso por 
concepto de PSA es una fuente complementaria, especialmente cuando culturalmente algunas áreas de 
bosque se mantienen como reserva para el futuro o como protección de acuíferos.  En general se estima 
que monto asignado al PSA por hectárea es bajo y no cubre el costo de oportunidad del uso de la tierra si 
esta estuviera dedicada a actividades agropecuarias, turísticas o urbanísticas.  Se apunta que el programa 
                                                 
89 Un acuerdo voluntario es un instrumento político para establecer los términos del manejo ambiental, entre entes 
privados, públicos o entre ambos, donde no median obligaciones legales u obligatorias (Glasbergen, 1998).  La 
primera experiencia en el país fue negociada por FUNDECOR con la empresa Energía Global y luego con la 
empresa Matamoros, donde FONAFIFO actúa como ente gubernamental dentro del convenio.  
90  Información brindada por CODEFORSA, 2001. 
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nacional no ha considerado pagos diferenciados, de acuerdo a las características biofísicas de las fincas, y 
que además, los productores tienen una gran incertidumbre respecto a los mercados de madera y a la 
integración de las cadenas productivas de la actividad forestal, por lo que pueden estar perdiendo interés 
en continuar con nuevos programas de PSA.  Así mismo, resalta como una de las payores debilidades de 
los programas de PSA la complejidad e ineficiencia en la institucionalidad pública para agilizar el acceso 
al PSA y disponer de información oportuna, lo que ha requerido del desarrollo de oenegés intermediarias 
en el proceso.  Existe una gran coincidencia en que el PSA para protección y reforestación –y los 
incentivos anteriores-  ha sido un factor clave para mantener  y recuperar los bosques, lo cual incide en la 
disponibilidad de recursos hídricos en la región.      
 
7. 3.1. Hitos del desarrollo regional   
 
A semejanza con la micro región de Sarapiquí, el resto de los cantones que conforman  la Región Huetar 
Norte de Costa Rica, San Carlos, Guatuso, Los Chiles y Upala, son parte  de los frentes de colonización 
más recientes del país, proceso que se inició a partir de la segunda mitad del Siglo XX, de ahí que es aún 
un área de frontera agrícola y forestal.  Se ubica en la planicie que se extiende hacia el norte de la 
Cordillera Volcánica Central, hasta colindar con Nicaragua.  Ciudad Quesada, cabecera del cantón de San 
Carlos es una de las ciudades secundarias más importante del país y ejerce su influencia sobre los centros 
poblados de la región: La Fortuna, San Rafael de Guatuso, Los Chiles y Upala (PNUD,1997).    
 
En el paisaje se caracterizan dos unidades morfológicas:  las faldas de la Cordillera Volcánica Central y 
las tierras bajas, con suelos volcánicos y aluviales.  Las llanuras del norte son un conjunto de cuencas 
hidrográficas muy bien definidas físicamente, que se subdividen en micro-cuencas de gran riqueza y 
potencial hidroeléctrico: Sapoá, Haciendas, Cureña, Poco Sol,  Frío, San Carlos y Sarapiquí.  La región 
presenta un clima tropical muy húmedo, lluvioso todo el año.  Las precipitaciones cerca del Caribe y la 
Sierra Volcánica Central alcanzan los 4.500 mm anuales.  Hacia el oeste y norte las mismas descienden 
hasta los 2.000 mm anuales, aquí se identifican algunos meses secos.  Las temperaturas medias son 
superiores a los 24 0C, éstas descienden conforme se avanza hacia las montañas hasta alcanzar una media 
de 10 0C en las partes más altas.  La RHN tiene  gran riqueza en biodiversidad y recursos naturales, en ella 
se identifican nueve de las catorce Zonas de Vida de Costa Rica. (PNUD,1997).    
  
Las llanuras del norte fueron habitadas por comunidades autóctonas de indios Malekus, a lo largo del río 
Frío; actualmente sólo queda un reducto de esta comunidad, en el cantón de Guatuso.   A partir de los años 
1940 el Estado costarricense incentivó la colonización a estos territorios, con lo cual se generó un  proceso 
migratorio desde la Región Central del país, se introdujo la producción de café, caña, granos básicos y 
ganadería, manteniéndose relaciones comerciales hacia Nicaragua y Sarapiquí por vías fluviales.  Las 
obras de infraestructura vial empiezan hasta en la década de 1970 y se fortalecieron  en la década 
siguiente, en buena parte como resultado de los planes de desarrollo  relacionados con la situación 
geopolítica con Nicaragua y en Centroamérica.  En la década de los años 1980 el estado intervino en 
procesos de toma de tierras y estableció  asentamientos campesinos para resolver la demanda, resultado en 
una forma de tenencia de la tierra con predominio de fincas pequeñas y medianas, junto a fincas grandes 
que cubrían en esos años más del 70 % de área en fincas (Camacho, et al, 1984).  En esta década se 
intensificó la inmigración de población nicaragüense como resultado de la situación de guerra en ese país;  
la tendencia migratoria desde ese país se mantiene hasta la fecha.   
 
Durante las dos últimas décadas del siglo XX se estimula la diversificación de la producción y de la 
economía en la región. Se inician nuevas actividades agrícolas para la exportación, especialmente 
productos no tradicionales (cardamomo, caña india, maracuyá, palmito, frutales, raíces, tubérculos, y 
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plantas ornamentales) y se intensifica la producción para el mercado interno91 de granos básicos y caña de 
azúcar.  La ganadería que fue una actividad de gran importancia –el 67%  de los territorios del cantón de 
San Carlos estaban cubiertos de pastos en 1984– decae por razones del mercado internacional. 
Actualmente la ganadería se ha intensificado y el área de pastos se ha reducido, además,  se combina con 
la producción de productos agropecuarios para la exportación, entre otros, naranja, palmito, tubérculos, 
ornamentales, y granos.    
 
La actividad maderera y forestal ha sido una actividad económica relevante en la región. De acuerdo a los 
estudios de COSEFORMA (1996), el 43% de la madera para consumo nacional proviene de las llanuras 
del norte de Costa Rica, se estima que entre 1984 y 1992, unas 123,195 ha de bosques primarios 
alimentaron la industria de la madera nacional. La extracción tradicional de madera y la aparición de 
aserraderos92 ha ido evolucionado hacia el manejo sostenible de los bosques, la reforestación y la 
protección del bosque como actividades económicas.  Asimismo la regeneración natural de bosques 
secundarios es una actividad forestal que empieza a cobrar importancia.  Se estima que en 1992 los 
bosques secundarios en la región cubrían 204,756 ha (PNUD,1997), este tipo de bosques reviste cada vez 
más importancia como fuente de productos y servicios que anteriormente eran suministrados por los 
bosques primarios93, y sus posibilidades de desarrollo para la industria forestal y agroforestal parecen 
alentadores.  El crecimiento de bosques secundarios en tierras de pequeños y medianos productores ha 
sido un resultado de estímulos provocados por los programas de pago de servicios ambientales, 
derivándose de eso nuevas propuestas de innovación tecnológica para su manejo científico y productivo 
(Quesada, 2000: Müller y Solís, 1997, COSEFORMA, 1998).  
 
Los productores de la región han respondido de manera positiva a los programas estatales para protección 
y uso sostenible de los recursos forestales, estimulándose el desarrollo de organizaciones forestales 
regionales que florecieron como resultado de los estímulos financieros y técnicos derivados de los 
programas de incentivos y PSA; y también de organizaciones campesinas que han asumido propuestas de 
desarrollo sostenible incorporando enfoques de desarrollo agroforestal  (CENAP-CECADE, 1995).   Con 
asesoría de CODEFORSA, que se mantiene como la organización forestal más importante en la región, 
hasta 1999 se habían incorporado 20,006 ha al programa de manejo forestal sostenible, involucrando a 183 
productores (Cuadro No.7.3.2.), de las cuales, la mitad de las tierras se incorporó  a partir del año en que 
se empezó a ofrecer el PSA.  La cantidad de productores que participan en el programa de manejo forestal 
(programa de incentivos primeramente y luego PSA) se ha reducido considerablemente en los últimos 
años, aunque la cantidad de hectáreas incluidas en el programa mantuvo el mismo comportamiento. La 
RHN es una de las regiones nacionales que más recursos ha canalizado para la reforestación,lo anterior 
significa que paralelo a la conservación del bosque para la sostenibilidad de las generaciones futuras, los 
actuales dueños se generaron expectativas económicas y consideraron rentables los beneficios sociales y 
ambientales que ello implica; además, se empieza a reconocer la importancia del bosque y la 
biodiversidad para el impulso de proyectos turísticos.  
 
El turismo es otra actividad económica reciente; despega en los años 1990 con el auge del turismo 
ecológico.  El volcán Arenal es uno de los principales atractivos turísticos, sin menospreciar la belleza y 
                                                 
91 La RHN ha hecho importantes aportes de granos básicos al mercado nacional, en 1996 esta región aportó el 64% 
del frijol para consumo nacional.  A partir de 1997 la situación cambia radicalmente debido a los efectos del 
Fenómeno del Niño.  
92  En 1995 funcionaban 73 aserraderos que generaban 1,400 empleos directos y alrededor de 700 indirectos (PNUD, 
1997).  Los aserraderos tradicionales han ido siendo transformados en aserraderos para diámetros menores necesarios 
para la industria de la madera procedente de plantaciones. 
93  Se estima que en el país existen unas 500.000 ha  de bosque secundario, lo cual significa un área mayor que la 
representan los bosques primarios, y por lo tanto, un recurso relevante que está en manos de pequeños y medianos 
propietarios, en bosques fraccionados y dispersos en todo el país (Quesada, 2000).  
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encanto de otras formas del paisaje regional.  En la RHN se identifican 26 hoteles con un total de 706 
habitaciones.   Esta actividad ha incidido en corto tiempo en la transformación del paisaje regional. Por 
ejemplo, el poblado de La Fortuna -en las faldas del volcán- ha cambiado de una localidad rural a una 
ciudad turística, con las transformaciones de trabajo, servicios, sociales y culturales que esto conlleva 
(reconocimiento de campo junio, 2001). 
 
Cuadro No. 7.3.1.  Región Huetar Norte: Manejo forestal sostenible a 1999 
 




Área (ha) Distribución 
% 
1994 53 29.0 5,687 28.4 
1995 35 19.1 3,791 18.9 
1996 8 4.4 965 4.8 
1997 33 18.0 3,463 17.3 
1998 34 18.6 4,024 20.1 
1999 20 10.9 2,076 10.4 
Total 183 100.0 20,006 100.0 
 Fuente:  CODEFORSA, 2000 
 
Dentro de sus funciones CODEFORSA apoya a los productores afiliados a agilizar los trámites para 
solicitar el PSA ante los entes estatales, le da seguimiento a los proyectos aprobados a través de su función 
de regencia para los planes aprobados y ofrece la asesoría técnica necesaria a los interesados en proyectos 
de reforestación. De acuerdo con la información aportada por esta organización, entre 1989 y 1999 se 
plantaron 10,762 ha (cuadro No.5.3) de árboles, donde sobresalen especies como melina, terminalia, 
eucalipto, teca, pino y especies nativas.    
 
De acuerdo con la información brindada por CODEFORSA (Cuadro No.7.3.2) existe una importante 
participación de pequeños y medianos productores en programas de reforestación.  El número de los que 
tienen menos de 30 ha alcanza a 412 (83 %) y el área bajo este programa significa el 29.20%; el número 
de beneficiarios que tienen entre 31 y menos de 100 ha llega al 12.3 %, dentro de una área que 
corresponde al 31.10 %.  Los dueños de fincas mayores de 100 ha aunque representan sólo el 4.60%, 
abarcan el 39.70 % del área sometida a programas de reforestación. Esto significa que los beneficiarios 
con mayores extensiones de fincas sometidas a programas de reforestación pueden concentrar mayores 
beneficios de pago, debido a que el número de hectáreas en reforestación es más grande, es decir,  los 3 
productores con fincas de más de 300 ha (0.6%) en promedio pueden someter a reforestación 461 ha, 
según se desprende de los datos del cuadro.  En contraste, los beneficios económicos asignados, el grupo 
de dueños de fincas más pequeñas por esta actividad debe ser distribuido en un número mayor de 
finqueros, donde el promedio alcanza a 7.61 ha por finca (en fincas menores de 30 ha).    
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Area (ha) Distribución 
(%) 
1-30 412 83.1 3,139 29.2 
31-100 61 12.3 3,351 31.1 
101-300 20 4.0 2,887 26.8 
Más de 300 3 0.6 1,385 12.9 
Total 496 100.0 10,762 100.0 
Fuente: CODEFORSA, 2000 
 
Es importante mencionar que a la fecha  los productores  bajo la influencia de CODEFORSA están muy 
cerca de la corta de la primer cosecha de la madera y no están convencidos de continuar en la actividad 
porque tenían grandes expectativas sobre precios y mercados  cuando ingresaron al programa de 
reforestación94.  En la actualidad no hay claridad sobre cual es el futuro de la reforestación como actividad 
económica rentable para los pequeños productores.   CODEFORSA está buscando vías que permitan 
motivar a los reforestadores para que continúen en la actividad.  Asimismo, ha apoyado para que 8,076 ha 
de bosques naturales sean conservadas mediante el pago por servicios ambientales95.    
  
7. 3. 2. En la dinámica de realidad se sobreponen estrategias 
 
En esta región el Estado y la sociedad civil  hacen grandes esfuerzos por proteger los recursos naturales, 
donde se han logrado someter alrededor de 160 mil ha a diferentes categorías de manejo96.  Además, el 
Estado y la empresa privada articulan esfuerzos para crear un nuevo modelo de desarrollo regional,  donde 
sobresalen grandes complejos agroindustriales que coexisten con pequeñas y medianas unidades de 
producción agrícola, el ecoturismo, la reforestación, los proyectos hidroeléctricos y la minería (PNUD, 
1997). Por otra parte, organizaciones gubernamentales y no gubernamentales aúnan esfuerzos para 
responder a políticas estatales de MINAE, FONAFIFO, CODEFORSA y otras ONGs impulsan la 
conservación de los recursos naturales y el desarrollo forestal en la región, mientras que en asentamientos 
vinculados al IDA se  prohibe a los beneficiarios integrarse a programas de PSA ( IDA No. AG-96, 18 de 
enero del 2000)97.     
  
La transformación del sector agropecuario también refleja una dinámica de gestión sectorial superpuesta.  
Mientras que este sector se diversifica, incursiona en los mercados externos y se capta capital para su 
desarrollo, la PEA dedicada a las actividades agropecuarias  tiende a disminuir:  esta se redujo al  42.9% 
(Encuesta de Hogares, 1999) en tanto que en 1984 representaba el 61.8%.  Lo anterior significa que el 
gran desarrollo que han experimentado las empresas agroindustriales no ha sido fuente de empleo para las 
familias locales.  Además,  persisten problemas de articulación entre las cadenas productivas y 
comerciales, como han sido las pérdidas económicas por los bajos precios en cosechas por parte de 
productores que apostaron a la  producción de palmito, plantas ornamentales, yuca y  jengibre entre otros.   
En la consulta efectuada para el análisis del PSA en la cuenca Platanar se externaron opiniones en 
el sentido de que las grandes empresas podrían contribuir a mejorar la calidad de vida de los 
campesinos de la región, si éstas contaran con estrategias para integrar como asalariados temporales a los 
                                                 
94 Reconocimiento de campo cuenca del río Platanar (mayo, 2001). 
95 Conversación con Jonny Méndez, Director Ejecutivo, CODEFORSA (mayo, 2001). 
65 En esta región se ubican: Reserva de Vida Silvestre Corredor Fronterizo, Parque Nacional Juan Castro Blanco, 
Refugio de Fauna Silvestre Cerro el Jardín, Parque Nacional Arenal, Refugio Nacional de Vida Silvestre Caño 
Negro, Refugio Nacional de Vida Silvestre Las Camelias, Reserva de Fauna Silvestre La Cureña, Reserva indígena 
Los Guatusos, Humedales Lacustrinos Tambor y Maquenque, Lagunas Las Camelias, Canacas y Corpachí.  
97 La problemática mencionada en el caso de Sarapiquí se reproduce en el resto de la Región Huetar Norte. 
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propietarios de fincas pequeñas y parcelas en ciertas épocas del año.  Lo anterior no ocurre porque parte 
importante de la mano de obra que necesita la agroindustria es suplida por inmigrantes nicaragüenses.     
   
7. 3. 3. Capacidad organizativa forestal y ambiental 
 
En la RHN existe una dinámica organizativa muy activa, donde se distinguen diversas organizaciones 
sociales que tienen como misión colaborar en el desarrollo sostenible de esta región.   En la esfera 
ambiental y forestal se destacan  la Comisión de Desarrollo Forestal de San Carlos (CODEFORSA), 
Asociación Parque Nacional Juan Castro Blanco (PNJCB),  ASCOMAFOR,  FUNDECOR que aunque no 
está dentro de sus territorios cumple un papel importante con CODEFORSA. Ambas, FUNDECOR y 
CODEFORSA, juegan un papel fundamental en la operacionalización del acuerdo voluntario firmado por 
la Empresa Eléctrica Matamoros para la protección de la micro cuenca Río Platanar  tal y como se explica 
en el apartado correspondiente.  
 
CODEFORSA  fue creada en 1983 por un grupo de empresarios y profesionales forestales como 
organización no gubernamental, sin fines de lucro y con la misión de impulsar el desarrollo sostenible en 
la RHN mediante la prestación de servicios, principalmente en el campo forestal tanto en la RHN como en 
el ámbito nacional.    Los  objetivos generales de esta organización son: 1) promover y apoyar las 
iniciativas que tiendan al desarrollo de las actividades forestales y por ende, de bienestar económico y 
social de la RHN y en general del país; 2) orientar y dirigir el uso múltiple de los recursos naturales de la 
RHN, mediante la implantación de sistemas adecuados para el aprovechamiento y renovación de estos 
recursos  En sus etapas iniciales esta organización se identificó con los intereses de los dueños de 
aserraderos, luego se incorporan los transportistas de la madera y las empresas dedicadas al 
aprovechamiento de los bosques naturales.  A partir de la década anterior la evolución fue mayor y se 
afilian los dueños de terrenos interesados en reforestar y manejar los bosques naturales, especialmente por 
las ventajas que ofrece la organización para accesar los incentivos forestales primero y últimamente el 
pago por servicios ambientales (Méndez, 2000).   El papel de CODEFORSA ha sido relevante en la 
implementación de proyectos para el desarrollo de la actividad forestal en RHN, dentro de los que se 
destacan:  
 
• Proyecto Fomento a la Reforestación y al Manejo del Bosque Natural en la Región Huetar Norte. 
Este proyecto tuvo como objetivo el manejo sostenible de 500 ha de bosque natural; mediante este 
proyecto se generaron y divulgaron las experiencias sobre planificación, aprovechamiento 
mejorado, capacitación, evaluación del aprovechamiento y aplicación de tratamientos 
silviculturales. Proyecto financiado por Fondo Desarrollo Forestal Costa Rica-Holanda (FDF). 
• Proyecto de Manejo Integrado del Bosque Natural (PMIBN), financiado por el Departamento para 
el Desarrollo Internacional (PMIBN) del gobierno del Reino Unido. Los objetivos de este 
proyecto fueron promover el manejo sostenible de los recursos forestales de medianas y pequeñas 
fincas privadas. De acuerdo con CODEFORSA (2000), la contribución de aspectos científicos del 
manejo y la aplicación del análisis económico para el manejo sostenible de los bosques tropicales 
fueron los logros fundamentales de este proyecto. 
• Proyecto de Manejo y Control del Bosque Natural.  El objetivo del mismo fue brindar asesoría 
técnica, capacitación y supervisión a los aprovechamientos forestales.   Mediante el mismo se 
atendió el manejo sostenible de 13,174 ha de bosque en la zona norte.  
 
La Asociación Parque Nacional Juan Castro Blanco se estableció para colaborar en la administración y 
preservación del PNJCB creado en 1992.  Este parque cuenta con una extensión de 14,258 ha, se ubica en 
las estribaciones orientales de la sierra volcánica central.  Los ríos Toro, Aguas Zarcas, Tres Amigos, La 
Vieja y Platanar se originan en este parque y sobre ellos existen plantas hidroeléctricas. La asociación está 
compuesta por diversas organizaciones ambientalistas y por individuos con interés en conservar los 
recursos naturales y la biodiversidad de la región.   La última lucha de este grupo fue recuperar más de 
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6.000 ha del parque que estaban en manos privadas.  La asociación se ha dedicado últimamente a la 
búsqueda de fondos para pagar a los campesinos y a defender aquellos territorios que siendo propiedad del 
parque tenía escrituras  privadas.   
 
La Asociación Campesina para la Conservación y el Manejo Forestal (ASCOMAFOR) incluye cuatro 
organizaciones locales interesadas en proteger y conservar los ecosistemas forestales en los cuales habita 
la lapa verde, se unieron en 1998. El objetivo de esta organización es conservar y restaurar el hábitat de la 
lapa verde en la RHN. Esta organización pretende la restauración de los ecosistemas forestales mediante el 
establecimiento de especies forestales con especies nativas provenientes de viveros familiares (Meza, 
2000).  ASCOMAFOR tiene 8 viveros para reforestar, ocho pequeñas familias integradas, 14 ha para 
reforestar bajo la modalidad de establecimiento de plantaciones nuevas y un plan de manejo elaborado por 
un profesional forestal, sin embargo, la organización no ha logrado tener acceso al programa de PSA98.  
 
7. 3. 4. Convenio voluntario: Hidroeléctrica Platanar – FUNDECOR – MINAE 
 
Dadas las características hidrográficas en la RHN se han construido plantas hidroeléctricas y otras están en 
proceso, en el cantón de San Carlos y territorios inmediatos hacia el oeste.  El conjunto de proyectos 
hidroeléctricos públicos y privados (Cuadro No.7.3.3) aportarán en el corto plazo cuando comience a 
operar la Planta Peñas Blancas, un total de 216 MW/h.  
 
La planta hidroeléctrica Platanar es la cuarta planta de la Empresa Hidroeléctrica Matamoros (EHM), de 
capital nacional y local,  dedicada a la producción de energía desde hace más de siete décadas. Esta 
empresa  tiene una capacidad instalada de 20 MW en cuatro centrales o plantas (Hospital, Carmen, Cedral 
y Platanar) a lo largo del río Platanar. 
 
La historia de esta empresa está estrechamente relacionada con los cambios en el paisaje como 
consecuencia del uso de los recursos naturales, y ha sido testigo de la  degradación de los suelos y de la 
disminución del caudal y calidad  de las aguas superficiales, como producto de las actividades 
agropecuarias y del desarrollo urbano de Ciudad Quesada. En la actualidad, mediante el acuerdo 
voluntario, la empresa está protegiendo 796.46 ha de bosques ubicados en la cuenca alta y media superior 
del río Platanar (Figura 7.3.1.).   
 
Los propietarios de 431.36 ha ya recibieron pagos por concepto del PSA, propietarios de otras 258.09 ha 
están listos para recibir el primer desembolso y 206.10 ha están en trámite especial. Para éstas últimas fue 
necesario la firma de un adendum al contrato firmado en 1999, dado que algunos propietarios no podían 
tener acceso al PSA, tal y como lo establece la reglamentación, porque tenían algún tipo de problema 
legal99 con las propiedades a proteger.    
 
                                                 
98 Entrevista con Olga Vargas, dirigente de esta organización, mayo 2001.  Ella hace una fuerte crítica al  Área 
Conservación Región Huetar Norte y a CODEFORSA y dice que “pareciera que los recursos del Estado se asignan 
solo a los grandes y a CODEFORSA”. 
99 Por ejemplo, algunos  no tienen los planos catastrados, o bien sus propiedades están a nombre de terceros u otras 
calidades que no les permiten cumplir con la reglamentación que el Estado ha definido para el PSA. 
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Cuadro No. 7.3.3.  Plantas hidroeléctricas cantón de San Carlos y 
 territorios inmediatos  
 




San Lorenzo 16 CONELECTRICA 
Daniel Gutiérrez 20 CNFL 
Chocosuela100 8 Coopelesca R.L. 
La Esperanza 5 Inversiones la Manguera 
Peñas Blancas 35 Fideicomiso 
Platanar 15.5 Eléctrica Matamoros 
Hospital/Carmen/Cedral 5 Eléctrica Matamoros 
El Embalse 2 Hidromantenimiento 
Hidrosarcas 14 Eléctrica Hidrozarcas 
Caño Grande / Venecia 5.5  Hidromantenimiento 
Volcán / don Pedro 34 Energía Global 
Toro I  20 ICE 
Toro II 36 ICE 
Total 216  
                       Fuente:  Salazar, Gerardo. Empresa Eléctrica Matamoros (junio,2001). 
 




Paralelo a los acuerdos voluntarios para el mejoramiento ambiental, la Empresa Hidroeléctrica Platanar se 
ha comprometido a colaborar en la búsqueda de fondos para el pago de terrenos privados existentes en la 
Reserva Juan Castro Blanco.  Asimismo, ha desarrollado un programa de educación ambiental y 
                                                 
100 Coopelesca R.L. está construyendo los proyectos Chocosuela II y III, para generar 20 MW/h. 
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promoción comunal en las áreas de influencia del proyecto hidroeléctrico, con el objetivo de: proyectarse 
a las comunidades, mejorar la imagen de la empresa –empresa amigable con el ambiente- y mejorar el 
acceso a la información por parte de las personas de la comunidad sobre qué es un proyecto hidroeléctrico 
y cómo puede contribuir a incrementar el bienestar social.  Contrató los servicios del Colegio 
Universitario de Alajuela (CUA), con el propósito de desarrollar un programa para mejorar la conciencia 
ambiental de la población, realizando un trabajo con escuelas y colegios ubicados en el área. También, 
implementó una campaña radial y escrita con información sobre el proyecto hidroeléctrico y sobre cómo 
puede convivir una comunidad con un proyecto hidroeléctrico  (Figura No. 7.3.2.), y por último, ubicó un 
puesto educativo en la Feria Ganadera que se llevó a cabo en el año 2000101 . 
 
Figura No.  7. 3.2.  Rótulo para motivar a  la comunidad sobre la 






La Empresa Hidroeléctrica Matamoros (EHM), la Fundación para el Desarrollo de la Cordillera Volcánica 
Central (FUNDECOR) y El Ministerio de Ambiente y Energía  (MINAE)  firmaron en 1999 un acuerdo 
voluntario102 para el mejoramiento ambiental de la micro-cuenca del río Platanar en el cantón de San 
Carlos, donde la empresa opera una represa del mismo nombre.   Mediante el  convenio, la EHM se 
compromete a pagar US$15/ha/año a FONAFIFO, para que incluya en forma prioritaria dentro del 
programa del PSA a los  propietarios  de fincas ubicadas dentro de la micro-cuenca del río Platanar (ver 
mapa micro-cuenca Río Platanar en figura No.13), para la protección del bosque y reforestación de áreas 
denudadas, durante un período de cinco años tal y como lo establece la legislación forestal vigente y su 
manual de procedimientos (Acuerdo Contractual103 FUNDECOR-Hidroeléctrica Platanar, 
FONAFIFO,1999). Un año después, en agosto del año 2000, la EHP firma un Adendum al convenio de 
1999 a  razón del cual la empresa acordó pagar US$30/ha/año, sólo para la protección del bosque, para un 
período de 10 años a partir del momento en que se lleva a cabo la firma de los convenios de pago de 
                                                 
101 Entrevista con funcionarios de la empresa y trabajo de campo entre marzo y mayo del 2001. 
102 Los acuerdos voluntarios, como instrumentos de política, nacieron a mediados de los años ochentas en Holanda, 
En su origen, los acuerdos se hicieron  entre una organización gubernamental y una empresa privada.    Estos 
acuerdos daban mejores resultados que aquellos instrumentos de política ambiental donde mediaban mecanismos 
forzosos como estándares de contaminación o impuestos ambientales (Glasbergen, 1998).  
103 El primer acuerdo voluntario de este tipo se firmó en 1997  entre la empresa Energía Global/ /FUNDECOR / 
FONAFIFO.  
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servicios ambientales con los propietarios privados (Adendum No.1, Acuerdo Contractual FUNDECOR-
PH Platanar, 2000).    
 
Un acuerdo, o convenio voluntario es un mecanismo de manejo ambiental, donde no median obligaciones 
de carácter legal u obligatorio, sino que se fundamenta en compromisos entre las partes. En el caso de 
Costa Rica los convenios voluntarios se han establecido en el procesamiento del café y en el marco del 
programa de PSA.  En el primer caso ICAFE los ha impulsado y ha guiado su implementación, 
especialmente cooperando con transferencia de tecnologías más limpias para el beneficiado de café.  En 
los acuerdos voluntarios para el PSA, FUNDECOR es la organización líder en la promoción y ejecución 
de este tipo de acuerdos entre generadores privados de energía, el Estado y los productores de servicios 
ambientales, como se indica en la figura No.15.  
 




  Fuente: Elaboración propia con base en información suministrada por Ing.  Matamoros, 
                P.H. Platanar y Jhonny Méndez, CODEFORSA (2001). 
 
7. 3. 5. Percepción de los servicios ambientales por parte de diversos actores locales  
 
En este apartado se sintetizan los resultados de la consulta realizada a representantes de distintas 
instituciones públicas, del gobierno local y organizaciones privadas, incluyendo tanto funcionarios de 
empresas hidroeléctricas  como beneficiarios directos del programa de PSA en la región y en la cuenca del 
río Platanar, en el marco del Area de Conservación Huetar Norte (ACHN).  En la siguiente fotografía se 
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Figura No. 7.3.4.   Costa Rica: 


















La consulta se realizó mediante la aplicación de grupos focales, en Ciudad Quesada, San Carlos, entre el 8 
al 10 de mayo del 2001.  Se utilizó una metodología de valoración de múltiples criterios que incorpora los 
factores críticos seleccionados para este estudio y variables que permiten la evaluación de cada uno de los 
mismos. Estos son: a) económico-financiero, que comprende las variables nivel de rentabilidad del PSA y 
eficiencia en la capacidad de inversión; b)  el institucional donde se evalúa la eficiencia en la estructura de 
procesos del PSA y el nivel de acceso a la información sobre PSA; c) el social, que abarca el 
mejoramiento en la calidad de vida de la comunidad y capacidad de organización y por último, d) el uso 
del territorio y recursos naturales, que valora la percepción sobre la transformación del paisaje y 
alteraciones en la calidad y cantidad del agua.   Los alcances de esta metodología se explicitan en el 
primer anexo de esta investigación.  Los principales resultados de este estudio de caso se presentan a 
continuación. 
 
Percepción de representantes de instituciones gubernamentales  
 
En este grupo de consulta participaron representantes de la Comisión Ambiental Inter-institucional de la 
Zona Norte, constituida por funcionarios del Ministerio de Educación Pública (MEP), Ministerio de 
Ambiente y Energía (MINAE), Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG), Ministerio de Salud 
Pública (MSP) y de empresas privadas, como la Cooperativa de Productores de Leche R.L. (Dos Pinos). 
También asistieron otros representantes del MINAE.  La representatividad de los asistentes fue 
cualitativamente significativa104.   En términos generales, en este grupo se habla indistintamente de PSA 
como equivalente a “incentivo” y se mostraron dificultades para visualizar un escenario futuro diferente. 
 
En la Telaraña No.2, se resumen resultados que corresponden a la percepción de los representantes de las 
organizaciones gubernamentales sobre el efecto del PSA en las comunidades rurales ubicadas dentro del 
área de estudio.  Los criterios económicos y financieros se resumen   en el nivel de rentabilidad y 
eficiencia en la capacidad de inversión. Para este grupo de actores, el PSA es rentable en el nivel 4.  
Consideran que la rentabilidad del PSA está en función de la aptitud y cantidad de terreno que poseen los 
                                                 
104 En este grupo asistieron 13 de las personas convocadas, la reunión fue en las oficinas de MINAE en Ciudad 
Quesada,  Mayo 8, 2001. 
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productores, así como del tamaño de la finca. El grupo consideró que “pequeños productores en la Zona 
Norte”, son aquellos que poseen entre 2  y 40 ha de terreno, dependiendo de dónde se localicen.   
 
Consideran que la protección del bosque es una actividad complementaria que compite con otras 
actividades agrícolas. El argumento es que para un pequeño productor es imposible dedicar todo su 
terreno al bosque, a pesar de que en el tiempo es una fuente fija de ingresos, pues el PSA no integra una 
estrategia de desarrollo agroforestal. Más bien el PSA está orientado al bosque, y el monto que se recibe 
no es suficiente para vivir, a veces, la plusvalía de la tierra es mayor que el monto que se paga de PSA. 
Para este grupo de personas, la mayoría de los ingresos recibidos por los productores por concepto de 
PSA, no son invertidos en el mantenimiento de la finca, aunque aclaran que si se produce inversión. 
Cuando el productor recibe el dinero debe cubrir el pago de regencias, rótulos, rondas, etc, y si abandonan 
la plantación se rescinden los contratos, pero también invierte en sus fincas y familia.  Por estas razones el 
ordinal que califica la eficiencia en la capacidad de inversión se ubica en el nivel 6.5 entre 0 y 10 (ver 
telaraña No.2).  
 
El criterio institucional corresponde a dos variables, la eficiencia con que opera la estructura de los 
procesos para el PSA y el nivel de acceso a la información, lo cual se ilustra en los dos siguientes ejes en 
la telaraña 2. Sobre el primero, los representantes de organizaciones gubernamentales que estuvieron 
presentes, perciben un nivel de 3.5 entre 0 y 10.  Según lo expresaron los consultados, los procesos 
administrativos son muy complejos y burocráticos, dificultan a los productores el acceso al PSA; el 
mecanismo financiero que sostiene el modelo ha contado con recursos externos, el modelo debe 
incorporar el valor agregado de otras actividades productivas y no sólo el bosque.  Por lo tanto, la 
estructura de procesos es calificada como relativamente poco eficiente, y se considera que para el buen 
funcionamiento del PSA se requiere proveer al MINAE de las capacidades necesarias para cuidar la 
inversión que ha efectuado el Estado desde hace más de 20 años, lo cual no está garantizado con claridad. 
La falta de coordinación interinstitucional incide en la aplicación de un enfoque fragmentado, con lo cual 
se limita la incidencia en los cambios. 
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Además, consideran que las organizaciones no gubernamentales que figuran como intermediarios en el 
acceso al PSA, no han funcionado en su totalidad de la forma más apropiada. Lo anterior, según ellos es el 
resultado de oenegés mal organizadas, que utilizaron en forma errónea los fondos provenientes de PSA, y 
que incluso, en algunos casos estos dineros no llegaron a su destino. En esta misma dirección, según las 
personas que participaron en la consulta la comunidad local no tiene un conocimiento completo sobre el 
funcionamiento del PSA, por lo que el nivel de acceso a la información ha sido calificado en el ordinal 4, 
y es consecuencia de un manejo inapropiado de la información por parte del Estado y de las 
organizaciones que apoyan la labor del Estado en el área.  
 
En relación con las dimensiones sociales del PSA, el grupo consultado consideró que el PSA ha 
contribuido a mejorar la calidad de vida de los productores y la comunidad en general –en el ordinal 4—. 
Los entrevistados tienden a calificar “mejor calidad de vida” en términos financieros, o por ejemplo, que 
para un campesino es tener tierra y esta se ha ido vendiendo, plantean que  “el PSA ni siquiera toma en 
cuenta el costo de la canasta básica”, considerando en menor medida los factores sociales y ambientales. 
Cuando el grupo consultado califica la capacidad de organización, la respuesta cambia y se plantea que el 
PSA ha influido muy positivamente, valorándose en el ordinal 8,5.  Se plantea que desde el punto de vista 
social, económico y ambiental, el PSA ha sido exitoso si se considera que ha mantenido continuidad y se 
ha basado en una visión de “permanencia” y de pertenencia a una organización, producto de la labor de 
organizaciones como CODEFORSA o FUNDECOR en el área. 
 
Por último, se reconoce el efecto positivo del PSA sobre las variables evaluadas en relación con el uso del 
territorio y recursos naturales. Los representantes de organizaciones gubernamentales consideran que el 
PSA ha contribuido a mantener remanentes de bosque y a transformar en aspectos positivos el paisaje 
(ordinal 8,5), con lo cual se contribuye a mantener agua de calidad y cantidad en el tiempo, también 
calificado en 8,5, según ellos  debido a que los productores son conscientes y reconocen la importancia del 
bosque para el disfrute de este recurso en el tiempo.  
 
Percepciones de representantes de empresas hidroeléctricas  
 
En la consulta participaron representantes de la Cooperativa de Electrificación Rural de San Carlos 
(Coopelesca R.L.) y las empresas privadas Hidromantenimiento y Empresa Eléctrica Matamoros. El 
gráfico de la Telaraña No.3  muestra la valoración de ese grupo, que integra el  sector eléctrico en la zona, 
en relación con el PSA y el efecto del mismo sobre la comunidad rural de San Carlos. La telaraña muestra 
vacíos que indican que las personas consultadas desconocen (o conocen poco) sobre el comportamiento de 
indicadores relacionados con: la eficiencia en la capacidad de inversión que tienen los productores 
forestales cuando cuentan con ingresos producto del PSA; el efecto de la organización social sobre la 
efectividad del PSA y, el cambio en la transformación del paisaje consecuencia de la existencia del PSA. 
 
Sin embargo, estas personas entrevistadas coinciden en que, desde el punto de vista económico y 
financiero  el pago que reciben los productores por PSA, no es lo suficientemente atractivo como para 
incentivar a los productores a dejar sus actividades agrícolas y dedicarse a la actividad forestal, ya sea para 
reforestación, protección o manejo del bosque.  Por consiguiente, el nivel de rentabilidad del PSA frente a 
otras actividades agrícolas es calificado en el ordinal 2, tal y como se ilustra en el gráfico. Esto se debe a 
que los productores deciden su consumo presente o futuro en función de sus necesidades inmediatas o de 
corto plazo. Asimismo, los procesos administrativos del PSA requieren ser mejorados –eficiencia de 
procesos del PSA es 2-, con el fin de apoyar a los productores. Por ejemplo, se estima que algunos de los 
trámites exigidos pueden ser descentralizados a través de las oficinas regionales del MINAE, evitando que 
los productores tengan que trasladarse a retirar sus pagos a las oficinas centrales de FONAFIFO en San 
José, y otros pueden reducirse. El grupo consultado considera que los productores son conscientes de la 
importancia de mantener el bosque, aunque no cuentan con información apropiada para mantener las áreas 
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que son de su propiedad. En conclusión, la conciencia ambiental es importante pero es necesario un 
proceso de capacitación y enseñanza en el tiempo. La calificación para el nivel de acceso a la información 
es de 3.   
 
Por otra parte, según los representantes de empresas hidroeléctricas, el PSA no ha tenido el efecto 
esperado sobre los pequeños productores, en el sentido  de mejorar la calidad de vida, y se visualiza en la 
telaraña con un nivel ordinal de 4.  De acuerdo con su percepción, esto se puede ver claramente en el 
hecho de que los pequeños productores están vendiendo sus tierras a los grandes productores y emigran a 
otras zonas del país.   
Por último, la posición de este grupo de actores con respecto al efecto del PSA sobre los cambios en la 
calidad y cantidad de agua refleja que consideran que la cobertura boscosa contribuye a mejorar la calidad 
del agua en el tiempo, y de ahí la importancia que sean las mismas empresas hidroeléctricas las que 
inviertan en el mantenimiento de las áreas de bosque en las cuencas donde se ubican sus proyectos 
hidroeléctricos, sería como lo expresaron “patrocinar nuestra propia cuenca”.  No obstante, consideran que 
no existen estudios que comprueben que el bosque contribuye a aumentar la cantidad de agua a lo largo 
del tiempo.  En resumen, se puede decir que el PSA ha contribuido a mejorar la cantidad y calidad del 
agua, y la variable es calificada en el ordinal 8. 
 
La percepción de representantes de  organizaciones no gubernamentales  
 
De las organizaciones no gubernamentales105 que trabajan en la RHN, se consultó a representantes de la 
Fundación para el Desarrollo de la Cordillera Volcánica Central (FUNDECOR), Comisión de Desarrollo 
Forestal de San Carlos (CODEFORSA), Asociación para la Conservación y Manejo Forestal 
(ASCOMAFOR) y Productores Unidos para el Desarrollo Sostenible de San Carlos (PROUDESA). Los 
resultados de dicha consulta se muestran en la telaraña No.4. 
 
Desde el punto de vista económico financiero, para el grupo de personas consultadas, para los pequeños 
productores en el corto plazo es más beneficioso aprovechar el bosque y extraer las especies comerciables, 
                                                 
105 Asistieron las 9 personas invitadas 
Telaraña No.3: Efecto del PSA sobre las comunidades rurales,















Nivel rentabilidad del PSA
Eficiencia en la capacidad de inversión
Eficiencia en la estructura de procesos
Nivel de acceso a la información
Mejoramiento en la calidad de vida de la comunidad
Capacidad de organización
Transformación del paisaje
Alteraciones en la calidad y cantidad de agua
Gestión local y participación en torno al pago por servicios ambientales: estudios de caso en Costa Rica 
 136
al mismo tiempo que se dedica parte de los terrenos para la producción de otras actividades, con un mayor 
rendimiento por hectárea el bosque.  Al mismo tiempo, los participantes opinan que antes de determinar si 
el PSA es una buena opción económica para los productores, es necesario evaluar factores que tienen 
características particulares en cada zona, tales como:  la topografía del terreno, tipo y nivel de fertilidad 
del suelo, la disponibilidad de caminos, la ubicación de la finca y la conciencia del productor.  Para el caso 
de la cuenca del río Platanar, es necesario considerar estos factores, porque es una zona que posee grandes 
pendientes y sólo pueden ser dedicadas a la actividad forestal -bosque-.  Se señala también que, si los 
terrenos son de vocación agrícola sería necesario compensar a los productores en función de lo que dejan 
de percibir por dedicar esas áreas a la actividad forestal, en otras palabras su costo de oportunidad.  En la 
telaraña No.4, se puede apreciar que para este grupo de actores el PSA es medianamente rentable 
(ponderación 5), si lo analizamos en forma aislada.  Además, de acuerdo con su percepción el PSA es 
poco rentable para los pequeños productores que no forman parte de algún tipo de organización social, es 
decir para aquellos que accesan el PSA en forma independiente.   
 
Por otra parte, puede decirse que los dineros recibidos por los productores han sido bien invertidos 
(ordinal 7), ya que para que los productores reciban el desembolso de los fondos estos deben contar con el 
aval de un regente que supervisa el estado del bosque -en protección y manejo- y de la plantación. 
Además, hay que considerar que los montos pagados como reconocimiento por los servicios ambientales, 
no cubren totalmente los costos que implica al productor el establecimiento de la plantación. 
Prácticamente, sólo en protección del bosque, el productor tiene la oportunidad de invertir parte de los 
ingresos recibidos por PSA en otros usos fuera del bosque.  
 
Los indicadores institucionales de evaluación del PSA, muestran que el sistema del programa de pago de 
servicios ambientales, tiene problemas en el nivel de eficiencia de la estructura de procesos (calificación 
de 2). El tipo de descentralización que usa el MINAE en lugar de agilizar los tramites de acceso y pago de 
servicios ambientales, más bien ha ocasionado que cada área de conservación maneje y procese en forma 
independiente y  diferente la información, imponiendo  más o menos requisitos a los interesados.  En 
general, reconocen que el PSA es un proceso y que es necesario aprender de los errores para contribuir a 
mejorar y aumentar el impacto del programa de servicios ambientales.  Otro factor que atrajo la atención 
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de los participantes, se refiere al manejo y acceso de la información sobre el PSA por parte de los 
productores y de la comunidad en general.  Este grupo de expertos indicó que los productores tienen 
conciencia ambiental, pero los canales de comunicación entre quienes manejan la información y los 
productores, no han sido los más apropiados, por lo tanto, no se ha logrado una transmisión de 
información efectiva, y lo califican en 3, como se muestra gráficamente en la telaraña. 
 
Según los representantes consultados, el PSA desde una visión de conjunto,  ha coadyuvado a mejorar la 
calidad de vida de las comunidades en la Región  Norte, porque no sólo es una fuente de ingresos para las 
familias, sino que tiene efectos positivos a nivel social y ambiental para quienes están involucrados 
directamente y para la comunidad en general.  El ordinal asignado por ellos fue 6.  En forma 
complementaria, el PSA también ha tenido efectos importantes –calificado en 8- sobre la organización 
social de los pequeños productores, como es el caso de PROUDESA y ASCOMAFOR que se han 
organizado en forma independiente, en lo cual también ha tenido un papel importante el apoyo de 
organizaciones como FUNDECOR y CODEFORSA. 
 
Por último, se percibe de las personas consultadas que el PSA ha tenido efectos muy significativos sobre 
la transformación del paisaje y sobre la calidad y cantidad de agua, porque es claro que se asocia (no sólo 
en este grupo particular) una relación directa entre bosque y cantidad y calidad del recurso hídrico. Es 
importante hacer notar que el PSA inició como tal con la ley Forestal de 1996, pero su efecto también es 
producto de la reforestación y regeneración del bosque por el desarrollo de los incentivos forestales desde 
la década de los años setenta y ochenta, como se comprueba a través de las imágenes de satélite de cambio 
de uso del suelo.  
   
Percepción que tienen los beneficiarios del programa de PSA   
 
El grupo de beneficiarios consultados se conformó por propietarios privados activos en el programa de 
PSA cuyas fincas se localizan en el área de la cuenca del río Platanar. Tal y como se desarrolla 
seguidamente, este grupo muestra una percepción un poco diferente si lo comparamos con los otros tres 
grupos de actores consultados, como se  observa en la Telaraña No.5. 
 
Los productores que participaron en la consulta, consideran que desde el punto de vista financiero, el 
programa de PSA ha sido parcialmente rentable, lo cual se refleja en el ordinal 6, de la telaraña 5.  Esto se 
debe a que las áreas que estos productores han incluido dentro del PSA, se ubican en la parte alta del río 
Platanar, cerca del Parque Nacional Juan Castro Blanco.  Estas son áreas muy irregulares, con grandes 
pendientes y ventosas, por lo tanto no pueden dedicarse a otros usos, o más bien no es recomendable 
dedicarlas a otros usos por ser áreas de “vocación forestal”, por lo tanto, como ellos lo manifestaron: “no 
tenemos otras alternativas debe dejarse como bosque”.  Consideran que la compensación económica que 
reciben es poca, el pago es más bien un tipo de “gratificación” por cuidar el bosque, por consiguiente, no 
pueden dedicar todo el terreno que poseen al PSA, sino que más bien deben combinar la protección del 
bosque con sus otras actividades productivas, como es la actividad lechera.  En conclusión, la protección 
del bosque es una actividad rentable cuando los terrenos poseen laderas muy pronunciadas que no pueden 
ser utilizadas para otros usos tal y como lo expresaron los productores “aunque no les paguen siempre van 
a mantener esas áreas no las van a cortar”.    
 
A diferencia de los demás grupos consultados, estos productores consideran que ellos han invertido 
eficientemente los pagos recibidos por concepto de PSA (ordinal 9), porque no sólo han cumplido con los 
requerimientos establecidos, sino que han invertido tiempo en cuidar el bosque y evitar que el mismo sea 
dañado, han orientado el dinero hacia el pago de jornales, compra de rótulos, material para cercar sus 
fincas entre otros. En este sentido, están invirtiendo más de lo exigido a través del contrato establecido; 
esta inversión adicional no se ve compensada en su totalidad por el PSA, por lo que consideran que en el 
corto plazo su calidad de vida aún no se ha visto mejorada en una forma muy evidente. 
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Al igual que de los demás grupos de actores consultados, los productores consideran que los procesos 
administrativos para el acceso y trámite de los pagos, son largos y complicados (eficiencia en 2), tanto en 
las oficinas regionales del MINAE como en FONAFIFO.  Consideran que esto produce desilusión entre 
los productores, lo que hace que en muchos casos prefieran no  solicitar PSA. La situación se complica 
porque los productores no disponen de la suficiente información necesaria y no conocen del todo sobre el 
programa de servicios ambientales (ordinal 2). En la mayoría de los casos más que conocimiento sobre 
PSA, es una forma de conciencia ambiental campesina que ha sido transmitida de generación en 
generación, a lo largo del tiempo para mantener las nacientes de agua.  
 
Respecto a los ejes que representan variables sociales, el mejoramiento de la calidad de vida lo califican 
en el ordinal 4, pero la organización de la sociedad civil a través de asociaciones de productores o de 
organizaciones no gubernamentales lo ubican en 10.  El grupo de productores argumenta que 
organizaciones como CODEFORSA han sido uno de los factores que han contribuido a la continuidad y 
éxito del programa de PSA en la región. Esto se debe a que estas organizaciones asumen todos los trámites 
legales y administrativos, haciendo que los productores no tengan que asumir por si solos todos los 
trámites que el acceso al PSA implica, porque tal y como ellos lo expresaron “si nosotros hubieramos 
tenido que asumir todo el proceso de acceso al PSA por nuestra propia cuenta, quizás no estaríamos aquí” 
por lo tanto estas organizaciones desempeñan un papel de facilitadores.   
  
Por último, con respecto a las variables de uso del territorio y recursos naturales, consideran que el paisaje 
no ha sufrido cambios significativos en los últimos 20 años, y no creen que se puede atribuir el 
mantenimiento de todas las áreas de bosque que existen al PSA, esto se refleja en una calificación de 5 en 
la telaraña. Pero si consideran que la permanencia del bosque ha sido fundamental en la regulación de la 
disponibilidad del agua para los diferentes usos en el tiempo, como es el agua para consumo doméstico y 
producción de energía. También, consideran que los habitantes de Ciudad Quesada no están pagando por 
ese servicio ambiental que el bosque está brindando, sólo pagan por el mantenimiento de las tuberías y el 
tendido eléctrico y creen que “todos deben contribuir a mantener el bosque y por ende cuidar las fuentes 
de agua.”  
  
Telaraña No.5 : Efecto del PSA sobre las comunidades rurales, RHN




















Nivel rentabilidad del PSA
Eficiencia en la capacidad de inversión
Eficiencia en la estructura de procesos
Nivel de acceso a la información
Mejoramiento en la calidad de vida de la comunidad
Capacidad de organización
Transformación del paisaje
Alteraciones en la calidad y cantidad de agua
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7. 3. 6. Las opiniones integradas de los diversos actores sobre los efectos del PSA  
 
En la telaraña No.6  y en el cuadro No.7  se integran  en forma gráfica los resultados promedio de la 
consulta realizada para el caso en la Región Huetar Norte. A partir de la situación actual del programa de 
servicios ambientales, se analizaron cuatro criterios claves y ocho indicadores o variables, que permitieron 
evaluar la pregunta generadora del estudio de caso:  
 




La última línea del diagrama de telaraña No.5 muestra la situación ideal de calificación 10, si el programa 
de servicios ambientales funcionara sin la presencia de fallas mercado, ni de política. Es decir si existiera 
un mercado de servicios ambientales bien estructurado, con una clara definición de derechos de propiedad 
individuales y comunitarios, reglas de funcionamiento claras, sin la presencia de externalidades negativas, 
donde los diferentes actores conocen a la perfección el funcionamiento del mercado, cuentan con 
información idónea y no existieran problemas de incertidumbre.  
 
Telaraña No. 6: Efecto del PSA sobre las comunidades rurales,  RHN de Costa Rica:
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Alteraciones en la calidad y cantidad de agua
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Cuadro No. 7.3.4.  Resultados de la valoración de múltiples criterios integrados, 
 Región Huetar Norte (RHN) 
 
Grupos de actores  





1. Económicos /  Financieros 5.3 2 6 7.5
a. Nivel de rentabilidad del  
        PSA  
4 2 5 6
b. Eficiencia en la capacidad  
         de inversión 
6,5 NS 7 9
2. Institucionales 3.8 2.5 2.5 3
a.  Eficiencia en la estructura de  
     procesos del PSA 
3,5 2 2 2
c. Nivel de acceso a la  
       información sobre PSA 
4 3 3 4
3. Sociales 6.3 4 7 7
a. Mejoramiento en la calidad  
de  vida de la comunidad 
4 4 6 4
 b.  Capacidad de organización  8.5 NS 8 10
4. Uso del territorio y recursos 
naturales 
8,5 8 9 7.5
a. Transformación del paisaje 8,5 NS 8 5
b. Alteraciones en la calidad y 
       cantidad del agua 
8,5 8 10 10
Fuente: Elaboración propia con base en información de grupos focales efectuados en Ciudad Quesada , 
              8 –10 mayo, 2001. 
Nota: Las calificaciones están expresadas de 1 a 10, donde 1 es el orden más bajo y 10 el ordinal más alto.  NS = No 
saben o no responden. 
 
Cada uno de los puntos señalados en la telaraña indica la percepción promedio de los cuatro grupos de 
actores consultados con relación a cada una de las variables. En este sentido, con la información 
sistematizada en la telaraña  No.6 se integran los resultados de las opiniones de cada uno de los grupos de 
actores consultados: instituciones gubernamentales, compañías hidroeléctricas, organizaciones no 
gubernamentales y beneficiarios del programa de protección del bosque.  
 




En  términos generales para la RHN en función de la percepción de los diferentes grupos de actores 
consultados, las variables económicas y financieras, indican que el PSA es poco o medianamente rentable, 
con calificaciones entre 2 y 6.   Además, los montos recibidos por los productores como pago por 
servicios ambientales son invertidos eficientemente, niveles arriba de 7. Desde el punto de vista 
económico/financiero el PSA ha beneficiado a los pequeños productores en RHN (ver telaraña 7) por las 
siguientes razones:   
 
Si se plantea el PSA como la única fuente de ingresos para los pequeños y medianos productores que 
cuentan con pequeñas extensiones de terreno, este no se considera rentable. En tanto que el PSA se 
considera rentable en combinación con otro tipo de actividades productivas como por ejemplo la actividad 
agroforestal. Adicionalmente, se considera una actividad muy rentable para los grandes productores que 
poseen grandes extensiones de terreno y además han diversificado sus actividades productivas y no 
dependen totalmente del PSA.  
 
Es difícil que productores que cuentan con pequeñas extensiones de terreno puedan dedicar toda su finca a 
la actividad forestal bajo el programa de servicios ambientales, porque los montos establecidos por el 
MINAE para la compra de servicios ambientales no están en capacidad de competir –cubrir el costo de 
oportunidad de la tierra- con otras actividades agrícolas productivas, como es la ganadería de leche en la 
RHN.  
 
El PSA es concebido como una fuente de ingresos complementaria en vez de considerarse como única 
fuente de ingresos para los productores.  La diversificación productiva puede ser una forma de impulsar el 
programa de servicios ambientales, visto como una forma de compensar a los productores por mantener el 
bosque o reforestar áreas degradadas y/o con altas pendientes. Por consiguiente  surge la necesidad de 
establecer montos diferenciados para el PSA considerando el tipo de suelo, ubicación, topografía, 
servicios públicos y la existencia de infraestructura como carreteras. De esta forma se estaría 
compensando a los productores de acuerdo a los servicios ambientales que prestan sus terrenos al resto de 
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Telaraña No.7: Gráfico comparativo del efecto del PSA sobre las comunidades rurales,
RHN  de Costa Rica
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que cuentan con terrenos con grandes pendientes que no pueden ser utilizados para otros usos, pues el 
costo de oportunidad es prácticamente cero. 
 
En los diferentes grupos consultados, excepto el grupo de beneficiarios, coinciden en que los productores 
no están cumpliendo en su totalidad con los compromisos adquiridos cuando ingresaron al programa de 
servicios ambientales. Lo anterior producto de varios factores como puede ser que no existen mecanismos 
apropiados de control por parte del MINAE, falta de conciencia por parte de algunos productores y 
presiones de carácter económico y social por la tierra.   
 
 
Si ahora presentamos una telaraña (No.8) que nos integre las opiniones de los actores sistematizando los 
múltiples criterios evaluados (en nuestro caso ocho criterios con ocho variables), tendremos una mejor 
representación de las opiniones del funcionamiento del PSA.  
 
El criterio institucional de acuerdo a los resultados obtenidos, es la peor calificada, tanto en el indicador 
de eficiencia en la estructura de procesos como en el de nivel de acceso a la información.  La evaluación 
de las variables institucionales muestran que el PSA funciona en forma poco eficiente desde el punto de 
vista de todos los grupos de actores -ver telaraña No.8.  Los problemas de eficiencia en la estructura de 
procesos del PSA, fue uno de los puntos de mayor discusión con los diferentes grupos de actores, por las 
siguientes razones: 
1. Los trámites de acceso son lentos, complejos, con muchos requisitos. La información no se 
divulga apropiadamente.  No existe una coordinación adecuada entre las diferentes instituciones, 
organizaciones involucradas –MINAE, FONAFIFO y organizaciones de la sociedad civil-. Las 
formas de pago son lentas y la descentralización del MINAE no está funcionando de la forma más 
eficiente.   
2. Se destacan varios aspectos del sistema que son positivos y han sido trascendentales en el 
desarrollo y funcionamiento del mismo.  A pesar de las limitaciones del sistema, este funciona y 
ha permitido el acceso de los productores en el área de la cuenca al PSA.  Existen experiencias 
exitosas que deben examinarse como es el papel de apoyo de FUNDECOR al sistema del PSA.  
Los diferentes actores reconocen la importancia de las instituciones como el MINAE y 
organizaciones no gubernamentales que hacen posible la existencia del PSA.   
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3. Las personas de la comunidad no cuentan con suficiente información sobre el funcionamiento del 
PSA y sobre el concepto de servicios ambientales en general. Por lo tanto, es necesario  efectuar 
campañas de diseminación de información y recuperación del conocimiento local sobre SA,  que 
es bastante general, sustentado en “una conciencia ambiental”, que se ha transmitido de 
generación en generación. Los productores asocian SA principalmente con el componente 
económico y en menor medida, los componentes social y ambiental del programa. 
 
Las variables sociales, de acuerdo a la consulta efectuada, han sido evaluadas como intermedias. Lo 
anterior debido a que el PSA ha afectado positivamente a la comunidad rural, y esto se traduce en un 
incremento en la calidad de vida de la comunidad.  Al final, como se observa en la telaraña No.8, los 
diferentes grupos de actores otorgan una buena calificación a los aspectos sociales.  La única excepción 
son los representantes de hidroeléctricas, tal y como se mencionó anteriormente. 
 
Para algunos de los actores consultados la calidad de vida de las personas en el área de estudio no ha 
mejorado considerablemente, al sólo asociar calidad de vida con los ingresos de los productores.  Para una 
pequeña parte de las personas consultadas considera que el PSA si ha contribuido a mejorar la calidad de 
vida de los productores y de la comunidad en general. Una de las principales razones es que mantener las 
áreas de bosque no sólo es una fuente de ingresos para los productores, sino que también implica 
beneficios sociales y ambientales, para la comunidad en general. 
 
Por otra parte, uno de los resultados más importantes del PSA, es que ha contribuido a mejorar la 
capacidad de organización de la sociedad civil. Estas organizaciones trabajan en forma independiente o a 
través de grupos u organizaciones establecidas como FUNDECOR y CODEFORSA.  Además el 
programa ha generado incentivos para la sociedad civil para formar grupos u asociaciones de productores 
para accesar el PSA, como es el caso de ASCOMAFOR. 
 
Luego, este mismo tipo de asociaciones ha contribuido al desarrollo de la comunidad, a través de la 
construcción de caminos, escuelas y otros servicios.  La organización social ha facilitado el acceso de los 
productores al PSA, puesto que reduce el tiempo que los interesados deben invertir en el proceso. Un 
ejemplo interesante es el caso de CODEFORSA y FUNDECOR que han contribuido a facilitar el acceso y 
movimiento de la información entre y hacia los productores y el resto de la comunidad. 
 
El uso del territorio y recursos naturales, fue el criterio mejor evaluado por las personas consultadas.  Esto 
refleja que de acuerdo a la percepción de los diferentes actores, a partir de la Ley 7575 (1996) y el 
desarrollo de los incentivos en la década de los ochenta el PSA ha sido un factor clave en el 
mantenimiento de la disponibilidad y calidad del agua en el tiempo para los diferentes usos, 
principalmente para la producción de energía hidroeléctrica y para consumo doméstico.  El agua es el 
servicio ambiental más reconocido por los grupos entrevistados, en un segundo plano captura de carbono, 
tercero biodiversidad y por último belleza escénica. Reconocen la importancia del bosque como proveedor 
de esparcimiento que beneficia a los propietarios y el resto de la comunidad.  
 
7. 3. 5. Conclusiones 
 
El contexto regional de este estudio de caso está caracterizado por un proceso de colonización y desarrollo 
relativamente reciente, donde la actividad maderera y agroforestal cobró auge en las últimas décadas del 
siglo XX.  Como resultado en los cambios de uso del territorio en bosques y de transformación del paisaje 
hacia la actividad agropecuaria, turística y la creciente urbanización en el medio rural,   los programas de 
incentivos y de PSA han tenido gran acogida en la región, han contribuido a fortalecer el desarrollo 
organizativo de los productores y la capacidad de los profesionales forestales, como por ejemplo de 
CODEFORSA, que ha sido una de las principales oenegés en el país.  Esta ha mantenido –con altibajos- 
un papel fundamental en la mediación de los trámites para accesar los PSA de los productores afiliados, en 
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la regencia de los planes de manejo y protección, así como en el desarrollo de iniciativas tecnológicas y de 
gestión administrativa del proceso de PSA, con lo cual ha logrado incidir en los cambios de políticas y 
procedimientos a nivel nacional.  Más recientemente coordina con FONDECOR la ejecución de un 
convenio voluntario, que es un mecanismo de manejo ambiental promovido por esta oenegé con empresas 
generadoras privadas. 
 
Otro de los efectos percibidos como relevantes es que el PSA ha sido un estímulo para mantener los 
recursos naturales.  La tendencia del PSA en la región refleja una creciente disminución de recursos para 
manejo del bosque y un aumento en programas de protección y reforestación,  así como un incremento en  
la participación de productores pequeños y medianos (en fincas entre 30 y 100 ha).  No obstante, el 
estudio refleja que las fincas de mayor extensión siguen concentrando las mayores cantidades de pago por 
concepto de programas de reforestación.  Los actores consultados estiman que las estrategias podrían 
procurar una mayor equidad en la distribución del PSA si se tomaran en cuenta criterios para diferenciar 
las características de las fincas+.   
 
En resumen, los resultados de este estudio de caso indican que: 
 
 La rentabilidad del PSA está en función de la aptitud y tamaño de la tierra; para los productores 
más pequeños la protección de bosques mediante PSA es una actividad complementaria al 
desarrollo agropecuario y/o turístico, que debería enfocarse desde estrategias agroforestales y 
manejo de servicios ambientales integralmente.   
 Existe incertidumbre y desencanto sobre los frutos de la reforestación en términos de retorno de 
beneficios, debido a las debilidades en las cadenas productivas e industriales. 
 Por otra parte, los montos del PSA para conservación no son atractivos, se consideran bajos o 
poco rentable, y se invierten principalmente en actividades propias de conservación de bosque.   
 También, el PSA se percibe como un ingreso complementario a las actividades agropecuarias, 
extracción de productos no maderables o turísticas (escasas), lo cual ha contribuido a mejorar su 
calidad de vida, en tanto representa (el PSA) un fondo de inversión ocasional para las necesidades 
de la familia.   
 De ahí que se plantea la importancia de establecer pagos diferenciados de acuerdo a la capacidad 
de uso del suelo y del costo de oportunidad, al mismo tiempo que de deben aumentar los montos 
actuales, para hacerlos más atractivos, especialmente para los productores más pequeños. 
 El PSA ha contribuido a mejorar la capacidad de organización de la sociedad civil, a través de la 
creación de asociaciones de productores como ASCOMAFOR y el apoyo de organizaciones como 
FUNDECOR, CODEFORSA y la empresa privada a las comunidades, a través de asesorías y el 
desarrollo de programas de educación ambiental.  
 Los resultados del estudio indican que el programa ha tenido efectos positivos sobre la 
transformación del paisaje. Para la mayoría de las personas consultadas el mantenimiento de las 
áreas de bosque y el establecimiento de plantaciones, provee de áreas a la comunidad para el 
esparcimiento y disfrute de los habitantes y también de personas que visitan la zona. Además, el 
PSA coadyuva al mantenimiento del ciclo hidrológico en el tiempo, principalmente a mantener la 




Del análisis surge la importancia de consolidar el marco institucional del PSA como una innovación en 
proceso, cuyos procedimientos actuales pueden mejorarse para hacer más eficiente el proceso y beneficiar 
de mejor forma a medianos y pequeños productores, a  organizaciones comunales y de parceleros que 
tienen iniciativas locales que no “calzan” dentro las disposiciones actuales (tierras comunales, proyectos 
colectivos), y que pueden tener mayor efecto en la gestión del desarrollo local desde enfoques 
comunitarios. Se refuerza la necesidad de simplificar y agilizar el proceso de tramitología que dificulta el 
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acceso al PSA por parte de los posibles beneficiarios, así como la canalización de los pagos, lo cual iría 
acompañado del fortalecimiento de la capacidad de gestión descentralizada de los órganos públicos 
competentes. Esto último facilitaría el desarrollo de esfuerzos renovados de coordinación intersectorial y 
vínculos con el gobierno local, bastante débiles en cuanto a gestión ambiental y PSA.  
 
Finalmente,  en términos generales se concluye que dentro de las dificultades planteadas, el programa de 
PSA ha sido exitoso y ha tenido un efecto económico, social y ambiental positivo. Entre los factores clave 
para estos logros están: la existencia de una normativa legal, políticas y estructuras nacionales que 
favorecen un sistema integral de servicios ambientales, posibilitando iniciativas particulares, como la 
estudiada en este caso sobre convenios voluntarios de una empresa hidroeléctrica, y estimulando nuevas 
sinergias y enlaces de actores sociales, ubicados en diferentes niveles del proceso del sistema nacional de 
servicios ambientales.   
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Anexo 8 
Lista de personas entrevistadas o consultadas 
 
Acuña, Gilbert.  Alcalde San Isidro 
Araya, Víctor.  Ing. For. CACSA 
Arce Asdrubal, Acueducto Municipal 
Arias, Guillermo.  Consultor 
Balmaceda, Gretel.  Directora Area de Salud Flores-Belén, Heredia 
Barrientos, Fernando, Beneficiario 
Barrientos, José, Beneficiario 
Bolaños, Marcos, Gerente Ejecutivo IDA 
Bolaños, Sigifredo, Funcionario SINAC-MINAE-Heredia. 
Brenes, Carlos, Coopelesca R.L. 
Brenes, Carlos.  Facilitador Regional  FTPP-FAO 
Cambronero, Alex.  CECADE 
Campos, Juan José, ITCR 
Canet, Gilbert.  Director DECAFOR-MINAE 
Carballo, Luis.  Comisión Ambiental Barva 
Cavarría, Henry.  Comisión Ambiental San Rafael, Heredia 
Conejo, Yamileth.  CRIDESA 
Cordero, Doris.  Ing. For. Directora Oficina Técnica ESPH 
Cordero, Jeannette.  Presidente Asoc. Defensa del Medio Ambiente y Cultura Getsemany 
Cordero, Luis.  ACD Heredia 
Corrales, Oldemar, MINAE-Pital 
Chaves, Evelyn.  Ing. Forestal JUNAFORCA 
Chaves, Hannia.  Comisión Ambiental San Isidro, Heredia 
Chaves, Luis Carlos, Hidromantenimiento 
Chinchilla, Alberto, Dir. Ej. CICAFOC 
Fallas, Agustín.  FUNDECOR 
García, Benny, MAG 
Garita, Carlos.  ACD San Rafael 
González, Ernesto, PROUDESA 
González, Pedro.  Coordinador FUNDECOR-Sarapiquí 
González, Henry.  Alcalde Municipalidad Santa Bárbara, Heredia 
González, Luz María.  CRIDESA, Heredia 
Granados, Evelio.  Maestría Desarrollo Rural-UNA, Heredia. 
Gutiérrez, María, ASCOMAFOR 
Kellenberg, John, Programa RUTA-BM, Centro América 
López, Rocío.  Directora Ejecutiva ABAS 
MacDonal, Isabel.  FECON 
Matamoros, Javier, Empresa Eléctrica Matamoros 
Méndez, Johnny.  Director Ejecutivo CODEFORSA 
Miranda, Minor.  SHURAKMA, Barva. 
Montoya, Michael. CECADE 
Morera Ronald, Radio, Santa Clara 
Murillo, Carlos, APNJCB 
Murillo, Marvin.  Alcalde Municipalidad de S. J. Flores 
Osés, Bernal.  ACD Barva 
Porras, Carlos, FUNDECOR 
Porras, Sergio, MAG 
Quesada, Ruperto.  ITCR 
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